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Listado de acrónimos y siglas
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ACNUR: Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados.
CIDH: Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
Corte IDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos.
OEA: Organización de los Estados Americanos.
OIM: Organización Internacional para las Migraciones.

Argentina:

ASPO: aislamiento social, preventivo y obligatorio.
CSJN: Corte Suprema de Justicia de la Nación.
Comisión de Refugiados: Comisión para la Asistencia Integral y Protección al Refugiado y 
Peticionante de Refugio.
CONARE: Comisión Nacional para los Refugiados.
DGN: Defensoría General de la Nación.
DNM: Dirección Nacional de Migraciones.
DNU: Decreto de Necesidad y Urgencia.
Ley 27.512: Ley General de Reconocimiento y Protección de las Personas Apátridas.
Ley 25.871: Ley de Migraciones.
Ley 26.165: Ley General de Reconocimiento y Protección al Refugiado N° 26.165.
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IPE: Identificador Provisorio Escolar.
La Comisión: Comisión de Reconocimiento de la Condición de Refugiado.
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Ley N° 21.325: Ley de Migración y Extranjería.
SERMIG: Servicio Nacional de Migraciones.
SJM Chile: Servicio Jesuita a Migrantes en Chile.
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ICBF: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.
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Introducción

Las personas con necesidad de protec-
ción internacional en busca de asilo o 
refugio en América Latina continúan 
enfrentándose a serias barreras para el 
reconocimiento de sus derechos funda-
mentales, particularmente en las zonas 
de frontera. Esto involucra (i) vulneracio-
nes al derecho a buscar y recibir asilo1; (ii) 
desconocimiento del principio de no de-
volución (también conocido como princi-
pio de non-refoulement); (iii) sanción por 
ingreso irregular; (iv) tratos contrarios a 
la igualdad y no discriminación; y (v) afec-
taciones al derecho a la libertad, vida e 
integridad2.

1	  La CIDH “ha señalado que el derecho de buscar 
y recibir asilo fue formalizado bajo el derecho internacio-
nal de los derechos humanos moderno con la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948, 
que fue el primer instrumento que reconoció que cualquier 
persona tiene derecho de buscar y recibir asilo en territorio 
extranjero. Aunque la Convención de 1951 no establece el 
derecho al asilo como un derecho de manera explícita, se 
considera incorporado de manera implícita en su texto, al 
establecer la definición de persona refugiada, la protección 
contra la devolución y el catálogo de derechos que incluye. 
Adicionalmente, la Convención Americana también incor-
pora en su artículo 22.7 el derecho que tiene toda perso-
na de buscar y recibir asilo. De acuerdo con la Corte IDH, 
el ejercicio del derecho al asilo incorporado en el artículo 
señalado se realiza de acuerdo con: i) la legislación de cada 
país; y, ii) los convenios internacionales”. CIDH, “Guía Prác-
tica Protección internacional y regularización de la condi-
ción legal en el contexto de movimientos mixtos a gran 
escala en las América”, 01 de abril de 2022. Disponible 
en: https://www.oas.org/es/cidh/Publicaciones/2022/
guiaPractica_ProteccionInternacional_MovilidadHumana_
SPA.pdf

2	  CIDH, “Debido proceso en los procedimientos 
para la determinación de la condición de persona refugiada 
y apátrida, y el otorgamiento de protección complementar-
ia”, 05 de agosto de 2020. Disponible en: https://www.oas.
org/es/cidh/informes/pdfs/debidoproceso-es.pdf

Las modalidades, dinámicas y razones 
que motivan la movilidad de las personas 
–una característica inherente a los seres 
humanos–, son diversas. Se puede ha-
blar de migración interna o internacional, 
voluntaria o forzada y que en distintas 
ocasiones responde a factores económi-
cos, sociales, políticos y/o medioambien-
tales. A pesar de que la migración es un 
fenómeno multicausal que favorece la 
multiculturalidad e impulsa el crecimien-
to económico, las personas en contexto 
de movilidad enfrentan diversos desafíos 
y barreras para un óptimo reconocimien-
to de sus derechos3; obstáculos que se 
acrecientan cuando se trata de movilidad 
forzada internacional4.

3	  CIDH, “Derechos humanos de migrantes, refugia-
dos, apátridas, víctimas de trata de personas y desplazados 
internos:  Normas y Estándares del Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos”, 31 de diciembre de 2015. Dis-
ponible en: https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/
MovilidadHumana.pdf

4	  Entiéndase por movilidad humana forzada interna-
cional “la movilización de una persona o grupo de perso-
nas de un Estado a otro (es decir que cruza(n) la frontera 
formalmente reconocida de su país de origen o residencia 
habitual) con la intención de permanecer en el Estado re-
ceptor por un periodo de tiempo determinado o de mane-
ra permanente. Esto, dado que hubo factores ajenos a su 
voluntad que les obligaron a migrar, por ejemplo: (i) perse-
cución por motivos de raza, religión, nacionalidad, opinión 
política o pertenencia a un grupo social determinado; (ii) 
amenaza contra la vida, seguridad o libertad por violencia 
generalizada, agresión extranjera, conflictos internos, vi-
olaciones masivas de derechos humanos y demás circun-
stancias que hayan perturbado gravemente el orden pú-
blico; (iii) peligro de sometimiento a tortura u otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes; (iv) víctimas de 
trata de personas”. Red-LEM, “Personas en movilidad hu-
mana forzada internacional y víctimas del conflicto armado 
interno: un análisis sobre la doble afectación en el contexto 
colombiano”, septiembre de 2023. Disponible en: https://
drc.ngo/media/3hsmoo01/col-informe-sobre-la-doble-
afectación-en-colombia-dic-2023-esp.pdf

https://www.oas.org/es/cidh/Publicaciones/2022/guiaPractica_ProteccionInternacional_MovilidadHumana_SPA.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/Publicaciones/2022/guiaPractica_ProteccionInternacional_MovilidadHumana_SPA.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/Publicaciones/2022/guiaPractica_ProteccionInternacional_MovilidadHumana_SPA.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/debidoproceso-es.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/debidoproceso-es.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/MovilidadHumana.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/MovilidadHumana.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/MovilidadHumana.pdf
https://drc.ngo/media/3hsmoo01/col-informe-sobre-la-doble-afectación-en-colombia-dic-2023-esp.pdf
https://drc.ngo/media/3hsmoo01/col-informe-sobre-la-doble-afectación-en-colombia-dic-2023-esp.pdf
https://drc.ngo/media/3hsmoo01/col-informe-sobre-la-doble-afectación-en-colombia-dic-2023-esp.pdf
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La Carta de las Naciones Unidas (ONU) 
y la Carta de la Organización de los Es-
tados Americanos (en adelante OEA) re-
conocen el principio de soberanía de los 
Estados, el cual, entre otros, contempla: 
(i) la igualdad jurídica de estos; (ii) el de-
recho que tienen a la integridad territo-
rial y a la independencia política; (iii) el 
derecho a desarrollar sus sistemas políti-
cos, económicos, sociales y culturales; y 
(iv) el derecho a establecer sus leyes y a 
ejercer supremacía en su territorio5. Sin 
embargo, en dichas Cartas, así como en 
la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, la Declaración Americana de 
los Derechos y Deberes del Hombre, y la 
Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, también se contemplan res-
tricciones a tal soberanía, como lo es el 
respeto de los derechos y libertades fun-
damentales de las personas.

La Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (en adelante CIDH) indicó a 
propósito de esto que, “aunque jurisdic-
ción usualmente se refiere a la autoridad 
sobre personas que se encuentran den-
tro del territorio de un Estado, los dere-
chos humanos son inherentes a todos 
los seres humanos y no se basan en su 
nacionalidad o ubicación”6. Por ello, con 
base en el derecho internacional de los 

5	  Consejo Económico y Social de las Naciones 
Unidas. Subcomisión de Protección y Promoción de los 
Derechos Humanos, “Los derechos humanos y la sober-
anía de los Estados Documento de trabajo preparado por 
el Sr. Vladimir Kartashkin en cumplimiento de la decisión 
2005/105 de la Subcomisión”, digitallibrary.un.org, 5 de 
mayo de 2006, E/CN.4/Sub.2/2006/7. Disponible en: 
https://digitallibrary.un.org/record/580593

6	  CIDH, “Derechos humanos de migrantes, refugia-
dos, apátridas, víctimas de trata de personas y desplazados 
internos:  Normas y Estándares del Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos”, 31 de diciembre de 2015. Dis-
ponible en: https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/
MovilidadHumana.pdf

derechos humanos y en alusión al prin-
cipio de igualdad y no discriminación, los 
Estados tienen la obligación de respetar 
y garantizar los derechos fundamentales 
de las personas extranjeras que se en-
cuentren en territorio bajo su jurisdic-
ción, incluso cuando su estatus migra-
torio sea irregular7. Esto comprende la 
obligación de respetar el derecho de no 
devolución.

El término “territorio” incluye la su-
perficie terrestre y las aguas terri-
toriales de un Estado, así como sus 
puntos de entrada fronterizos de 
jure, incluidas las zonas de tránsito 
o zonas “internacionales” en los ae-
ropuertos. La responsabilidad de un 
Estado de proteger a las personas 
contra la devolución es independien-
te de si la persona ha ingresado al 
país en un sentido legal y ha pasado 
el control de inmigración8.

Ahora bien, dentro de las decisiones que 
puede tomar un Estado respecto del in-
greso y/o permanencia de personas ex-
tranjeras en su territorio, se encuentran: 
(i) la expulsión (que en algunos países es 
sinónimo de deportación –como lo es en 
Perú–, y en otros se trata de una figura 
diferente a la deportación –como en Co-
lombia–), (ii) la devolución y (iii) la inad-

7	  Corte IDH, “Condición Jurídica y Derechos de 
los Migrantes Indocumentados”. Opinión Consultiva OC-
18/03 de 17 de septiembre de 2003. Serie A No. 18, párr. 
96. Disponible en: https://www.acnur.org/fileadmin/Docu-
mentos/BDL/2003/2351.pdf

8	  CIDH. “Principios Interamericanos sobre los 
Derechos Humanos de Todas las Personas Migrantes, 
Refugiadas, Apátridas y las Víctimas de la Trata de Perso-
nas”. Resolución 04/18. Disponible en: https://www.oas.
org/es/cidh/informes/pdfs/principios%20ddhh%20mi-
grantes%20-%20es.pdf

https://digitallibrary.un.org/record/580593
https://digitallibrary.un.org/record/580593
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/MovilidadHumana.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/MovilidadHumana.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/MovilidadHumana.pdf
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2003/2351.pdf
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2003/2351.pdf
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2003/2351.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/principios%20ddhh%20migrantes%20-%20es.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/principios%20ddhh%20migrantes%20-%20es.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/principios%20ddhh%20migrantes%20-%20es.pdf
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misión9. Con independencia de la figura 
que se materialice, en todos los casos los 
Estados tienen la obligación de evaluar la 
situación individual de las personas afec-
tadas y de verificar si tienen o no necesi-
dad de protección internacional para, de 
esta manera, guiar su actuar.

A propósito de tales figuras, el Comité 
Jurídico Interamericano de la OEA esta-
bleció que

la deportación se refiere al acto por 
medio del cual una persona extran-
jera es removida de un país después 
que se le negó la admisión o se le 
terminó el permiso para permanecer 
en él, esta remoción puede realizarse 
en la frontera del país de origen, del 
último país donde llegó o en el pun-
to de entrada y puede realizarse por 
vía aérea o terrestre. La deportación 
es el resultado de una sanción ad-
ministrativa. La expulsión es el acto 
de una Autoridad del Estado con la 
intención y el efecto de asegurar la 
salida del territorio de ese Estado 
de una o varias personas extranjeras 
contra su voluntad, es prácticamente 
la prohibición de permanecer en el 
territorio de ese Estado. La devolu-
ción es el retorno de los migrantes a 

9	  Aunque no hay mayor precisión en la distinción 
de estos conceptos, hay quienes indican que: “Si bien la 
terminología utilizada en el contexto nacional o internacio-
nal sobre la expulsión y la deportación no es homogénea, 
existe una tendencia manifiesta a emplear el término “ex-
pulsión” para referirse a la orden judicial de abandonar el 
territorio de un Estado, y los términos “devolución” o “de-
portación” para referirse a la aplicación efectiva de dicha 
orden cuando la persona concernida no la cumpla de mane-
ra voluntaria”. Walter Kälin, “Aliens, Expulsion and Deporta-
tion”, en R. Wolfrum (ed.), The Max Planck Encyclopedia of 
Public International Law [2014]. Citado en: Organización 
Internacional para las Migraciones (OIM), “Glosario sobre 
Migración”, 2019. Disponible en: https://publications.iom.
int/system/files/pdf/iml-34-glossary-es.pdf

sus lugares de origen10.

Sin hacer una mayor distinción entre es-
tas, la Organización Internacional para 
las Migraciones (en adelante OIM) tam-
bién las definió en su Glosario sobre Mi-
gración11 y, con relación a la inadmisión 
–también conocida, usualmente, como 
rechazo en frontera o no admisión–, in-
dicó que se trata de la prohibición de la 
entrada de una persona extranjera al te-
rritorio de un Estado.

Aun así, es necesario tener en cuenta lo 
que estipula la legislación de cada país 
sobre estas figuras y el procedimiento 
que fija para que puedan ser aplicadas, 
siempre en observancia de los derechos 
fundamentales de las personas involu-
cradas; en especial, cuando se trata de 
aquellas con necesidad de protección in-
ternacional. En tales casos, deberá apli-
carse de manera imperativa el principio 
de no devolución. En cuanto a la necesi-
dad de protección internacional, la CIDH 
indicó que

El derecho internacional de los dere-
chos humanos y el derecho interna-
cional de los refugiados ha reconoci-
do que hay personas que requieren 
protección internacional para que 
puedan asegurar el acceso igualitario 
y el disfrute de sus derechos huma-
nos. Se ha considerado que las per-

10	  Comité Jurídico Interamericano (CJI), OEA, “Te-
mas Migratorios”. CJI/doc.358/10. Disponible en: https://
www.oas.org/es/sla/cji/docs/informes_culminados_re-
cientemente_temas_Migratorios_CJI-doc_358-10.pdf

11	  Organización Internacional para las Migraciones 
(OIM), “Glosario sobre Migración”, 2019. Disponible en: 
https://publications.iom.int/system/files/pdf/iml-34-glos-
sary-es.pdf

https://publications.iom.int/system/files/pdf/iml-34-glossary-es.pdf
https://publications.iom.int/system/files/pdf/iml-34-glossary-es.pdf
https://publications.iom.int/system/files/pdf/iml-34-glossary-es.pdf
https://www.oas.org/es/sla/cji/docs/informes_culminados_recientemente_temas_Migratorios_CJI-doc_358-10.pdf
https://www.oas.org/es/sla/cji/docs/informes_culminados_recientemente_temas_Migratorios_CJI-doc_358-10.pdf
https://www.oas.org/es/sla/cji/docs/informes_culminados_recientemente_temas_Migratorios_CJI-doc_358-10.pdf
https://publications.iom.int/system/files/pdf/iml-34-glossary-es.pdf
https://publications.iom.int/system/files/pdf/iml-34-glossary-es.pdf
https://publications.iom.int/system/files/pdf/iml-34-glossary-es.pdf
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sonas sujetas de protección interna-
cional son las personas refugiadas, 
las apátridas y las beneficiarias de 
protección complementaria12.

En línea con ello, la Oficina del Alto Co-
misionado de las Naciones Unidas para 
los Refugiados (en adelante ACNUR) es-
tableció que

La necesidad de protección interna-
cional surge cuando una persona se 
encuentra fuera de su propio país y 
no puede regresar a él porque esta-
ría en peligro, y su país no puede o 
no quiere protegerla. Los riesgos que 
dan origen a una necesidad de pro-
tección internacional incluyen clá-
sicamente los de persecución, ame-
nazas a la vida, libertad o integridad 
física derivadas de conflictos arma-
dos, graves desórdenes públicos o 
diferentes situaciones de violencia. 
Otros riesgos pueden surgir de: ham-
bruna vinculada con situaciones de 
conflicto armado; desastres natu-
rales o antropogénicos; así como la 
apatridia. Con frecuencia, estos ele-
mentos están interrelacionados y se 
manifiestan con el desplazamiento 
forzado13.

En efecto, al verse imposibilitadas para 
recibir la protección de su(s) país(es) de 
origen o residencia habitual, las personas 

12	  CIDH, “Guía Práctica Protección internacional y 
regularización de la condición legal en el contexto de movi-
mientos mixtos a gran escala en las América”, 01 de abril de 
2022. Disponible en: https://www.oas.org/es/cidh/Publi-
caciones/2022/guiaPractica_ProteccionInternacional_Mo-
vilidadHumana_SPA.pdf

13	  ACNUR, “Personas que necesitan protección in-
ternacional”, junio de 2017. Disponible en: https://www.
refworld.org/es/ref/infortem/acnur/2017/es/121440

con necesidad de protección internacio-
nal requieren que otro país se las brin-
de. Para ello, se debe surtir un proceso 
en el que el Estado receptor identifique 
la necesidad, inicie el trámite respectivo 
y reconozca el estatus o condición que 
proceda (persona refugiada o persona 
apátrida, por ejemplo). A efectos de este 
informe, el análisis estará principalmente 
enfocado en la protección internacional 
de las personas refugiadas, sin hacer ma-
yor profundización en las garantías aso-
ciadas a la determinación del estatus de 
persona apátrida14.

Las normas internacionales aplicables en 
el continente –en todo caso, sujetas a lo 
que determine cada Estado– para el re-
conocimiento de la condición de persona 
refugiada son: (i) la Convención sobre el 
Estatuto de los Refugiados de 1951 (jun-
to con el Protocolo sobre el Estatuto de 
los Refugiados de 1967) y (ii) la Declara-
ción de Cartagena sobre Refugiados de 
1984; siendo ambas aplicables en los seis 
países en los que este informe enfocará 
su análisis: Argentina, Chile, Colombia, 
Ecuador, México y Perú. Adicionalmente, 
también se aplica la Convención contra 
la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes de 1984 que, 
según lo que dispongan las normas de 
cada país, puede ser causal para otorgar 

14	  Se resalta que las personas apátridas pueden ten-
er la necesidad de ser reconocidas como refugiadas cuando 
se configuran las causales que así lo determinan, de manera 
paralela a su necesidad de obtener el reconocimiento de 
la condición de apátridas (o, en el mejor de los casos, del 
reconocimiento de una nacionalidad). Es decir que el recon-
ocimiento de la situación de apatridia no necesariamente 
se relaciona con el reconocimiento del estatus de persona 
refugiada. Para más información se puede consultar el Man-
ual sobre Procedimientos y Criterios para Determinar la Condi-
ción de Refugiado y Directrices sobre Protección Internacional 
del ACNUR, disponible en: https://www.refworld.org/es/
pol/posicion/acnur/2019/es/123881

https://www.oas.org/es/cidh/Publicaciones/2022/guiaPractica_ProteccionInternacional_MovilidadHumana_SPA.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/Publicaciones/2022/guiaPractica_ProteccionInternacional_MovilidadHumana_SPA.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/Publicaciones/2022/guiaPractica_ProteccionInternacional_MovilidadHumana_SPA.pdf
https://www.refworld.org/es/ref/infortem/acnur/2017/es/121440
https://www.refworld.org/es/ref/infortem/acnur/2017/es/121440
https://www.refworld.org/es/pol/posicion/acnur/2019/es/123881
https://www.refworld.org/es/pol/posicion/acnur/2019/es/123881
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protección internacional o protección 
complementaria15. A manera ilustrativa, 
en Colombia esta última Convención 
permite otorgar protección internacio-
nal; sin embargo, en México es causal de 
protección complementaria.

Con relación a la Convención sobre el 
Estatuto de los Refugiados, se estable-
ce que es persona refugiada aquella que 
tenga

fundados temores de ser persegui-
da por motivos de raza, religión, 
nacionalidad, pertenencia a deter-
minado grupo social u opiniones 
políticas, se encuentre fuera del 
país de su nacionalidad y no pue-
da o, a causa de dichos temores, 
no quiera acogerse a la protección 
de tal país; o que, careciendo de 
nacionalidad y hallándose, a conse-
cuencia de tales acontecimientos, 
fuera del país donde antes tuviera 
su residencia habitual, no pueda o, 
a causa de dichos temores, no quie-
ra regresar a él16.

Por su parte, la Declaración de Car-
tagena incorpora una definición am-
pliada y establece que son refugia-
das “las personas que han huido de 
sus países porque su vida, seguridad 

15	  La protección complementaria –también conoci-
da como protección subsidiaria– es la medida de protección 
que se otorga en determinados países a personas que no 
cumplen con el perfil para ser reconocidas formal o jurí-
dicamente como refugiadas, pero que aun así deben recibir 
protección por parte del Estado receptor por los peligros 
que corren en sus países de origen o residencia habitual en 
caso de retornar.

16	  Asamblea General de las Naciones Unidas, “Con-
vención sobre el Estatuto de los Refugiados”. Artículo 1, 
literal 1, numeral 2.

o libertad han sido amenazadas por 
la violencia generalizada, la agresión 
extranjera, los conflictos internos, la 
violación masiva de los derechos hu-
manos u otras circunstancias que ha-
yan perturbado gravemente el orden 
público”17.

No obstante, es importante resaltar 
que se es persona refugiada desde el 
momento en que se materializan las 
circunstancias que hacen que le sea 
aplicable una o ambas de las anteriores 
definiciones; razón por la cual su condi-
ción de refugiada no se deriva de que un 
Estado determine formal o jurídicamen-
te si tiene tal calidad. En consecuencia, 
el acto judicial o administrativo que re-
conoce el estatus de persona refugia-
da no tiene carácter constitutivo, sino 
declarativo18. En línea con ello, “corres-
ponde a los Estados garantizar un deber 
de precaución especial en la verificación 
de tal condición y en las medidas que 
adopte, mediante procedimientos ade-
cuados y conforme al debido proceso”19. 

17	  Coloquio sobre la Protección Internacional de 
los Refugiados en América Central, México y Panamá, 
“Declaración de Cartagena sobre Refugiados”. Conclusión 
Tercera.

18	  ACNUR, “Manual sobre Procedimientos y Criteri-
os para Determinar la Condición de Refugiado y Directrices 
sobre Protección Internacional”, febrero de 2019, p. 17. 
Disponible en: https://www.refworld.org/es/pol/posicion/
acnur/2019/es/123881CIDH, “Debido proceso en los pro-
cedimientos para la determinación de la condición de per-
sona refugiada y apátrida, y el otorgamiento de protección 
complementaria”, 05 de agosto de 2020. Disponible en: 
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/debidoproce-
so-es.pdf

19	  CIDH, Debido proceso en los procedimientos 
para la determinación de la condición de persona refugia-
da.

https://www.refworld.org/es/pol/posicion/acnur/2019/es/123881
https://www.refworld.org/es/pol/posicion/acnur/2019/es/123881
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/debidoproceso-es.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/debidoproceso-es.pdf
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Así pues, el derecho a buscar y recibir asi-
lo, según la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos (en adelante Corte IDH),

se encuentra configurado como un 
derecho humano individual a buscar y 
recibir protección internacional en te-
rritorio extranjero, incluyendo con esta 
expresión el estatuto de refugiado se-
gún los instrumentos pertinentes de las 
Naciones Unidas o las correspondientes 
leyes nacionales, y el asilo territorial20 
conforme a las diversas convenciones 
interamericanas sobre la materia21.

Si bien se habla del derecho a buscar y re-
cibir asilo, varios países de la región han 
creado distinciones jurídicas entre la figu-

20	  Con relación al asilo diplomático, la Corte IDH 
mencionó que “la concesión del asilo diplomático y su alca-
nce deben regirse por las propias convenciones de carácter 
interestatal que lo regulan y lo dispuesto en las legislaciones 
internas. Esto es, aquellos Estados que hayan suscrito con-
venios multilaterales o bilaterales sobre asilo diplomático, 
o bien que lo tengan reconocido como un derecho funda-
mental en su normativa interna, se encuentran obligados en 
los términos establecidos en dichas regulaciones. En este 
sentido, la Corte estima pertinente resaltar que los Esta-
dos tienen la facultad de otorgar el asilo diplomático, como 
expresión de su soberanía, lo cual se inserta dentro de la 
lógica de la llamada ‘tradición latinoamericana del asilo’ […] 
En principio, es pertinente resaltar que la afirmación anteri-
or no deja al desamparo a la persona que busca protección 
en locales diplomáticos, sino que su estatus y las obliga-
ciones a cargo del Estado de acogida se rigen en el marco 
específico de los respectivos convenios interamericanos 
con carácter interestatal, los cuales obligan a los Estados 
Partes, o de las propias legislaciones internas”. Corte IDH, 
“La institución del asilo y su reconocimiento como derecho 
humano en el Sistema Interamericano de Protección (inter-
pretación y alcance de los artículos 5, 22.7 y 22.8, en rel-
ación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos)”. Opinión Consultiva OC-25/18 de 30 
de mayo de 2018. Disponible en: https://www.oas.org/es/
cidh/informes/pdfs/debidoproceso-es.pdf

21	  Corte IDH, Opinión Consultiva OC-25/18 de 30 
de mayo de 2018. 

ra del asilo y del refugio –como ocurre en 
Colombia–, aunque en otros únicamente 
se utiliza el concepto de asilo –el caso de 
Argentina–; lo anterior a causa de diversos 
factores históricos22. Para este informe es 
importante tener en cuenta que, en línea 
con el desarrollo que se ha dado dentro del 
Sistema Interamericano de Derechos Hu-
manos (SIDH), se hará referencia de mane-
ra general al derecho a buscar y recibir asilo 
y, en el abordaje que se haga del contexto 
de cada país, se precisará si en este se em-
plea el concepto de asilo, refugio o ambos.

Es de recalcar que el derecho a buscar y 
recibir asilo incluye los siguientes elemen-
tos: “el derecho de salir de cualquier país, 
inclusive del propio; admisión al territorio; 
non-refoulement; no discriminación; acce-
so a un procedimiento para determinar si la 
persona reúne los requisitos para tener de-
recho al asilo” 23, procedimiento que debe 
ser acorde con garantías mínimas como:

inter alia, el derecho de ser oído por un 
juez o tribunal competente, independi-
ente e imparcial establecido por ley; asis-
tencia de un traductor si no comprende 
o no habla el idioma utilizado en el pro-
cedimiento; tiempo y medios adecuados 
para preparar su caso; asistencia legal; el 
derecho de recurrir la decisión ante una 
instancia superior; y el derecho a un re-
curso judicial sencillo y rápido que lo am-
pare contra una violación del derecho de 
asilo, al debido proceso u otro derecho 
reconocido por la constitución, ley inter-

22	  ACNUR, IIDH, Universidad de Lanus, “El Asilo y 
la Protección Internacional de los Refugiados en Améri-
ca Latina: Análisis crítico del dualismo “asilo-refugio” a la 
luz del Derecho Internacional de los Derechos Humanos”, 
corteidh.or.cr, 2004. Disponible en: https://www.corteidh.
or.cr/tablas/22563.pdf

23	  ACNUR, IIDH, Universidad de Lanus. El Asilo y 
la Protección Internacional de los Refugiados en América 
Latina. 

https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/debidoproceso-es.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/debidoproceso-es.pdf
https://www.corteidh.or.cr/tablas/22563.pdf
https://www.corteidh.or.cr/tablas/22563.pdf
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na o la Convención Americana24.

Asimismo, terceros Estados no deben 
impedir que las personas que tienen la 
intención de solicitar protección inter-
nacional lleguen a otros lugares don-
de puedan solicitarla; siendo, a su vez, 
violatorio del derecho a buscar y recibir 
asilo que las solicitudes no se procesen 
de manera inmediata y que se les pida 
a las personas solicitantes que regresen 
–temporal o permanentemente– a sus 
países de origen o residencia habitual25. 
En relación con esto, no hay que perder 
de vista la prohibición de expulsión y de-
volución contemplada en el artículo 33 
de la Convención sobre el Estatuto de los 
Refugiados, que materializa el reconoci-
miento del principio de no devolución 
como piedra angular de la protección in-
ternacional. 

En virtud de este principio ninguna per-
sona debe ser expulsada, devuelta, ex-
traditada, trasladada informalmente, 
entregada o puesta en las fronteras de 
cualquier otro país en donde su vida o 
libertad estén peligro, o en donde pue-
da ser sometida a tortura, tratos o penas 

24	  ACNUR, IIDH, Universidad de Lanus.

25	  CIDH, “Debido proceso en los procedimientos 
para la determinación de la condición de persona refu-
giada y apátrida, y el otorgamiento de protección comple-
mentaria”, 05 de agosto de 2020. Disponible en: https://
www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/debidoproceso-es.
pdf ACNUR, “Opinión Consultiva sobre la aplicación extra-
territorial de las obligaciones de no devolución en virtud 
de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 
1951 y su Protocolo de 1967”, 26 de enero de 2007. Di-
sponible en: https://www.acnur.org/fileadmin/Documen-
tos/BDL/2009/7123.pdf

crueles, inhumanos o degradantes26. De 
igual manera, las personas que buscan 
ser reconocidas como refugiadas, o que 
ya fueron reconocidas jurídicamente por 
un Estado como tales, tienen una pro-
tección especial contra la devolución; y, 
aunque existen algunas excepciones, se 
prohíbe en su totalidad que ello ocurra 
cuando hay “razones sustantivas para 
creer que la persona estaría en riesgo de 
sufrir tortura, u otro daño irreparable en 
el lugar al que sería transferida o devuel-
ta”27. 

En el mismo sentido, parte de asegurar 
el respeto de este principio involucra “la 
prohibición de rechazo en frontera y de 
devolución indirecta, respecto de toda 
persona que busca asilo u otra forma de 
protección internacional. Se considera 
devolución “en cadena” (devolución indi-
recta) al retorno de una persona a un país 
o territorio desde donde será devuelta a 
un país donde su vida, libertad o integri-
dad personal están en peligro”28.

Conforme a todo lo anterior, aunque 
los Estados tienen la potestad de deci-
dir quiénes pueden ingresar y/o perma-
necer en sus territorios, deben tomarse 
medidas que respeten los derechos fun-
damentales de las personas, en especial 
de aquellas con necesidad de protección 
internacional que buscan asilo o refugio. 
Asimismo, en caso de dar lugar a proce-
dimientos judiciales y/o administrativos 

26	  CIDH. Principios Interamericanos sobre los Dere-
chos Humanos de Todas las Personas Migrantes, Refugia-
das, Apátridas y las Víctimas de la Trata de Personas. Reso-
lución 04/18. Disponible en: https://www.oas.org/es/cidh/
informes/pdfs/principios%20ddhh%20migrantes%20
-%20es.pdf

27	  CIDH. Resolución 04/18.

28	  CIDH. Resolución 04/18.

https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/debidoproceso-es.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/debidoproceso-es.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/debidoproceso-es.pdf
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2009/7123.pdf
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2009/7123.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/principios%20ddhh%20migrantes%20-%20es.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/principios%20ddhh%20migrantes%20-%20es.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/principios%20ddhh%20migrantes%20-%20es.pdf
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en contra de personas de nacionalidad 
extranjera (por ejemplo, para ordenar ex-
pulsión), estos deberán ajustarse siempre 
a lo desarrollado en las leyes y ser conse-
cuentes con las garantías fundamenta-
les, incluido el debido proceso. Esto es 
de especial importancia dado que

Con frecuencia esta clase de proce-
dimientos se caracteriza por un alto 
grado de arbitrariedad estatal, frente 
a la cual las personas migrantes tie-
nen un margen de respuesta míni-
mo, cuando no nulo. A menudo es-
tos procedimientos tienen múltiples 
obstáculos, tanto de iure como de 
facto, que impiden el goce de los de-
rechos de los migrantes en un plano 
de igualdad con los nacionales. A su 
vez, estos obstáculos ponen de ma-
nifiesto la desigualdad real en la que 
suelen encontrarse los migrantes29. 

Lamentablemente, a pesar de que exis-
ten todas las prerrogativas hasta aquí 
enunciadas, en la práctica se ha observa-
do que hay Estados en la región que no 
están velando por el cumplimiento, res-
peto y garantía de los derechos funda-
mentales de las personas con necesidad 
de protección internacional que buscan 
asilo o refugio. Como se verá a lo largo 
del presente documento, esta vulnera-
ción se acentúa en las diferentes zonas 
frontera de los Estados (que involucran 
los puntos de entrada fronterizos terres-
tres y marítimos, así como las zonas de 

29	  CIDH, “Derechos humanos de migrantes, refugia-
dos, apátridas, víctimas de trata de personas y desplazados 
internos:  Normas y Estándares del Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos”, 31 de diciembre de 2015. Dis-
ponible en: https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/
MovilidadHumana.pdf

tránsito –o zonas internacionales– en los 
aeropuertos). En consecuencia, el pre-
sente informe estará dividido en seis ca-
pítulos, los primeros cinco serán alusivos 
a la situación de los países priorizados y 
el último consagrará un análisis de corte 
regional.

Es fundamental comprender que todas 
las personas con necesidad de protec-
ción internacional en busca de asilo o re-
fugio tienen derecho a presentar su so-
licitud de reconocimiento del estatus de 
refugiadas (ya sea en su ingreso a un país 
o cuando ya se encuentren en este); ra-
zón por la cual los Estados deben garan-
tizarles el acceso efectivo a su territorio. 
Así, en observancia del principio de no 
devolución, estos deben asegurar cuatro 
estándares mínimos: el no rechazo en 
frontera, la prohibición de las expulsio-
nes colectivas, la no sanción por ingreso 
irregular y la no detención migratoria30.

30	  CIDH, “Debido proceso en los procedimientos 
para la determinación de la condición de persona refugiada 
y apátrida, y el otorgamiento de protección complementar-
ia”, 05 de agosto de 2020. Disponible en: https://www.oas.
org/es/cidh/informes/pdfs/debidoproceso-es.pdf

https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/MovilidadHumana.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/MovilidadHumana.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/MovilidadHumana.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/debidoproceso-es.pdf
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1.	Argentina

A.	Contextualización

1.	 Personas con necesidad de protección internacional 
contempladas en la legislación argentina

1.1.	 Personas refugiadas y acceso al territorio argentino

La Ley General de Reconocimiento y Protección al Refugiado N° 26.165 (en adelan-
te Ley 26.165) recoge las dos definiciones de persona refugiada vigentes en nuestra 
región: la de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Proto-
colo de 1967, y de la Declaración de Cartagena sobre Refugiados31. 

La ley no distingue entre los conceptos de “asilo” y “refugio”. Por el contrario, se 
refiere a las personas solicitantes del reconocimiento de la condición de refugiadas 
indistintamente como “solicitantes de asilo”, y hace alusión a la concesión de “asilo” 
por extensión en el artículo 6, que regula el principio de unidad familiar. Asimismo, la 
ley establece que será aplicada e interpretada de acuerdo a los principios y normas 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, la Convención de Ginebra de 1951 y el correspondiente Pro-
tocolo de Nueva York de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados, y todas aquellas 
disposiciones o convenciones aplicables de los Derechos Humanos y sobre refugia-
dos ratificados por la República Argentina y/o contenidos en el artículo 75 inciso 22 
de la Constitución Nacional e instrumentos de asilo vigentes en la República Argen-
tina (artículo 57, Ley 26.165).

31	  Es decir, que la Ley de Refugiados contempla a toda persona que: “(a) debido a fundados temores de ser 
perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se 
encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o no quiera acogerse a la protección de tal país, o que, careciendo 
de nacionalidad y hallándose, a consecuencia de tales acontecimientos, fuera del país donde antes tuviera residencia ha-
bitual, no pueda o no quiera regresar a él; o que “(b) ha huido de su país de nacionalidad o de residencia habitual para el 
caso en que no contara con nacionalidad porque su vida, seguridad o libertad han sido amenazadas por la violencia gener-
alizada, la agresión extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de los derechos humanos u otras circunstancias 
que hayan perturbado gravemente el orden público” (Ley 26.165, artículo 4, disponible en: https://servicios.infoleg.gob.
ar/infolegInternet/anexos/120000-124999/122609/norma.htm, conforme las definiciones de cada instrumento inter-
nacional referido, respectivamente.

https://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/120000-124999/122609/norma.htm
https://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/120000-124999/122609/norma.htm
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El uso indistinto de ambos conceptos se 
condice con la interpretación que ha he-
cho la Corte IDH sobre el concepto de 
“asilo territorial” en su Opinión Consulti-
va 25/1832. Si bien la ley no lo excluye de 
manera expresa, se infiere de sus térmi-
nos que se refiere a la situación de quien 
solicita protección en el territorio nacio-
nal o en frontera, no así desde el exterior, 
por lo que, en línea con la citada Opinión 
Consultiva, la Ley no sería aplicable a los 
supuestos de asilo diplomático33.

La legislación argentina recoge el prin-
cipio de no devolución en el artículo 7 
de la Ley 26.165 que establece que nin-
guna persona refugiada o solicitante de 
asilo “podrá ser expulsad[a], devuelt[a] o 
extraditad[a] a otro Estado cuando haya 
razones fundadas para para creer que es-
taría en peligro su derecho a la vida, a la 
libertad y a la seguridad de su persona, 
incluido el derecho a no ser sometido a 
tortura ni a otros tratos o penas crueles, 
inhumanas o degradantes”. En virtud del 
carácter declarativo del reconocimien-
to de la condición de persona refugiada 
y del efecto suspensivo de los recursos, 
este principio rige durante todo el pro-
cedimiento y hasta la obtención de un 
pronunciamiento firme (cfr. arts. 2, 7, 49 
y 50).

Tal y como reconoce el artículo 2 de la 

32	  Corte IDH, Opinión Consultiva 25/18 La insti-
tución del asilo y su reconocimiento como derecho humano 
en el sistema interamericano de protección (interpretación 
y alcance de los artículos 5, 22.7 y 22.8, en relación con el 
artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos), 30 de mayo de 2018 https://www.corteidh.
or.cr/docs/opiniones/seriea_25_esp.pdf

33	  El único supuesto de solicitud ante una deleg-
ación diplomática es aquel regulado en el artículo 56 de 
la Ley de Refugiados N° 26.165 que prevé la solicitud de 
reasentamiento a la Argentina. 

Ley 26.165, el principio de no devolu-
ción incluye la prohibición de rechazo 
en frontera. A su vez, el artículo 39 de 
dicha ley establece la obligación de toda 
autoridad (central, regional o municipal, 
de policía, fronteras, migración, judicial o 
cualquier otro/a funcionario/a habilita-
do/a) que tenga conocimiento de la aspi-
ración de una persona de solicitar asilo, 
de garantizar el respeto al principio de 
no devolución y de notificar dicha solici-
tud inmediatamente a la Secretaría Eje-
cutiva de la Comisión Nacional para los 
Refugiados (en adelante CONARE), or-
ganismo dependiente del Ministerio del 
Interior34 que recibe y procesa las solici-
tudes de asilo35. Las excepciones a este 
principio que establece la Convención 
de Ginebra de 1951 en el artículo 32 y 
en el párrafo 2 del artículo 33, deben ser 
interpretadas de manera muy estricta y 
respetando todas las garantías del debi-
do proceso, en línea con el artículo 8 de 
la Ley 26.165 y de conformidad con el 
principio pro persona.

La Disposición de la Dirección Nacional 
de Migraciones (en adelante DNM) N° 
20193/2005, por su parte, establece el 
mecanismo para el ingreso al país de las 

34	  Actualmente, atento a cambios normativos, es 
una Vicejefatura dentro de la Jefatura del Gabinete de Min-
istros del Poder Ejecutivo Nacional.  

35	  La interposición de una solicitud para el recono-
cimiento de la condición de refugiado/a tendrá efecto sus-
pensivo sobre la ejecución de una decisión que autorice 
la extradición del/de la solicitante de asilo hasta que el 
procedimiento de determinación de la condición de refu-
giado/a haya sido completado mediante resolución firme; 
mientras que el reconocimiento de la condición de refu-
giado/a pone fin a la tramitación de cualquier proceso de 
extradición a su país de origen o residencia habitual. Cfr. la 
citada Ley de Refugiados, arts. 14 y 15 y el artículo      20 
de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal 
N° 24.767, disponible en: https://www.argentina.gob.ar/
normativa/nacional/ley-24767-41442/texto.  

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_25_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_25_esp.pdf
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-24767-41442/texto
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-24767-41442/texto
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personas solicitantes de asilo a fin de que puedan presentarse a formalizar su solici-
tud ante las autoridades competentes36. 

1.2.	 Procedimiento de solicitud de reconocimiento del estatus de 

persona refugiada

Con respecto a la determinación de la condición de persona refugiada, existe un 
solo procedimiento regulado por la Ley 26.165 que se aplica a todas las peticiones 
de refugio, ya se realicen en frontera o dentro del territorio argentino, y se consagra 
el derecho a ser asistido/a por un/a defensor/a en todas las instancias del proce-
dimiento, de forma gratuita, más allá de que el procedimiento administrativo no 
requiere representación letrada.

Resumidamente, el procedimiento comienza con la formalización de la solicitud me-
diante nota de la persona solicitante de refugio esgrimiendo las razones por las 
cuales solicita su reconocimiento como tal y acompañándola de la documentación 
que tenga consigo. Asimismo, se ofrecen facilidades para que las personas privadas 
de la libertad puedan formalizar la solicitud. Si la persona plantea su solicitud en un 
paso fronterizo, debe admitírsela al territorio para poder acceder al procedimiento 
que regula la ley. La categoría de admisión es la regulada en la ya mencionada Dis-
posición DNM 20193/2005. 

La Secretaría Ejecutiva de la CONARE emite un certificado de residencia provisoria, 
el cual se renueva hasta el final del proceso. Asimismo, es obligatorio mantener una 
entrevista personal con la persona solicitante, que es llevada a cabo por personal 
de la Secretaría Ejecutiva de la CONARE. Con base en toda la información que se 
presente, esta última formula un dictamen que se eleva a decisión de una comisión 
integrada por funcionarios/as del Ministerio del Interior, del Ministerio de Relacio-
nes Exteriores, Comercio Internacional y Culto, del Ministerio de Justicia, Seguridad 
y Derechos Humanos, del Ministerio de Desarrollo Social, del Instituto Nacional 
contra la Discriminación, Xenofobia y el Racismo (INADI), del ACNUR y de una Or-
ganización No Gubernamental sin fines de lucro (estos dos últimos participan con 
voz pero sin voto).

Tanto la Secretaría Ejecutiva como la CONARE deben tener presentes los criterios 
interpretativos emanados de las Conclusiones del Comité Ejecutivo del ACNUR y 

36	   Dicha disposición establece que, previa consulta a la autoridad migratoria de la jurisdicción, se admite a las 
personas solicitantes de refugio en el marco de la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados y su Protocolo 
de 1967 en frontera, considerándolas incluidas en la categoría migratoria de transitorios-especiales y otorgándoles un 
plazo de permanencia de 48 horas, a fin de que se presenten ante la oficina o delegación migratoria más cercana. 
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de las recomendaciones del Manual de 
Procedimientos y Criterios para Determi-
nar la Condición de Refugiado del ACNUR 
al momento de evaluar las solicitudes (cfr. 
art. 35 Ley 26.165).

Hasta el 22 de octubre de 2024, si no se re-
conocía la condición de persona refugiada, 
la decisión era apelable ante el Ministerio 
del Interior mediante un recurso fundado 
por escrito a presentarse ante la CONARE 
dentro de los diez (10) días hábiles siguien-
tes a la notificación de la decisión. Previo a 
resolverse el recurso, tomaba intervención 
la Secretaría de Derechos Humanos a tra-
vés de un dictamen no vinculante y ambos 
recursos administrativos y judiciales tenían 
efectos suspensivos, resultando de aplica-
ción supletoria (cfr. art. 34) la Ley de Proce-
dimientos Administrativos N° 19.549 para 
los primeros. Así, la resolución del Ministe-
rio del Interior agotaba la vía administrati-
va para habilitar la vía judicial ante el Fuero 
Contencioso Administrativo Federal. Ante 
el rechazo del recurso jerárquico puntual-
mente se habilitaba la posibilidad de im-
pugnar judicialmente el acto administrati-
vo (cfr. art. 25 Ley 19.549), el que consistía 
en un proceso ordinario y contencioso, con 
dos instancias (primera instancia y Cámara 
de Apelaciones) y, eventualmente, la posi-
bilidad de plantear un recurso extraordina-
rio ante la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación. 

Sin embargo, el 23 de octubre de 2024 
entró en vigencia el DNU 942/202437, que 
modifica los artículos 9, 11, 12 y 50 de la 
Ley 26.165. Junto con introducir modifica-
ciones en las cláusulas de exclusión y ce-

37	  Se puede consultar en el siguiente enlace: 
https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/prime-
ra/315871/20241022

sación del estatuto de persona refugiada 
(arts. 9 y 11), el DNU modificó el régimen 
recursivo, estableciendo que las decisio-
nes de la CONARE que denieguen el es-
tatuto de refugiado, o resuelvan cesarlo o 
cancelarlo, serían susceptibles de la inter-
posición de un único recurso directo ante 
la Cámara Federal competente, dentro del 
plazo de cinco días hábiles de notificada. 
Asimismo, indicó la interposición del re-
curso con patrocinio letrado ante la Se-
cretaría Ejecutiva de la CONARE —o bien, 
ante la delegación correspondiente de la 
Dirección Nacional de Migraciones con 
competencias delegadas para estos trámi-
tes. El nuevo artículo 50 de la Ley 26.165, 
modificado por el DNU, reguló este proce-
dimiento recursivo y sus plazos, y estable-
ció la aplicación supletoria de las reglas del 
proceso sumarísimo, en detrimento de la 
defensa en juicio de las personas solicitan-
tes de asilo y refugiadas.

Más aun, la norma asigna efecto suspen-
sivo solamente al recurso directo, asig-
nándole efecto devolutivo a los recursos 
extraordinario federal y de queja ante la 
CSJN, durante los cuales se mantiene la 
ejecutoriedad de la medida dictada. Ade-
más, la norma establece que los procedi-
mientos administrativos y judiciales en trá-
mite deberán readecuarse al DNU, y que 
las Cámaras Federales competentes de-
berán resolver los recursos pendientes en 
materia de refugio dentro del plazo de diez 
días hábiles de su entrada en vigencia.

Ante la entrada en vigencia de esta nor-
mativa, la defensa pública presentó un 
amparo colectivo en representación de 
personas refugiadas y solicitantes de asilo, 
invocando el exceso de las facultades del 
poder ejecutivo y la imposición de un régi-

https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/315871/20241022
https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/315871/20241022
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men recursivo violatorio a los derechos de 
defensa en juicio y al debido proceso –ad-
jetivo y subjetivo– y su aplicación retroac-
tiva e impacto en la caducidad de miles 
de trámites administrativos en curso, así 
como la afectación de la sustancia de los 
derechos a buscar y recibir asilo en los tér-
minos de la Convención sobre el Estatuto 
de los Refugiados de 1951 en su alteración 
a las cláusulas de exclusión y cesación. Si 
bien el recurso solicitó una medida caute-
lar para suspender la aplicación provisoria 
de los artículos 3, 4 y 5, no hubo noveda-
des de momento.

A partir del dictado de la medida, la defen-
sa pública advirtió la solicitud de readecua-
ción del proceso de impugnación judicial 
a aquel previsto por el DNU (artículo 5), 
mientras que, con respecto a los recursos 
jerárquicos presentados en sede adminis-
trativa, se adoptaron acciones que daban 
cuenta de que les tendrían por decaído el 
recurso de pleno derecho, tales como la 
falta de sucesiva renovación de los certifi-
cados de residencia precaria a las personas 
solicitantes de asilo.

Con relación a las solicitudes de asilo de 
niños, niñas y adolescentes no acompaña-
dos o separados de sus familias, existe un 
Protocolo Interinstitucional para su pro-
tección, asistencia y búsqueda de solucio-
nes duraderas38. El objetivo del Protocolo 

38	  El referido Protocolo fue firmado por la DNM, 
la CONARE, la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescen-
cia y Familia (SENAF) del Ministerio de Desarrollo Social 
de la Nación, el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia 
y Familia, el Ministerio Público de la Defensa,las Organi-
zaciones de la Sociedad Civil Fundación Comisión Católica 
Argentina para las Migraciones (FCCAM) y Migrantes y Re-
fugiados en Argentina (MyRAr) , el ACNUR, la Organización 
Internacional para las Migraciones (OIM) y el Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) y su texto se en-
cuentra disponible aquí: https://www.corteidh.or.cr/sitios/
observaciones/12/AnexoI.pdf 

es garantizar un mecanismo coordinado de 
intervención y respuesta frente a los casos 
de niños, niñas y adolescentes no acompa-
ñados o separados de sus familias en busca 
de asilo, definiendo, a partir de un enfoque 
de protección de derechos de la niñez, los 
roles y responsabilidades de los diferentes 
actores involucrados en su atención. Entre 
otras cosas, prevé la designación de un/a 
tutor/a y la regularización por razones hu-
manitarias en caso de que la solicitud de 
asilo sea rechazada. Este trabajo conjunto 
ha representado un avance muy significa-
tivo y es considerado una buena práctica. 
No obstante, cabe destacar que está limi-
tado a la situación de niños, niñas y adoles-
centes refugiados o solicitantes de asilo, lo 
que en la práctica implica que solamente 
es aplicado por la CONARE. En consecuen-
cia, se identifica un déficit de protección 
cuando los niños, niñas y adolescentes se 
visibilizan ante autoridades migratorias.

Aun así, se ha observado que en los últi-
mos años el mencionado Protocolo se ha 
aplicado de manera excesivamente for-
malista a situaciones que no eran las ori-
ginalmente previstas, tal como ha ocurri-
do en casos de familias venezolanas en 
las que los niños, niñas y adolescentes 
están acompañados por uno o ambos 
progenitores, pero presentan algún de-
fecto de documentación vinculado a la 
situación en su país de origen –y a las 
propias normas de dicho país–, que pres-
criben que las partidas de nacimiento se 
erigen en documento de identidad para 
niños/as menores de nueve años.

https://www.corteidh.or.cr/sitios/observaciones/12/AnexoI.pdf
https://www.corteidh.or.cr/sitios/observaciones/12/AnexoI.pdf
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1.3.	 Otras personas con necesidad de protección internacional 

contempladas en la legislación argentina

1.3.1.	 Personas amparadas por el principio autónomo de no devolución

La normativa migratoria prevé supuestos de otorgamiento de radicación temporaria 
a otras personas con necesidad de protección internacional, más allá de las perso-
nas refugiadas, que no puedan regularizar su situación migratoria a través de los 
restantes criterios legales, y entendiendo que son aquellas amparadas por el Prin-
cipio de No Devolución39. No obstante, no existe un mecanismo que garantice el 
respeto efectivo de la no devolución para quienes tengan ese derecho sin ser reco-
nocidas como personas refugiadas, por fuera de los procedimientos de extradición. 
En efecto, en el marco de un proceso de extradición tanto el órgano judicial como, 
eventualmente, el Poder Ejecutivo, evalúan si se puede producir o no la violación del 
principio de non-refoulement (cfr. art. 22 de la citada Ley 24.767). Ahora bien, por 
fuera de este supuesto, no está regulado el procedimiento para realizar la determi-
nación de las necesidades de protección a que se refieren los artículos 23 y 24 del 
Decreto 616/2010.

En particular, cabe destacar que Argentina es parte de diversos tratados que incor-
poran prohibiciones de devolución, con independencia de la condición de refugiada 
de la persona, pero al no regular un procedimiento específico para realizar esta eva-
luación, se registran en la práctica vacíos de protección40. Así, al tratarse únicamente 
de supuestos que habilitarían la concesión de una residencia por parte de la DNM, 
sin identificarse el procedimiento a través del cual la autoridad competente evalua-
ría las necesidades de protección –como sí ocurre en el caso de personas refugiadas 
y apátridas–, la decisión se torna discrecional.

39	  Artículo 23 inciso m) de La Ley de Migraciones y del Decreto 616/2010. Asimismo, conforme el artículo 24 in-
ciso h) del Decreto 616/2010 la DNM podrá contemplar supuestos de residentes transitorios especiales, teniendo “[…]en 
cuenta la situación de aquellas personas que, a pesar de no requerir protección internacional, transitoriamente no pueden 
retornar a sus países de origen en razón de las condiciones humanitarias prevalecientes o debido a las consecuencias 
generadas por desastres naturales o ambientales ocasionados por el hombre. A este fin podrán tomarse en cuenta las 
recomendaciones de no retorno que formulare el ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS REFU-
GIADOS (ACNUR)”.

40	  A saber, la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y la Con-
vención Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas.
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1.3.2.	 Víctimas de tortura

La Convención contra la Tortura y otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes goza de jerarquía consti-
tucional en Argentina de acuerdo con 
el artículo 75(22) de la Constitución. En 
su artículo 3, la Convención señala que 
Argentina no puede expulsar a nadie “a 
otro Estado cuando haya razones funda-
das para creer que estaría en peligro de 
ser sometida a tortura”. Por su parte, el 
artículo 3(2) establece que “a los efectos 
de determinar si existen estas razones, 
las autoridades competentes tendrán en 
cuenta todas las consideraciones per-
tinentes, inclusive, cuando proceda, la 
existencia en el Estado de que se trate 
de un cuadro persistente de violaciones 
manifiestas, patentes o masivas de los 
derechos humanos”. En estos casos la 
persona tendría derecho a obtener una 
residencia temporaria de acuerdo al ar-
tículo 23 (m) de la Ley 25.871 (también 
conocida como Ley de Migraciones) y el 
Decreto 616/2010, con independencia 
de su entrada irregular en el país. 

1.3.3.	 Víctimas de trata

La Ley 26.364 sobre prevención y san-
ción de la trata de personas y asistencia 
a sus víctimas establece, en su artículo 
5, la no punibilidad de las víctimas. Con-
cretamente, señala que “[no] les serán 
aplicables las sanciones o impedimentos 
establecidos en la legislación migratoria 
cuando las infracciones sean consecuen-
cia de la actividad desplegada durante la 
comisión del ilícito que las damnificara”. 
En consecuencia, en los casos en que la 

persona sea víctima de trata podrá re-
gularizar su situación, incluso, a pesar 
de haber ingresado de manera irregular 
al país. También podrá obtener una re-
sidencia temporaria de acuerdo con el 
artículo 23(m)(3) del Decreto 616/2010 
que, a su vez, amplía la obtención de di-
cha residencia a víctimas de “otras mo-
dalidades de explotación esclava y/o víc-
timas del tráfico ilícito de migrantes”.

1.3.4.	 Personas apátridas

La apatridia está regulada por la Ley 
27.512, Ley General de Reconocimiento 
y Protección de las Personas Apátridas 
de 28 de agosto de 201941, norma que 
establece un procedimiento para deter-
minar el estatus de persona apátrida y 
facilidades para su naturalización42. Esta 
Ley establece en su artículo 1 que tiene 
prevalencia frente a cualquier otra ley 
aplicable a los/las extranjeros/as cuando 
la persona sea apátrida (a no ser que la 
Ley de Migraciones u otra le sea más fa-
vorable). La Ley 27.512 se aplica cuando 
la persona está bajo la jurisdicción de las 
autoridades argentinas (artículo 2) y de-
fine como apátrida a aquella persona que 
“no sea considerada como nacional suyo 
por ningún Estado” (artículo 4). También 
establece, en su artículo 6, ciertas cate-
gorías de personas que no pueden obte-

41	  Su texto se encuentra disponible aquí: 
https://servic ios . infoleg.gob.ar/ infolegInternet/
anexos/325000-329999/327259/norma.htm 

42	  A través de la Resolución de la Defensora Gener-
al de la Nación N° 1370/2019 de 10 de octubre de 2019, 
la Comisión para la Asistencia Integral y Protección al Re-
fugiado y Peticionante de Refugio de la Defensoría Gen-
eral de la Nación (“DGN”) obtuvo competencia para brin-
dar asesoramiento, patrocinio jurídico y/o representación 
legal de solicitantes de reconocimiento de la condición de 
apátrida. 

https://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/325000-329999/327259/norma.htm
https://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/325000-329999/327259/norma.htm
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ner el estatus de apátridas, tales como aquellas que hayan cometido un delito contra 
la humanidad. La persona que se encuentre en situación de apatridia y solicite el 
reconocimiento de dicha condición no puede ser sancionada por entrada irregular 
al país (artículo 10). Además, tanto la persona apátrida como la solicitante del reco-
nocimiento de la condición de apatridia sólo pueden ser expulsadas por razones de 
seguridad o de orden público (artículo 11). La ley 27.512 también establece garan-
tías especiales en cuanto a la reunificación familiar (artículo 12).

2.	 Supuestos de abandono del territorio nacional o de 
rechazo de ingreso

La expulsión es el acto administrativo mediante el cual la DNM declara la irregu-
laridad de una persona en el país, dispone que debe hacer abandono del territorio 
nacional y determina por cuánto tiempo sufrirá una prohibición de reingreso. Si bien 
la Ley de Migraciones no define expresamente la naturaleza jurídica de la expulsión, 
la misma está regulada como una sanción o consecuencia jurídica específica para 
las personas extranjeras43. Los supuestos de expulsión previstos en la ley migrato-
ria argentina se fundan en una serie de impedimentos vinculados a la irregularidad 
migratoria44, o bien a raíz de la comisión de delitos. Mientras que el artículo 29 de 
la Ley de Migraciones, regula los impedimentos para el ingreso y permanencia de 

43	  Hay que tener en cuenta que la legislación migratoria argentina configura la migración como un derecho hu-
mano e inalienable (artículo 4, Ley 25.871) y el mandato al Estado para proveer “lo conducente a la adopción e imple-
mentación de medidas tendientes a regularizar la situación migratoria de los extranjeros” (artículo 17, Ley 25.871). Por 
tanto, la expulsión es una medida de última ratio. Durante la aplicación de este proceso de expulsión se deberá “res-
guardar el derecho de la persona a la información sobre la asistencia consular conforme lo dispuesto por la Convención de 
Viena sobre Relaciones Consulares adoptada por la ONU el 24 de abril de 1963 y aprobada por Ley N.º 17.081” (artículo 
61 Decreto 616/2010). En concreto, el artículo 36 de dicha Ley 17.081 establece que los nacionales del Estado que envía 
deben tener la “libertad de comunicarse con los funcionarios consulares de ese Estado y de visitarlos”. Para respetar este 
derecho, la información que otorga por escrito la DNM a la persona en concreto ha de incluir esta posibilidad.

44	  Se entiende por situación migratoria irregular la carencia de un permiso de residencia vigente aprobado por la 
DNM, en cualquiera de sus categorías (transitoria, temporaria o permanente). El artículo 61 de la Ley de Migraciones, 
sobre cancelación de la permanencia, incorpora la obligación de la DNM de conminar a regularizarse a la persona que se 
encuentre en situación irregular en un plazo de 30 días que podrá ser prorrogado (artículo 61 del Decreto 616/2010). 
Cuando la persona no consiga regularizarse cumplido el plazo, la DNM debe decretar su expulsión con efecto suspensivo 
y dar traslado al órgano judicial competente a fin de que revise la decisión administrativa de expulsión (artículo 61 Ley 
25.871).
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personas migrantes45, el artículo 62 prevé las causales de cancelación de residencia 
de personas extranjeras46, ambos supuestos de cuya aplicación deriva la orden de 
expulsión del país.

Cabe puntualizar que la ley migratoria argentina no utiliza el término “deportación” 
en su texto. El artículo 64 de la Ley de Migraciones prevé la figura del extrañamien-
to, es decir, la expulsión de una persona migrante condenada penalmente tras cum-
plir una parte de su pena privativa de libertad.

El dictado de una orden de expulsión, ya sea por aplicación de los impedimentos del 

45	  Los supuestos que regula el artículo 29 Ley de Migraciones son: “a) La presentación ante la autoridad de doc-
umentación nacional o extranjera material o ideológicamente falsa o adulterada. El hecho será sancionado con una pro-
hibición de reingreso por un lapso mínimo de cinco (5) años; Otorga competencia a la autoridad migratoria de aplicación 
para admitir, excepcionalmente, por razones humanitarias o de reunificación familiar, a extranjeros/as que se encuentren 
comprendidos en alguna de las causales que obsten a su ingreso; b) Tener prohibido el ingreso, haber sido objeto de me-
didas de expulsión o de prohibición de reingreso, hasta tanto las mismas no hayan sido revocadas o se hubiese cumplido 
el plazo impuesto al efecto; c) Haber sido condenado o estar cumpliendo condena, en la Argentina o en el exterior, o tener 
antecedentes por tráfico de armas, de personas, de estupefacientes o por lavado de dinero o inversiones en actividades 
ilícitas o delito que merezca para la legislación argentina pena privativa de la libertad de 3 años o más; d) Haber incurrido 
o participado en actos de gobierno o de otro tipo, que constituyan genocidio, crímenes de guerra, actos de terrorismo 
o delitos de lesa humanidad y de todo otro acto susceptible de ser juzgado por el Tribunal Penal Internacional; e) Tener 
antecedentes por actividades terroristas o por pertenecer a organizaciones nacional o internacionalmente reconocidas 
como imputadas de acciones susceptibles de ser juzgadas por el Tribunal Penal Internacional o por la ley 23.077, de De-
fensa de la Democracia; f) Haber sido condenado en la Argentina o tener antecedentes por promover o facilitar, con fines 
de lucro, el ingreso, la permanencia o el egreso ilegales de extranjeros en el Territorio Nacional; g) Haber sido condenado 
en la Argentina o tener antecedentes por haber presentado documentación material o ideológicamente falsa, para obten-
er para sí o para un tercero un beneficio migratorio; h) Promover la prostitución; lucrar con ello; haber sido condenado o 
tener antecedentes, en la Argentina o en el exterior por haber promovido la prostitución; por lucrar con ello o por desar-
rollar actividades relacionadas con el tráfico o la explotación sexual de personas; i) Intentar ingresar o haber ingresado 
al Territorio Nacional eludiendo el control migratorio o por lugar o en horario no habilitados al efecto; j) Constatarse la 
existencia de alguno de los impedimentos de radicación establecidos en la presente ley; k) El incumplimiento de los req-
uisitos exigidos por la presente ley” (artículo 29 Ley 25.871). 

46	  “La Dirección Nacional de Migraciones, sin perjuicio de las acciones judiciales que correspondieran deducir, 
cancelará la residencia que hubiese otorgado, con efecto suspensivo, cualquiera fuese su antigüedad, categoría o causa 
de la admisión y dispondrá la posterior expulsión, cuando: a) Con la finalidad de obtener un beneficio migratorio o la 
ciudadanía argentina se hubiese articulado un hecho o un acto simulado o éste hubiese sido celebrado en fraude a la ley 
o con vicio del consentimiento o se hubiere presentado documentación material o ideológicamente falsa o adulterada; 
b) El residente hubiese sido condenado judicialmente en la República por delito doloso que merezca pena privativa de 
libertad mayor de cinco (5) años o registrase una conducta reiterante en la comisión de delitos. En el primer supuesto 
cumplida la condena, deberá transcurrir un plazo de dos (2) años para que se dicte la resolución definitiva de cancelación 
de residencia, la que se fundamentará en la posible incursión por parte del extranjero en los impedimentos previstos 
en el artículo 29 de la presente ley. En caso de silencio de la Administración, durante los treinta (30) días posteriores al 
vencimiento de dicho plazo, se considerará que la residencia queda firme; c) El beneficiario de una radicación perma-
nente hubiese permanecido fuera del Territorio Nacional por un período superior a los dos (2) años o la mitad del plazo 
acordado, si se tratara de residencia temporaria, excepto que la ausencia obedeciere al ejercicio de una función pública 
argentina o se hubiese generado en razón de actividades, estudios o investigaciones que a juicio de la Dirección Nacional 
de Migraciones pudieran ser de interés o beneficiosa para la República Argentina o que mediara autorización expresa de 
la autoridad migratoria la que podrá ser solicitada por intermedio de las autoridades consulares argentinas; d) Asimismo 
será cancelada la residencia permanente, temporaria o transitoria concedida cuando se hayan desnaturalizado las razones 
que motivaron su concesión o cuando la instalación en el país hubiera sido subvencionada total o parcialmente, directa o 
indirectamente por el Estado Argentino y no se cumplieran o se violaren las condiciones expresamente establecidas para 
la subvención; e) El Ministerio del Interior podrá disponer la cancelación de la residencia permanente o temporaria y la 
expulsión de la República de todo extranjero, cualquiera sea la situación de residencia, cuando realizare en el país o en el 
exterior, cualquiera de las actividades previstas en los incisos d) y e) del artículo 29 de la presente.
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artículo 29 o como resultado de la cancelación de residencia del artículo 62, en la 
práctica se produce frente a una persona que se encuentra en territorio nacional. 
La inadmisión al territorio nacional, por su parte, suele canalizarse a través de vías 
de hecho, es decir, a través de un rechazo en frontera informal, que no queda reg-
istrado. Por tal motivo, no es usual acceder a documentación oficial que justifique 
la decisión, lo que vulnera el derecho al recurso. Incluso en los casos en los que la 
decisión es plasmada en un acta, los fundamentos del rechazo no se desarrollan y no 
se respetan las garantías del debido proceso.

En cuanto a la posibilidad de recurrir la decisión de rechazo en frontera, el artículo 
35 de la Ley de Migraciones 25.871 prescribe que sólo serán recurribles “desde el 
exterior, mediante presentación efectuada por el extranjero ante las delegaciones 
diplomáticas argentinas o las oficinas en el extranjero de la Dirección Nacional de 
Migraciones”.

3.	 La defensa pública de las personas con necesidad de 
protección internacional en zonas fronterizas

La labor de defensa de las personas con necesidad de protección internacional en 
fronteras terrestres y aéreas está a cargo de los defensores y defensoras públicos/
as federales con competencia territorial en el paso fronterizo correspondiente. Para 
el desempeño de su tarea, pueden contar con el apoyo técnico de la Comisión del 
Migrante47 y/o de la Comisión para la Asistencia Integral y Protección al Refugiado y 

El Ministerio del Interior dispensará el cumplimiento de la cancelación prevista en virtud del presente artículo cuando 
el extranjero fuese padre, hijo o cónyuge de argentino, salvo decisión debidamente fundada por parte de la autoridad 
migratoria. Asimismo, dicha dispensa podrá ser otorgada teniendo en cuenta el plazo de permanencia, legal inmediata 
anterior a la ocurrencia de alguna de las causales previstas en los incisos a) a d) del presente artículo, el que no podrá ser 
inferior a dos (2) años, debiendo tenerse en cuenta las circunstancias personales y sociales del beneficiario” (artículo 62 
de la Ley 25.871).

47	  La Comisión del Migrante se creó en el ámbito de la Defensoría General de la Nación (DGN) en 2008 a través de 
la Resolución N° 1858/08 con el objeto de dar respuesta a las problemáticas de esta población; principalmente, aquellas 
relacionadas con el trámite de expulsión de las personas condenadas, y brindar asesoramiento en la materia para preve-
nir situaciones de conflicto con la ley. A propósito de ello, es necesario tener en cuenta que la antes mencionada DNM 
debe dar intervención obligatoria al Ministerio Público de la Defensa ante recursos interpuestos por migrantes, por lo 
que se estructuró un sistema de defensa en sede administrativa (ante la DNM) y judicial (ante la justicia federal), donde 
se distribuyó dicha competencia entre la Comisión del Migrante y las defensorías públicas oficiales que actúan ante la 
justicia federal. La Comisión brinda los siguientes servicios: asesoramiento, representación legal y asistencia a personas 
migrantes que se encuentran sometidas a un procedimiento de expulsión por comisión de delitos. De conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 64 de la Ley 25.871, las personas migrantes que son condenadas por la comisión de delitos 
pueden ser expulsadas del territorio nacional por parte de la DNM. Si las personas migrantes optan por ser expulsadas, 
a la mitad de la condena pueden salir del país y, de este modo, se da por cumplida la totalidad de la pena. En estos casos, 
la Comisión interviene para que se materialice la salida del país con la mayor celeridad posible. Si las personas migrantes 
optan por no ser expulsadas, la Comisión interviene para recurrir la decisión de expulsión en el ámbito administrativo. 
Para más información, se puede consultar su sitio web: https://www.mpd.gov.ar/index.php/comision-del-migrante

https://www.mpd.gov.ar/index.php/comision-del-migrante
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Peticionante de Refugio (en adelante Comisión de Refugiados)48, según el caso. 

Frente a la constatación de un incremento en las consultas relativas a situaciones de 
rechazo en frontera –fundamentalmente en pasos terrestres–, la Defensoría Gene-
ral de la Nación (en adelante DGN) adoptó la Resolución DGN 789/22 recomendan-
do a Magistradas/os y Funcionarias/os que, en el ejercicio de la defensa de personas 
con necesidad de protección internacional que encuentren obstáculos en el acceso 
al territorio y al procedimiento de asilo, dirijan su actuación de conformidad con los 
estándares de no devolución y protección familiar y de la niñez allí reseñados. Asi-
mismo, recomienda que en los casos en que las personas involucradas sean niños, 
niñas y adolescentes, se inste la oportuna intervención del/de la defensor/a de me-
nores de edad competente.

A fin de registrar los casos de rechazo en frontera, la citada Resolución encomienda 
que estas situaciones sean puestas en conocimiento de la Comisión de Refugiados 
de la DGN. Finalmente, con miras a fortalecer la prestación del servicio de defensa 
pública, se encomienda la organización de capacitaciones.

Por su parte, la Resolución DGN 957/15 recomienda a los/as defensores/as que se 
considere la causal de justificación del artículo 40 de la Ley General de Reconoci-
miento y Protección al Refugiado N° 26.165 y el artículo 31 de la Convención sobre 
el Estatuto de los Refugiados (principio de no sanción por ingreso irregular), como 
parte de la estrategia de defensa en aquellos casos que involucren delitos relacio-
nados con el ingreso irregular al país, o la utilización de documentación falsa para 
ingresar o salir del país, por parte de personas refugiadas o solicitantes del recono-
cimiento de dicha condición.

48	  A través de la Comisión para la Asistencia Integral y Protección del Refugiado y Peticionante de Refugio de la 
DGN, creada en el año 2007, se aboga por el respeto de las garantías del debido proceso y de la protección judicial duran-
te los procedimientos de determinación de la condición de refugiado en la República Argentina. La Comisión tiene como 
objetivo garantizar el acceso a la justicia y la defensa de los derechos humanos de las personas refugiadas y solicitantes 
del reconocimiento de dicha condición, así como también de las personas apátridas. En este marco, la Comisión: (1) Brinda 
asesoramiento y representación legal a toda persona solicitante de asilo, refugiada, solicitante del reconocimiento de la 
condición de apátrida y apátrida que desee contar con un/a abogado/a en su trámite de solicitud de reconocimiento de la 
condición de refugiada o apátrida. (2) Brinda orientación a dicha población para la realización de los trámites de radicación 
ante la DNM. (3) Brinda patrocinio en los trámites de ciudadanía de dicha población. (4) Colabora con las Defensorías 
Públicas Tutorías Nros. 1 y 2 en el ejercicio de la tutela, representación legal y acompañamiento de niñas, niños y adoles-
centes no acompañados o separados de sus familias que solicitan el reconocimiento de la condición de refugiados/as en 
Argentina. Para la consecución de sus fines, la Comisión cuenta con un equipo interdisciplinario que recibe capacitaciones 
tanto en las cuestiones relativas a sus competencias como respecto de otras cuestiones relevantes para el ejercicio de la 
defensa pública. Para más información, se puede consultar su sitio web: https://www.mpd.gov.ar/index.php/comision-pa-
ra-la-asistencia-integral-y-proteccion-al-refugiado-y-peticionante-de-refugio  

https://www.mpd.gov.ar/index.php/comision-para-la-asistencia-integral-y-proteccion-al-refugiado-y-peticionante-de-refugio
https://www.mpd.gov.ar/index.php/comision-para-la-asistencia-integral-y-proteccion-al-refugiado-y-peticionante-de-refugio
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B.	Situación de las personas 
con necesidad de protección 
internacional en las fronteras 
argentinas

1.	 	Restricciones de circulación y acceso al territorio du-
rante pandemia de covid-1949

El primer caso confirmado de la pandemia de covid-19 en Argentina se dio a cono-
cer el 3 de marzo de 202050. El 12 de marzo del mismo año, un día después de 
que la Organización Mundial de la Salud (OMS) declarara el brote del nuevo co-
ronavirus como una pandemia, el Estado nacional dictó el Decreto de Necesidad 
y Urgencia (en adelante DNU) Nº 260/2020 por el cual se amplió la emergencia 
pública sanitaria que había sido establecida por ley en el año 2019 por el plazo 
inicial de un año. En ese mismo decreto se ordenó la suspensión de vuelos in-
ternacionales procedentes de zonas consideradas afectadas, clasificación que 
sería establecida periódicamente por el Ministerio de Salud51. Inmediatamente 
después se decretaron medidas de aislamiento.

El Presidente de la Nación decretó (cfr. DNU 297/2020) el aislamiento social, 
preventivo y obligatorio (conocido por sus siglas como ASPO) a partir del 20 de 
marzo, alcanzando a todas las personas que se encontraran en el territorio nacio-
nal. La medida implicaba la obligación de permanecer en la residencia habitual, 
abstenerse de concurrir al trabajo y desplazarse por rutas y espacios públicos. 
Por su parte, el Ministerio de Transporte suspendió, entre el 20 y el 25 de marzo, 

49	  Para un desarrollo más extenso, ver el informe “Medidas del Estado argentino para la protección de los Dere-
chos Humanos durante la pandemia de covid-19. Las respuestas frente a las recomendaciones de los organismos inter-
nacionales y regionales de Derechos Humanos” elaborado por la Subsecretaría de Protección y enlace internacional en 
Derechos Humanos de la Secretaría de Derechos Humanos – Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación 
en 2020, disponible en https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/HRBodies/SP/COVID/States/Argentina1.
pdf

50	  Infobae. “Confirmaron el primer caso de coronavirus en la Argentina”. 3 de marzo de 2020. Disponible en: 
https://www.infobae.com/coronavirus/2020/03/03/confirmaron-el-primer-caso-de-coronavirus-en-la-argentina/

51	  En ese momento, conforme al artículo 4 del DNU 260/2020, se consideraban zonas afectadas: los Estados 
miembros de la Unión Europea, miembros del Espacio Schengen, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Esta-
dos Unidos de América, República de Corea, Estado del Japón, República Popular China y República Islámica de Irán.

https://es.wikipedia.org/wiki/Pandemia_de_COVID-19
https://es.wikipedia.org/wiki/Argentina
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/HRBodies/SP/COVID/States/Argentina1.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/HRBodies/SP/COVID/States/Argentina1.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/HRBodies/SP/COVID/States/Argentina1.pdf
https://www.infobae.com/coronavirus/2020/03/03/confirmaron-el-primer-caso-de-coronavirus-en-la-argentina/
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los servicios de ómnibus, trenes de larga distancia y aviones de cabotaje52. Esta 
medida fue sucesivamente prorrogada53.

Es importante destacar que, a medida que se fue prorrogando la medida de aisla-
miento obligatorio, se asumió que la situación epidemiológica no era homogénea 
dentro del territorio nacional y comenzaron a adoptarse modalidades de cuaren-
tena diferenciadas según la realidad de las diversas jurisdicciones del país, de 
acuerdo con un trabajo conjunto entre autoridades nacionales y locales. Por ello, 
ya el DNU Nº 355/2020, del 11 de abril, estableció que los Gobernadores y Go-
bernadoras, o el Jefe de Gobierno de la Ciudad, podrían presentarle al Gobierno 
nacional, para su autorización, propuestas para liberar algunas actividades con la 
debida adopción de protocolos de funcionamiento para cada caso.

Para el efectivo cumplimiento de estas medidas, se establecieron controles per-
manentes en rutas, vías y espacios públicos, accesos y demás lugares estraté-
gicos, donde las fuerzas de seguridad requerían documentación acreditante de 
identidad y permiso de circulación correspondiente. Se iniciaron causas penales 
a quienes no cumplían con los requisitos exigidos.

En cuanto a las fronteras, en concreto, el 16 de marzo se estableció, por DNU 
Nº 274/2020, la prohibición de ingreso al territorio nacional –en principio, por 
el plazo de 15 días– de personas extranjeras no residentes en el país, a través 
de cualquier aeropuerto, puerto, paso internacional o centro de frontera; a ex-
cepción de las personas afectadas a las operaciones de comercio internacional 
de transporte de cargas de mercaderías, así como también a vuelos y trasla-
dos con fines sanitarios. Luego, por Disposición del 18 de marzo de 2020 Nro. 
1709/2020 de la DNM, se sumó una nueva excepción atinente a las personas 
extranjeras que ingresaran al país con el propósito de proseguir viaje hacia otro 
Estado. 

En ese contexto, el 18 de marzo de 2020 los presidentes de Argentina, Brasil, 
Paraguay y Uruguay adoptaron una declaración conjunta sobre coordinación re-
gional para la contención y mitigación del coronavirus y su impacto, en la cual se 
comprometieron a “facilitar el retorno de ciudadanos y residentes de los Estados 

52	  Diario La Nación, “Coronavirus: suspenden los ómnibus y trenes de larga distancia y aviones de cabotaje desde el 
viernes”, publicada el 17 de marzo de 2020. https://www.lanacion.com.ar/politica/transporte-coronavirus-nid2344292/ 

53	  Inicialmente, las medidas de aislamiento dispuestas por el DNU N° 297/2020 fueron previstas hasta el 
31/03/2020, luego fueron sucesivamente prorrogadas a través de los DNU Nº 325/2020 (hasta el 12/042020), 
355/2020 (hasta el 26/04/2020), 408/2020 (hasta el 10/05/2020), 459/2020 (hasta el 24/05/2020), 493/2020 (hasta 
el 7/06/2020), 520/2020 (hasta el 28/062020), 576/2020 (hasta el 17/07/2020), 605/2020 (hasta el 2/08/2020) y 
sucesivos.

https://www.lanacion.com.ar/politica/transporte-coronavirus-nid2344292/
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Parte del MERCOSUR a sus lugares de 
origen o residencia”54.

Con posterioridad, mediante DNU Nº 
313/2020 del27 de marzo, se ampliaron 
los alcances de la prohibición de ingreso 
al territorio nacional a las personas re-
sidentes en el país y a los argentinos y 
argentinas con residencia en el exterior. 
Ese mismo DNU determinó que el Minis-
terio de Relaciones Exteriores, Comercio 
Internacional y Culto debía adoptar me-
didas para facilitar la atención de las ne-
cesidades básicas de las y los nacionales 
argentinos o residentes en el país que no 
pudieran ingresar al territorio nacional y 
quedaran varados en otros países.

Así, la Cancillería, por Resolución Nº 
62/2020 del 28 de marzo, puso en mar-
cha el “Programa de Asistencia de Ar-
gentinos en el Exterior en el marco de la 

54	  Cfr. https://www.mercosur.int/documento/
declaracion-de-los-presidentes-del-mercosur-covid19/. Al 
respecto, se sostuvo que “La información relevada refleja 
una tendencia prácticamente unánime entre los Estados 
firmantes del Acuerdo de Residencia: jurídicamente, todos 
garantizaron el derecho a retornar a sus lugares de origen 
o residencia –y por tanto aseguraron vías de acceso regular 
al territorio– a las personas nacionales y/o residentes de 
los Estado Partes del MERCOSUR. Sin embargo, ninguno lo 
hizo respecto de personas nacionales no residentes de uno 
de estos países que quisiera ingresar al territorio del otro. 
Brasil puede considerarse una excepción al haber garan-
tizado el tránsito vecinal fronterizo. Por otra parte, consid-
erando que al cerrarse las fronteras regionales e impedirse 
la libre circulación de nacionales de los Estados firmantes 
el Acuerdo de Residencia quedó suspendido de facto, cabe 
preguntarse cuál fue el dispositivo legal que justificó esta 
medida, si es que lo hubo. Esto, teniendo en cuenta que el 
instrumento mercosureño no contempla en su letra ningún 
dispositivo que habilite un margen de apreciación a los 
Estados firmantes o un mecanismo que, ante situaciones 
excepcionales, autorice a paralizar su puesta en práctica” 
CAREF, CELS, y Odriozola, Ignacio.  Papeles de Migración 
05. La llave hacia la regularidad migratoria en la región, 
Veinte años del Acuerdo de Residencia del MERCOSUR. 
(Buenos Aires: CAREF - Comisión Argentina para Refugia-
dos y Migrantes; Centro de Estudios Legales y Sociales - 
CELS, 2023). Pág. 25.

Pandemia de Coronavirus”. Ese progra-
ma fue complementado con el Decreto 
DNU Nº 331/2020, del 1 de abril, que 
instruyó a los órganos pertinentes “con 
el fin de que procedan a establecer los 
cronogramas pertinentes y a coordinar 
las acciones necesarias para posibilitar 
el ingreso paulatino al territorio nacional 
de las personas residentes en el país y de 
los argentinos y argentinas con residen-
cia en el exterior”. Así, el gobierno traba-
jó en la “repatriación” de este grupo de 
personas las cuales, a su ingreso al país, 
eran testeadas y debían cumplir un aisla-
miento obligatorio de 15 días.

Al igual que las medidas de aislamiento, 
la prohibición de ingreso al territorio na-
cional fue sucesivamente prorrogada y 
permaneció vigente hasta fines de octu-
bre de 2021, sumándose excepciones y 
matices55. En efecto, el DNU 274/2020 
fue prorrogado en numerosas ocasiones 
hasta la firma del DNU N° 678/21 del 
30 de septiembre de 2021, que exten-
dió por un mes más dicha medida. Recién 
entonces se indicó que quedaban excep-
tuadas de la prohibición de entrar al te-
rritorio argentino “las personas naciona-

55	  Decreto 331/2020 (B.O. 01/04/2020), Decreto 
365/2020 (B.O. 11/04/2020), Decreto 409/2020 (B.O. 
26/04/2020), Decreto Nº 459/2020 B.O. 11/5/2020; De-
creto Nº 493/2020 B.O. 25/5/2020, Decreto 520/2020 
(B.O. 08/06/2020), Decreto 576/2020 (B.O. 29/06/2020), 
Decreto 605/2020 (B.O. 18/07/2020), Decreto N° 
641/2020 B.O. 2/8/2020 ;  Decreto N° 677/2020 B.O. 
16/8/2020; Decreto N° 714/2020 B.O. 31/8/2020, 
Decreto N° 754/2020 B.O. 20/9/2020; Decreto N° 
792/2020 B.O. 12/10/2020, Decreto N° 814/2020 B.O. 
26/10/2020, Decreto N° 875/2020 B.O. 7/11/2020, 
Decreto N° 956/2020 B.O. 30/11/2020; Decreto N° 
1033/2020 B.O. 21/12/2020, Decreto N° 67/2021 B.O. 
30/01/2021; Decreto Nº 168/2021 B.O. 13/3/2021, 
Decreto Nº 125/2021 B.O. 28/2/2021; Decreto Nº 
235/2021 B.O. 8/4/2021; Decreto Nº 287/2021 B.O. 
1/5/2021, Decreto N° 334/2021 B.O. 22/5/2021, De-
creto Nº 494/2021 B.O. 7/8/2021, Decreto N° 678/2021 
(B.O. 01/10/2021).

https://www.mercosur.int/documento/declaracion-de-los-presidentes-del-mercosur-covid19/
https://www.mercosur.int/documento/declaracion-de-los-presidentes-del-mercosur-covid19/
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=337252
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=337908
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=337908
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=340612
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=340612
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=341149
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=341616
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=342365
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=342365
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=343033
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=343033
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=343522
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=344033
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=344672
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=344672
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=345430
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=345430
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=346580
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=347846
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=347490
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=347490
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=348582
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=348582
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=348582
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=350159
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=352701
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=352701
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=354785
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les o residentes de países limítrofes, siempre que cumpl[iera]n con las indicaciones, 
recomendaciones y requisitos sanitarios y migratorios para el ingreso y permanencia 
en el país establecidos o que se establezcan en el futuro”56.

En ese marco y sobre la base de la categoría de “zona afectada” que se mencionó 
previamente, el Ministerio de Salud podía requerir suspensiones temporales de vue-
los provenientes de territorios con números elevados de contagios y de circulación 
del coronavirus. En ningún caso las autoridades ponderaron como situaciones a ser 
exceptuadas las de las personas solicitantes de asilo y/o con necesidad de protec-
ción internacional. En junio de 2021, únicamente, se estableció que,

excepcionalmente, la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo des-
centralizado actuante en la órbita de la SECRETARÍA DE INTERIOR del MINISTE-
RIO DEL INTERIOR, podrá autorizar el ingreso de personas al territorio nacional 
por medio de otros pasos fronterizos, cuando concurran especiales y acreditadas 
razones humanitarias que así lo ameriten, dando la correspondiente intervención a 
la autoridad sanitaria y al MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, COMERCIO 
INTERNACIONAL Y CULTO. En todos los casos, las personas deberán cumplir con 
los requisitos migratorios y sanitarios vigentes, y para este último caso sujetarse al 
dispositivo que al efecto disponga la jurisdicción provincial para que ese ingreso y 
tránsito resulte seguro sanitariamente para el solicitante y para la comunidad fron-
teriza57.

Conforme analizaron CAREF y ACNUR58,

Recién a partir de noviembre de 2021, en acuerdo con los gobiernos provinciales, 
comenzaron a habilitarse algunos “corredores seguros” (en pasos aéreos, terrestres, 
fluviales y marítimos), abiertos para todas las categorías de ingreso, aunque muchos 
de ellos con “cupos” diarios que limitan la cantidad de tránsitos.

Así, concluyen,

56	  CAREF, CELS, y Odriozola, Ignacio.  Papeles de Migración 05. La llave hacia la regularidad migratoria en la 
región, Veinte años del Acuerdo de Residencia del MERCOSUR. (Buenos Aires: CAREF - Comisión Argentina para Refu-
giados y Migrantes; Centro de Estudios Legales y Sociales - CELS, 2023). Pág. 23.

57	  Decisión Administrativa 643/2021, DECAD-2021-643-APN-JGM - Prórroga. Ciudad de Buenos Aires, 
25/06/2021. Disponible en: https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/246100/20210626 

58	  Pacecca, María Inés y Liguori, Gabriela. Fronteras cerradas por pandemia: familias en movimiento y sus tránsitos 
hacia Argentina, 2020-2021. (Buenos Aires: CAREF - Comisión Argentina para Refugiados y Migrantes; Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Refugiados -ACNUR, 2022). Pag. 7 con cita https://www.argentina.gob.ar/interior/migra-
ciones/cuales-son-los-corredores-seguros.

https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/246100/20210626
https://www.argentina.gob.ar/interior/migraciones/cuales-son-los-corredores-seguros.
https://www.argentina.gob.ar/interior/migraciones/cuales-son-los-corredores-seguros.
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Si bien ciertos tránsitos estuvieron autorizados (transportistas, etc.) no se puso en 
práctica ningún mecanismo operativo ni administrativo estable que habilitara el in-
greso al territorio por razones de reunificación familiar, humanitarias o de personas 
con necesidades de protección internacional. En la práctica, el derecho a migrar y el 
derecho a buscar y recibir asilo quedaron suspendidos.

1.1.	Gestión de fronteras durante la vigencia de las medidas y sus 

consecuencias59

Como explicaron desde CAREF,

El cierre administrativo implica que no hay funcionarios migratorios en los pues-
tos de control (o hay muy pocos, y solo autorizan ciertos tránsitos) y por lo tanto 
los ingresos y egresos no quedan registrados, ni en los sistemas de registración de 
los países ni en la documentación de las personas. El resultado es que no hay un 
correlato administrativo (un sello de ingreso o de egreso) de un movimiento físico 
(el cruce material de la frontera). En el caso de las personas extranjeras, el ingreso 
autorizado al país del que no son nacionales ni residentes (con su correspondiente 
registro administrativo) es indispensable para su posterior regularización migratoria. 
En Argentina, el cierre también implicó, de hecho, la suspensión del derecho a soli-
citar asilo en la frontera, previsto en la ley 26.165 (de Reconocimiento y Protección 
al Refugiados) y regulado en la Disposición DNM 20193/05, que establece el pro-
cedimiento a aplicar, así como la categoría de ingreso a otorgar (“refugiado 48 hs”)60.

En tanto las fronteras marítimas y aéreas son más sencillas de controlar y difícilmen-
te alguien puede ingresar sin realizar el respectivo control migratorio, el principal 
conflicto se dio en las fronteras terrestres. En efecto, el cierre físico y administrativo 
de tales pasos (con las excepciones establecidas en el Dec. 274/2020 al comercio 
internacional y transporte de cargas) “no impidió el cruce físico de las fronteras por 
parte de personas particulares. Sí impidió que esas personas registraran su ingre-
so, que interpusieran solicitudes de asilo al llegar a la frontera, y que obtuvieran el 

59	  Para el análisis de este apartado, se utilizó como fuente el informe elaborado por CAREF/ACNUR ya citado, 
que da cuenta del impacto cuantitativo que las medidas de restricción y aislamiento tuvieron en la movilidad humana, 
reduciéndose drásticamente el número de tránsitos registrados –ingresos y egresos– y de solicitudes de residencia y de 
asilo.

60	  Pacecca, María Inés y Liguori, Gabriela. Fronteras cerradas por pandemia: familias en movimiento y sus tránsitos 
hacia Argentina, 2020-2021. (Buenos Aires: CAREF - Comisión Argentina para Refugiados y Migrantes; Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Refugiados -ACNUR, 2022). Pág. 19.
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comprobante administrativo correspon-
diente”61. Es importante destacar que si 
bien el derecho a solicitar asilo no se sus-
pendió expresamente, ello no fue lo que 
aconteció en los hechos62. 

Al respecto, cabe recordar que, de con-
formidad con la normativa aplicable, es 
la autoridad migratoria la encargada de 
garantizar el principio de no devolución, 
autorizar el ingreso y notificar a la Se-
cretaría Ejecutiva de la CONARE63. Por 
fuera del proceso de asilo, no hay proce-
dimientos claros para la identificación de 
otras necesidades de protección interna-
cional. Ni la Ley 25.871 ni su reglamen-
tación se ocupan de especificar cómo 
y cuándo se evaluará el principio de no 
devolución autónomo, incluso, no exis-
te claridad respecto de los supuestos a 
ser considerados dentro de la causal de 
“razones humanitarias” como causal de 
residencia.

Al tiempo de cerrarse las fronteras y du-
rante toda su vigencia, no se regularon 
excepciones para el ingreso por necesi-

61	  Ibidem, pág. 20

62	  El Estado argentino cumplió con su obligación de 
notificar a los sistemas de protección internacional la sus-
pensión en el ejercicio de determinados derechos –princi-
palmente, libre circulación–. Ver Referencia: C.N.189.2020.
TREATIES-IV.4 (Depositary Notification) INTERNATIONAL 
COVENANT ON CIVIL AND POLITICAL RIGHTS NEW 
YORK, 16 DECEMBER 1966 ARGENTINA: NOTIFICA-
TION UNDER ARTICLE 4 (3), ENAUN No 286/2020 New 
York, 29 May 2020, disponible en CN.189.2020-Eng.pdf 
(un.org); Misión Permanente de la República Argentina 
ante la Organización de los Estados Americanos, comuni-
cación artículo 27, inciso 3 de la Convención Americana de 
los Derechos Humanos, Washington D.C., 27 de marzo de 
2020.

63	  Cfr. Ley 26.165, arts. 36 a 39 sumado al proced-
imiento de ingreso previsto en Disposición DNM 2019/05 
la cual, si bien es previa a la sanción de la Ley 25.871, se 
encuentra aún vigente en ausencia de regulación posterior 
y de reglamentación de la ley.

dades de protección internacional, ni se 
establecieron procedimientos específi-
cos de determinación en el marco de tal 
situación excepcional o normas específi-
cas que garantizaran el ejercicio del de-
recho al asilo. Tampoco se contempló en 
tales normativas la situación particular 
de niños, niñas y adolescentes no acom-
pañados que arribasen a las fronteras, es 
decir, no se establecieron protecciones o 
garantías diferenciadas.

En relación con ello, CAREF informó que 
había solicitado 

formalmente a la autoridad migra-
toria, en reiteradas oportunidades, 
que autorizara algunos ingresos ex-
cepcionales, por motivos de reunifi-
cación familiar o por razones huma-
nitarias (en el caso de niños, niñas y 
personas adultas con enfermedades 
graves a ser tratadas en Argentina) 
de personas que estaban en tránsito 
y habían quedado varadas en Bolivia, 
Brasil o algún otro país de la región. 
En estos casos, la indicación de la 
autoridad migratoria fue que las fa-
milias se contactaran con el consu-
lado argentino correspondiente (en 
Villazón o en Foz do Iguaçú) para 
solicitar allí un permiso de ingreso al 
territorio. Varias familias varadas en 
Villazón así lo hicieron, asesoradas y 
acompañadas por CAREF, y la Cónsul 
realizó las presentaciones correspon-
dientes ante la Dirección Nacional 
de Migraciones. Lamentablemente, 
las notas consulares nunca tuvieron 
respuesta. Durante 2021 también se 
hicieron alrededor de una decena de 
presentaciones especiales ante DNM 
(en algunos casos extensivas al Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores y a 
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la Dirección de Sanidad de Fronteras 
del Ministerio de Salud), solicitan-
do se autorizaran excepcionalmente 
ingresos por motivos de salud, con 
nulos resultados. Es decir que, en las 
primeras semanas del cierre de fron-
teras, las familias consultaban a las 
organizaciones con la esperanza de 
obtener una autorización de ingreso 
al país. Si bien se presentaron nume-
rosísimas notas solicitando permisos 
excepcionales por motivos de salud, 
de reunificación, o por necesidades 
de protección internacional, no pros-
peraron. Las familias esperaban una 
respuesta durante días o semanas (el 
tiempo que les permitieran los recur-
sos con los que contaban), y luego se 
perdía el contacto con ellas. Ocasio-
nalmente, algunas volvían a contac-
tarse con los dispositivos de asis-
tencia cuando ya habían ingresado 
al territorio, de manera irregular, ya 
que las otras vías se les habían cerra-
do. Más adelante, hacia julio y agosto 
de 2020, las medidas restrictivas se 
fueron relajando en los países de la 
región y fue posible volver a despla-
zarse internamente. En este contexto 
de mayor movilidad, hacia septiem-
bre y octubre de 2020, las organiza-
ciones con presencia en las zonas de 
frontera comenzaron a observar un 
incremento de los ingresos irregula-
res (por pasos no habilitados), en par-
ticular entre las ciudades de Villazón 
(Bolivia) y La Quiaca (Argentina)64.

64	  Pacecca, María Inés y Liguori, Gabriela. Fronteras 
cerradas por pandemia: familias en movimiento y sus trán-
sitos hacia Argentina, 2020-2021. (Buenos Aires: CAREF 
- Comisión Argentina para Refugiados y Migrantes; Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
-ACNUR, 2022). Pág. 23

El Ministerio Público de la Defensa65 
coincide con ello, por cuanto las de-
fensorías públicas con competencia en 
frontera intervinieron en casos similares, 
realizándose gestiones extrajudiciales 
–con el apoyo de la Comisión de Refu-
giados– con éxito variable. En muchos 
casos, por la demora en la respuesta, las 
personas ingresaron de manera irregular. 
En otros casos se logró el ingreso regular, 
aunque no siempre en carácter de soli-
citante de asilo66, casos que responden 
a un momento muy avanzado en la línea 
temporal delimitada, en el cual ya se ha-
brían adoptado medidas de reapertura 
de fronteras, particularmente, con países 
limítrofes.

Como se observa, el hecho de que las 
fronteras se encontraran cerradas por 
disposiciones normativas entró en crisis 
con la llegada real y efectiva de un núme-
ro elevado de personas que se encontra-
ban en tránsito, o que debieron de todos 
modos abandonar sus países de origen o 
residencia, y que llegaban hasta los pues-
tos fronterizos de Argentina, mayormen-
te La Quiaca (Jujuy) y, en menor medida, 

65	  Aclaramos que la Defensoría General de la Na-
ción (DGN) es el órgano superior de administración y 
gestión del Ministerio Público de la Defensa (MPD). 

66	  Así, por ejemplo, en enero de 2022, desde la 
Comisión de Refugiados se remitió un oficio al área de con-
trol migratorio de la DNM y a la CONARE incluyendo un 
listado de personas informadas por el Defensor Federal de 
Eldorado, que habían solicitado ingresar al país por razones 
humanitarias, reunificación familiar y asilo, según el caso, a 
través del paso de Iguazú. Se trataba de grupos de familias 
con niños y niñas. Se solicitó a las autoridades informara     
n la fecha de ingreso, la categoría migratoria bajo la que in-
gresaron, si formalizaron alguna solicitud de asilo o trámite 
de residencia. La CONARE contestó respecto de un grupo 
acotado de personas que habían solicitado asilo; no se re-
cibió respuesta por las personas restantes.
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a Puerto Iguazú (Misiones)67.

Ciertamente, la orientación y asesora-
miento en zonas fronterizas es usual-
mente –y lo fue mayormente en la 
pandemia–, llevada adelante por orga-
nizaciones ecuménicas y de la sociedad 
civil, con el apoyo de organizaciones in-
ternacionales. Fueron estas quienes to-
maron conocimiento de las demandas de 
las personas en contexto de movilidad y 
se ocuparon de dialogar con las autori-
dades implicadas, entre ellas, la DNM, la 
CONARE, la Cancillería, el Consulado Ar-
gentino en Villazón y en Foz de Iguaçú, el 
Ministerio de Seguridad, la Gendarmería 
Nacional Argentina, diversas Defenso-
rías Públicas, los intendentes y las auto-
ridades sanitarias locales (especialmente 
los ministerios de salud provinciales y los 
directivos de los hospitales y centros de 
salud municipales)68.

Entre mediados de 2020 y mediados de 
2021 la CONARE implementó un siste-
ma de solicitud de asilo a través de una 
plataforma online. Las personas cargaban 
allí su solicitud debiendo acreditar que 
se encontraban en el territorio a través 
de diversos medios (en caso de que no 
tuvieran ingreso regular) como recibos 
de hotel, certificado de domicilio, entre 
otros. Una vez cargada la solicitud, reci-
bían un certificado de residencia provi-
soria por correo electrónico –la demora 
fue variable y acrecentándose con el co-
rrer de las semanas– con la idea de que 

67	  Pacecca, María Inés y Liguori, Gabriela. Fronteras 
cerradas por pandemia: familias en movimiento y sus trán-
sitos hacia Argentina, 2020-2021. (Buenos Aires: CAREF 
- Comisión Argentina para Refugiados y Migrantes; Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
-ACNUR, 2022). Pág. 8.

68	  Cfr. Ibidem, pág. 9

estas personas fueron luego citadas pre-
sencialmente para que se les tomaran los 
datos biométricos y continuar el trámite. 
Asimismo, la DNM dispuso la prórroga 
automática de la vigencia de las residen-
cias temporarias, residencias transitorias 
y certificados de residencias precarias 
vencidas a partir del 17/03/202069 y, 
paulatinamente, fue permitiendo que las 
personas iniciaran solicitudes de radica-
ción por el sistema de Radicación a Dis-
tancia de Extranjeros (RADEX).     

No obstante, ya sea que se presentaran 
en la Secretaría Ejecutiva de la CONA-
RE o en una delegación de la DNM, mu-
chas personas comenzaron a ver obsta-
culizado el acceso al procedimiento de 
solicitud de asilo, siendo remitidas a un 
procedimiento migratorio. Al no contar 
con ingreso regular al país, se les iniciaba 
un procedimiento de “control de perma-
nencia” –bajo el artículo 61 de la Ley Nº 
25.871–, o se labraban actas de decla-
ración migratoria que derivaron, luego, 
en el dictado de conminaciones a hacer 
abandono del país bajo apercibimiento 
de expulsión. Del trabajo del Ministerio 
Público de la Defensa se desprende que 
la mayoría de las personas afectadas por 
estos mecanismos fueron de naciona-
lidad venezolana. Al efecto, se articuló 
con las Defensorías Públicas Oficiales 
con competencia federal en los casos 
radicados en otras jurisdicciones; con 
ACNUR y sus agencias socias CAREF y 
ADRA; y con la Comisión del Migrante 

69	  Dirección Nacional de Migraciones. Disposición 
1714/2020 publicada el 18 de marzo de 2020. Disponible 
en: https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/
disposici%C3%B3n-1714-2020-335688/texto (Pror-
rogada por Disposición 1923/2020 (B.O. 17/04/2020), 
Disposición 2205/2020 (B.O. 15/05/2020) y Disposición 
2434/2020 (B.O. 17/06/2020).

https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/disposici%C3%B3n-1714-2020-335688/texto
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/disposici%C3%B3n-1714-2020-335688/texto
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del Ministerio Público de la Defensa para 
la impugnación de las resoluciones de 
conminación. Esta práctica –conminar a 
hacer abandono del país a aquellas per-
sonas extranjeras (primordialmente de 
nacionalidad venezolana) que ingresaron 
al territorio sin registro en los puestos de 
control fronterizo– se incrementó consi-
derablemente en el período 2021-2022.      

Asimismo, se advirtieron casos de niños, 
niñas y adolescentes que fueron intima-
dos a abandonar el país en forma direc-
ta por la DNM. Por ello, se llevó a cabo 
una rápida y eficaz acción, que incluyó 
mesas de diálogo con las autoridades mi-
gratorias, la Defensoría de Niños, Niñas y 
Adolescentes de la Nación, el respectivo 
Consulado, entre otros, logrando el cese 
de esa práctica violatoria de su interés 
superior.

A ese cuadro de situación se sumó el 
incremento considerable de decisiones 
de la DNM ordenando la expulsión de 
quienes han ingresado al territorio na-
cional por paso no habilitado –inclusive, 
respecto de países del Mercosur–. Lo 
anterior debido, en gran medida, a la ju-
risprudencia sentada por la Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación (en adelante 
CSJN) a partir del fallo “Huang” (del 7 de 
diciembre de 2021). En esta determinó 
que una persona de nacionalidad china 
que había ingresado al país “eludiendo el 
control migratorio o por lugar o en hora-
rio no habilitados al efecto” (artículo 29 
“i”, Ley 25.871) no se encontraba alcan-
zada por el procedimiento previsto en el 
artículo 61, en cuanto establece una in-
timación para regularizar la situación mi-
gratoria, es decir, no se consideraron las 
situaciones atenuantes que ese artículo 

prevé. A su vez, la CSJN ha reiterado esta 
doctrina en distintos precedentes patro-
cinados desde Comisión del Migrante 
del Ministerio Público de la Defensa. Ello 
deviene importante toda vez que es un 
supuesto que, si bien no debería, even-
tualmente también podría afectar a per-
sonas con necesidad de protección inter-
nacional. 

Asimismo, como informó CAREF, entre 
mayo de 2020 y agosto de 2021, la CO-
NARE registró casi 2.800 solicitudes de 
asilo, de las cuales alrededor del 90% co-
rrespondían a personas venezolanas.

Hacia junio de 2021 los inicios de las 
solicitudes de asilo a través de la pá-
gina web de la CONARE comenzaron 
a demorarse sensiblemente. Hubo 
personas y familias que estuvieron 
más de un mes en La Quiaca espe-
rando el arribo de la documentación 
provisoria, con la saturación que ello 
generaba en una ciudad con escasas 
opciones de alojamiento. A mediados 
de julio de 2021, sin aviso previo, 
la plataforma online de la CONARE 
dejó de estar disponible para el inicio 
de trámites. En diálogo con las auto-
ridades migratorias, éstas indicaron 
que puesto que la atención presen-
cial comenzaba a restablecerse en la 
administración pública, las personas 
podían dirigirse directamente a la de-
legación migratoria más cercana (San 
Salvador de Jujuy en el caso de La 
Quiaca; Misiones en el caso de Puer-
to Iguazú) e iniciar allí su trámite. Esta 
misma indicación comenzó a llegar a 
las casillas de correo electrónico de 
las personas que habían interpues-
to su solicitud on line. La demora en 
la recepción de la documentación 
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provisoria generó un cuello de bo-
tella. Los lugares de alojamiento es-
taban completos, las personas que 
ya habían cumplido el aislamiento 
no podían proseguir viaje y seguían 
arribando familias. Así fue que entre 
finales de junio y principios de julio 
de 2021 más de ochenta personas 
estuvieron en situación de calle en 
La Quiaca, pasando las noches a la 
intemperie con temperaturas bajo 
cero. El dispositivo de asistencia pro-
visto por la sociedad civil con apoyo 
del ACNUR y la OIM colapsó ante 
la falta de alternativas por parte del 
sector estatal en todos sus niveles 
(local, provincial, nacional). Resultaba 
indispensable lograr nuevas articula-
ciones con el aparato estatal para en-
contrar una vía que permitiera a las 
personas continuar viaje hacia sus lu-
gares de destino. La clave estaba en 
la documentación y en garantizar un 
mecanismo que permitiera interpo-
ner la solicitud de asilo en frontera, 
tal como lo señala la norma. Sin em-
bargo, ese aspecto no lograba resol-
verse a pesar de las múltiples gestio-
nes ante DNM y CONARE, llevadas 
adelante desde diversos espacios, 
incluidos otros ministerios del propio 
estado nacional70.

La falta de previsión normativa absolu-
ta –ni los DNU ni las disposiciones de la 
DNM, como se dijera, abordaron la situa-
ción de personas con necesidad de pro-
tección internacional y otras personas en 
contexto de movilidad– generó, además, 

70	  Pacecca, María Inés y Liguori, Gabriela. Fronteras 
cerradas por pandemia: familias en movimiento y sus trán-
sitos hacia Argentina, 2020-2021. (Buenos Aires: CAREF 
- Comisión Argentina para Refugiados y Migrantes; Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
-ACNUR, 2022). Pág. 41

otras situaciones abusivas y violaciones 
a derechos humanos71.

Tras la reapertura de las fronteras, fun-
cionarios y funcionarias del Ministerio 
Público de la Defensa advirtieron una 

71	  Por ejemplo, “en marzo de 2020, el Gobierno de 
la Provincia de Jujuy trasladó compulsivamente a 60 per-
sonas migrantes, en situación migratoria regular, desde la 
Ciudad de La Quiaca hacia Buenos Aires. Algunas personas 
habían ingresado al país pocos días antes y desde el 17 de 
marzo de 2020 cumplían la cuarentena obligatoria en dos 
establecimientos locales. Otras habían llegado a La Quiaca 
desde diversas provincias con el propósito de retornar a Bo-
livia, donde no pudieron ingresar debido al cierre de fron-
teras. Dentro del grupo había personas con necesidades 
de protección internacional. El 31 de marzo por la noche, 
el grupo fue informado verbalmente, por autoridades lo-
cales, que su permanencia en la Ciudad de La Quiaca había 
concluido, y a la mañana siguiente (1 de abril) fueron su-
bidos a un micro, aparentemente con destino a la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires. En este contexto de traslado 
forzoso a un destino incierto, ANDHES, CAREF y el CELS 
presentaron un Habeas Corpus, demandando conocer los 
motivos del desplazamiento y solicitando se garantizara la 
seguridad en el traslado: que las personas pudieran despla-
zarse sin ser demoradas o retenidas; que se mantuviera el 
distanciamiento social; que los grupos (que habían cumpli-
do la cuarentena en dos ubicaciones diferentes) no fueran 
trasladados en el mismo micro; que se les suministraran 
viandas y kits de higiene; que se definiera el lugar preciso 
de arribo en la Ciudad de Buenos Aires y que allí se garan-
tizara su alojamiento, alimentación e higiene el tiempo que 
fuera necesario. El día 2 de abril, en su ingreso a la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, el micro fue demorado por la 
policía local durante ocho horas y funcionarios del Ministe-
rio de Seguridad de la Ciudad de Buenos Aires formularon 
una denuncia por infracción a las medidas de aislamiento 
obligatorio (violación de los artículos 204 y 205 del Código 
Penal de la Nación). Ello agravó la incertidumbre de las y 
los pasajeros, que resultaron imputados penalmente bajo 
la acusación de haber puesto en riesgo la salud pública. En 
el marco del expediente penal, el magistrado interviniente 
y el representante del Ministerio Público Fiscal analizaron 
la denuncia y tomaron conocimiento del Hábeas Corpus 
interpuesto por ANDHES, CAREF y CELS. Decidieron que 
la Ciudad de Buenos Aires tenía el deber de asegurar medi-
das de asistencia humanitaria para las personas afectadas 
y ordenaron que se les brindaran plazas en hoteles para 
que cumplieran los 15 días de aislamiento social, preven-
tivo y obligatorio”. Pacecca, María Inés y Liguori, Gabriela. 
Fronteras cerradas por pandemia: familias en movimiento 
y sus tránsitos hacia Argentina, 2020-2021. (Buenos Aires: 
CAREF - Comisión Argentina para Refugiados y Migrantes; 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugia-
dos -ACNUR, 2022). Pág. 23.
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disminución de la cantidad de consultas 
relativas a obstáculos en el acceso al terri-
torio, aunque continuaron observándose 
reticencias a admitir ingresos bajo la cate-
goría de solicitante de asilo, privilegiándo-
se otras categorías de admisión. Se advirtió 
también que continuaron las dificultades 
de esta población para acceder al proce-
dimiento de asilo. En particular, durante el 
contexto de cierre de fronteras en los años 
2020-2021, se registraron casos de per-
sonas –incluyendo familias con niños y ni-
ñas– que se presentaron ante la Secretaría 
Ejecutiva de la CONARE, o la delegación 
de la DNM correspondiente, con la inten-
ción de formalizar una solicitud de recono-
cimiento de la condición de refugiadas y, 
a quienes en lugar de ello, se les dio inicio 
a expedientes por irregularidad migratoria 
que derivaron en la conminación a hacer 
abandono del país bajo apercibimiento de 
expulsión. En tal sentido, desde el Minis-
terio Público de la Defensa se realizaron 
planteos ante la CONARE a fin de lograr 
que se registraran las solicitudes de asilo y 
se respetaran los principios de no devolu-
ción y no sanción por ingreso irregular.

En virtud de los inconvenientes identifica-
dos, en dicho período, se adoptaron estra-
tegias de intervención tendientes a velar 
por la garantía del derecho a acceder al 
territorio y al procedimiento de asilo, junto 
con brindar información adecuada a la po-
blación asistida respecto de sus derechos y 
las diferencias entre el régimen migratorio 
y el régimen de protección de personas re-
fugiadas. Se articuló a los mismos efectos 
con las defensorías federales con compe-
tencia en otras provincias, especialmente 
aquellas con competencia en frontera y/o 
aquellas con competencia ante delegacio-
nes de la DNM. Cabe poner de resalto el 

trabajo mancomunado con la Unidad de 
defensa penal remanente y en materia no 
penal de la ciudad de San Salvador de Ju-
juy y la Defensoría Pública Oficial ante el 
Juzgado Federal de Primera Instancia de 
Eldorado, por tener competencia respecto 
de los pasos fronterizos La Quiaca-Villazón 
y Puerto Iguazú-Foz de Iguazú, respectiva-
mente. Asimismo, se destacan las articula-
ciones llevadas a cabo con ACNUR y sus 
agencias socias CAREF y ADRA, en virtud 
de su presencia en el territorio a través 
de los Puntos de Atención y Orientación 
(PAO) en La Quiaca, Iguazú y Posadas.

1.2.	Extrañamientos72

Por otro lado, no puede perderse de vista la 
situación de las personas que se encontra-
ban privadas de la libertad, habiendo con-
sentido su orden de expulsión y esperan-
do por su extrañamiento –retorno al país 
de origen (cfr. art. 64 de la Ley 25.871)– al 
tiempo de cerrarse las fronteras; en tanto 
a partir del 16 de marzo de 2020, la DNM 
suspendió toda ejecución de dichas medi-
das.

A raíz del cierre de la frontera y el cese 
de toda actividad de vuelos comerciales, 
la Comisión del Migrante del Ministerio 
Público de la Defensa se concentró en la 
materialización de los extrañamientos ha-
cia países limítrofes que pudieran llevarse 
a cabo por canales terrestres. Ello, consi-

72	  Definido anteriormente como el cumplimiento 
del acto administrativo firme y consentido que dispone la 
expulsión de una persona migrante que, o bien se encuen-
tra cumpliendo una condena penal (de cumplimiento efec-
tivo o en suspenso) o bien se encuentra sometida a proceso 
penal. La ejecución del extrañamiento da por cumplida la 
pena originalmente impuesta. 
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derando los riesgos que el contexto de privación de la libertad implicaba para la salud.

En ese sentido, se diseñaron estrategias coordinadas que involucraron directamente 
a los diversos Consulados de los países limítrofes, el servicio penitenciario, el área de 
extranjeros judicializados de la DNM, las defensorías penales a cargo de la ejecución 
de la condena y los jueces y juezas competentes; lográndose así ejecutar un número de 
expulsiones73. Luego se gestionó con los consulados la incorporación a los vuelos huma-
nitarios de personas condenadas que esperaban su extrañamiento.

Tras el levantamiento de las medidas restrictivas, se fue incrementando el flujo de estas 
expulsiones consentidas, para lo cual fue necesario el trabajo coordinado de distintas 
áreas del Ministerio Público de la Defensa, juzgados y Consulados, para así lograr los 
traslados de unidad penitenciaria a unidad penitenciaria y realización del test de PCR y 
antígenos requeridos para abordar los vuelos o para el ingreso al país respectivo.

1.3.	 Consecuencias de la gestión del Estado argentino en los 

derechos de las personas con necesidad de protección 

internacional

Sistematizando todo lo antes dicho, se puede afirmar que la falta de perspectiva de 
la movilidad humana –particularmente la movilidad humana forzada internacional– 
en las medidas adoptadas y en las directrices dadas a los organismos o actores inter-
vinientes, tuvo un impacto negativo y violatorio de los derechos de las personas con 
necesidad de protección internacional que persiste aún a la fecha.

La falta de previsión de la situación particular de las personas refugiadas y solicitan-
tes de asilo al adoptarse medidas de cierre de fronteras en el marco de la pande-
mia por covid-19, derivó en un incremento notorio del ingreso irregular al país de 
personas con necesidad de protección internacional que, en otro contexto, habrían 
podido ingresar regularmente.

Como establece CAREF “la situación documentaria de los varios miles de personas 
que se estima ingresaron al país por paso no habilitado es por demás incierta”74. Quie-
nes se acercaron a la DNM a iniciar sus respectivos trámites para regularizar su si-

73	  Por ejemplo, a Chile, a través del paso Cristo Redentor en la provincia de Mendoza, y el paso austral de la ciudad 
de Río Gallegos, en la provincia de Santa Cruz; a Bolivia, por el paso Salvador Mazza en la provincia de Jujuy; a Paraguay, 
por el paso de Coronda en la provincia de Formosa y en la ciudad de Posadas, en la provincia de Misiones.

74	  Pacecca, María Inés y Liguori, Gabriela. Fronteras cerradas por pandemia: familias en movimiento y sus tránsitos 
hacia Argentina, 2020-2021. (Buenos Aires: CAREF - Comisión Argentina para Refugiados y Migrantes; Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Refugiados -ACNUR, 2022). Pág. 51



48

tuación documentaria, sin tener registro 
de su ingreso al territorio, fueron recha-
zados, declarándose irregular su perma-
nencia y conminándolos a abandonar el 
país, bajo amenaza de ser expulsados, 
“pese a que en muchos casos se trata-
ba de personas nacionales de un Estado 
Parte o Asociado al MERCOSUR y co-
rrespondía aplicar la letra del Acuerdo”75.

Como concluye Odriozola,

Es llamativo que, en el marco del 
MERCOSUR, Argentina fue el úni-
co país entre los examinados que 
no instauró un mecanismo para sa-
near el ingreso irregular al territorio. 
En cambio, se limitó a prorrogar los 
vencimientos de las radicaciones, a 
suspender citaciones y a establecer 
programas de regularización para na-
cionales extra-MERCOSUR76.

Tampoco puede dejar de mencionarse, 

75	  CAREF, CELS, y Odriozola, Ignacio.  Papeles de 
Migración 05. La llave hacia la regularidad migratoria en la 
región, Veinte años del Acuerdo de Residencia del MER-
COSUR. (Buenos Aires: CAREF - Comisión Argentina para 
Refugiados y Migrantes; Centro de Estudios Legales y So-
ciales - CELS, 2023). Pág. 26.

76	  Ibidem, pág. 29. Sigue el autor: “De la información 
relevada surge que sólo Bolivia y Brasil establecieron un 
mecanismo de regularización extraordinario con el objetivo 
de regularizar la situación migratoria de aquellas personas 
–sin distinción de nacionalidad– que ingresaron a sus ter-
ritorios sin registrar su ingreso durante la pandemia. Por su 
parte, Paraguay ha llevado adelante una prolífica campaña 
de regularización en su territorio, aunque en esta investi-
gación no fue posible dar con los dispositivos legales que 
las establecieron. Por lo demás, Chile y Uruguay no esta-
blecieron ninguna clase de régimen o de dispensas para 
nacionales de los Estados firmantes del Acuerdo. Sin em-
bargo, puesto que no exigen la acreditación de ingreso a los 
efectos de tramitar la residencia, la situación de pandemia 
sin perjuicio de los obstáculos y las complicaciones que 
provocó en la gestión de radicaciones– no debió constituir 
una limitación a tal efecto”.

por obvio que sea, que la falta de excep-
ciones y de canales a través de los cuales 
plantear la excepcionalidad, fomenta la 
desinformación, el ingreso irregular y se 
constituye como un caldo de cultivo para 
situaciones abusivas y la organización de 
redes para facilitar el ingreso irregular. El 
Ministerio Público de la Defensa tomó 
conocimiento de ello a través de los tes-
timonios de asistidos y asistidas, quienes 
refirieron que, incluso, se iniciaron cau-
sas penales por presentación de docu-
mentación apócrifa –particularmente, 
certificados de residencia precaria– cuya 
falta de autenticidad no podía ser cono-
cida por las personas migrantes, quienes 
habían sido llevadas a supuestas oficinas 
en la ciudad de San Salvador de Jujuy. 
El informe de CAREF coincide con ello, 
relevando un cúmulo de testimonios de 
personas que atravesaron las más disí-
miles situaciones hasta arribar a alguna 
ciudad de Argentina77.

77	  Pacecca, María Inés y Liguori, Gabriela. Fronteras 
cerradas por pandemia: familias en movimiento y sus trán-
sitos hacia Argentina, 2020-2021. (Buenos Aires: CAREF 
- Comisión Argentina para Refugiados y Migrantes; Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
-ACNUR, 2022). Pág. 25 en adelante.
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1.4.	 Acceso a los servicios de representación legal: la intervención 

de la defensa pública

El debido proceso y la representación legal fueron garantizados durante el ASPO 
en la medida en que existen en Argentina mecanismos preexistentes a la pandemia 
que continuaron funcionando. En efecto, el Ministerio Público de la Defensa, por 
intermedio de sus defensorías públicas y áreas competentes, continuó interviniendo 
en los casos de su competencia, adaptando su modalidad de trabajo a la virtualidad 
y la conexión remota. Se iniciaron los procedimientos correspondientes y se conti-
nuaron los que se encontraban ya en trámite, garantizándose la plena vigencia de 
las garantías del debido proceso, sin perjuicio de registrarse algunas demoras en los 
trámites producto del cierre total de las oficinas públicas.

No obstante, en relación con el procedimiento de asilo, específicamente, debe ob-
servarse que:

1.	 A los obstáculos ya identificados –en cuanto al acceso al territorio y al procedi-
miento de asilo en sí mismo– se agrega la falta de asesoramiento adecuado y la 
violación al derecho a asistencia legal y a contar con los medios para su defensa, 
por cuanto las personas que eran reconducidas al trámite migratorio no recibían 
información adecuada sobre sus derechos.

2.	 Hubo violaciones al derecho a obtener una resolución dentro de un plazo razo-
nable y al día de hoy continúan registrándose considerables demoras en la reso-
lución de las solicitudes de asilo.

En relación con ello, la Defensora General de la Nación realizó gestiones internas y, a 
través de un oficio enviado a la CONARE, manifestó su preocupación por la posible 
afectación al derecho a buscar y recibir asilo en el país en el contexto de pandemia. 
El 27 de septiembre de 2021 hizo saber que tomó “conocimiento de las dificultades 
en el acceso al territorio y al procedimiento de asilo de las personas con necesida-
des de protección internacional, en su mayoría de nacionalidad venezolana” y que 
las medidas adoptadas conllevaron un incremento notorio en su ingreso irregular al 
país. Mencionó que esto impedía el adecuado control sanitario de quienes ingre-
saban al territorio y ponía en una situación de mayor vulnerabilidad a las personas 
con necesidad de protección internacional. También solicitó que se armonizara “la 
política sanitaria con la garantía del pleno y efectivo respeto al derecho al asilo, in-
cluyendo el acceso al territorio y al procedimiento, el principio de no devolución, la 
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prohibición de rechazo en frontera, y el 
principio de no sanción por ingreso irre-
gular, todos ellos a la luz del principio de 
no discriminación”.

1.5.	 Regímenes de 

regularización migratoria

Si bien la DNM adoptó regímenes de 
regularización migratoria específicos en 
tiempos que pueden coincidir con la vi-
gencia de las medidas adoptadas por la 
pandemia de covid-19 y/o su levanta-
miento o salida de ellas, lo cierto es que 
ninguno de estos se erige como res-
puesta a las graves consecuencias que 
la pandemia tuvo sobre las personas en 
contexto de movilidad humana –espe-
cialmente, aquellas en movilidad forza-
da internacional–. Además, a la fecha no 
hay regímenes que aborden los ingresos 
irregulares fruto del cierre absoluto de 
las fronteras. 

El 8 de julio de 2021, mediante Dispo-
sición DNM 1891/202178 se adoptó un 
régimen de regularización para niños, 
niñas y adolescentes de nacionalidad ve-
nezolana que duró 60 días y no fue pro-
rrogado. Este régimen especial los y las 
eximía de presentar determinada docu-
mentación, frente a la imposibilidad de 
obtenerla, a fin de que pudieran concluir 
sus trámites de radicación. Esa misma 
disposición creó la Mesa de Trabajo para 
la Regularización Migratoria de Niños, 
Niñas y Adolescentes Venezolanos a fin 

78	  Dirección Nacional de Migraciones. Disposición 
1891/2021. Disponible en: https://www.boletinoficial.gob.
ar/detalleAviso/primera/246773/20210712?busqueda=1 

de establecer y garantizar los mecanis-
mos para la tramitación y obtención de 
la documentación requerida para que en 
el futuro pudieran alcanzar la residencia 
permanente.

A pesar de que la población más afec-
tada por el cierre de fronteras fue la de 
nacionalidad venezolana, los regímenes 
de regularización migratoria aprobados 
primeramente se dirigieron, por un lado, 
a las personas nacionales de Senegal79 
y, por el otro, a las nacionales de los 
Estados miembro de la comunidad del 
Caribe (CARICOM), Cuba y República 
Dominicana80, “teniendo en cuenta las 
recomendaciones de los organismos es-
pecializados en la materia, facilitar la re-
gularización de las poblaciones migrantes 
reduce sensiblemente las condiciones de 
vulnerabilidad que las convierten en po-
sibles víctimas del tráfico y la trata de 
personas” (cfr. Disposición 940/2022). 
Ambos regímenes (el dirigido a personas 
de Senegal y el dirigido a nacionales del 
CARICOM, Cuba y República Dominica-
na) autorizaron la radicación por el plazo 
de tres años de aquellas personas que, 
encontrándose en situación migratoria 
irregular en Argentina antes de la publi-
cación de la medida, iniciaran la tramita-
ción de la residencia en el marco de los 
90 días de vigencia del programa.

79	  Dirección Nacional de Migraciones. Régimen 
Especial de Regularización Migratoria para Extranje-
ros Nacionales de la Republica de Senegal. Disposición 
940/2022 del 23 de mayo de 2022. Disponible en:  
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/dis-
posici%C3%B3n-940-2022-365265

80	  Dirección Nacional de Migraciones. Régimen Es-
pecial de Regularización Migratoria para Extranjeros Nacio-
nales de Países miembros de la comunidad del Caribe. Dis-
posición 941 / 2022 del 23 de mayo de 2022. Disponible 
en: https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/dis-
posici%C3%B3n-941-2022-365266 

https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/246773/20210712?busqueda=1
https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/246773/20210712?busqueda=1
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/disposici%C3%B3n-940-2022-365265
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/disposici%C3%B3n-940-2022-365265
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/disposici%C3%B3n-941-2022-365266
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/disposici%C3%B3n-941-2022-365266
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El 5 de septiembre de 2024 se estableció 
un “Régimen Especial de Regularización 
Migratoria para Nativos de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela”, dirigido a 
quienes ya se encontrasen en territorio 
nacional con anterioridad a la entrada en 
vigencia de la medida –diez días después 
de su publicación– y por un plazo de 90 
días desde dicha fecha. Este fue pror-
rogado por única vez por 30 días adicio-
nales, desde el 20 de diciembre de 2024. 
En cuanto a las solicitudes de radicación 
iniciadas antes de la mencionada entra-
da en vigencia del Régimen Especial, se 
posibilitó su adecuación al régimen.

Primordialmente, este programa flexibi-
lizó el requisito de acreditación de iden-
tidad para el otorgamiento de la residencia 
temporaria por dos años y para la apro-
bación de la residencia permanente. Para 
este último, estableció la aceptación de 
documento de identidad vencido, ya sea 
documento nacional de identidad emiti-
do por la República Argentina para per-
sona extranjera, o cédula de identidad 
o pasaporte emitidos por la República 
Bolivariana de Venezuela –cuyo plazo de 
vencimiento no excediera los diez (10) 
años al momento de su presentación 
ante autoridad migratoria–. También ha-
bilitó la presentación de partida de na-
cimiento para quienes, al momento de 
iniciar la solicitud de radicación o de su 
resolución, de haberla iniciado antes de 
la entrada en vigencia de la norma, tu-
vieran menos de dieciocho años de edad.

Para la aprobación de la radicación tem-
poraria en el país, el Régimen instauró 
la posibilidad de acreditar identidad e 
ingreso al país mediante la presentación 
de declaraciones juradas. En todos los 

casos, eximió las legalizaciones de la 
documentación emitidas por el gobierno 
venezolano y posibilitó la acreditación 
de certificados de antecedentes penales 
internacionales mediante declaración 
jurada, bajo pena de nulidad de la solicitud 
iniciada, la declaración de ilegalidad 
de su permanencia y su expulsión con 
prohibición de reingreso, de constatarse 
la falsedad de la misma. 

Asimismo, el Régimen incluyó 
disposiciones para flexibilizar los 
requisitos de ingreso al país de personas 
de nacionalidad venezolana, mediante 
la acreditación de identidad mediante 
cédula de identidad o pasaporte cuyo 
vencimiento no excediera los diez años, 
y para las personas menores de nueve 
años de edad, habilitando el ingreso por 
vía terrestre con uno o ambos progen-
itores únicamente con partida de na-
cimiento original o copia legalizada, si no 
contara con otro documento que acredi-
tara identidad. 

Dichas decisiones condicionaron la con-
cesión de residencia al desistimiento 
del procedimiento de asilo. En efecto, la 
defensa pública tomó conocimiento de 
que en los regímenes previos al 2024 se 
exigió la presentación del desistimiento 
de la acción en sede judicial respecto de 
quienes se acogieron al régimen de regu-
larización migratoria y tenían en trámite 
una acción de impugnación del acto ad-
ministrativo que les denegó la solicitud 
de reconocimiento de la condición de re-
fugiadas.
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C.	Panorama reciente de la 
situación de personas con 
necesidad de protección 
internacional en zonas 
fronterizas

En relación con el acceso al procedimiento de solicitud de asilo en aeropuertos, las 
defensorías federales competentes tienen constancia oficial de muy pocos casos, 
casi siempre relacionados con la detención de personas no nacionales con fines 
de extradición, o bien por utilización de documentación apócrifa. No obstante, se 
percibe que debe haber más casos de personas con necesidad de protección inter-
nacional en aeropuertos que no acceden al procedimiento de asilo, en virtud de con-
sultas ocasionalmente recibidas por parte de las personas interesadas, sus familiares 
u organizaciones de la sociedad civil. De esta manera, es posible constatar que las 
autoridades competentes ponen todo tipo de trabas para el acceso al procedimiento 
de asilo en frontera a las personas que lo requieren.

A pesar de las dificultades para conocer de casos de rechazo en frontera –que trans-
curren en gran medida en el ámbito informal–, es posible delimitar a partir de aque-
llos que ha conocido el Ministerio Público de la Defensa, la preocupación por el 
potencial desconocimiento del principio de no devolución. Se han registrado situa-
ciones de inadmisión de personas que buscan protección como refugiadas; perso-
nas que podrían encuadrar en supuestos de razones humanitarias definidos en la ley 
migratoria; niños, niñas y adolescentes, se encuentren o no acompañados; y perso-
nas con familiares argentinos(as) o residentes en el país.

En cuanto al modo de ejecución de los rechazos en frontera terrestre, preocupa 
la situación de extrema vulnerabilidad en que permanecen las personas mientras 
aguardan la decisión relativa a su admisión, careciendo con frecuencia de recursos 
para sostener el alojamiento en la zona fronteriza y/o encontrándose en zonas in-
hóspitas. En cuanto los rechazos en aeropuertos, por sus características, pueden 
ocurrir de una manera tan rápida que no den posibilidad de formular planteo alguno, 
o bien resultar en la extensión del plazo de espera en el aeropuerto más allá de lo 
razonable, lo que a su turno plantea preocupaciones respecto de las condiciones de 
alojamiento.
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Las zonas fronterizas aparecen, así, como espacios fuera de control –especialmente 
en los casos de frontera aérea–, siendo la toma de conocimiento de las situaciones 
de violación de derechos de las personas con necesidad de protección internacional 
uno de los mayores desafíos que enfrenta la defensa pública. Más aún, en atención 
a la ubicación geográfica de los pasos terrestres, por un lado, y las normas de segu-
ridad de los aeropuertos, por el otro; el acceso a asistencia legal, intérprete y demás 
garantías del debido proceso, con frecuencia, se ven conculcados.

D.	Conclusiones y 
recomendaciones

Vistas las situaciones descritas, en primer lugar, sería necesario fortalecer las ca-
pacidades de las defensorías (por ejemplo, en materia de recursos humanos, espa-
cios formativos, infraestructura, entre otras), en especial de aquellas que tengan 
competencia en zonas fronterizas. En segundo lugar, se estima que sería de gran 
importancia capacitar a actores relevantes en la recepción y el trabajo con personas 
con necesidad de protección internacional en las fronteras (particularmente, las au-
toridades migratorias y policiales en frontera y el personal de las delegaciones de la 
DNM en ciudades cercanas a fronteras o en las fronteras), así como crear lineamien-
tos dirigidos a guiar su actuación. 

Se considera también pertinente y relevante: (i) formalizar y/o fortalecer acuerdos de 
cooperación entre los actores intervinientes (considerando los distintos estamentos 
del Estado e, incluso, organismos internacionales con competencia en la materia) 
para garantizar la implementación de las normas que protegen a las personas con 
necesidad de protección internacional; y (ii) establecer canales de diálogo fluido que 
permitan dar respuesta a las situaciones de derechos humanos que acaecen en zo-
nas fronterizas. En este sentido, es de manifiesta importancia la articulación con la 
sociedad civil y actores que conocen de casos en el terreno, ya que, usualmente, 
tienen conocimiento rápidamente de las situaciones que se presentan y/o tienen 
una red de contactos que agilizan la respuesta a casos urgentes. En relación con las 
medidas tomadas en el contexto de la pandemia de covid-19, siendo que no existen 
normas/regímenes que actualmente busquen dar respuesta a las afectaciones ge-
neradas a las personas con necesidad de protección internacional, resulta relevante 
hacer un análisis detallado de las problemáticas resultantes para diseñar políticas 
que las aborden.

Finalmente, deviene esencial mejorar el acceso a asistencia legal (virtual y presen-
cial) en zonas de frontera, para asegurar, entre otros, el acceso a la figura de la pro-
tección internacional a aquellas personas que lo precisan.
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2.	Chile

La movilidad humana en Chile ha tenido importantes variaciones en los últimos 
años, registrándose un alza considerable en el periodo comprendido entre 2017 y 
2019. Ante esta situación de altos flujos migratorios, Chile ha realizado diversas mo-
dificaciones a su normativa, siendo la más reciente la Ley de Migración y Extranjería 
(en adelante Ley N° 21.325), la cual rige desde el 12 de febrero de 2022. 

En la siguiente imagen (Img.1) se pueden observar los principales cambios ocurridos 
entre 2018 y comienzos de 2024, tales como el inicio del funcionamiento del Servi-
cio Nacional de Migraciones (en adelante SERMIG), la tramitación de solicitudes de 
manera digital a través del portal de trámites, la creación de nuevos visados (tales 
como los humanitarios y de reunificación familiar); entre otros.

Fuente: Elaborado por SJM Chile
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Pese a cambios legislativos relevantes que han incorporado un enfoque de derechos 
humanos, en la práctica se ha continuado promoviendo una visión sobre la movilidad 
humana desde un enfoque prioritariamente securitista. Esto se ha visto reflejado en 
las medidas adoptadas en frontera (militarización) y con políticas restrictivas de ac-
ceso a la figura de refugio para personas con necesidad de protección internacional.

A.	Acceso al territorio

Entre 2017 y 2019 se registró un aumento en el ingreso de personas extranjeras al 
territorio nacional. El incremento se mantuvo en 2020 y 2021, observándose que los 
ingresos por vías irregulares pasaron de 16.848 casos para el primer año, a 56.586 
en el segundo81.

Las cuatro nacionalidades más prevalentes en los registros fueron: (i) venezolana, (ii) 
boliviana, (iii) colombiana y (iv) haitiana, las cuales agrupan el 93% de los ingresos por 
paso no habilitado registrados entre 2019 y 2022. Esto indica una primera matriz de 
análisis: todos los países mencionados han estado marcados por complejas fracturas 
sociopolíticas. Además del éxodo venezolano, deben también considerarse los efec-
tos de las protestas que se extendieron desde febrero hasta noviembre del 2019 
en Haití82, la crisis política de Bolivia en noviembre del 201983 y la prevalencia de la 
violencia política en Colombia84. Estos contextos configuran situaciones de vulnera-
ciones graves a los derechos de las personas, dando lugar a flujos migratorios de alta 
complejidad, incluyendo la movilidad humana forzada internacional.

81	  Servicio Jesuita a Migrantes, “Anuario de Estadísticas Migratorias 2022: ¿Cómo avanzamos hacia una migración 
ordenada, segura y regular?”  (Santiago de Chile: Servicio Jesuita a Migrantes, 2023).

82	  CIDH, “Resolución N° 2/2021 ‘Protección de las personas haitianas en movilidad humana: solidaridad interam-
ericana,’” (San José de Costa Rica: OEA, 2021).

83	  Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes de la Organización de los Estados Americanos, “Informe 
del Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes para Bolivia,” (La Paz, Bolivia: OEA, 2021).

84	  Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, “Trigésimo primer informe del secretario gen-
eral al Consejo Permanente sobre la Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia (MAPP/OEA),” (San José de Costa 
Rica: OEA, 2021).
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Nota: Se contemplan los saldos migratorios vividos entre los años 2017 y 2022, en función del país de origen 
de las personas extranjeras.

Fuente: Análisis desde SJM Chile a partir de datos solicitados por Ley de Transparencia a Policía de Investi-

gaciones AD010T0019407. Información entregada el 23 de febrero de 2023.

1.	 Reglas generales de acceso al territorio y prohibicio-
nes de ingreso

De conformidad con la Ley N° 21.325, el ingreso de personas al territorio nacional 
debe efectuarse por pasos habilitados, con documentos de viaje85 y siempre que no 
existan prohibiciones legales a su respecto. El control de los ingresos en los pasos 
fronterizos habilitados corresponde, por regla general, a la Policía de Investigacio-
nes, como autoridad contralora.

Las personas extranjeras pueden acceder al territorio nacional en dos calidades: 
como titulares de permiso de permanencia transitoria o como residentes (la residen-
cia puede ser oficial, temporal o definitiva) cuando cuenten con los documentos de 
viaje correspondientes y siempre que no se encuentren en una causal de prohibición 
de ingreso. Estas causales se regulan en los artículos 32 y 33 de la Ley N° 21.32586 
que establecen, respectivamente, prohibiciones de ingreso imperativas (de aplica-
ción obligatoria por parte de la autoridad contralora) y facultativas (de aplicación 

85	  “Tendrán el carácter de documentos de viaje los pasaportes, cédulas, salvoconductos u otros documentos de 
identidad análogos, válidos y vigentes, calificados mediante resolución exenta por la Subsecretaría de Relaciones Exte-
riores y expedidos por un Estado o una organización internacional, como asimismo, la documentación que determinen 
los acuerdos o convenios suscritos sobre la materia por el Estado de Chile y que se encuentren vigentes, que puedan ser 
utilizados por el titular para viajes internacionales”. Artículo 24 de la Ley N° 21.325.

86	  Se puede consultar la Ley en el siguiente enlace: https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1158549

Tabla 1. Saldos migratorios por nacionalidad entre 2017 y 2022

2017 2018 2019 2020 2021 2022
PPaaííss

Bolivia

Colombia

Perú
Venezuela

Otros

TTotalotal

82.719 94.588 68.773 52.548 20.719 63.568

24.737 21.195 19.812 -3.738 8.824 28.942

103.827 27.613 -2.963 -838 -3.032 2.796

51.717 21.351 34.798 13.359 8.470 22.851

115.421 188.939 125.342 -4.200 -29.880 -19.236

465.034 543.074 369.931 73.613 -59.381 125.925

843.455843.455 896.760896.760 615.693615.693 130.744130.744 -54.280-54.280 224.846224.846

AAññoo

https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1158549


60

discrecional).

Cuando la autoridad fronteriza aplique 
cualquiera de las causales de prohibición 
de ingreso referidas, deberá informar por 
escrito a la persona afectada de los he-
chos y la causal en la que se funda la de-
cisión, dejando la respectiva constancia 
administrativa87. La persona podrá recu-
rrir administrativamente en contra de tal 
decisión desde el exterior, mediante un 
documento escrito que presente ante los 
consulados chilenos dentro del plazo de 
quince (15) días, contado desde la notifi-
cación de la medida88. La presentación de 
este recurso administrativo no requie-
re patrocinio de abogado(a) –aunque la 
persona afectada puede actuar repre-
sentada, si así lo desea–, y se regirá por 
las normas generales del procedimiento 
administrativo establecidas en la Ley Nº 
19.880.

Sin perjuicio de lo anterior, no procederá 
la prohibición de ingreso en frontera de 
una persona solicitante de la condición de 
refugiada ni de una persona refugiada89. 
Esta misma prohibición procede para la 
expulsión o cualquier medida que tenga 
por efecto la devolución al país donde su 
vida o libertad personal peligren, ni hacia 
las fronteras de un país donde estuviere 
en peligro la seguridad de la persona o 
existieren razones fundadas para creer 
que podría ser sometida a tortura, tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradan-
tes90. 

87	  Artículo 34. Ley N° 21.325.

88	  Artículo 35. Ley N° 21.325.

89	  Artículo 4. Ley N° 20.430.

90	  Ley N° 20.430

En relación con lo anterior, tampoco 
podrán ser expulsadas ni devueltas las 
personas titulares de protección com-
plementaria “al país donde su derecho 
a la vida, integridad física o la libertad 
personal corran riesgo de ser vulneradas 
en razón de su raza o etnia, nacionali-
dad, religión o creencia, condición social, 
ideología u opinión política, orientación 
sexual o identidad de género”91. El alcan-
ce de la protección complementaria se 
desarrollará más adelante.

2.	 Ingreso condicionado

El artículo 29 de la Ley N° 21.325 con-
templa la figura del ingreso condiciona-
do, que dispone que, a raíz de causas de 
índole humanitarias, la Policía de Inves-
tigaciones podrá autorizar la entrada de 
personas extranjeras que no cumplan los 
requisitos establecidos en la ley y su re-
glamento. En relación con esto, la Subse-
cretaría de Interior, mediante resolución, 
podrá dictar instrucciones generales so-
bre las causas que se califican de índole 
humanitaria. 

A continuación, se comparten algunas ci-
fras relacionadas con el asunto:

91	  Artículo 10. Ley N° 21.325.
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Nota: Se contemplan los ingresos condicionados que fueron otorgados a personas extranjeras durante el 
año 2022, en función de su rango etario y nacionalidad.

Fuente: Análisis desde SJM Chile a partir de datos solicitados por Ley de Transparencia a Policía de Investi-
gaciones AD010T0018983. Información entregada el 30 de diciembre de 2022.

3.	 La expulsión y devolución de personas migrantes

3.1.	 Expulsión

El artículo 126 de la Ley N° 21.325 define la expulsión del territorio como “la medida 
impuesta por la autoridad competente consistente en decretar la salida forzada del 
país del extranjero que incurriere en alguna de las causales previstas en la ley para 
su procedencia”. La legislación contempla dos tipos de expulsión: (i) la expulsión ad-
ministrativa, decretada mediante resolución fundada del SERMIG, por las causales 
contempladas en la Ley N° 21.325; y (ii) la expulsión judicial, dictada por el tribunal 
con competencia penal como una medida sustitutiva del cumplimiento de una pena 
privativa de libertad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley Nº 
18.216 (que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o 
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restrictivas de libertad)92.

Respecto de la expulsión administrativa, 
las causales –tanto para las personas ti-
tulares de permiso de permanencia tran-
sitoria, como para las que carecen de un 
permiso que les habilite a residir de ma-
nera regular en el país– se establecen en 
el artículo 127 de la Ley N° 21.325:

1.	 Ingresar al país no obstante configu-
rarse a su respecto una causal de pro-
hibición de ingreso de las señaladas 
en el artículo 32, con excepción de lo 
dispuesto en el Nº 2 de dicho artícu-
lo, salvo que respecto a las primeras 
se hayan verificado las excepciones 
consignadas en el artículo 29.

2.	 Incurrir durante su permanencia en el 
país en alguna de las causales del artí-
culo 32, con excepción de la señalada 
en el número 2 de dicho artículo.

3.	 No haber dado cumplimiento a la or-
den de abandono del país señalada en 
el artículo 91, dentro del plazo fijado 
por resolución del Director Nacional 
del Servicio.

4.	 Encontrarse en Chile no obstante ha-
ber vencido su permiso de permanen-
cia transitoria.

5.	 Reincidir en la conducta de ejercer 
actividades remuneradas sin tener 
autorización o estar habilitado para 
ello, habiendo sido sancionado pre-
viamente por esta misma conducta.

6.	 Efectuar declaraciones falsas, adul-

92	  Se puede consultar la norma en el siguiente en-
lace: https://bcn.cl/3d3my. 

teración o falsificación en cualquier 
clase de documento al efectuar cual-
quier gestión ante las autoridades 
chilenas o para obtener un beneficio 
migratorio para sí o para un tercero.

Por su parte, el artículo 128 de la misma 
Ley establece las causales de expulsión 
para personas que son titulares de un 
permiso de residencia:

1.	 Ingresar al país no obstante configu-
rarse a su respecto una causal de pro-
hibición de ingreso de las señaladas 
en los números 1 u 8 del artículo 32, 
salvo que se hayan verificado las ex-
cepciones consignadas en el artículo 
29.

2.	 Incurrir durante su residencia en el 
país en alguno de los actos u omisio-
nes señalados en los números 1, 5 u 8 
del artículo 32.

3.	 No haber dado cumplimiento a la or-
den de abandono del país señalada en 
el artículo 91, dentro del plazo fijado 
por resolución del Servicio.

4.	 Encontrarse en Chile no obstante ha-
ber vencido su permiso de residencia 
sin haber solicitado su renovación en 
el plazo de nueve meses, sin perjuicio 
de lo señalado en el artículo 37, con-
tado desde el vencimiento del mismo, 
salvo que por caso fortuito o fuerza 
mayor el extranjero no pudo realizar 
tal renovación.

En cuanto al procedimiento administra-
tivo, previo a dictar una medida de ex-
pulsión, el SERMIG debe notificar a la 
persona afectada (personalmente o por 

https://bcn.cl/3d3my


63

Situación de derechos de personas con necesidad de protección internacional en busca de asilo 
o refugio en América Latina: un análisis regional de las zonas de frontera

carta certificada, salvo que haya registra-
do un correo electrónico), del inicio del 
proceso sancionatorio de expulsión en 
su contra y la causal en la que se funda, 
otorgándole un plazo de diez (10) días 
hábiles para que presente sus descargos. 
De no hacerlo, el SERMIG resolverá con 
los antecedentes que consten en su po-
der. La presentación de descargos por 
parte de la persona afectada no requiere 
patrocinio de abogado(a).

La medida de expulsión debe dictarse por 
resolución fundada del SERMIG, el cual 
debe haber considerado previamente los 
siguientes aspectos respecto de la perso-
na afectada: (i) la gravedad de los hechos 
en los que se sustenta la causal de ex-
pulsión; (ii) los antecedentes delictuales 
que pudiera tener; (iii) la reiteración de 
infracciones migratorias; (iv) el período 
de residencia regular en Chile; (v) si tiene 
cónyuge, conviviente o padres chilenos 
o radicados en Chile con residencia defi-
nitiva; (vi) si tiene hijos(as) chilenos(as) o 
extranjeros(as) con residencia definitiva o 
radicados(as) en el país, así como la edad 
de los mismos, la relación directa y regu-
lar y el cumplimiento de las obligaciones 
de familia, tomando en consideración el 
interés superior de la niñez, su derecho 
a ser oído y la unidad familiar; y (vii) las 
contribuciones de índole social, política, 
cultural, artística, científica o económica 
realizadas por la persona durante su es-
tadía en Chile.

En contra de la resolución administrativa 
que dicta la orden de expulsión proceden 
recursos judiciales y administrativos, los 
cuales pueden ejercerse personalmente 
por la persona afectada, aunque suele 
ser necesario recibir asistencia legal para 

interponer los recursos judiciales.

Con relación a la expulsión judicial, se lle-
va a cabo un proceso penal. Este proce-
de cuando una persona migrante inter-
nacional ha sido condenada a una pena 
igual o inferior a cinco años de presidio 
o reclusión menor en su grado máximo, 
en cuyo caso el juez, de oficio o a peti-
ción de parte, podrá sustituir el cumpli-
miento de esta pena por la expulsión del 
territorio nacional. Esto aplicará cuando, 
por ejemplo, la persona extranjera con-
denada no resida legalmente en Chile. En 
determinadas circunstancias el juez soli-
citará un informe técnico al SERMIG.

La sustitución del cumplimiento de la 
pena por la medida de expulsión no será 
procedente cuando la persona haya sido 
condenada por delitos de tráfico de dro-
gas, contrabando, tráfico ilícito de mi-
grantes y trata de personas.

Dado que la discusión y decisión de la 
expulsión judicial tiene lugar dentro de 
un proceso penal, la persona afectada 
siempre debe contar con un(a) aboga-
do(a) defensor(a), público(a) o privado(a).

3.2.	 Devolución inmediata

El artículo 131 de la Ley N° 21.325 de-
sarrolla la figura de la reconducción o 
devolución inmediata, que consiste en el 
reembarco o reconducción a la frontera 
o al país de origen o procedencia, según 
corresponda, de las personas que se en-
cuentren en las siguientes situaciones: (i) 
haber ingresado al país mientras se en-
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contraba vigente la resolución que orde-
nó su expulsión, abandono o prohibición 
de ingreso al territorio nacional; (ii) haber 
sido sorprendidas por la autoridad con-
tralora intentando ingresar o habiendo 
ingresado al territorio nacional eludien-
do el control migratorio, ya sea por pa-
sos habilitados o no, o cuando se haya 
internado al territorio nacional hasta 10 
kilómetros del límite fronterizo terrestre 
o dentro del mar territorial93; o (iii) haber 
intentado ingresar valiéndose de docu-
mentos falsificados, adulterados o expe-
didos a nombre de otra persona.

De conformidad con el mismo artículo, la 
persona que se encuentre en la frontera 
en situación de ser reconducida o reem-
barcada tiene los siguientes derechos: 
(i) ser oída por la autoridad contralora, 
previo a la ejecución de la medida; (ii) 
ser informada del procedimiento de re-
conducción o reembarco al que será so-
metida y los recursos procedentes94; (iii) 
comunicarse con sus familiares que se 
encuentren dentro del territorio nacio-
nal; y (iv) ser asistida por un intérprete. 
Asimismo, la Ley dispone que no se re-

93	  Cabe destacar que el 20 de febrero de 2024 
entró en vigor la Ley N° 21.655, que introdujo la facultad 
de aplicar el procedimiento de reconducción inmediata 
a las personas que hayan ingresado eludiendo el control 
migratorio y se haya internado al territorio nacional hasta 
10 kilómetros del límite fronterizo terrestre o dentro del 
mar territorial. Asimismo, la prohibición de ingreso que 
trae aparejada la reconducción inmediata se elevó de seis 
meses a un año.

94	  En cuanto a los recursos que proceden, el artículo 
131 de la Ley N° 21.325 dispone que “las medidas de re-
conducción o reembarco serán recurribles desde el exterior 
ante el Servicio, mediante presentación efectuada por el 
extranjero ante los consulados chilenos, desde donde se 
hará llegar a éste. El plazo para presentar el recurso será 
de quince días, a contar del momento de la notificación de 
la medida. Con todo, la interposición de este recurso no 
suspenderá la aplicación de la resolución de reconducción. 
Ello, sin perjuicio de los demás recursos y acciones judicia-
les que procedan”.

embarcará a las personas que presenten 
indicios de ser víctimas de trata de per-
sonas, secuestro o cualquier otro delito 
que ponga en riesgo su vida.

Al respecto, es de mencionar que se ha 
observado con preocupación una diver-
gencia con la realidad. La falta de capaci-
tación y de orientación que tiene el per-
sonal policial en frontera ha implicado 
que en múltiples casos estos derechos 
no puedan ser ejercidos adecuadamente 
por las personas y, por ende, no encuen-
tren concreción en la práctica. La falta de 
formación del personal conlleva también 
la materialización del riesgo de que, en 
el trato con personas en zonas de fron-
tera, no se puedan identificar casos de 
necesidad de protección internacional o 
indicios de haber sido víctimas de delitos 
como trata y tráfico; lo cual se deriva en 
infracciones al principio de no devolu-
ción.

Respecto de las personas refugiadas y 
solicitantes de refugio, el principio de 
no devolución se consagra expresamen-
te en la Ley N° 20.430, en los siguientes 
términos:

Artículo 4°.- No Devolución. No pro-
cederá la expulsión o cualquier me-
dida que tenga por efecto la devo-
lución, incluyendo la prohibición de 
ingreso en frontera, de un solicitante 
de la condición de refugiado o refu-
giado al país donde su vida o libertad 
personal peligren.

 
La protección en los términos enun-
ciados precedentemente compren-
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derá, asimismo, cualquier forma de 
devolución hacia las fronteras de un 
país donde estuviere en peligro la 
seguridad de la persona o existieren 
razones fundadas para creer que po-
dría ser sometida a tortura, a tratos 
o penas crueles, inhumanos o degra-
dantes.

 
A los efectos de determinar si existen 
tales razones, se tendrán en cuenta 
todas las consideraciones pertinen-
tes, inclusive, cuando proceda, la 
existencia en el territorio de una si-
tuación persistente de violación ma-
nifiesta, patente o masiva de los de-
rechos humanos.

 
Aquellos solicitantes de la condición 
de refugiado que no hubieran obte-
nido el estatuto de tal, podrán soli-
citar un permiso de permanencia en 
el país, de conformidad con la legis-
lación que establece normas sobre 
extranjeros en Chile.

Además de los mecanismos específicos 
de protección internacional, la Corte IDH 
ha fijado una serie de estándares que se 
deben cumplir en la determinación de 
las circunstancias que ponen en peligro 
la vida o libertad de la persona extran-
jera. Para ello, se deben considerar las 
garantías del debido proceso al momen-
to de evaluar los hechos aducidos por la 
persona que revelen que pueda sufrir un 
menoscabo en su vida o libertad en caso 
de ser devuelta al país anterior de resi-
dencia o a un tercer país. Si su narrativa 
resulta creíble, convincente o coherente 

en orden a que puede haber una proba-
ble situación de riesgo para ella, debe 
regir el principio de no devolución95. Ta-
les estándares son exigibles al Estado de 
Chile, que se somete a la jurisdicción de 
la Corte IDH.

Lo anterior también toma lugar en el de-
bate público en Chile, en el que predo-
mina la criminalización de la migración. 
Ciertamente, se han presentado diversos 
proyectos de ley bajo dicha perspectiva, 
con iniciativas que buscan restaurar el 
delito de ingreso por paso no habilitado 
o aumentar sanciones a la irregularidad 
migratoria. En materia de reconducción, 
algunas propuestas normativas apuntan, 
entre otras, a ampliar la procedencia de 
la devolución inmediata a espacios más 
amplios dentro del territorio nacional, a 
extender los plazos de privación de liber-
tad de las personas que serán reconduci-
das y a incorporar la reconducción inme-
diata en casos de delitos flagrantes. En 
estas iniciativas no se considera que hay 
personas con necesidad de protección 
internacional que pueden resultar afec-
tadas.

Todo esto da cuenta de que la frontera 
se está entendiendo en Chile como un 
espacio exclusivamente de control y no 
como un espacio en el que se debe ga-
rantizar también la protección y garantía 
de derechos de las personas con necesi-
dad de protección internacional. Sin una 
política clara para que en frontera las 
personas puedan pedir protección, todas 
las medidas de restricción terminan de-

95	  Corte IDH. “Opinión Consultiva OC-21/14. 
“Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de 
la migración y/o en necesidad de protección internacional”  
(19 de agosto 2014, OEA: San José de Costa Rica).
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bilitando este sistema.

4.	 Acceso al territorio en pandemia y post pandemia

A raíz de la pandemia de covid-19, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública dis-
puso el cierre temporal de lugares habilitados para el ingreso y egreso de personas 
extranjeras, por emergencia de salud pública de importancia nacional (ESPII), dado 
el brote del coronavirus (2019-NCOV). Esta medida estuvo vigente desde marzo de 
2020 hasta noviembre de 2021, con diversas modificaciones intermedias.

A su vez, el Ministerio de Salud estableció el Plan “Fronteras Protegidas”96, el cual 
instauró medidas como: la exigencia de pruebas obligatorias y cuarentenas como 
requisito para ingresar al país; restricciones de viajes; reglas para el manejo de via-
jeros y la exigencia de certificados de vacunación y test de diagnóstico para entrar 
a Chile97. En efecto, según el último Plan, las personas que al tiempo de ingresar 
al territorio nacional correspondieran a un caso confirmado de covid-19, debían 
cumplir con la medida de aislamiento por cinco (5) días en una residencia sanitaria 
o en el lugar que la autoridad sanitaria determinase. Además, cabe mencionar que 
en estado de Alerta Nivel 198 se exigía un test PCR negativo como requisito para 
abordar un medio de transporte con destino al territorio nacional a todo(a) pasaje-
ro(a) no residente de manera regular en el país, que fuera mayor de 18 años, y que 
no contara con esquema completo de vacunación contra SARS-CoV-2. Por su parte, 
en estado de Alerta Nivel 2 y 3, este requisito se extendía a todas las personas que 
buscaran ingresar al territorio chileno. El esquema ya mencionado se exigía también 
en el punto de entrada al país, pudiéndose denegar el ingreso a quienes no contasen 
con el respectivo certificado; situación que afectó a diferentes personas, incluyendo 
aquellas con necesidad de protección internacional.

Es de anotar que, posterior al cierre de las fronteras, desde abril de 2020 se pro-

96	  El primer Plan Fronteras Protegidas (resolución exenta N° 672, de 2021) estuvo vigente entre el 26 de julio de 
2021 y el 14 de abril de 2022. El segundo Plan (resolución exenta N° 495, de 2022) estuvo vigente entre el 14 de abril de 
2022 y el 12 de mayo de 2023.

97	  Por ejemplo, en su última versión, la Resolución Exenta N°495 de 2022 estableció: “19. De la denegación de 
entrada al país. Ante el incumplimiento de lo señalado en los numerales 14 y/o 15 [requisito de resultado negativo de 
la prueba PCR para SARS-CoV-2, para ingresar al país] de la presente resolución, la autoridad sanitaria podrá denegar al 
pasajero no residente de manera regular en Chile la entrada al país. En este caso, será responsabilidad de la empresa que 
efectúe el traslado del pasajero, devolverlo inmediatamente al punto de embarque”. En el caso de las personas residentes 
regulares, la consecuencia del incumplimiento correspondía a una sanción administrativa y aislamiento.

98	  El Plan establecía tres niveles de alerta: (i) Alerta Nivel 1, donde existe transmisión comunitaria de variantes 
conocidas y controladas dentro del país, se cuenta con mayor información de sus características e impacto sanitario, y no 
existe alerta de nueva variante; (ii) Alerta Nivel 2, donde existe una variante de preocupación sin circulación comunitaria, 
o con una circulación comunitaria inicial, y donde la autoridad sanitaria determina que el país está preparado para dar re-
spuesta para su prevención y control; y (iii) Alerta Nivel 3, en el contexto de la aparición de una variante de preocupación 
sin circulación comunitaria conocida dentro del país, donde no se cuenta con mayor información o se estima un alto 
impacto sanitario en la población chilena pese a la respuesta del sistema de salud.
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dujo un aumento progresivo de los ingresos por paso no habilitado y, por ende, sin 
cumplir con las regulaciones sanitarias, hasta llegar al punto más alto histórico del 
país con 10.038 ingresos en un solo mes, durante septiembre del 2021. Como una 
medida de carácter humanitario y atendiendo también a consideraciones de salud 
pública, durante este periodo se abrieron algunos albergues sanitarios para perso-
nas migrantes, especialmente en la zona norte del territorio99.

Fuente: Análisis desde SJM Chile a partir de datos solicitados por Ley de Transparencia a PDI 
AD010T0019407. Información entregada el 23 de febrero de 2023.

En la actualidad no hay restricciones sanitarias. Sin embargo, hay medidas que re-
fuerzan políticas con énfasis de restricción y control fronterizo, sin incorporar una 
perspectiva humanitaria, lo que hace que el acceso al territorio sea restringido.

99	  Infobae, “Chile instalará albergues en el norte del país para asistir a los migrantes venezolanos,” 30 de septiem-
bre de 2021, https://www.infobae.com/america/venezuela/2021/09/30/chile-instalara-albergues-en-el-norte-del-pais-
para-asistir-a-los-migrantes-venezolanos/ Garrido, Andrews, and Silva, “Centros de acogida Unicef y refuerzo de vigilan-
cia en la frontera norte: gobierno anuncia medidas por crisis migratoria,” La Tercera, 29 de septiembre de 2021, https://
www.latercera.com/nacional/noticia/centros-de-acogida-unicef-y-refuerzo-de-vigilancia-en-la-frontera-norte-gobier-
no-anuncia-medidas-por-crisis-migratoria/Q3VIPSJIJNFQ5A6X4FUGZRB4GU/.Cooperativa, “Iquique: En campus Lobi-
to habilitarán la quinta estadía sanitaria transitoria para migrantes,” 27 de octubre de 2021,https://www.cooperativa.cl/no-
ticias/pais/region-de-tarapaca/iquique-en-campus-lobito-habilitaran-la-quinta-estadia-sanitaria/2021-10-27/140958.
html Leal, I., “38 casos positivos y sumando: la emergencia sanitaria que afecta a migrantes en albergue de Tarapa-
cá,” La Tercera, 19 de enero de 2022, https://www.latercera.com/la-tercera-pm/noticia/38-casos-positivos-y-suman-
do-la-emergencia-sanitaria-que-afecta-a-migrantes-en-albergue-de-tarapaca/FYIOAU2MOFEQDBAZ5QO2IET5OI/ 
Leal, I., “Una comida al día y a cuatro horas a pie de la ciudad: las condiciones de Lobito, el albergue para los migrantes 
irregulares de Iquique,” La Tercera, 17 de enero de 2022, https://www.latercera.com/nacional/noticia/una-comida-al-dia-
y-a-cuatro-horas-a-pie-de-la-ciudad-las-condiciones-de-lobito-el-albergue-para-los-migrantes-irregulares-de-iquique/
TL7PADRA3NB4BABBZELD3YDPLY/ Astaburuaga, P., “Campamento humanitario para menores comenzará a funcionar 
este viernes en Colchane,” La Tercera, 14 de octubre de 2021, https://www.migracionenchile.cl/campamento-humanita-
rio-para-menores-comenzara-a-funcionar-este-viernes-en-colchane/ Mesa de Noticias El Mostrador, “Refugio de Col-
chane se encuentra a su máxima capacidad y acusan total desorientación en el proceso de ‘reconducción,’” El Mostrador, 
13 de febrero de 2022, https://www.elmostrador.cl/noticias/2022/02/13/refugio-de-colchane-se-encuentra-a-su-maxi-
ma-capacidad-y-acusan-total-desorientacion-en-el-proceso-de-reconduccion/.

https://www.infobae.com/america/venezuela/2021/09/30/chile-instalara-albergues-en-el-norte-del-pais-para-asistir-a-los-migrantes-venezolanos/
https://www.infobae.com/america/venezuela/2021/09/30/chile-instalara-albergues-en-el-norte-del-pais-para-asistir-a-los-migrantes-venezolanos/
https://www.latercera.com/nacional/noticia/centros-de-acogida-unicef-y-refuerzo-de-vigilancia-en-la-frontera-norte-gobierno-anuncia-medidas-por-crisis-migratoria/Q3VIPSJIJNFQ5A6X4FUGZRB4GU/
https://www.latercera.com/nacional/noticia/centros-de-acogida-unicef-y-refuerzo-de-vigilancia-en-la-frontera-norte-gobierno-anuncia-medidas-por-crisis-migratoria/Q3VIPSJIJNFQ5A6X4FUGZRB4GU/
https://www.latercera.com/nacional/noticia/centros-de-acogida-unicef-y-refuerzo-de-vigilancia-en-la-frontera-norte-gobierno-anuncia-medidas-por-crisis-migratoria/Q3VIPSJIJNFQ5A6X4FUGZRB4GU/
https://www.cooperativa.cl/noticias/pais/region-de-tarapaca/iquique-en-campus-lobito-habilitaran-la-quinta-estadia-sanitaria/2021-10-27/140958.html
https://www.cooperativa.cl/noticias/pais/region-de-tarapaca/iquique-en-campus-lobito-habilitaran-la-quinta-estadia-sanitaria/2021-10-27/140958.html
https://www.cooperativa.cl/noticias/pais/region-de-tarapaca/iquique-en-campus-lobito-habilitaran-la-quinta-estadia-sanitaria/2021-10-27/140958.html
https://www.latercera.com/la-tercera-pm/noticia/38-casos-positivos-y-sumando-la-emergencia-sanitaria-que-afecta-a-migrantes-en-albergue-de-tarapaca/FYIOAU2MOFEQDBAZ5QO2IET5OI/
https://www.latercera.com/la-tercera-pm/noticia/38-casos-positivos-y-sumando-la-emergencia-sanitaria-que-afecta-a-migrantes-en-albergue-de-tarapaca/FYIOAU2MOFEQDBAZ5QO2IET5OI/
https://www.latercera.com/nacional/noticia/una-comida-al-dia-y-a-cuatro-horas-a-pie-de-la-ciudad-las-condiciones-de-lobito-el-albergue-para-los-migrantes-irregulares-de-iquique/TL7PADRA3NB4BABBZELD3YDPLY/
https://www.latercera.com/nacional/noticia/una-comida-al-dia-y-a-cuatro-horas-a-pie-de-la-ciudad-las-condiciones-de-lobito-el-albergue-para-los-migrantes-irregulares-de-iquique/TL7PADRA3NB4BABBZELD3YDPLY/
https://www.latercera.com/nacional/noticia/una-comida-al-dia-y-a-cuatro-horas-a-pie-de-la-ciudad-las-condiciones-de-lobito-el-albergue-para-los-migrantes-irregulares-de-iquique/TL7PADRA3NB4BABBZELD3YDPLY/
https://www.migracionenchile.cl/campamento-humanitario-para-menores-comenzara-a-funcionar-este-viernes-en-colchane/
https://www.migracionenchile.cl/campamento-humanitario-para-menores-comenzara-a-funcionar-este-viernes-en-colchane/
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5.	 Procesos de regularización migratoria

En abril del 2018 se inició un proceso de regularización extraordinaria que tenía 
por objetivo regularizar el estatus migratorio de personas que hubiesen entrado al 
país por pasos no habilitados o se encontraren con permiso de turismo o residencia 
vencido, por ejemplo.

Nota: Se compara la calidad de regularización de las personas extranjeras que han ingresado a Chile entre 
los años 2017 y 2022, en función de la vía de acceso al país empleada.

Fuente: Elaborado por el SJM Chile a partir del Reporte de Estadísticas generales de registros administra-
tivos 2021-2022 del SERMIG (2023).

En el marco de este proceso se recibieron 155.444 solicitudes de regularización, de 
las cuales el 85% fueron aprobadas y un 11,5% fueron rechazadas por (i) no cumplir-
se los requisitos necesarios o (ii) haber tenido antecedentes penales en su país de 
origen o en el país receptor100.

El último proceso de regularización extraordinaria se estableció mediante resolución 
exenta N° 1.769 del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, en abril de 2021. Su 
objetivo era regularizar a las personas que: (i) hubiesen ingresado al país por paso 
habilitado con anterioridad al 18 de marzo de 2020; (ii) se encontrasen en situación 
migratoria irregular; y (iii) no tuviesen antecedentes penales en Chile ni en su país 
de origen. En este proceso se otorgaron 210.639 permisos de residencia temporal, 
siendo las personas de nacionalidad venezolana quienes más permisos recibieron, 

100	  Valencia y Ramos, 2021.
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seguidas por las de nacionalidad colom-
biana y peruana, respectivamente. En 
cuanto a las solicitudes que se encontra-
ban pendientes al finalizar el proceso de 
regularización extraordinaria, hasta el 31 
de diciembre de 2022, un 7% se encon-
traban sin resolver. 

Dado que, presuntamente, en Chile el re-
conocimiento de la condición de persona 
refugiada es muy bajo, particularmente 
para personas de nacionalidad venezo-
lana, este proceso terminó beneficiando 
también a personas con necesidad de 
protección internacional, no solo de esta 
nacionalidad sino de las demás mencio-
nadas. Lo cierto es que a causa de las difi-
cultades que enfrentan las personas para 
recibir protección internacional en Chile, 
para aquellas con necesidad de protec-
ción internacional cobró y cobra mayor 
relevancia poder acceder a programas de 
regularización migratoria.

Para el caso de las personas con ingreso 
por paso no habilitado, se dispuso la po-
sibilidad de permitir su salida del país sin 
sanción ni prohibición de ingreso, siem-
pre que cumplieran con los siguientes 
requisitos:

1.	 Manifestar ante la autoridad compe-
tente su voluntad de acogerse al pro-
ceso para poder salir del territorio na-
cional sin contar con una prohibición 
de ingreso, pese a haber ingresado 
por paso no habilitado, y así solicitar 
fuera de Chile un permiso de residen-
cia.

2.	 No contar con alguna medida de 
arraigo judicial o alguna medida cau-
telar de prohibición de salir del país, 

salvo que se acreditara autorización 
correspondiente del juez respectivo.

3.	 No contar con otra sanción distinta al 
ingreso clandestino.

Por último, el 14 de junio de 2023 se pu-
blicó la Resolución Exenta N° 25.425, del 
SERMIG, que dispuso un proceso de em-
padronamiento biométrico de personas 
extranjeras que hubieran ingresado al 
país por paso no habilitado o eludiendo 
el control migratorio y se encontraran en 
el territorio nacional de manera irregular. 
En cuanto a la finalidad del proceso, la 
resolución señala:

Concluido el proceso de Empadrona-
miento Biométrico, el Servicio Nacio-
nal de Migraciones utilizará la base 
de datos recolectada para su incor-
poración en el Registro Nacional de 
Extranjeros y, la evaluación, diseño 
y ejecución de políticas públicas en 
materia migratoria, en concordancia 
con los objetivos de la Política Nacio-
nal de Migración y Extranjería.

El proceso de empadronamiento se rea-
lizó desde julio de 2023 hasta inicios del 
2024. Durante este periodo se identifi-
caron casos de personas que acudieron 
al proceso teniendo órdenes de expul-
sión pendientes; a causa de ello fueron 
detenidas y, posteriormente, expulsadas. 
Esto fue muy grave ya que, dada la bre-
vedad de los tiempos entre la detención 
y la expulsión, muchas personas no pu-
dieron ejercer su derecho a la defensa ni 
hacer valer sus circunstancias personales 
ante un juez para la revisión de la lega-
lidad de su expulsión. En ese sentido, 
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hubo personas que se empadronaron, con miras a cumplir con lo requerido por la 
autoridad y que requerían protección internacional, pero no tuvieron instancia para 
la revisión de su caso.

Es importante hacer presente que la Ley N° 21.325 establecía, por primera vez en 
Chile, la necesidad de crear una Política Nacional de Migración y Extranjería. En di-
cha política se debía especificar, en caso de que así se decidiera, un proceso de regu-
larización para personas en situación de irregularidad migratoria. En línea con esto, 
la Ministra del Interior, Carolina Tohá, al presentar la Política Nacional de Migracio-
nes en julio de 2023 (coincidiendo con el inicio del proceso de empadronamiento) 
declaró que, si bien no se podía confirmar que la política incluyera un proceso de 
regularización migratoria para personas en situación irregular, de haber un proceso, 
sólo podrían participar quienes se hubieran empadronado.

Aun así, cuando se convocó a las personas extranjeras a participar del empadrona-
miento biométrico, la autoridad de gobierno fue poco clara sobre la posibilidad de 
que este contribuyera, eventualmente, a la regularización migratoria.

Las declaraciones ambiguas de la Ministra se condicen con el texto mismo de la 
Política Nacional de Migraciones que, al referirse al empadronamiento, indicaba lo 
siguiente:

[…] se realizará un proceso de empadronamiento biométrico de las personas en situación 
irregular orientado a revisar su identidad y antecedentes penales. En función del resultado 
de este proceso, se estudiarán las decisiones que se tomen respecto de las personas en 
situación migratoria irregular. El compromiso del gobierno es revisar en detalle y caso a caso 
la situación de las personas para definir las vías que existen para resolver su situación […].

B.	Protección internacional y 
acceso a figura de refugio

1.	 Asilo y refugio en la legislación nacional

La Ley 20.430101 establece disposiciones sobre la protección de personas refugiadas 
en el país, entre las cuales se definen las situaciones que determinan que a una per-
sona pueda serle reconocido tal estatus en Chile:

Artículo 2°.- Concepto de Refugiado. Tendrán derecho a que se les reconozca la condi-

101	  Se puede consultar la norma en el siguiente enlace: https://bcn.cl/2f74l. 

https://bcn.cl/2f74l
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ción de refugiado las personas que se 
encuentren en alguna de las siguientes 
situaciones:
1. Quienes, por fundados temores de 
ser perseguidos por motivos de raza, re-
ligión, nacionalidad, pertenencia a deter-
minado grupo social u opiniones políti-
cas, se encuentren fuera del país de su 
nacionalidad y no puedan o no quieran 
acogerse a la protección de aquél debido 
a dichos temores.
2. Los que hayan huido de su país de 
nacionalidad o residencia habitual y 
cuya vida, seguridad o libertad han sido 
amenazadas por la violencia generaliza-
da, la agresión extranjera, los conflictos 
internos, la violación masiva de los dere-
chos humanos u otras circunstancias que 
hayan perturbado gravemente el orden 
público en dicho país.
3. Quienes, careciendo de nacionalidad y 
por los motivos expuestos en los nume-
rales anteriores, se encuentren fuera del 
país en que tenían su residencia habitual 
y no puedan o no quieran regresar a él.
4. Los que, si bien al momento de aban-
donar su país de nacionalidad o residen-
cia habitual no poseían la condición de 
refugiado, satisfacen plenamente las 
condiciones de inclusión como conse-
cuencia de acontecimientos ocurridos 
con posterioridad a su salida.

Sólo tendrán derecho a que se les 
reconozca la calidad de refugiado de 
conformidad con los numerales 1 y 2 
quienes lleguen directamente desde el 
territorio en que su vida o libertad esté 
amenazada. Se entenderá que llegan di-
rectamente quienes lo hacen en un viaje 
con escalas siempre que la estadía en un 
tercer país no se haya extendido por más 
de sesenta días. En casos calificados, el 
Subsecretario del Interior podrá ampliar 
este plazo.

El requisito de haber llegado “directa-
mente desde el territorio en que su vida 
o libertad esté amenazada” fue incorpo-
rado a la ley en febrero de 2024.

Por otra parte, la Ley N° 21.325 reconoce 
situaciones particulares de asilo político, 
que define en los siguientes términos:

Artículo 94.- Se podrá conceder re-
sidencia con asilo político a los ex-
tranjeros que, en resguardo de su 
seguridad personal y en razón de 
las circunstancias políticas predomi-
nantes en el país de su residencia, se 
vean forzados a recurrir ante alguna 
misión diplomática chilena o ingre-
sen al territorio nacional solicitando 
asilo, aún en condición migratoria 
irregular (…).

Así, esta ley reconoce como asilo políti-
co dos situaciones. Por un lado, el asilo 
diplomático, que puede otorgarse a las 
personas extranjeras que, en resguardo 
de su seguridad personal y debido a las 
circunstancias políticas predominantes 
en su país de residencia, se vean forza-
das a recurrir ante alguna misión diplo-
mática chilena. En este caso, el jefe de la 
respectiva misión diplomática

podrá concederlo en carácter de provi-
sorio, por un plazo máximo de noventa 
días renovables, en aquellos casos ex-
traordinarios en que existan indicios 
manifiestos de que el solicitante se en-
cuentra en peligro de ser privado de 
su vida o de su libertad por razones de 
persecución política y no pueda, sin ries-
go inminente, ponerse a salvo de otra 
manera, que no sea su eventual traslado 
al país102.

102	  Artículo 104. Reglamento de la Ley de Migración 
y Extranjería (Ley N° 21.325). Disponible en: https://
www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1172573&idPar-
te=10310511

https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1172573&idParte=10310511
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1172573&idParte=10310511
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1172573&idParte=10310511
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Lo anterior, sin perjuicio de que el asilo 
diplomático es propiamente regulado 
por el derecho internacional y cuyo otor-
gamiento corresponde al Ministerio de 
Relaciones Exteriores, según puntualiza 
el artículo 105 del Reglamento de la Ley 
N° 21.325.

Por otro lado, se encuentra el asilo terri-
torial, que puede otorgarse a: (i) quienes 
“ingresen al territorio nacional en res-
guardo de su seguridad personal en ra-
zón de las circunstancias políticas predo-
minantes en el país de su residencia”103; 
y (ii) a quien “se encuentre en el terri-
torio nacional y que, por motivos políti-
cos debidamente calificados que hayan 
surgido en su país de origen o en el de 
su residencia habitual, se vea impedido 
de regresar a él”104. La solicitud se pre-
senta ante cualquier Dirección Regional 
del SERMIG, la cual deberá transmitirla 
a través del medio más expedito posible 
al Director Nacional del Servicio, quien 
deberá dentro del plazo de cinco días há-
biles resolver fundadamente la solicitud 
de asilo105.

Es importante hacer presente que el asilo 
político se funda en motivos políticos del 
país de origen, sin embargo, no hay en 
la ley una explicación clara de la diferen-
cia entre el asilo político y la intención de 
ser reconocida como persona refugiada 
por motivos de persecución por opinión 
política de acuerdo a la Ley 20.430. Aun 
así, lo que muchas veces se observa en la 

Decreto N° 837, de 2010, del Ministerio del Interior. Dis-
ponible en: https://bcn.cl/2np1y. 

103	  Artículo 106. Reglamento de la Ley de Migración 
y Extranjería (Ley N° 21.325).

104	  Artículo 110.

105	  Artículo 106.

práctica es que el otorgamiento del asilo 
político responde más a decisiones polí-
ticas del Estado chileno.

En consecuencia, la protección de perso-
nas en contexto de movilidad forzada in-
ternacional en Chile recoge los concep-
tos de persona refugiada que desarrolla 
la Convención sobre el Estatuto de los 
Refugiados de 1951 y su Protocolo de 
1967, así como la conclusión tercera de 
la Declaración de Cartagena de 1984 (es-
tas dos mediante la Ley N° 20.430). Tam-
bién abarca las figuras de asilo político 
reguladas en la Ley N° 21.325 que, como 
se pudo ver, corresponden a situaciones 
particulares, distintas de los casos de re-
fugio contemplados en la Ley N° 20.430 
y de los casos de asilo político regulados 
por el derecho internacional.

2.	 Proceso para la                                     
determinación de la 
condición de persona 
refugiada

De acuerdo con el artículo 26 de la Ley 
N° 20.430, “podrá solicitar el reconoci-
miento de la condición de refugiado toda 
persona que se encuentre dentro del te-
rritorio de la República de Chile, sea que 
su residencia fuere regular o irregular”.

En el caso de personas que están ingre-
sando al país, estas deben informar a la 
autoridad contralora de frontera sobre 
su intención de solicitar el reconocimien-
to de la condición de refugiadas, de-
clarando las razones que las forzaron a 
dejar su país de origen. Acto seguido, la 

https://bcn.cl/2np1y
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autoridad deberá informarles acerca del procedimiento para formalizar su petición. 
Posteriormente, las personas que así lo decidan, deberán presentarla dentro del 
plazo de siete (7) días hábiles, contados desde su ingreso al territorio nacional, en 
cualquier oficina del SERMIG.

2.1.	Procedimiento ante el SERMIG

El proceso consta de las siguientes etapas:

a)	 Presentación de la solicitud de refugio

La solicitud se realiza en cualquier oficina del SERMIG, mediante el llenado de un 
formulario proporcionado por la autoridad o mediante la entrega de un documento 
escrito que contenga todos los datos e información que prescriben los artículos 28 
de la Ley N° 20.430 y 37 del Reglamento de la Ley. Este trámite debe realizarse de 
manera personal por la persona solicitante y no requiere de patrocinio de aboga-
do(a). Se entenderá formalizada la solicitud cuando la persona interesada realice la 
presentación escrita o complete el formulario respectivo106.

b)	 Recepción, examen formal y admisibilidad de la solicitud

Una vez presentada la solicitud, esta deberá ser puesta en conocimiento, en el más 
breve plazo, de la Secretaría Técnica de la Comisión de Reconocimiento de la Condi-
ción de Refugiado (en adelante, la Comisión)107.

De conformidad con las modificaciones hechas al procedimiento –e introducidas 
en febrero de 2024 por la Ley N° 21.655108–, en primer lugar, se debe evaluar si la 
solicitud cumple con los requisitos formales estipulados en los artículos 26 y 28 de 
la Ley N° 20.430 y en el artículo 37 del Reglamento. También se debe evaluar si, de 
conformidad con el artículo 2º de la misma Ley, esta resulta manifiestamente infun-

106	  Artículo 37. Reglamento de la Ley.

107	  La Comisión de Reconocimiento de la Condición de Refugiado es el “organismo encargado de asesorar al Min-
isterio del Interior y de proveer la información necesaria para decidir respecto del otorgamiento, rechazo, cesación, can-
celación o revocación de la condición de refugiado”. Artículo 20 de la Ley N° 20.430.

108	  La Ley N° 21.655 modificó de manera relevante la Ley Nº 20.430, entre otras, estableciendo una etapa inicial 
del procedimiento para la determinación de la condición de persona refugiada. También modificó la Ley Nº 21.325 en 
relación con la medida de reconducción o devolución inmediata de personas extranjeras que ingresen de forma irregular 
al territorio nacional.
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dada.

En caso de cumplirse los requisitos, el Director del SERMIG debe dictar una resolu-
ción que así lo señale, con lo que continuará adelante el procedimiento y se otorgará 
a la persona solicitante y a los miembros de su familia que le acompañen, la visa de 
residente temporal. Por el contrario, si la solicitud no cumple con los requisitos for-
males, se debe dictar una resolución que

especificará los requisitos formales que fueron incumplidos y la forma y el plazo en que 
deben cumplirse o subsanarse. Asimismo, la resolución advertirá al solicitante que, en caso 
de no cumplir con la subsanación dentro de plazo, su solicitud se tendrá por desistida y se 
entenderá que su estadía pasa a ser ilegal o irregular, según corresponda, y procederá por 
tanto el Servicio Nacional de Migraciones a ordenar y notificar la expulsión del territorio 
nacional del extranjero solicitante de refugio, cuando corresponda109.

El plazo para subsanar los errores es de quince (15) días, contados desde la notifica-
ción de la resolución.

Cumplidos los requisitos formales de la solicitud, la Secretaría Técnica de la Comi-
sión citará a la persona solicitante de refugio a una entrevista personal, la cual po-
drá exponer todos los antecedentes que fundan la solicitud. Tras ello, se emitirá un 
informe técnico acerca de si la solicitud es o no manifiestamente infundada por no 
guardar relación con los motivos que permiten solicitar refugio en Chile (desarrolla-
dos en el ya mencionado artículo 2° de la Ley 20.430). Si se determina que la soli-
citud es manifiestamente infundada, el Director del SERMIG emitirá una resolución 
en la que declarará inadmisible la solicitud110.

c)	 Análisis de la solicitud por parte de la Secretaría Técnica de la Co-
misión 

Una vez concluido el examen recién descrito y notificada la persona requirente de 
que su solicitud sí cumple con los requisitos formales y de admisibilidad, la Secre-
taría Técnica procederá con el análisis de la solicitud, para lo cual recopilará la in-
formación del país de origen que sea relevante y podrá entrevistar individualmente 
a todos los miembros del grupo familiar. También deberá elaborar un informe que 
entregará a la Comisión.

109	  Artículo 28 bis. Ley N° 20.430.

110	  Artículo 28 bis.
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d)	 Análisis y recomendaciones de la Comisión

Sobre la base del informe de la Secretaría Técnica y apreciando las pruebas disponi-
bles conforme a las reglas de la sana crítica, la Comisión propondrá al Ministerio del 
Interior el reconocimiento o rechazo de la condición de persona refugiada.

e)	 Decisión

El otorgamiento o rechazo de la condición de persona refugiada será resuelto “por el 
Ministerio del Interior, a través de Resolución del Subsecretario del Interior, exenta 
del trámite de toma de razón111, teniendo en consideración los antecedentes y reco-
mendaciones emanadas de la Comisión”112. La resolución será notificada a la persona 
solicitante y en contra de esta proceden recursos judiciales y administrativos, los 
cuales pueden interponerse sin patrocinio de abogado(a), aunque generalmente se 
presentan con asesoría legal debido al carácter técnico de las alegaciones que deben 
formularse.

2.2.	Algunas de las barreras identificadas dentro del proceso de 

solicitud de refugio

2.2.1.	 	Barreras que enfrentan las personas con necesidad de protección in-
ternacional en zonas de frontera

En cuanto a la aplicación de la Ley N° 20.430, el Servicio Jesuita a Migrantes en 
Chile (en adelante SJM Chile) ha identificado un uso arbitrario de las atribuciones 
que la Ley le otorga a organismos intervinientes, como la Policía de Investigaciones 
y el SERMIG, en materia de protección de las personas refugiadas. En efecto, se 
ha observado desde el trabajo en territorio que llevan a cabo organizaciones de la 
sociedad civil ubicadas en frontera, que la autoridad contralora no cumple con su 
deber de brindar información sobre la posibilidad de solicitar refugio en estas zonas, 
aunque sí debería dar tal orientación. Asimismo, en caso de que las personas mani-
fiesten su intención de solicitar el reconocimiento de la condición de refugiadas en 

111	  Una resolución exenta del trámite de toma de razón es aquella que no es sometida al trámite de control de 
juridicidad que realiza la Contraloría General de la República.

112	  Artículo 19. Ley N° 20.430.
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el territorio, debería darles un compro-
bante con información precisa para que 
puedan continuar con el proceso ante el 
SERMIG.

Aun así, las personas que llegan a las 
oficinas del SJM Chile con intención de 
solicitar refugio dan cuenta que al ingre-
sar al territorio e interactuar con la Po-
licía de Investigaciones, no recibieron 
ningún tipo de información relativa a la 
protección internacional o la solicitud de 
refugio. Esto es crítico, pues al no reci-
bir la información de manera adecuada 
y oportuna, terminan viéndose muchas 
veces imposibilitadas a presentar su so-
licitud por no hacerlo dentro de los siete 
días hábiles siguientes al ingreso físico al 
territorio.

En la misma línea, se ha identificado que 
se aplican evaluaciones improcedentes 
por parte del funcionario o funcionaria 
que efectúa la atención inicial en fronte-
ra, así como en las oficinas de atención 
del SERMIG, acerca de la necesidad de 
protección internacional que tienen las 
personas. Efectivamente, se ha reseña-
do cierto desincentivo institucional a 
que las personas soliciten formalmente 
refugio, yendo desde la desinformación 
hasta el trato poco deferente hacia estas.

2.2.2.	 Otras barreras asociadas al 
procedimiento

La Resolución Exenta N° 21.726 del año 
2023 del SERMIG creó el Manual de pro-
cedimiento del Departamento de Refu-
gio y Reasentamiento del Servicio Nacio-
nal de Migraciones. En su punto 4.3, este 

creó una etapa nueva en el proceso de 
solicitud de reconocimiento de la condi-
ción de persona refugiada denominada 
“revisión formal de la solicitud de reco-
nocimiento de la condición de refugiado, 
apercibimiento, curso a la solicitud y for-
malización”.

Se trata de una etapa posterior a la ma-
nifestación de intención de solicitar re-
fugio en Chile en la que se examina que 
las solicitudes cumplan con los requisitos 
formales y contenidos mínimos estable-
cidos, así como que las solicitudes estén 
fundadas en alguna de las situaciones 
contempladas en el artículo 2 de la Ley 
N° 20.430. El crear una etapa preliminar 
de revisión de las solicitudes de refugio 
termina diluyendo el límite entre la eta-
pa preliminar y el análisis sustantivo de 
requisitos. Además, recoge una práctica 
que regía antes de la modificación legal 
introducida por la Ley N° 21.655 que 
consistía en que, informalmente, tras 
una breve interacción con las personas 
con necesidad de protección internacio-
nal en la que se les consultaba por sus 
razones para querer solicitar refugio, se 
les indicaba que no calificaban, institu-
cionalizando el análisis por la vía de en-
trevistas de elegibilidad.

Si bien es cierto que desde el SJM Chile 
se ha observado que con esta etapa pre-
liminar han disminuido algunas arbitra-
riedades respecto del acceso al procedi-
miento –al estandarizar con claridad las 
etapas del mismo–, sigue presentándose 
una alta discrecionalidad en la valoración 
que hacen las autoridades. Además, al 
existir esta etapa preliminar formal de 
acceso al procedimiento, la presentación 
de acciones judiciales frente a la arbitra-
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riedad del actuar de la administración se 
hace improcedente y conlleva la pérdida 
de una vía importante de revisión de la 
legalidad de las actuaciones del SERMIG 
en garantizar el acceso de las personas a 
la figura del refugio.

Al respecto, es de mencionar que en el 
primer semestre de 2023 se supo que 
hubo una sobrecarga de los tribunales 
competentes –las Cortes de Apelacio-
nes– para la revisión de legalidad en las 
decisiones de acceso al procedimiento, 
por la presentación de un número impor-
tante de acciones constitucionales de 
protección113 ante las arbitrariedades de 
la autoridad en su actuar. En este con-
texto, la Corte Suprema dictó un fallo en 
marzo de 2023, en causa rol 115.005-
2022, en el que ordenó al SERMIG que, 
en un plazo no superior a 40 días, dictara 
“las resoluciones de carácter general que 
correspondan para adecuar la actuación 
de sus empleados a la correcta aplicación 
de los preceptos involucrados en la ma-
teria, en el sentido indicado en el motivo 
décimo séptimo de este fallo”. La reac-
ción a dicho fallo fue que se dictara el 
referido Manual.

En relación con el procedimiento, cabe 
destacar que la Ley N° 21.655 recogió 
varias de las modificaciones que imple-
mentaba el referido Manual del SERMIG 
e incluyó nuevos requisitos formales que 
se han convertido en obstáculos para 
que las personas con necesidad de pro-
tección internacional puedan solicitar el 

113	  La acción constitucional de protección en Chile, o 
recurso de protección, es equivalente a las acciones de tu-
telas en otros países, donde se da cuenta de la vulneración 
de derechos fundamentales, como el de igualdad ante la 
ley, y se pide acciones a la autoridad administrativa de rep-
aración de tal vulneración.

reconocimiento de la condición de re-
fugiadas. Ciertamente, el hecho de que 
se contemple un plazo de siete (7) días 
hábiles, a contar desde el ingreso al te-
rritorio, para poder presentar la solicitud 
de refugio ante el SERMIG, resulta ser un 
lapso muy breve para las personas, más 
aún si se compara con los términos que 
aplican en otros países, como los Estados 
Unidos de América (en adelante EE.UU.) 
o Argentina. Además, se identifica que 
con la incorporación del límite temporal 
de no haber pasado más de sesenta (60) 
días en otro país en el tránsito hacia Chi-
le –conforme lo indica el ya citado artí-
culo 2 de la Ley N° 20.430–, se termina 
excluyendo a personas con necesidad de 
protección internacional que por dife-
rentes motivos tuvieron un tránsito tem-
poral más extenso que el indicado hasta 
poder llegar a Chile y solicitar refugio.

De igual manera, se han identificado ba-
rreras como: (i) la exigencia del trámite 
de autodenuncia (declaración policial 
voluntaria de ingreso clandestino al país 
con la respectiva tarjeta de extranjero 
infractor, que es emitida por la Policía 
de Investigaciones y cuyo tiempo de tra-
mitación es largo) para el ingreso al pro-
ceso de reconocimiento de la condición 
de persona refugiada –contraviniendo la 
Ley N° 20.430–; (ii) altísimas demoras en 
la gestión del caso y en la obtención de 
una respuesta sobre si se otorga o no el 
estatus de persona refugiada; (iii) inca-
pacidad de las personas solicitantes de 
comparecer con un(a) abogado(a) o ser 
representadas durante el procedimiento 
en instancias formales. Sobre este último 
punto, si bien desde el SERMIG se ha in-
dicado que nada impide que las personas 
accedan a orientación y representación 
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legal, en la práctica las y los abogados no pueden ingresar como ministros de fe a las 
entrevistas preliminares y de elegibilidad de las personas solicitantes de refugio; así 
como su posibilidad de incidir en los procesos es muy limitada114.

Lo señalado hasta ahora permite afirmar que, en consecuencia, pese a que el orde-
namiento jurídico chileno ya contempla una serie de principios, reglas y garantías 
orientadas a asegurar el correcto cumplimiento de sus compromisos internacionales 
en materia de derecho internacional de las personas refugiadas (DIR), muchos de 
estos no se están cumpliendo en la práctica.

A continuación, se presentan algunas cifras relacionadas con los procesos de solici-
tud de refugio en Chile que permiten preguntarse si el bajo porcentaje de reconoci-
mientos de la condición de personas refugiadas seguirá siendo altamente reducido:

 
*Las solicitudes rechazadas y reconocidas no son necesariamente respuestas a solicitudes presentadas durante ese 

mismo año.

Nota: Se contemplan las solicitudes de reconocimiento de la condición de persona refugiada efectuadas en-
tre los años 2010 y 2023, en función de si estas solicitudes fueron formalizadas, reconocidas o rechazadas.

Fuente: Elaborado por SJM Chile a partir del Reporte de Estadísticas generales de registros administrati-
vos 2021-2022 del SERMIG (2023).

114	  Vargas Rivas, Francisca, y Martín Canessa Zamora. “Derechos de las Personas Migrantes y Refugiadas: La De-
sprotección Colectiva”. En Anuario de Derechos Humanos UDP 2021, 305-346. 2021.

Tabla 3. Solicitudes, reconocimientos y rechazos* en el procedimiento de 
reconocimiento de la condición de persona refugiada periodo 2010 - 2023

AAññoo Solicitudes Solicitudes 
formalizadasformalizadas

Reconocimientos Reconocimientos 
de condicide condicióón de n de 

persona persona rrefugiadaefugiada
Solicitudes Solicitudes 
rrechazadasechazadas

2010
2011
2012
2013
2014
2015
2016
2017
2018
2019
2020
2021
2022
2023

219
283
169
248
283
623

2.297
5.723
5.726

781
1.628
3.867
5.057
3.612

17
62
51
56
46
17
63

162
171
30
7

19
59

201

91
60

185
187
127
52
41
95

258
665

2.069
3.082

658
795

TTotalotal 26.90426.904 760760 7.5707.570
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3.	 Protección complementaria

La Ley N° 21.325 dialoga con la ley N° 20.430 en materia de protección comple-
mentaria, la cual puede otorgarse a personas extranjeras solicitantes de refugio a 
las que no les sea reconocida tal calidad, siempre que cumplan con los requisitos 
expuestos en el artículo 10, inciso tercero, de la Ley N° 21.325115. De acuerdo con 
la misma norma, la protección complementaria impide que su titular sea “expulsado 
o devuelto al país donde su derecho a la vida, integridad física o la libertad personal 
corran riesgo de ser vulneradas en razón de su raza o etnia, nacionalidad, religión o 
creencia, condición social, ideología u opinión política, orientación sexual o identi-
dad de género”.

Una vez otorgada, se considera como una residencia permanente y, de acuerdo con 
los criterios fijados en la Política Nacional Migratoria, su otorgamiento beneficiará 
sólo a quienes se les rechace una solicitud de refugio y que, siendo víctimas de vio-
lencia intrafamiliar, de género, o por su orientación sexual, no puedan volver al país 
donde su libertad y vida corren riesgo.

Nota: Se contemplan las solicitudes de protección complementaria realizadas durante el año 2022, en 
función de la nacionalidad de las personas extranjeras.

Fuente: Análisis desde SJM Chile a partir de datos solicitados por Ley de Transparencia a SERMIG 
AB099T0028926. Información entregada el 30 de noviembre de 2022.

Una regulación más detallada del procedimiento relativo al otorgamiento de esta 
protección se encuentra pendiente, ya que se ha indicado que la autoridad adminis-
trativa deberá dictar un decreto específico a esta materia.

115	  Uno de los requisitos, por ejemplo, es no haber sido condenado(a) por crimen o simple delito en Chile o el ex-
tranjero.

Tabla 4. Solicitudes de protección complementaria en 2022, según nacionalidad

PPaaíís de ps de prrocedenciaocedencia CantidadCantidad

Cuba

Colombia

Venezuela

Sierra Leona

2

3

6

1

TTotalotal 1212
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4.	 Otras personas con necesidades específicas de protección

En el ámbito de la protección que deben recibir las personas en contexto de movilidad forzada 
internacional a las que no les es aplicable la Ley de Refugio por no cumplir con los requisitos de 
la definición contemplada en el antes desarrollado artículo 2; la Ley N° 21.325, con avances y 
continuidades en relación con la normativa migratoria anterior (Decreto Ley N° 1.094), com-
plementa en ciertos puntos –por ejemplo, de ingreso y permanencia–, a la Ley N° 20.430. En 
dicha línea se reconoce el ingreso condicionado en frontera por razones humanitarias, lo que 
involucra las nociones de asilo político (diplomático y territorial), la protección complementaria 
y cinco visados humanitarios.

A través del Decreto N°177, dictado en mayo del 2022, se establecieron las categorías mi-
gratorias de las personas que pueden solicitar residencia temporal, lo cual incluye a algunas 
categorías de personas en condición de movilidad forzada internacional. Con relación a las 
cinco visas humanitarias, se habilitó al SERMIG a entregar permisos de residencia que regulen 
la permanencia de: a) víctimas de trata de personas; b) víctimas de violencia intrafamiliar o de 
género; c) víctimas de tráfico ilícito de migrantes; d) mujeres embarazadas; y e) niños, niñas y 
adolescentes.

Nota: Se contemplan los visados humanitarios acogidos y otorgados conforme al Decreto N° 177, entre los años 
2022 y 2023, en función de la calidad y características de las personas extranjeras solicitantes.

Fuente: Análisis desde SJM Chile a partir de datos solicitados por Ley de Transparencia a SERMIG 
AB099T0025915. Información entregada el 4 de noviembre de 2022.

Tabla 5. Visados humanitarios otorgados conforme al Decreto N° 177 en el 
periodo 2022-2023

SubcategorSubcategorííaa EstadoEstado 20222022
20232023

(1er semest(1er semestrree)) TTotalotal

Niños, Niñas y 
Adolescentes 

(Art. 45)

Personas en 
embarazo 

(Art. 43-44)

Víctimas de trata 
de personas

Víctimas violencia 
intrafamiliar o de 

género

Acogidas

Otorgadas

Acogidas

Otorgadas

Acogidas

Otorgadas

Acogidas

Otorgadas

Acogidas

Otorgadas

11.590

12.807

50

21

16

11

1

4

1

1

16.695

15.751

314

282

7

6

5

5

8

1

28.28528.285

28.55828.558

364364

303303

2323

1717

66

99

99

22
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C.	Protección especial a niños, 
niñas y adolescentes

En materia de regularización migratoria, en Chile se reconoce una protección especial 
a todos aquellos niños, niñas y adolescentes que se encuentren dentro del territorio 
nacional en aras de garantizarles sus derechos humanos y ofrecerles un estatus legal 
que les permita acceder a las políticas de protección social entregadas por el Estado.

La solicitud del documento que les otorga residencia temporal puede realizarla el pa-
dre o madre, guardador(a), persona encargada de su cuidado personal o la institución 
de protección correspondiente (Sename o Mejor Niñez) a través del portal de trámites 
del SERMIG.

La residencia temporal es prorrogable y le permite a los niños, niñas y adolescentes 
titulares obtener una cédula de identidad chilena para extranjeros. Sin embargo, esta 
no es extensible a la persona solicitante, pues es un permiso de residencia exclusivo 
para estos. Asimismo, es necesario destacar que este beneficio migratorio debe otor-
garse con independencia de la situación migratoria (regular o irregular) en la que se 
encuentre el padre o madre, guardador(a) o persona responsable de su cuidado.

En la práctica se ha observado una agilización de los procesos de solicitud y emisión 
de estos permisos en comparación con la entrega de otros visados humanitarios. Esto 
se ve reflejado en las altas cifras de otorgamiento durante el 2022, habiendo llegado 
a 10.945 permisos en un periodo de seis meses. Es relevante destacar que las princi-
pales nacionalidades beneficiarias de este permiso fueron: la venezolana (34,4%), la 
colombiana (18,1%), la haitiana (14,2%) y la peruana (13%).
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A propósito de los derechos que tienen las personas menores de edad, es de men-
cionar que el Estado debe asegurar el acceso a la enseñanza preescolar, básica y 
media gratuita a las personas extranjeras que se encuentren en Chile hasta los 21 
años, en las mismas condiciones que a las personas nacionales. Al ingresar al sistema 
escolar chileno, las y los alumnos extranjeros tienen los mismos derechos que los y 
las demás estudiantes respecto a alimentación escolar, textos escolares, pase esco-
lar, programa “Me Conecto para Aprender”, seguro escolar, entre otros. Mientras un 
niño, niña y adolescente no tenga una cédula de identidad chilena para extranjeros 
(la que obtendrán sólo cuando se les haya aprobado la visa), se les entrega un Iden-
tificador Provisorio Escolar (en adelante IPE) que les permite inscribirse en algún 
establecimiento educacional.

Sin embargo, al analizar las cifras de los IPE116 entregados durante el año 2022 (re-
gistro que permite tener una visión de los niños, niñas y adolescentes en situación 
de migratoria irregular que están escolarizados), se evidencia que el alcance del vi-
sado mencionado del Decreto N° 177, ha sido limitado en comparación con el creci-
miento de la población de niños, niñas y adolescentes migrantes en el país. Efectiva-
mente, en el 2023 los niños, niñas y adolescentes matriculados en el sistema escolar 
correspondía a 255.389, de los cuales el 56% de todas las matrículas realizadas 
fueron mediante IPE.

Lo anterior marca el crecimiento de niños, niñas y adolescentes registrados en el sis-
tema educacional chileno. El porcentaje de crecimiento de 2020 a 2023 de los IPE 
correspondió al 92,9%, mientras que el crecimiento de la matrícula regular alcanzó 
el 23%, siendo particularmente destacable que la matrícula regular en el segmento 
parvulario disminuyó en un 62%, mientras que los IPE aumentaron en un 100%.

Ahora bien, si comparamos los IPE con los permisos humanitarios otorgados a partir 
del 2022, se puede ver que para el 2022 se alcanzó el 10%, y en el 2023 un 11%, 
lo que indica que todavía hay un gran porcentaje de niños, niñas y adolescentes mi-
grantes que no han tenido la oportunidad de regularizar su situación migratoria en 
el país.

116	  En el año 2016, a través del Ordinario N° 894, se actualizaron las instrucciones referentes al ingreso, permanen-
cia y derechos educativos de los niños, niñas y adolescentes migrantes, dando origen al Identificador Provisorio Escolar 
(IPE). Este número único otorgado por el Ministerio de Educación (Mineduc), se destina a aquellos niños, niñas y adoles-
centes que carecen de (Rol único Nacional (RUN) y desean incorporarse al sistema educativo.
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*El tramo educacional denominado Especial incluye formas educativas que pueden incluir a personas adultas.

Nota: Se contempla la distribución escolar de los niños, niñas y adolescentes migrantes entre los años 2020 
y 2023, en función de la tenencia o no de un Identificador Provisorio Escolar.

Fuente: Análisis desde SJM Chile a partir de datos solicitados por Ley de Transparencia a Ministerio de 
Educación AJ001T0012944. Información entregada el 28 de febrero de 2024.

Por su parte, en el ámbito de la salud, Chile garantiza que la población migrante ac-
ceda al sistema público de salud, con independencia de su situación migratoria. En 
particular, los niños, niñas y adolescentes hasta los 9 años tienen derecho al control 
anual de crecimiento y a todas las prestaciones del programa “Chile Crece Contigo”.

En el caso de niños, niñas y adolescentes no acompañados y separados en la fron-
tera en contexto de movilidad y/o con necesidad de protección internacional, en 
diciembre de 2021 se dictó un protocolo para su protección117 en coordinación con 
diversas instituciones. La finalidad de este protocolo era: (1) determinar cómo de-
ben proceder en la primera acogida los(as) funcionarios(as) policiales o autoridad 
migratoria; (2) prestar ayuda humanitaria; (3) tratar de identificar situaciones de tra-
ta, abuso, o descifrar su historia o situación hasta ingresar al país; (4) asegurarles 
condiciones óptimas; (5) derivar a Juez o Jueza de familia, y garantizar su debido 

117	  Mesa técnica Interinstitucional sobre la situación de niños, niñas y adolescentes no acompañados y separados 
en el contexto de movilidad, “Protocolo para la protección de niños, niñas y adolescentes no acompañados y separados 
en el contexto de la migración y/o en necesidad de protección internacional”, 13 de diciembre 2021.

Tabla 7. Distribución de nivel escolar de niños, niñas y adolescentes migrantes

AAññoo

Parvularia 10.238

20202020 20212021 20222022 20232023

MatrMatríículacula
rregularegular IPEIPE MatrMatríículacula

rregularegular IPEIPE MatrMatríículacula
rregularegular IPEIPE MatrMatríículacula

rregularegular IPEIPENiNivvelel
educatieducativvaa

Básica 
regular

Media HC

Media TP

Especial

TTotalotal 90.99690.996

52.618

17.127

8.495

2.518

9.307

74.14374.143

49.297

8.960

3.967

2.612

9.790

105.239105.239

62.727

20.393

9.854

2.475

8.844

73.25873.258

48.126

9.252

3.990

3.046

6.710

105.790105.790

64.973

21.924

10.283

1.900

17.236

122.700122.700

77.826

15.649

6.487

5.502

3.927

112.342112.342

69.628

25.348

11.947

1.492

18.573

143.047143.047

91.236

18.568

8.126

6.544*
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proceso. El protocolo estableció las etapas a seguir, incluida una entrevista y deriva-
ciones correspondientes con observación en todo momento a su interés superior y 
derechos fundamentales.

En cuanto al sistema de protección, se dictó la resolución exenta N° 186 del Servi-
cio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia el 21 de marzo 
de 2022, que aprueba el “Procedimiento sobre la gestión de casos de niños, niñas 
y adolescentes extranjeros sujetos de atención del Servicio Nacional de Protección 
Especializada a la Niñez y Adolescencia, o chilenos que se encuentren en el exterior 
en condiciones de vulneración de derechos”118.

D.	Militarización de las fronteras

En cuanto a la militarización de las fronteras, cabe mencionar el Decreto N° 265 del 
Ministerio de Defensa Nacional, del 9 de julio de 2019, que autorizó la colaboración de 
la Fuerzas Armadas con las autoridades civiles y policiales competentes para actuar en 
relación a actividades que se vinculen al tráfico ilícito de migrantes, y al narcotráfico y 
crimen organizado transnacional, en el marco de las facultades que la Constitución y la 
ley les otorguen, en zonas fronterizas del territorio nacional119.

Asimismo, desde principios de febrero de 2023, el gobierno chileno ha desplegado efec-
tivos militares a sus fronteras con Bolivia y Perú con el fin de detener la llegada de per-
sonas indocumentadas al país, en su mayoría procedentes de Venezuela. Esta militariza-
ción ha generado tensiones con países fronterizos, lo que encuentra su manifestación 
más explícita en la crisis humanitaria que se generó a finales de abril y comienzos de 
mayo del mismo año en la frontera entre Chile y Perú, con decenas de personas –in-
cluyendo niños, niñas y adolescentes– intentando salir de Chile con miras a retornar a 
Venezuela o migrar hacia EE.UU.

Debido a la lejanía geográfica, Chile no tiene mayor vinculación con las políticas de ex-
ternalización de la política migratoria de EE.UU. hacia los países de América Latina (un 
claro ejemplo de esto es el acuerdo que se implementa con México para extraterrito-
rializar las tramitaciones de solicitantes de asilo a los EE.UU.). Sin embargo, se conoce 
que este último también ha implementado diferentes medidas para evitar el ingreso 

118	  Ministerio de Desarrollo Social y Familia. “Resolución Exenta N° 186 Aprueba procedimiento sobre la gestión 
de casos de niños, niñas y adolescentes extranjeros sujetos de atención del servicio nacional de protección especializada 
a la niñez y adolescencia, o chilenos que se encuentren en el exterior en condiciones de vulneración de derechos” (21 de 
marzo 2022, Diario Oficial) https://www.mejorninez.cl/descargas/doc-MN/resoluciones/2022/REX-186_2022-Gestion-
casos-NNA-extranj-chilenos-fuera-del-pais.pdf

119	  Gobierno de Chile. “Presidente Piñera firma decreto que permite a las Fuerzas Armadas apoyar el control de 
tráfico ilícito de personas” (12 de enero 2021): https://www.interior.gob.cl/noticias/2021/01/12/presidente-pinera-fir-
ma-decreto-que-permite-a-las-fuerzas-armadas-apoyar-el-control-de-trafico-ilicito-de-personas/

https://www.mejorninez.cl/descargas/doc-MN/resoluciones/2022/REX-186_2022-Gestion-casos-NNA-extranj-chilenos-fuera-del-pais.pdf
https://www.mejorninez.cl/descargas/doc-MN/resoluciones/2022/REX-186_2022-Gestion-casos-NNA-extranj-chilenos-fuera-del-pais.pdf
https://www.interior.gob.cl/noticias/2021/01/12/presidente-pinera-firma-decreto-que-permite-a-las-fuerzas-armadas-apoyar-el-control-de-trafico-ilicito-de-personas/
https://www.interior.gob.cl/noticias/2021/01/12/presidente-pinera-firma-decreto-que-permite-a-las-fuerzas-armadas-apoyar-el-control-de-trafico-ilicito-de-personas/
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de personas migrantes y refugiadas a su 
territorio, incluyendo la securitización y el 
control de sus fronteras terrestres.

Conclusiones
Chile tuvo un marco jurídico muy limitado 
para gestionar su respuesta a los flujos de 
movilidad humana durante décadas. Esto 
se hizo evidente hace poco más de diez 
años cuando, a partir de flujos de movili-
dad humana forzada provenientes de Haití 
y Venezuela, se identificó que las herra-
mientas y capacidades de las autoridades a 
cargo de gestionar la situación y responder 
a los desafíos, se hacían insuficientes. El 
país no tenía mayor experiencia en protec-
ción internacional ni en otorgar el recono-
cimiento de la condición de persona refu-
giada. Por el contrario, sí tuvo experiencia 
en la necesidad de solicitarlo en los tiem-
pos de la dictadura.

En el año 2010 se aprobó la primera ley 
específica sobre refugio en Chile (Ley 
N°20.430), y en febrero de 2022 entró 
en vigencia la ansiada nueva ley de migra-
ciones (Ley N°21.325). A pesar de ello, y a 
partir de la información que se compartió 
previamente, se puede observar que en el 
país no se ha avanzado como era esperado 
en adquirir dicha experiencia ni en generar 
capacidades en las instituciones que inte-
ractúan con las personas con necesidad de 
protección internacional, como lo son la 
Policía de Investigaciones y SERMIG.

Por el contrario, se han materializado años 
de arbitrariedades y discrecionalidad en el 
trato que se le ha dado a estas personas, 
en las que funcionarios y funcionarias han 
desincentivado a las personas a solicitar 

refugio, estén en frontera o ya en el terri-
torio nacional; así como también empuja-
ron diversas acciones judiciales con miras 
a que se revisara la legalidad de su actuar. 
Aunque la jurisprudencia reconoció su dis-
crecionalidad, lo cierto es que Chile se en-
frenta a un contexto de alto rechazo hacia 
la movilidad humana. En consecuencia, el 
mandato de que la autoridad aplicara re-
glas claras para el acceso al proceso de de-
terminación de la condición de persona re-
fugiada culminó con la aprobación de una 
ley que estableció una etapa preliminar, 
con nuevos requisitos muy exigentes y que 
crearon barreras para que las personas con 
necesidad de protección internacional pu-
dieran iniciar el proceso con plena garantía 
de sus derechos.

En Chile existe un bajísimo nivel de recono-
cimiento del estatus de persona refugiada 
y análisis de la situación, es posible que los 
números sigan bajando. Por eso, ha cobra-
do una gran relevancia para las personas 
con necesidad de protección internacional 
el acceso a mecanismos de regularización 
migratoria –desligados de la intención de 
otorgar protección internacional– o el re-
conocimiento de la protección comple-
mentaria –que aún no se ha implementa-
do por la falta de un decreto que no se ha 
dictado por el mismo SERMIG–.

La frontera en Chile se ha entendido como 
un lugar a resguardar, con un fuerte énfa-
sis en medidas de control, posibilidad de 
reconducir o llevar procesos de expulsión 
abreviados –a lo que ha contribuido el he-
cho de flexibilizar el proceso de expulsión 
para así poder expulsar a más personas–. 
Esto refleja que el Estado se ha desenten-
dido de obligaciones internacionales como 
la de aplicar el principio de no devolución 
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o de dar refugio.

Es fundamental que se entienda que la 
frontera es un espacio humanitario y que 
debe contarse con funcionarias y funcio-
narios capacitados en reconocer los per-
files de las personas con necesidad de 
protección internacional y en activar los 
mecanismos respectivos para que estas 
puedan recibir la protección internacional 
que requieren.

Recomendaciones
-	 La frontera corre el riesgo de ser 

un espacio de exclusivo control de 
seguridad. Es importante que las 
autoridades tengan la capacidad y 
preparación para identificar necesi-
dades de protección internacional, 
así como de dar información sobre 
las rutas que se pueden activar. En 
ese sentido, es clave que la Policía 
de Investigaciones sea entrenada 
para cumplir con lo anterior y que 
el SERMIG cumpla con su deber de 
fiscalizarlo. 

-	 Urge evaluar la situación de los es-
casos reconocimientos de estatus 
de persona refugiada y considerar 
la ampliación de los plazos para que 
las personas puedan solicitar refugio 
revirtiendo el brevísimo plazo de 7 
días, con una modificación legal. De 
no poder avanzar en ese sentido, 
será de gran utilidad e importancia 
que, desde el Ministerio del Interior 
de Chile, se den criterios para casos 
específicos en que se pueden excu-
sar del plazo de 7 días en observan-
cia de las necesidades de protección 
internacional.

-	 Dado el requisito de llegada directa 
desde el territorio donde la perso-
na sufrió la amenaza a la libertad y 
seguridad (no habiendo pasado más 
de 60 días en otro país previa lle-
gada a Chile), es indispensable que 
haya coordinación a nivel regional 
para asegurarse de que las personas 
pueden encontrar protección en los 
países de tránsito hacia Chile.

-	 Es importante establecer una vía de 
regularización migratoria para quie-
nes hayan participado del empadro-
namiento biométrico y cumplan con 
los criterios de la Política Nacional 
Migratoria (arraigo laboral, reuni-
ficación familiar, entre otros), con 
fuerte énfasis en incluir y priorizar a 
las personas con necesidad de pro-
tección internacional que no hayan 
cumplido con los requisitos forma-
les para recibir refugio.

-	 Se debe permitir que las residen-
cias humanitarias puedan ser herra-
mientas de protección, dando visa 
de embarazadas a mujeres que in-
gresaron por paso no habilitado.

-	 Es necesario que se flexibilicen los 
requisitos de documentación exi-
gida a niños, niñas y adolescentes 
venezolanos teniendo en cuenta la 
suspensión indefinida de servicios 
consulares de la Embajada de Vene-
zuela en Chile.

-	 Es importante que el SERMIG am-
plíe los criterios de otorgamiento de 
protección complementaria a otros 
grupos con necesidades de protec-
ción, más allá de las víctimas de vio-
lencia intrafamiliar, de género y/o 
por orientación sexual.
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3.	Colombia

El artículo 9 de la Constitución Política reconoce que “[l]as relaciones exteriores 
del Estado se fundamentan en la soberanía nacional, en el respeto a la autodeter-
minación de los pueblos y en el reconocimiento de los principios del derecho in-
ternacional aceptados por Colombia”. Conforme a esta disposición y en virtud del 
rol que desempeña la Presidencia de la República en la dirección de las relaciones 
internacionales del Estado, esta última tiene la facultad de definir las políticas mi-
gratorias que regulan el ingreso, permanencia y salida de las personas del territorio 
colombiano120. Asimismo, el Estado tiene la potestad de sancionar a aquellas que no 
cumplan con su deber de acatar la Constitución y las leyes, así como de respetar y 
obedecer a las autoridades121.

De acuerdo con lo anterior, la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia 
(en adelante UAEMC) –organismo civil de seguridad adscrito al Ministerio de Rela-
ciones Exteriores (en adelante MRE)–, es la autoridad encargada de ejercer la vigi-
lancia y control migratorio y de extranjería de todas las personas en Colombia, de 
conformidad con las leyes y políticas que defina el gobierno nacional en ejercicio del 
principio de soberanía del Estado122. Para ello, la UAEMC cumple, entre otras, una 
función sancionatoria123 que busca responder a aquellas infracciones leves, modera-
das, graves y gravísimas que sean cometidas por acción u omisión de las personas 
de nacionalidad extranjera que se encuentren en el país y sobre la relación que estas 
tienen con personas naturales y jurídicas domiciliadas en Colombia. En consecuen-
cia, la UAEMC puede decidir la aplicación de una sanción económica (multa), la de-
portación o expulsión de una persona, según corresponda.

Tal facultad sancionatoria debe ser acorde a los principios de legalidad, tipicidad, 
favorabilidad, proporcionalidad y buena fe. En el mismo sentido, la UAEMC tam-
bién está encargada de supervisar el cumplimiento de las obligaciones migratorias  
de las personas extranjeras que desean ingresar al territorio nacional por los difer-
entes Puestos de Control Migratorio (en adelante PCM) y, en ejercicio de la misma 

120	  Constitución Política de Colombia. Artículo 189, numeral 2.Corte Constitucional. Sentencia SU-397 del 19 
de noviembre de 2021. M.P. Alejandro Linares Cantillo. Disponible en: https://www.corteconstitucional.gov.co/relato-
ria/2021/SU397-21.htm

121	  Constitución Política de Colombia. Artículo 4.

122	  Presidencia de la República. Decreto 4062 del 31 de octubre de 2011. Presidencia de la República. Decreto 
1067 del 26 de mayo de 2015. Artículo 1.2.1.1.Congreso de la República. Ley 2136 del 04 de agosto de 2021. Artículo 8.

123	  Unidad Administrativa Especial Migración Colombia. Resolución 2357 del 29 de septiembre de 2020. Artículos 
13 a 15.

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU397-21.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU397-21.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU397-21.htm
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soberanía del Estado, decide su admisión o rechazo124. A pesar de tales facultades, 
el Estado está en la obligación de siempre garantizar y respetar los derechos fun-
damentales de las personas, entre los cuales se encuentran el derecho a buscar y 
recibir asilo125, el debido proceso y la integridad personal.

I.	 Contextualización

A.	El acceso al territorio colombiano

Colombia comparte frontera terrestre internacional con cinco Estados (Brasil, Ecua-
dor, Panamá, Perú y Venezuela)126 y cuenta con fronteras marítimas internacional-
mente reconocidas con ocho Estados (Costa Rica, Ecuador, Haití, Honduras, Jamai-
ca, Nicaragua, República Dominicana y Panamá)127. Los diferentes PCM autorizados 
dispuestos para que se efectúe el proceso de control migratorio se ubican en zonas 
de ingreso terrestre, marítimo, fluvial y aéreo (en aeropuertos)128.

Este control, como se mencionó, es un ejercicio administrativo derivado de la sobe-
ranía del Estado “mediante el cual se revisa y analiza el cumplimiento de los requi-
sitos establecidos para autorizar o denegar que una persona pueda ingresar o salir 
del territorio nacional”129. Según la Política Internacional de Derechos Humanos de 
la UAEMC130, el proceso de control migratorio cuenta con lineamientos específicos 
para que se brinde atención especializada a niños, niñas y adolescentes; mujeres 
gestantes y lactantes; personas mayores; víctimas de delitos conexos a la migración; 
personas con movilidad reducida y personas con alguna enfermedad o con síntomas 
que afecten gravemente su salud. Sin embargo, estos lineamientos no son clara-

124	  Presidencia de la República. Decreto 4062 del 31 de octubre de 2011. Artículos 16 y 23. Unidad Administrativa 
Especial Migración Colombia. Resolución 3167 del 25 de octubre de 2019. Artículo 7. 

125	  En Colombia, si bien se reconoce en la Constitución Política (artículo 36) el derecho fundamental de asilo, me-
diante la Ley 2136 de 2021 se creó una distinción jurídica entre refugio (artículo 62) y asilo político (artículo 64).

126	  Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia, “Fronteras terrestres”, cancilleria.gov.co. Disponible en: 
https://www.cancilleria.gov.co/politica/fronteras-terrestres (consultado el 17 de abril de 2024).

127	  Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia, “Fronteras marítimas”, cancilleria.gov.co. Disponible en: 
https://www.cancilleria.gov.co/politica/fronteras-maritimas (consultado el 17 de abril de 2024).

128	  De acuerdo con la Guía de Procedimientos, Acciones y Estrategias de Intervención en Derechos Humanos, 
versión 3, y la Política Internacional de Derechos Humanos de la UAEMC, existen aproximadamente 45 PCM en el país. 
No se conoce el número exacto pues, de acuerdo con esta Guía, algunos son temporales y otros permanentes. Para más 
información se puede consultar la Plataforma Nacional de Datos Abiertos de Colombia: Puntos de atención de Servi-
cios Migratorios. Disponible en: https://www.datos.gov.co/api/views/88fs-w95j/rows.pdf?app_token=U29jcmF0YS0td-
2VraWNrYXNz0

129	  Presidencia de la República. Decreto 1067 de 2015. Artículo 2.2.1.11.4.

130	  Unidad Administrativa Especial Migración Colombia, “Política Internacional de Derechos Humanos”, marzo de 
2021, pg. 25.

https://www.cancilleria.gov.co/politica/fronteras-terrestres
https://www.cancilleria.gov.co/politica/fronteras-maritimas
https://www.datos.gov.co/api/views/88fs-w95j/rows.pdf?app_token=U29jcmF0YS0td2VraWNrYXNz0
https://www.datos.gov.co/api/views/88fs-w95j/rows.pdf?app_token=U29jcmF0YS0td2VraWNrYXNz0
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mente expuestos dentro de la Política. 
Asimismo, este documento indica que, 
en el control migratorio, la UAEMC debe 
velar por la protección de las personas 
retornadas, refugiadas y apátridas.

1.	 El rechazo o 

inadmisión de 

personas extranjeras 

En seguimiento al cumplimiento de las 
normas migratorias por parte de perso-
nas extranjeras que desean ingresar a 
Colombia, la UAEMC puede tomar la de-
cisión administrativa de negarles la en-
trada al país (inadmitirlas o rechazarlas) 
–incluidas a aquellas que están en trán-
sito–, después de efectuar el respectivo 
control de inmigración. Una vez deter-
mina la inadmisión, ordena el retorno in-
mediato de la(s) persona(s) al país de em-
barque, de origen o un país tercero que 
la(s) admita131. Sin embargo, con base 
en la mencionada Política Internacional 
de Derechos Humanos, en este proce-
so se “debe contar con los suficientes 
soportes documentales que den trazab-
ilidad a cada caso y prevenir una posi-
ble afectación de derechos del migrante” 
(negrilla fuera del texto)132.

Cuando la autoridad migratoria identifica 
un caso de inadmisión, debe informar a 
su supervisor(a), jefe de turno o coordi-

131	  Presidencia de la República. Decreto 1067 del 26 
de mayo de 2015. Artículo 2.2.1.11.3.1.

132	  Unidad Administrativa Especial Migración Co-
lombia, “Política Internacional de Derechos Humanos”, 
marzo de 2021, pg. 26.

nador(a) del PCM para confirmar la cau-
sal por la cual procede. Seguidamente, se 
debe remitir a la persona a una Sala Tran-
sitoria de Migración (en adelante STM) 
–o a la zona dispuesta para ello– para 
iniciar el procedimiento administrativo y 
mientras se surte el retorno forzado de 
la persona133. De acuerdo con la Guía de 
Tratamiento especial para algunos mi-
grantes (Inadmitidos, deportados, expul-
sados, repatriados, polizones, náufragos 
y colombianos en condición de Retorno), 
versión 7, de la UAEMC, sólo están fa-
cultados para rechazar el ingreso de per-
sonas extranjeras: (i) los(as) directores(as) 
regionales; (ii) los(as) coordinadores(as) 
de Control Migratorio; y (iii) los(as) su-
pervisores(as) debidamente acredita-
dos(as)134.

Las causales que conllevan inadmisión 
se mencionan en el Decreto Único Re-
glamentario del Sector Administrativo de 
Relaciones Exteriores, Decreto 1067 de 
2015135, algunas de las cuales son: “(1.) 
[c]arecer de la documentación legalmen-
te exigida para el ingreso al territorio 
colombiano, del documento de viaje o 
documento de identidad, según corres-
ponda”; “(2.) [n]o presentar visa cuando 
se requiera”. La decisión se debe proferir 
mediante acto administrativo y, según la 

133	  Unidad Administrativa Especial Migración Co-
lombia, “Guía de Tratamiento especial para algunos mi-
grantes (Inadmitidos, deportados, expulsados, repatriados, 
polizones, náufragos y colombianos en condición de Retor-
no)”, versión 7, sin fecha, pg. 13.

134	  Esta información también se encuentra consigna-
da en la Resolución 002 del 02 de enero de 2012, expedida 
por la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia, 
por la cual se ordenan unas delegaciones. Disponible en: 
https://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normo-
grama/docs/pdf/resolucion_uaemc_0002_2012.pdf

135	  Presidencia de la República. Decreto 1067 del 26 
de mayo de 2015. Artículo 2.2.1.11.3.2.

https://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normograma/docs/pdf/resolucion_uaemc_0002_2012.pdf
https://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normograma/docs/pdf/resolucion_uaemc_0002_2012.pdf
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mencionada Guía de Tratamiento Espe-
cial para Algunos Migrantes, “[l]as actua-
ciones administrativas en esta materia 
deberán quedar debidamente documen-
tadas y archivadas, acorde a los procedi-
mientos previamente establecidos en la 
tabla de retención documental”136. 

Asimismo, una vez elaborado el acto 
administrativo e incluido y radicado en 
el aplicativo Platinum de la UAEMC, se 
debe notificar a la persona de la deci-
sión137. Contra esta última no procede 
ningún recurso138 y, asociado a esta vul-
neración del debido proceso, el proce-
dimiento a seguir es poner a la persona 
a disposición de una empresa de trans-
porte, la cual por sus propios medios o 
a través de otra empresa, deberá trans-
portar a la persona inadmitida de manera 
inmediata en el siguiente vuelo, zarpe o 
salida de bus139.

A propósito de lo anterior, es necesario 
resaltar que en todos los procesos admi-

Sólo son subsanables cinco de las quince causales. Mien-
tras la persona logra presentar la documentación requerida 
o cumplir con el trámite exigible para subsanar la inadmis-
ión, permanecerá en la STM o en la zona designada por 
la autoridad migratoria. (Unidad Administrativa Especial 
Migración Colombia, “Guía de Tratamiento especial para 
algunos migrantes (Inadmitidos, deportados, expulsados, 
repatriados, polizones, náufragos y colombianos en condi-
ción de Retorno)”, versión 7, sin fecha, pg. 9).

136	  Unidad Administrativa Especial Migración Co-
lombia, “Guía de Tratamiento especial para algunos mi-
grantes (Inadmitidos, deportados, expulsados, repatriados, 
polizones, náufragos y colombianos en condición de Retor-
no)”, versión 7, sin fecha, pg. 9.

137	  Unidad Administrativa Especial Migración Co-
lombia, pg. 13.

138	  A pesar de ser una garantía del debido proceso, 
la normatividad colombiana no permite que las personas 
impugnen la decisión administrativa que ordena su inad-
misión, lo cual es contrario a este derecho fundamental.

139	  Presidencia de la República. Decreto 1067 del 26 
de mayo de 2015. Artículo 2.2.1.11.3.1.

nistrativos debe garantizarse el respe-
to de los derechos fundamentales de 
las personas involucradas. Es así como, 
también en las medidas de inadmisión, 
el Estado tiene el deber de asegurar el 
debido proceso administrativo, teniendo 
en cuenta que se respeten las siguientes 
garantías: 

(i) [S]er oído durante toda la actua-
ción; (ii) la notificación oportuna y 
de conformidad con la ley; (iii) que 
la actuación se surta sin dilaciones 
injustificadas; (iv) que se permita la 
participación en la actuación desde 
su inicio hasta su culminación; (v) 
que la actuación se adelante por la 
autoridad competente y con el pleno 
respeto de las formas propias previs-
tas en el ordenamiento jurídico; (vi) 
gozar de la presunción de inocencia; 
(vii) el ejercicio del derecho de de-
fensa y contradicción; (viii) solicitar, 
aportar y controvertir pruebas; (ix) 
impugnar las decisiones y promover 
la nulidad de aquellas obtenidas con 
violación al debido proceso (negrilla 
fuera del texto)140.

En los casos en los que la inadmisión sea atribuible a una 
empresa de transporte internacional (por ejemplo, porque 
la persona presentó documentación falsa, está indebid-
amente documentada, no tiene visa, presentó pasaporte 
vencido) la UAEMC indica que esta será la responsable de 
cubrir las necesidades básicas de la persona durante el pro-
ceso de rechazo (su alimentación, elementos de aseo, entre 
otras). En los casos en los que la responsabilidad no sea 
atribuible a tal empresa, la UAEMC será la responsable de 
cubrir dichas necesidades. Unidad Administrativa Especial 
Migración Colombia, “Guía de Tratamiento especial para 
algunos migrantes (Inadmitidos, deportados, expulsados, 
repatriados, polizones, náufragos y colombianos en condi-
ción de Retorno)”, versión 7, sin fecha, pg. 13 y 14.

140	  Corte Constitucional. Sentencia T-105 del 18 
de abril de 2023. M.P. José Fernando Reyes Cuartas. Di-
sponible en: https://www.corteconstitucional.gov.co/Rela-
toria/2023/T-105-23.htm

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2023/T-105-23.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2023/T-105-23.htm
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2.	 Datos cuantitativos sobre las inadmisiones en Colombia

En esta sección se presentan datos recopilados por la UAEMC entre el 01 de enero 
de 2016 y el 31 de marzo de 2023, los cuales fueron compartidos por dicha entidad 
a la Red de Litigio Estratégico en Migración (en adelante Red-LEM) como respuesta 
a un derecho de petición141 enviado por esta última en abril de 2023. En los tableros 
de datos de la UAEMC publicados en su página web142 se encuentran cargadas cifras 
del mismo periodo de tiempo, pero estas difieren altamente de lo compartido direc-
tamente por la entidad a la Red-LEM. A manera ilustrativa, para el 2016 la UAEMC 
le dijo a la Red-LEM que 3.865 personas habían sido inadmitidas. Sin embargo, el 
tablero de la UAEMC indicaba a la fecha de consulta que solamente 362 personas 
fueron rechazadas dicho año143. Dada la disonancia entre las cifras, para efectos de 
este informe se tendrán en cuenta únicamente los datos cuantitativos directamente 
compartidos por la UAEMC a la Red-LEM en mayo de 2023144.

En la información que se expone a continuación no es posible determinar con exac-
titud cuántas personas tenían necesidad de protección internacional. Aunque, en 
principio, ninguna debería tener tal perfil, lo cierto es que desde la Red-LEM se 
conocieron casos en los que hubo inadmisión de personas con necesidad de protec-
ción internacional desconociéndose así, entre otros, el principio de no devolución.

141	  El derecho de petición en Colombia, como mecanismo constitucional para la protección de derechos de las 
personas y determinante para hacer efectiva la democracia participativa, es un derecho fundamental amparado por la 
Constitución Política (artículo 23). Este derecho conlleva que las personas puedan hacer peticiones respetuosas a las 
autoridades, solicitudes que siempre deben obtener una respuesta clara, oportuna, completa y de fondo.

142	  Los tableros en mención pueden ser consultados en el siguiente enlace: https://public.tableau.com/app/profile/
migraci.n.colombia/vizzes (consultado el 18 de abril de 2024).

143	  Unidad Administrativa Especial Migración Colombia, “Flujos Migratorios - 2016”. Disponible en: https://public.
tableau.com/app/profile/migraci.n.colombia/viz/TablasdeSalidas2016/Inicio (consultado el 06 de marzo de 2024 y reval-
idado el 12 de diciembre del mismo año).

144	  Después del derecho de petición enviado a la UAEMC en abril de 2023, en febrero de 2024 la Red-LEM, solicitó 
nueva información pública a la UAEMC con la finalidad de contar con cifras del 2014, 2015 y de los meses restantes del 
2023 –pues con el primer derecho de petición sólo se tuvieron datos hasta el 31 de marzo de 2023–. Aun así, en su re-
spuesta la entidad se limitó a compartir los enlaces de los tableros de datos mencionados, lo que impidió hacer un análisis 
adecuado de la información.

https://public.tableau.com/app/profile/migraci.n.colombia/vizzes
https://public.tableau.com/app/profile/migraci.n.colombia/vizzes
https://public.tableau.com/app/profile/migraci.n.colombia/viz/TablasdeSalidas2016/Inicio
https://public.tableau.com/app/profile/migraci.n.colombia/viz/TablasdeSalidas2016/Inicio
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Nota: es posible que en la casilla en la que figura la mención “Sin dato” la cifra corresponda a cero. 
Fuente: Elaboración propia de la Red-LEM

AAññoo

Enero 106

20162016 20172017 20182018 20192019 20202020 20212021 20222022 20232023MesMes

TTotalotal 3.8653.865

582 183 193 177 258 640 522

TTotalotal

Febrero 163 732 281 257 304 195 609 475

Marzo 147 444 341 217 319 295 682 535

Abril 205 353 372 187 sin dato 597 624 -

Mayo 194 369 282 210 1 536 445 -

Junio 436 320 239 204 8 270 438 -

Julio 686 482 209 239 25 361 418 -

Agosto 648 322 343 213 2 475 483 -

Septiembre 359 273 176 272 7 436 570 -

Octubre 303 360 270 267 419 420 614 -

Noviembre 282 407 295 283 156 369 628 -

Diciembre 334 229 253 247 165 684 719 -

4.8734.873 3.2443.244 2.7892.789 1.5831.583 4.8964.896 6.8706.870 1.5321.532 29.65229.652

2.6632.663

3.0163.016

2.9802.980

2.3382.338

2.0372.037

1.9151.915

2.4202.420

2.4862.486

2.0932.093

2.6532.653

2.4202.420

2.6312.631
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Nota: es posible que en las casillas en las que figura la mención “Sin dato” la cifra corresponda a cero. 
Fuente: Elaboración propia de la Red-LEM
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Fuente: Elaboración propia de la Red-LEM

Tabla 3. Causales aplicadas para la inadmisión

AAññoo

Dar información falsa, mentir o 
pretender engañar a la autoridad 

migratoria en la entrevista de 
ingreso al país o a las demás 
autoridades nacionales que 

requieran información para su 
ingreso a Colombia.

2.062

20162016 20172017 20182018 20192019 20202020 20212021 20222022 20232023CausalCausal

TTotalotal 3.8653.865

2.411 1.178 487 332 761 1.282 262

TTotalotal

No presentar visa cuando 
se requiera. 897 597 449 348 156 782 873 272

Incumplir las normas de salud 
pública o los controles sanitarios. 3 200 27 25 17 1.016 1.579 485

Por razones de soberanía, cuando 
existan hechos o información 

fundada que indiquen que 
representa un riesgo para la 

seguridad del Estado o la 
convivencia ciudadana.

29 228 750 1.164 810 1.094 1.431 212

130 539 303 118 42 120 90 15

Carecer de la documentación 
legalmente exigida para el ingreso al 
territorio colombiano, el documento 
de viaje o documento de identidad, 

según corresponde.

42 52 40 57 26 414 663 165

Registar antecedentes y/o 
anotaciones judiciales nacionales o 

internacionales.
118 48 137 127 41 52 71 14

239 258 44 32 24 317 251 2

Pretender ingresar al país antes del 
término de la sanción de 
deportación, expulsión o 

extradición.

118 120 80 69 27 32 45 16

Agredir, amenazar o irrespetar a los 
funcionarios de Migración 

Colombia, autoridades 
colombianas, personal sanitario, 

tripulación o de seguridad.

44 79 49 47 25 99 189 30

183 341 187 315 83 209 396 59

4.8734.873 3.2443.244 2.7892.789 1.5831.583 4.8964.896 6.8706.870 1.5321.532 29.65229.652

8.7758.775

4.3744.374

3.3523.352

5.7185.718

1.3571.357

1.4591.459

608608

1.1671.167

507507

562562

1.7731.773
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Los anteriores datos permiten tener un 
panorama más claro acerca de la situa-
ción de personas inadmitidas en su in-
greso a Colombia y del impacto de la 
pandemia en estas decisiones. Como se 
puede observar, en el 2020 se presentó 
el menor número de personas inadmiti-
das, con un total de 1.583, lo cual puede 
obedecer a la limitación del derecho a la 
circulación y al cierre de fronteras ma-
rítimas, aéreas y terrestres ordenado145 
a partir de la declaración del estado de 
emergencia sanitaria146. Con relación al 
2021 y 2022, estos fueron los años con 
mayor número de inadmisiones, con un 
total de 4.896 y 6.870 personas rechaza-
das, respectivamente.

Con base en la información de la Tabla N°. 
3, la causal más invocada de inadmisión 
fue “por razones de Soberanía, cuando 
existan hechos o información fundada 
que indiquen que representa un riesgo 
para la Seguridad del Estado o la convi-
vencia ciudadana” –causal muy ligada a la 
discrecionalidad de la autoridad migrato-
ria–, seguida del incumplimiento de nor-
mas de salud pública o controles sanita-
rios.

Respecto de los PCM en los que más se 
presentaron inadmisiones al territorio 
colombiano, el Aeropuerto Internacional 
El Dorado de Bogotá –principal terminal 
aérea internacional y con mayor flujo de 
pasajeros en Colombia–, ocupó el primer 

145	  Ministerio del Interior de Colombia. Decreto 
412 de 16 de marzo de 2020. Por el cual se dictan normas 
para la preservación del orden público, la salud pública y se 
dictan otras disposiciones.

146	  Ministerio de Salud de Colombia. Resolución 385 
de 20 de marzo de 2020. Por la cual se declara el estado de 
emergencia sanitaria por causa del Coronavirus COVID-19 
y se dictan medidas para hacer frente al virus.

lugar (14.872 personas inadmitidas). El 
segundo PCM en el que más se produjo 
esta dinámica fue el de Paraguachón, ubi-
cado en la frontera entre Colombia y Ve-
nezuela, en el departamento de La Gua-
jira (2.400 personas inadmitidas). A esta 
última cifra se suman las inadmisiones 
ocurridas en el puerto terrestre de Arauca 
–departamento de Arauca– (1.483 perso-
nas), el Puesto Fluvial de Puerto Inírida –
departamento de Guainía– (636 personas 
–la cifra que no contempla datos de enero 
a marzo del 2023–) y el PCM de Cúcuta 
–departamento de Norte de Santander– 
(477 personas), todos ubicados en la fron-
tera con Venezuela. Así las cosas, se tiene 
que un total de 4.996 personas fueron in-
admitidas en los puntos fronterizos entre 
Colombia y Venezuela en el periodo en 
cuestión. Se trata de una cifra alta tenien-
do en cuenta dos aspectos: (i) el cierre 
fronterizo entre ambos Estados durante, 
aproximadamente, siete años147; (ii) la cre-
ciente crisis migratoria venezolana148.

Para alimentar el análisis se hace necesa-
rio conocer el país de origen de las per-
sonas objeto de rechazo entre el 01 de 
enero de 2016 y el 31 marzo de 2023. 
Al respecto, la UAEMC compartió las si-
guientes cifras:

147	  France 24, “Colombia y Venezuela reabren su 
frontera tras siete años de distanciamiento”, france24.com, 
26 de septiembre de 2022. Disponible en: https://www.
france24.com/es/am%C3%A9rica-latina/20220926-co-
lombia-y-venezuela-se-disponen-a-reabrir-su-fron-
tera-tras-siete-a%C3%B1os-de-crispaci%C3%B3n

148	  El Espectador, “Los cambios en el flujo migratorio 
venezolano”, elespectador.com, 23 de febrero de 2024. 
Disponible en: https://www.elespectador.com/mundo/
america/los-cambios-en-el-flujo-migratorio-venezolano/ 
El País, “La crisis de Venezuela desnuda los vacíos de la 
política migratoria en Colombia”, elpais.com, 04 de agosto 
de 2024. Disponible en: https://elpais.com/america-colom-
bia/2024-08-05/la-crisis-de-venezuela-desnuda-los-va-
cios-de-la-politica-migratoria-en-colombia.html

https://www.france24.com/es/am%C3%A9rica-latina/20220926-colombia-y-venezuela-se-disponen-a-reabrir-su-frontera-tras-siete-a%C3%B1os-de-crispaci%C3%B3n
https://www.france24.com/es/am%C3%A9rica-latina/20220926-colombia-y-venezuela-se-disponen-a-reabrir-su-frontera-tras-siete-a%C3%B1os-de-crispaci%C3%B3n
https://www.france24.com/es/am%C3%A9rica-latina/20220926-colombia-y-venezuela-se-disponen-a-reabrir-su-frontera-tras-siete-a%C3%B1os-de-crispaci%C3%B3n
https://www.france24.com/es/am%C3%A9rica-latina/20220926-colombia-y-venezuela-se-disponen-a-reabrir-su-frontera-tras-siete-a%C3%B1os-de-crispaci%C3%B3n
https://www.elespectador.com/mundo/america/los-cambios-en-el-flujo-migratorio-venezolano/
https://www.elespectador.com/mundo/america/los-cambios-en-el-flujo-migratorio-venezolano/
https://elpais.com/america-colombia/2024-08-05/la-crisis-de-venezuela-desnuda-los-vacios-de-la-politica-migratoria-en-colombia.html
https://elpais.com/america-colombia/2024-08-05/la-crisis-de-venezuela-desnuda-los-vacios-de-la-politica-migratoria-en-colombia.html
https://elpais.com/america-colombia/2024-08-05/la-crisis-de-venezuela-desnuda-los-vacios-de-la-politica-migratoria-en-colombia.html
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Nota: la UAEMC no explicó qué países están incluidos en la opción “Otros (no especificado)”. 
Fuente: Elaboración propia de la Red-LEM
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A partir de lo anterior, se obtiene que las personas de nacionalidad venezolana son 
las que más se han enfrentado a medidas de inadmisión al territorio colombiano por 
parte de la UAEMC en el periodo objeto de reporte, a pesar del conocimiento inter-
nacional que existe sobre la necesidad de protección internacional que poseen más 
de un millón de personas de origen venezolano, aún en la actualidad149.

Aunque esto podría tener justificaciones por parte de la autoridad migratoria, lo 
cierto es que el Estado colombiano debería tomar medidas con enfoque diferencial, 
de derechos y en observancia de la situación de vulnerabilidad en la que se encuen-
tran millones de personas provenientes de Venezuela, sin que en ningún caso estas 
resultaren contrarias a sus derechos fundamentales, incluido el derecho a buscar y 
recibir asilo. En concordancia con esto, y tal y como lo indicó la CIDH en su informe 
Personas refugiadas y migrantes provenientes de Venezuela –compartiendo la posi-
ción del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW)–, 
“[n]o debe perderse de vista, además, que las mujeres y niñas refugiadas son más 
vulnerables a la trata y necesitan protección internacional, especialmente contra la 
devolución” (negrilla fuera del texto)150.

3.	 La inadmisión de personas con necesidad de protección 

internacional

Cuando se trata de esta categoría de personas con necesidad de protección inter-
nacional el Estado está en la obligación de permitir su entrada al territorio nacional 
para así proceder con la valoración de tales necesidades especiales. En efecto, estas 
personas “no pueden ser rechazadas en la frontera, puestos de control migratorio, 
incluidos los aeropuertos, sin un análisis adecuado de su solicitud”151. Por lo anterior, 
tampoco es procedente que se condicione su acceso al territorio bajo la presenta-
ción de documentos de identidad o documentos de viaje. Tales barreras resultarían 
siendo contrarias al derecho a buscar y recibir asilo. A la luz de la CIDH,

149	  ACNUR, “Llamamiento de emergencia. Situación de Venezuela”, junio de 2024. Disponible en: https://www.
acnur.org/emergencias/situacion-de-venezuela Plataforma de Coordinación Interagencial para Refugiados y Migrantes 
de Venezuela (R4V), “RMRP 2024. Actualización”, 06 de diciembre de 2023. Disponible en: https://www.r4v.info/es/
rmrp2024update?utm_source=rmrp_microsite&utm_medium=button&utm_campaign=documental DW, “Poco apoyo in-
ternacional a la crisis migratoria venezolana”, dw.com, 09 de diciembre de 2022. Disponible en: https://www.dw.com/es/
la-crisis-migratoria-venezolana-recibe-poco-apoyo-internacional/a-64048914 

150	  CIDH, “Personas refugiadas y migrantes provenientes de Venezuela”, 20 de julio de 2023, oas.org. Disponible 
en:https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/2023/informe-migrantesVenezuela.pdf

151	  CIDH, “Debido proceso en los procedimientos para la determinación de la condición de persona refugiada y 
apátrida, y el otorgamiento de protección complementaria”, oas.org, 05 de agosto de 2020. Disponible en: https://www.
oas.org/es/cidh/informes/pdfs/debidoproceso-es.pdf

https://www.acnur.org/emergencias/situacion-de-venezuela
https://www.acnur.org/emergencias/situacion-de-venezuela
https://www.r4v.info/es/rmrp2024update?utm_source=rmrp_microsite&utm_medium=button&utm_campaign=documental
https://www.r4v.info/es/rmrp2024update?utm_source=rmrp_microsite&utm_medium=button&utm_campaign=documental
https://www.dw.com/es/la-crisis-migratoria-venezolana-recibe-poco-apoyo-internacional/a-64048914
https://www.dw.com/es/la-crisis-migratoria-venezolana-recibe-poco-apoyo-internacional/a-64048914
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/2023/informe-migrantesVenezuela.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/debidoproceso-es.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/debidoproceso-es.pdf
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[P]ara hacer efectivo el acceso a[l] te-
rritorio, permitiendo, por consiguien-
te, que las personas con necesidades 
de protección internacional tengan la 
posibilidad de hacer la solicitud para 
obtenerla, es imprescindible que se 
garanticen los siguientes estánda-
res: el no rechazo en frontera; la pro-
hibición de expulsiones colectivas; 
la no sanción por ingreso irregular y 
la no detención migratoria (negrilla 
fuera del texto)152.

Ahora bien, es de anotar que ni el De-
creto 1067 de 2015, ni la Guía de Trata-
miento Especial para Algunos Migrantes, 
incluyen una valoración expresa de qué 
ocurre si, por ejemplo, es una persona 
con necesidad de protección internacio-
nal la que intenta ingresar al territorio 
nacional cuando carece de la documen-
tación legalmente exigida para el ingre-
so, de documento de viaje o documento 
de identidad (causal N° 1 de inadmisión 
al territorio colombiano mencionada 
previamente). Por el contrario, el Decre-
to 1067 de 2015 sí es explícito en indi-
car que estar incursa en una causal de 
inadmisión puede impedirle a la persona 
la continuidad del trámite de solicitud de 
refugio153.

A propósito de tal incongruencia, es me-
nester resaltar que no existe mayor cla-
ridad de (i) cuáles son las medidas que 

152	  CIDH. Debido proceso en los procedimientos 
para la determinación de la condición de persona refugia-
da.

153	  Presidencia de la República. Decreto 1067 de 
2015. Artículo 2.2.3.1.3.2: “(…) Una vez el interesado haya 
presentado su solicitud de refugio y, siempre que no se en-
cuentre incurso en una causal de inadmisión que impida 
su trámite, la Unidad Administrativa Especial Migración 
Colombia expedirá un salvoconducto de permanencia (…)” 
(negrilla fuera del texto).

toma la UAEMC para descartar que la 
persona objeto de una posible medida 
de inadmisión tenga necesidad de pro-
tección internacional; y (ii) cuál es el con-
ducto que sigue y qué situaciones tiene 
en consideración ante la identificación 
de estos perfiles. 

En la respuesta que otorgó la UAEMC a 
la Red-LEM a estas preguntas –deriva-
da del mencionado derecho de petición 
enviado en abril de 2023–, informó que 
el principio de discrecionalidad guberna-
mental para definir el ingreso y perma-
nencia de las personas de nacionalidad 
extranjera en el país está “sometido a la 
vigencia superior de los derechos cons-
titucionales fundamentales y al respeto 
inderogable de los derechos humanos 
(…)”154. También aclaró que las medidas 
migratorias que se toman son resultado 
de un procedimiento en el que se respeta 
el debido proceso y que toda actuación 
administrativa 

siempre tendrá un mínimo grado de 
discrecionalidad o de libertad de acción, 
sujeta al principio de legalidad, el seña-
lamiento de un conjunto de parámetros 
legales y constitucionales que permitan 
salvaguardar el control jurisdiccional de 
su ejercicio en aras de impedir que el 
desenvolvimiento de dicha potestad se 
transforme en un actuar arbitrario.

De igual forma, la UAEMC le indicó a 
la Red-LEM que en la adopción de sus 
medidas migratorias tiene en cuenta el 
principio de no devolución, limitándose 

154	  Respuesta otorgada por la UAEMC a la Red de 
Litigio Estratégico en Migración (Red-LEM) el 04 de mayo 
de 2023, vía correo electrónico.
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a citar el artículo 4, numeral 11, de la Ley 2136 de 2021155, pero no a explicar cómo 
hacen al interior de la institución para garantizar la comprensión, aplicación y respe-
to de tal principio por parte de los y las funcionarias.

En consecuencia, aunque es indiscutible que en virtud del principio de no devolu-
ción las personas con necesidad de protección internacional no deberían ni podrían 
ser objeto de inadmisión, lo cierto es que se puede presumir que se están generan-
do interpretaciones contrarias a este principio por parte de la autoridad migratoria. 
Ciertamente, no solamente la citada norma reglamentaria del proceso de solicitud 
de reconocimiento de la condición de persona refugiada (Decreto 1067 de 2015) 
permite hacer tal conjetura, sino que –como mencionado precedentemente– desde 
la Red-LEM se han conocido casos en los que la UAEMC inadmitió a personas con 
necesidad de protección internacional por carecer de la documentación legalmente 
exigida para el ingreso al país, llevando a cabo retornos forzados que pusieron en 
riesgo sus vidas, entre otros derechos.

B.	La deportación y expulsión: medidas sancionatorias 
administrativas

Dentro del derecho interno se ha establecido que la deportación156 y la expulsión157, 
siendo sanciones administrativas diferentes, deberán proceder mediante resolución 
motivada y, contra ambas decisiones, proceden los respectivos recursos en sede 
administrativa. A la luz de la Corte Constitucional, una vez la autoridad migratoria 
determina que a una persona se le debe abrir un procedimiento administrativo san-
cionatorio por infracciones al régimen migratorio, con independencia de su estatus 
migratorio, debe siempre garantizarle el debido proceso y, por ende, los siguientes 

155	  Congreso de la República. Por medio de la cual se establecen las definiciones, principios y lineamientos para 
la reglamentación y orientación de la Política Integral Migratoria del Estado Colombiano - PIM, y se dictan otras disposi-
ciones.

156	  Presidencia de la República. Decreto 1067 del 26 de mayo de 2015. Artículo 2.2.1.13.1.2.

157	  Presidencia de la República. Artículo 2.2.1.13.2.1.
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elementos158:

1.	 Respetar el derecho a la defensa y a la contradicción, presuponiendo que las 
personas deben conocer y comprender el trámite en el cual están involucradas.

2.	 El proceso sancionatorio debe desarrollarse –desde que comienza hasta su re-
solución (incluidos los recursos de instancia)– en un plazo razonable. Es decir 
que no sólo debe adelantarse sin dilaciones injustificadas, sino también tenerse 
en cuenta que la celeridad en el trámite no puede anular de ninguna manera el 
ejercicio del derecho a la defensa y la contradicción.

3.	 El Estado debe asistir con un traductor(a) o intérprete a toda persona que no 
comprenda o hable con suficiencia el idioma en el que se adelanta el proceso 
administrativo sancionatorio.

4.	 Durante el curso del proceso la autoridad migratoria deberá valorar las circuns-
tancias familiares de la persona extranjera, en especial cuando el grupo familiar 
se encuentra integrado por personas menores de edad.

5.	 La autoridad migratoria debe motivar de manera suficiente el acto administrativo 
mediante el cual resuelve sancionar a la persona, ya sea con deportación o expul-
sión, exponiendo las razones de manera clara, detallada y precisa.

No atender los estándares nacionales e internacionales de derechos humanos que 
son aplicables en situaciones de deportación o expulsión puede ser violatorio de 
los derechos fundamentales de la(s) persona(s) objeto de la medida, tal fue el caso 
de las siete personas provenientes de Venezuela objeto de expulsión colectiva159 en 
2019160. 

En lo que respecta las personas con necesidad de protección internacional, así como 
en el caso de las inadmisiones, más allá de la afirmación que hace la UAEMC de 
respetar el debido proceso y de tener en cuenta el principio de no devolución, tam-
poco hay mayor claridad de: (i) cuáles son las medidas que toma para descartar que 
la persona objeto del proceso administrativo sancionatorio tiene necesidad de pro-
tección internacional; y (ii) cuál es el conducto que aplica y qué situaciones tiene en 
consideración ante la materialización de tal escenario.

De igual forma, podrá proceder la expulsión de personas extranjeras cuando, a juicio de la UAEMC, estas realicen ac-
tividades que atenten contra la seguridad nacional, el orden público, la salud pública, la tranquilidad social, la seguridad 
pública o existan informaciones de que estas personas representan un riesgo para lo anterior (Presidencia de la República. 
Decreto 1067 del 26 de mayo de 2015. Artículo 2.2.1.13.2.2.).

158	  Corte Constitucional. Sentencia SU-397 del 19 de noviembre de 2021. M.P. Alejandro Linares Cantillo. Dis-
ponible en: https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU397-21.htm

159	  Prohibida por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 22.9.

160	  Corte Constitucional. Sentencia SU-397 del 19 de noviembre de 2021.

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU397-21.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU397-21.htm
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II.	 Las personas con necesidad 
de protección internacional en 
Colombia

A.	Proceso para solicitar el reconocimiento de la con-
dición de refugiada

Por medio del Decreto 1067 de 2015161 se ha reconocido explícitamente que exis-
ten determinados grupos de personas en contexto de movilidad forzada externa 
que tienen necesidad de protección internacional y, de manera consecuente, tienen 
derecho a solicitar el reconocimiento de la condición de refugiadas. Dicha necesidad 
se deriva de los peligros que enfrentan en sus países de origen o residencia habitual, 
situación que les imposibilita a regresar dado que, por las circunstancias que les mo-
tivaron a huir, no pueden o no quieren acogerse a la protección nacional. Con base 
en lo anterior, pueden solicitar el reconocimiento jurídico del estatus de refugiadas. 

A propósito de lo anterior, es necesario tener en cuenta que el reconocimiento de 
la condición de persona refugiada tiene carácter declarativo y no constitutivo, con-
forme lo ha indicado la Corte IDH162; es decir que la persona adquiere la calidad de 
refugiada con la ocurrencia de los hechos que dan lugar a tal estatus (contenidos 
en las normas internacionales y regionales que regulan la materia)163. Sin embargo, 
para el reconocimiento jurídico o formal de tal condición, se debe surtir el proceso 
administrativo de reconocimiento de la condición de refugiada para que, en conse-
cuencia, la persona acceda a los derechos que la respectiva norma le otorga.

Las personas que pueden solicitar el reconocimiento de la condición de refugiadas 
en Colombia son aquellas que:

1.	 Debido a fundados temores de ser perseguidas por motivos de raza, religión, 
nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se 
encuentren fuera del país de su nacionalidad y no puedan o, a causa de dichos 
temores, no quieran acogerse a la protección de tal país; o que, careciendo de 
nacionalidad y hallándose, a consecuencia de tales acontecimientos, fuera del 

161	  Artículo 2.2.3.1.1.1.

162	  Corte IDH. Caso Familia Pacheco Tineo vs Bolivia. OC 25 de 2018.

163	  CIDH, “Debido proceso en los procedimientos para la determinación de la condición de persona refugiada y 
apátrida, y el otorgamiento de protección complementaria”. OEA/Ser.L/V/II. Doc. 255 (2020), párr. 13.
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país donde antes tuvieran su residen-
cia habitual, no puedan o, a causa de 
dichos temores, no quieran regresar a 
él.

2.	 Se hubieran visto obligadas a salir 
de su país porque su vida, seguridad 
o libertad han sido amenazadas por 
violencia generalizada, agresión ex-
tranjera, conflictos internos, violación 
masiva de los derechos humanos u 
otras circunstancias que hayan per-
turbado gravemente al orden público.

3.	 Tengan razones fundadas para creer 
que estarían en peligro de ser some-
tidas a tortura u otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes en 
caso de que se procediera a la expul-
sión, devolución o extradición al país 
de su nacionalidad o, en el caso que 
carezcan de nacionalidad, al país de 
residencia habitual.

Las anteriores tres categorías se ajustan 
a lo descrito en la Convención sobre el 
Estatuto de los Refugiados de 1951, la 
Declaración de Cartagena sobre Refugia-
dos de 1984 y la Convención contra la 
Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes de 1984, res-
pectivamente. 

Una vez la persona con necesidad de 
protección internacional tiene claridad 
de que desea solicitar refugio en Colom-
bia, se surtirán las siguientes etapas den-
tro del procedimiento administrativo164:

164	  Presidencia de la República. Decreto 1067 de 
2015. Artículo 2.2.3.1.3.2. al 2.2.3.1.6.21.

1.	 Presentación de la 
solicitud:

La persona formaliza su intención de 
ser reconocida formalmente como refu-
giada exponiendo su situación al Grupo 
Interno de Trabajo de Determinación de 
la Condición de Refugiado (GIT Refugio) 
del MRE –que hace las veces de secreta-
ría técnica de la Comisión Asesora para 
la Determinación de la Condición de Re-
fugiado (en adelante CONARE)165–. Este 
proceso no exige que la persona solici-
tante esté representada por profesional 
del derecho.

1.1.	  Solicitud de personas que están 

ingresando por las fronteras terres-

tres, puertos o aeropuertos:

En estos casos la solicitud de refugio se 
debe presentar ante la UAEMC, entidad 
que deberá remitir la solicitud al MRE 
(haciendo uso del Formato MVF.59 So-
licitud de condición de refugiado o asi-
lado de la UAEMC166) por el medio físi-
co o electrónico disponible, dentro de 
un término máximo de veinticuatro (24) 
horas siguientes a la recepción de la so-

165	  Autoridad nacional encargada de analizar y es-
tudiar los casos de reconocimiento de la condición de 
persona refugiada, además de autorizar a la UAEMC la 
expedición de los salvoconductos de permanencia SC-2 a 
solicitantes de refugio mientras se estudia su solicitud y se 
toma una decisión de fondo.

166	  Unidad Administrativa Especial Migración Co-
lombia, “Guía de Tratamiento especial para algunos mi-
grantes (Inadmitidos, deportados, expulsados, repatriados, 
polizones, náufragos y colombianos en condición de Retor-
no)”, versión 7, sin fecha, pg. 37.
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licitud. Una vez la persona interesada 
“haya presentado su solicitud de refugio 
y, siempre que no se encuentre incurs[a] 
en una causal de inadmisión que impida 
su trámite” (negrilla fuera del texto)167, 
la UAEMC le expedirá un salvoconducto 
de permanencia SC-2 que será válido por 
cinco (5) días hábiles. En este término la 
persona deberá ratificar o ampliar su so-
licitud por cualquier medio físico o elec-
trónico disponible, ante el despacho del 
viceministro de Asuntos Multilaterales.

Si la persona no ratifica o amplía su soli-
citud, la CONARE recomendará el recha-
zo de la solicitud mediante acto adminis-
trativo. Asimismo, le deberá informar a 
la UAEMC dentro del día hábil siguiente 
al vencimiento del mencionado salvo-
conducto “para que tome las medidas 
migratorias correspondientes” (negrilla 
fuera del texto)168. Esto permite aducir 
que la personas con necesidad de pro-
tección internacional puede ser, en con-
secuencia, objeto de un procedimiento 
administrativo sancionatorio169.

1.2.	  Solicitud de personas que están 

en tránsito en PCM:

La norma establece que la UAEMC no 
podrá recibir solicitudes de reconoci-
miento de la condición de refugiadas a 
personas que se encuentren en tránsito 

167	  Presidencia de la República. Decreto 1067 de 
2015. Artículo 2.2.3.1.3.2.

168	  Presidencia de la República.

169	  Para más información sobre el procedimiento ad-
ministrativo sancionatorio de la UAEMC, se puede consul-
tar la Resolución 2357 del 29 de septiembre de 2020.

en PCM170. Esto constituye para ellas una 
desprotección, por ejemplo, al estar en 
zonas de tránsito171, ya que se desconoce 
la vulnerabilidad en la que se encuentran 
al tener necesidad de protección inter-
nacional. Es así como se observa que el 
Estado colombiano omite sus obligacio-
nes respecto de las personas con necesi-
dad de protección internacional en estas 
circunstancias, aparentemente, bajo el 
entendido de que, al estar en tránsito, 
no están en el territorio nacional –aun 
cuando son zonas en las que ejerce vigi-
lancia y control migratorio–.

1.3.	  Solicitud de personas que ya se 

encuentran en el territorio nacional:

Si la persona ya se encuentra en el terri-
torio nacional, deberá presentar su solici-

170	  Presidencia de la República. Decreto 1067 de 
2015. Artículo 2.2.3.1.3.2.

171	  No existe una definición dentro del ordenamien-
to jurídico colombiano sobre qué son las zonas de tránsi-
to, también conocidas como zonas internacionales, zonas 
de espera, o zonas estériles. No obstante, en el Decreto 
1067 de 2015, artículo 2.2.1.11.2.1., se define el tránsi-
to fronterizo como: “el paso circunstancial de personas 
residentes en las localidades fronterizas a Colombia, que 
autoriza al extranjero para movilizarse dentro de la zona 
fronteriza colombiana y por los sitios determinados por el 
Gobierno Nacional. Los requisitos, procedimiento y trámite 
del tránsito fronterizo serán reglamentados mediante acto 
administrativo por parte de la Unidad Administrativa Es-
pecial Migración Colombia”. Aun así, no hay claridad de la 
conceptualización de estas zonas. En general, se pueden 
encontrar en puertos y aeropuertos y son “zonas previas o 
posteriores al control estatal de frontera”. Del Valle Gálvez, 
Alejandro. 2005. “Las zonas internacionales o zonas de 
tránsito de los Aeropuertos, ficción liminar fronteriza”, Re-
vista Electrónica de Estudios Internacionales (REEI) ISSN-e 
1697-5197, Nº. 9. Disponible en: https://dialnet.unirioja.
es/servlet/articulo?codigo=1143400

https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=1143400
https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=1143400
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tud mediante un formulario172 dispuesto 
para tal fin, dentro de los dos (2) meses 
siguientes a su entrada al país. Es posible 
presentar la solicitud pasado este tiem-
po, pero la persona deberá presentar una 
justificación sobre la extemporaneidad, 
la cual será analizada por la CONARE. En 
la práctica se ha observado que esta últi-
ma suele rechazar las solicitudes presen-
tadas después de dos (2) años –o más– 
de permanencia en el territorio nacional, 
aunque no exista fundamento normativo 
alguno.

2.	 Comunicación de 
admisión de la solicitud 
de refugio: 

Después de radicada la solicitud de refu-
gio, un(a) funcionario(a) del MRE revisa si 
cumple con los requisitos formales para 
ser admitida a estudio. Si se encuentra 
que hace falta cumplir alguno de los re-
quisitos, se le informará a la persona que 

172	  Para la presentación de solicitudes de refugio el 
MRE estableció que, a partir del 2 de mayo de 2023, sólo 
se reciben las solicitudes enviadas mediante el formula-
rio establecido a solicitudesentramite@cancilleria.gov.co. 
El formulario es el DP-FO-273 Formulario de solicitud de 
reconocimiento de la condición de refugiado. En caso de 
que desee incluir a personas beneficiarias, la persona so-
licitante deberá diligenciar también el DP-FO-274 Formu-
lario para incluir beneficiarios en una solicitud de recono-
cimiento de la condición de refugiado. Su adopción –y la de 
todos los formularios creados desde entonces– carece de 
fundamento normativo y se exigió su uso a través de un co-
municado publicado en la página web del MRE. Asimismo, 
se debe tener en cuenta que no existen versiones de estos 
formularios traducidas a otros idiomas, lo cual constituye 
una barrera de acceso al procedimiento para personas que 
no sean hispanohablantes. Los formularios se encuentran 
disponibles para ser descargados en la página web de la 
entidad, en el siguiente enlace: https://www.cancilleria.
gov.co/determinacion-condicion-refugiado.

debe completarla para poder ser admi-
tida; hecho esto, se comunicará la deci-
sión de admisión. En caso de que no se 
cumplan los requisitos o la persona no 
los subsane, la CONARE puede decidir 
rechazar el estudio de la solicitud.

3.	 Autorización de 
expedición del 
salvoconducto de 
permanencia SC-2 por 
situación de refugio: 

Cuando la solicitud es admitida para su 
estudio, la CONARE autoriza a la UAEMC 
la expedición de un salvoconducto de 
permanencia SC-2 por trámite de refu-
gio173, el cual deberá ser reclamado ante 
esta última entidad por la persona solici-
tante y sus beneficiarios(as), en caso de 
haberlos(as). El salvoconducto tiene una 
vigencia de ciento ochenta (180) días 
calendario y puede ser prorrogado por 
periodos iguales hasta que haya una de-
cisión de fondo sobre el reconocimiento 
de la condición de persona refugiada174.

Este documento le permite a la persona 
permanecer de forma regular en el país y 
transitar por este mientras se estudia su 
solicitud, así como ser afiliada al sistema 
de salud. Sin embargo, es un documento 
muy limitado para acceder a otros dere-

173	  El salvoconducto de permanencia SC-2 tiene 
consignado el siguiente motivo de expedición: “para re-
solver situación de refugio”.

174	  Presidencia de la República. Decreto 1067 de 
2015. Artículo 2.2.1.11.4.9.

mailto:solicitudesentramite@cancilleria.gov.co
https://www.cancilleria.gov.co/determinacion-condicion-refugiado
https://www.cancilleria.gov.co/determinacion-condicion-refugiado
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chos, por ejemplo, no habilita a la persona a ejercer actividades laborales en Colom-
bia.

4.	 Citación a entrevista a la persona solicitante:

Durante el proceso la CONARE citará a una o varias entrevistas, según necesidad, 
a la persona175. El objetivo es determinar el temor fundado y ampliar o aclarar los 
hechos narrados en la solicitud de refugio; también es el momento para presentar, si 
se desea, más pruebas que den cuenta de la necesidad de protección internacional. 
La entrevista es realizada por un(a) funcionario(a) del MRE y se debe poder realizar 
en un idioma diferente al español, en caso de que se requiera, en aras de respetar las 
garantías del debido proceso.

5.	 Decisión de fondo (reconocer o no la condición de persona 
refugiada): 

Después de analizar la solicitud presentada y las respuestas dadas en la entrevista, la 
CONARE debe emitir una recomendación al MRE –que no tiene carácter vinculan-
te–, sobre si la persona debe o no ser reconocida jurídicamente como refugiada. De 
considerarse que debe serle reconocido tal estatus, el MRE lo comunicará a través 
de un acto administrativo que así lo declare. Además, se le expedirá un Documento 
de Viaje a la persona refugiada y a sus beneficiarios(as), en el que se estampará la 
Visa de Migrante (tipo M) de Refugiado176.

En caso contrario, mediante acto administrativo se le notificará a la persona su no 
reconocimiento como refugiada y los motivos por los cuales se tomó esa decisión. 
También se comunicará la decisión de no reconocimiento a la UAEMC, entidad que 
cancelará el salvoconducto de permanencia SC-2 vigente y emitirá uno nuevo que 
tendrá una validez de hasta treinta (30) días calendario. En este periodo de tiempo la 
persona deberá salir del territorio nacional o sujetarse a las normas y medidas migra-
torias correspondientes, por lo que puede ser objeto, por ejemplo, de una sanción 
administrativa migratoria.

175	  Puede ser presencial (en las instalaciones del MRE) o virtual (en las instalaciones de la UAEMC). En este último 
escenario la Red-LEM ha identificado que las entrevistas no se llevan a cabo en espacios seguros ni confidenciales; por el 
contrario, se ubica a las personas en espacios en los que está transitando constantemente personal de la UAEMC.

176	  Ministerio de Relaciones Exteriores. Resolución 5477 del 22 de julio de 2022. Artículo 73.
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6.	 Presentación de recursos administrativos y/o solicitud de 
intervención judicial por no reconocimiento de la condición de 
persona refugiada: 

Frente a la decisión negativa de reconocimiento de la condición de persona refu-
giada procede recurso de reposición, el cual es resuelto por el mismo MRE. Si este 
no resuelve la situación de manera favorable, pero aún hay argumentos para indicar 
que se debe reconsiderar la decisión, la persona podrá acudir al medio de control 
de nulidad y restablecimiento del derecho177. Este llegará, eventualmente, a conoci-
miento de un Juez Contencioso Administrativo que podrá declarar la nulidad de lo 
actuado y tomar las medidas necesarias para que el derecho se restablezca. En casos 
particulares, si durante el trámite y/o en la decisión se considera que hubo vulnera-
ciones de uno o varios derechos fundamentales, es posible acudir a la presentación 
de una acción de tutela178, la cual llega a conocimiento de un Juez Constitucional179.

B.	Procedimiento de identificación de personas con 
necesidad de protección internacional por parte de 
la autoridad migratoria

Mediante respuesta al ya mencionado derecho de petición enviado en abril de 2023, 
la UAEMC le informó a la Red-LEM que para identificar si una persona requiere pro-
tección internacional aplica los criterios contenidos en los siguientes documentos: (i) 
Resolución 1243 del 05 de junio de 2021, expedida por la UAEMC, la cual modifica 
la Política Internacional de Derechos Humanos de la entidad; (ii) Guía interna de Pro-
cedimientos, Acciones y Estrategias de Intervención en Derechos Humanos, versión 
3 –de la cual no se tiene claridad sobre la fecha de expedición–; y (iii) Decreto 1067 de 
2015 que, como ya se ha mencionado, entre otros, reglamenta el procedimiento para 
el reconocimiento de la condición de persona refugiada.

La Política Internacional de Derechos Humanos de la UAEMC es reconocida formal-
mente como parte del texto que integra la Resolución 1243 de 2021 y se dirige a los 
y las funcionarias de la entidad, quienes están en la obligación de asegurar su estricto 

177	  Congreso de la República de Colombia. Ley 1437 de 2011. Artículo 138.

178	  Constitución Política de Colombia. Artículo 86.

179	  Para más información sobre la intervención del juez constitucional en materia de refugio y protección inter-
nacional en Colombia, se recomienda revisar: Vanegas Herrera, Laura Vanessa. (2023). «Derecho Fundamental De Asi-
lo: Avances y vacíos de protección en la jurisdicción constitucional de Colombia». Iuris Dictio 32 (32):14. https://doi.
org/10.18272/iu.i32.3003.

https://doi.org/10.18272/iu.i32.3003
https://doi.org/10.18272/iu.i32.3003
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cumplimiento. La Política tiene por objeti-
vo garantizar que los procesos misionales 
y administrativos de la entidad se lleven a 
cabo bajo el pleno respeto y garantía de 
los derechos humanos de todas las per-
sonas y en concordancia con los múltiples 
instrumentos internacionales ratificados 
y suscritos por el Estado colombiano so-
bre la materia180, reconociéndose, entre 
otras, las normas internacionales y re-
gionales sobre protección internacional. 
La Política reconoce claramente que se 
debe promover una atención migratoria 
con enfoque diferencial (aunque no ex-
plica qué significa esto y cómo se hace), 
así como refiere taxativamente los dere-
chos que tienen las personas en contex-
to de movilidad internacional, entre los 
cuales se encuentran: libertad personal y 
libre circulación; no discriminación; igual-
dad; defensa; asilo; garantías procesales; 
intimidad y buen nombre; presunción de 
inocencia; no devolución; asistencia de un 
intérprete del idioma “en la medida de las 
posibilidades”181.

180	  A nivel internacional destaca, por ejemplo: la 
Convención sobre el Estatuto de los Refugiados (1951) y 
el Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados (1967); la 
Convención para Reducir los Casos de Apatridia (1961); la 
Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Cru-
eles, Inhumanos o Degradantes (1984); la Convención 
sobre los Derechos del Niño (1989). A nivel regional la 
Política hace mención de: la Convención de los Estados 
Americanos sobre Asilo Político (1935); el Tratado de los 
Estados Americanos sobre Asilo Político y Refugio (1939); 
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre (1948); la Convención Interamericana sobre Asi-
lo Territorial (1954); la Convención Interamericana sobre 
Asilo Diplomático (1954); la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos –también conocida como el Pacto de 
San José de Costa Rica– (1969); y la Declaración de Cart-
agena sobre Refugiados (1984). A su vez, dicha Política 
resalta varias normas de orden interno que reconocen ga-
rantías y derechos a personas en contexto de movilidad 
humana forzada internacional. 

181	  Unidad Administrativa Especial Migración Co-
lombia, “Política Institucional de Derechos Humanos”, pg. 
23.

Por su parte, la Guía de Procedimientos, 
Acciones y Estrategias de Intervención 
en Derechos Humanos hace, entre otras, 
un abordaje sobre (i) las STM y (ii) la pro-
tección internacional. Respecto de las 
STM, las define como aquellos

Espacios físicos dotados de las con-
diciones necesarias y establecidas 
por el Derecho Internacional para 
la retención preventiva temporal de 
extranjeros a quienes se le apliquen 
medidas de inadmisión, deportación, 
expulsión o en aquellos casos que se 
requiera la verificación migratoria de 
ciudadanos nacionales y extranjeros 
o ciudadanos nacionales deportados 
a Colombia, garantizando el cumpli-
miento de la Ley y el respeto de los 
derechos humanos182.

De conformidad con la UAEMC, en es-
tas salas no puede pernoctar una perso-
na solicitante de refugio, pues estas “son 
utilizadas para otros fines”183, por lo que 

182	  Unidad Administrativa Especial Migración Co-
lombia, “Guía de Procedimientos, Acciones y Estrategias de 
Intervención en Derechos Humanos”, pg. 77. El objetivo es 
que en las STM las personas puedan recibir un trato hu-
mano bajo el pleno respeto de su dignidad y derechos hu-
manos. Con base en ello, la Guía indica que en estas salas 
se deben ofrecer “los servicios necesarios para prestar 
una adecuada atención a los migrantes que las ocuparán 
transitoriamente en procura de respetar sus derechos”. 
Tales servicios son: “verificación migratoria, diagnóstico 
médico, asistencia legal, comunicación con un abogado, 
representante consular y sus familiares, intérprete de idi-
oma (en la medida de las capacidades), comodidad, acceso 
a televisión, lectura, descanso y servicios sanitarios” (Uni-
dad Administrativa Especial Migración Colombia, “Guía de 
Procedimientos, Acciones y Estrategias de Intervención en 
Derechos Humanos”, pg. 4). Sin embargo, en los casos que 
ha conocido la Red-LEM estos servicios no se están pro-
porcionando.

183	  Unidad Administrativa Especial Migración Co-
lombia, “Guía de Procedimientos, Acciones y Estrategias de 
Intervención en Derechos Humanos”, pg. 77.
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cuando se presenten esos casos, “se de-
berá articular con la institución compe-
tente”184, aunque no se especifica cuál es 
tal institución. Además de esto, con re-
lación a la descripción que se hace de la 
protección internacional, en la mencio-
nada Guía se abordan: (i) los conceptos 
de asilo y refugio; (ii) el principio de no 
devolución y su excepción; (iii) las con-
diciones que debe reunir una persona 
para ser reconocida como refugiada y las 
características del proceso de recono-
cimiento de la condición de refugiada –
conforme al Decreto 1067 de 2015–; (v) 
el procedimiento que deben llevar a cabo 
los y las funcionarias de la UAEMC cuan-
do identifican casos de personas con ne-
cesidad de protección internacional; (vi) 
los aspectos generales a tener en cuenta 
sobre la materia.

Con relación al primer punto, dentro de 
la Guía no se tiene en cuenta en el desa-
rrollo de los conceptos de asilo y refugio, 
los perfiles mencionados por la Declara-
ción de Cartagena sobre Refugiados de 
1984, ni tampoco se adaptan las defi-
niciones desarrolladas por la Ley 2136 
de 2021 para distinguir el concepto de 
asilo del de refugio. Si bien en otra sec-
ción de la Guía se menciona el artículo 
2.2.3.1.1.1 del Decreto 1067 de 2015185 
o la Declaración en cuestión, es preciso 
anotar que, en el abordaje específico de 
estos conceptos, la Guía debería ser cla-
ra para los y las funcionarias que la con-

184	  Unidad Administrativa Especial Migración Co-
lombia, Guía de Procedimientos.

185	  Artículo que define a quiénes aplicará el concep-
to de persona refugiada en Colombia conforme a la Con-
vención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, la 
Declaración de Cartagena sobre Refugiados de 1984 y la 
Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Cruel-
es, Inhumanos o Degradantes de 1984.

sulten y no dar lugar a confusiones.

Sobre el segundo elemento, aunque 
en la Guía se incluye una definición del 
principio de no devolución –conforme 
a lo estipulado en la Convención sobre 
el Estatuto de los Refugiados de 1951–, 
el análisis que se hace se queda corto y 
tampoco se explica, como se ha indicado 
previamente, cómo aplicar el principio. 
Por ejemplo, a través de esta Guía se de-
bería aclarar a los y las funcionarias de la 
UAEMC que a personas con necesidad 
de protección internacional no les debe-
ría ser aplicable, por regla general, una 
medida administrativa de inadmisión.

Con relación a la excepción aplicable al 
principio de non-refoulement, de con-
formidad con el inciso 2 del artículo 33 
de la mencionada Convención, se hace 
explícito en la Guía que la interpreta-
ción debe ser restrictiva y que no será 
aplicable cuando la devolución “pueda 
conllevar un riesgo sustancial de tortura 
o trato cruel, inhumano o degradante”186. 
Aun así, la Red-LEM conoció el caso de 
personas con necesidad de protección 
internacional que fueron inadmitidas por 
la UAEMC y enviadas a un país en el que, 
según su testimonio, sus vidas corrían un 
gravísimo peligro. Aunque en la Guía se 
explicita que el rechazo en frontera de 
personas que requieren que se analice su 
situación de desprotección puede gene-
rar al Estado graves consecuencias, con 
los casos en comento se puede afirmar 
que la premisa a veces no es tenida en 
cuenta por la autoridad migratoria.

186	  Unidad Administrativa Especial Migración Co-
lombia, “Guía de Procedimientos, Acciones y Estrategias de 
Intervención en Derechos Humanos”, pg. 73.
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Sobre el procedimiento que deben lle-
var a cabo los y las funcionarias de la 
UAEMC cuando están ante una persona 
con necesidad de protección internacio-
nal, la Guía da una explicación muy gené-
rica de lo que se debe hacer187. En efecto, 
no se explica en detalle, por ejemplo: (i) 
cómo se pueden identificar estos perfiles 
y los factores de riesgo –particularmen-
te cuando se trata de personas que des-
conocen su derecho a solicitar y recibir 
asilo188–; (ii) la clase de preguntas que se 
pueden/deben hacer para evitar revic-
timizaciones, pero que sean tendientes 
a identificar la necesidad de protección 
internacional; (iii) el enfoque diferencial 
y de derechos que debe ser aplicado y 
cómo hacerlo.

187	  La Guía se limita a mencionar los ocho pasos a 
cumplir: (i) diligenciar el formato MV.59 (formato Solicitud 
de condición de refugiado o asilado); (ii) cuando se trate 
de niños, niñas y adolescentes –acompañados(as) o no–, 
se debe informar al Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (ICBF), solicitar apoyo de la Policía de Infancia y 
Adolescencia, y dar aplicabilidad al principio del interés su-
perior de niño(a); (iii) remitir el formato MV.59 a la Secre-
taría Técnica del Viceministerio de Asuntos Multilaterales 
del MRE y comunicar al Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Refugiados (ACNUR) dentro de las veintic-
uatro (24) horas siguientes al arribo de la persona al país; 
(iv) explicar a la persona solicitante de refugio los derechos 
y obligaciones que tiene; (v) comunicarle a Pastoral Social 
(opcional) y/o al ACNUR la situación, con el fin de brindarle 
alojamiento y comida a la persona solicitante de refugio; 
(vi) expedir salvoconducto de permanencia SC-2 de cinco 
(5) días de vigencia; (vii) expedir salvoconducto de perma-
nencia SC-2 de tres (3) meses de vigencia (no se ha hecho 
la actualización en la Guía: vigencia actual es de seis (6) 
meses, de conformidad con el artículo 2.2.1.11.4.9. del De-
creto 1067 de 2015); (viii) efectuar consulta ante la Ofici-
na de Asuntos Multilaterales del MRE para que indique la 
conveniencia de que la persona se pueda movilizar en caso 
de que requiera trasladarse a Bogotá para realizar algún 
trámite relacionado con su solicitud (Unidad Administrativa 
Especial Migración Colombia, Guía de Procedimientos, pg. 
78-80).

188	  Si bien es cierto que en un comienzo es la persona 
quien manifiesta interés en ser reconocida como refugiada, 
los derechos de aquellas que ignoran la figura de la protec-
ción internacional y el procedimiento no deben ser objeto 
de desconocimiento por la mera falta de información.

En línea con lo anterior, en la Guía tam-
poco se enfatiza en la necesidad de que 
los y las funcionarias de la UAEMC brin-
den información previa sobre la figura 
de la protección internacional y los de-
rechos que tienen las personas con ne-
cesidad de protección internacional para 
que puedan tomar decisiones informa-
das. Según la Guía, esta información so-
lamente se brinda cuando la UAEMC ya 
le ha tomado a la persona la solicitud de 
reconocimiento como refugiada y la ha 
remitido al MRE189.

Asimismo, a pesar de que en la Guía de 
Tratamiento Especial para Algunos Mi-
grantes se estipula muy brevemente el 
trámite a seguir cuando la persona de na-
cionalidad extranjera tiene la calidad de 
náufraga o polizón y solicita protección 
internacional, las herramientas dadas en 
los lineamientos internos de la entidad 
para contribuir a la atención apropiada 
de personas con necesidad de protec-
ción internacional –con independencia 
de si son o no náufragas o polizones–, no 
son muy claras ni específicas. No es su-
ficiente con mencionar que el principio 
de no devolución es “la piedra angular 
del sistema internacional de protección 
al refugiado”190 si no se explica a los y las 
funcionarias cómo actuar frente a casos 
de personas que tienen necesidad de 
protección internacional y cómo aplicar 
el principio.

Finalmente, sobre los aspectos generales 

189	  Unidad Administrativa Especial Migración Co-
lombia, Guía de Procedimientos, pg. 79.

190	  Unidad Administrativa Especial Migración Co-
lombia, “Guía de Tratamiento especial para algunos mi-
grantes (Inadmitidos, deportados, expulsados, repatriados, 
polizones, náufragos y colombianos en condición de Retor-
no)”, versión 7, sin fecha, pg. 37.
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a tener en cuenta sobre la protección internacional, la UAEMC reconoce explíci-
tamente en la Guía de Procedimientos, Acciones y Estrategias de Intervención en 
Derechos Humanos que191:

1.	 Se debe respetar el principio de no devolución.

2.	 Es una obligación primordial de las autoridades migratorias y de quienes ejercen 
las funciones de policía migratoria auxiliar, asegurar la adecuada identificación 
de personas con necesidades de protección internacional y admitirlas a un pro-
cedimiento.

3.	 En todos los casos en los que se identifican necesidades de protección interna-
cional, debe darse intervención a la autoridad especializada en materia de perso-
nas refugiadas (nuevamente, no se especifica cuál es esa autoridad).

4.	 El rechazo en frontera de personas que hubieran requerido que se analice su 
situación de desprotección, puede generar al Estado graves consecuencias en el 
ámbito interno e internacional.

5.	 Las autoridades migratorias tendrán en cuenta que la persona solicitante de pro-
tección internacional puede ser: (i) cualquiera que pretenda ingresar al país, bien 
sea a bordo de una embarcación, aeronave u otro medio de transporte, en cali-
dad de migrante (náufrago, polizón, pasajero o tripulante); (ii) mayor o menor de 
edad; y (iii) que solicite la protección del Estado colombiano.

Al ser una Guía dirigida a los y las funcionarias de la UAEMC, esta debería dar todas 
las claridades posibles y necesarias para el abordaje del tema. También debería con-
tar con algún anexo de análisis de contexto de los principales países de origen de 
las personas que llegan al territorio nacional, así como un protocolo que establezca, 
claramente y en detalle, de qué manera se debe abordar a aquellas que tienen nece-
sidad de protección internacional.

191	  Unidad Administrativa Especial Migración Colombia, Guía de Procedimientos, pg. 80.
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III.	 La situación de derechos de 
personas con necesidad de 
protección internacional en 
Colombia

A.	Personas inadmitidas o rechazadas en su ingreso al 
territorio

La Red-LEM ha conocido desde el 2022, casos de inadmisión de personas con ne-
cesidad de protección internacional, en la zona de tránsito del Aeropuerto Interna-
cional El Dorado de Bogotá, de personas de nacionalidades camerunesa, congoleña, 
cubana, egipcia, etíope, ghanesa, marfileña, somalí, turca y venezolana.

A manera ilustrativa, se destaca el caso de una persona cubana a quien la UAEMC 
rechazó su ingreso al país en la zona internacional del Aeropuerto Internacional El 
Dorado a pesar de tener necesidad de protección internacional. Una vez la persona 
logró recibir asesoría192, presentó una solicitud de reconocimiento de la condición 
de refugiada. La solicitud fue rechazada para estudio por el MRE y, ante la negativa, 
la persona acudió a la jurisdicción constitucional mediante acción de tutela, obte-
niendo decisiones favorables en primera y segunda instancia. Debido a lo anterior, 
se le ordenó al MRE que admitiera la solicitud de refugio de la persona. Sin embargo, 
y pese a las decisiones judiciales favorables que hubo, meses después, el MRE re-
chazó la solicitud de refugio porque, a su juicio, la persona solicitante había inducido 
en error a la institución y había abusado de la figura de refugio al presentar la solici-
tud en una zona de tránsito internacional.

Asimismo, se conoció el caso de dos personas de Etiopía del mismo sexo que, siendo 
pareja, se vieron forzadas a abandonar su país de origen yendo en busca de protec-
ción internacional. En el país al que llegaron hicieron solicitudes de visa para Colom-
bia, pero cuando pasaron el control migratorio en el territorio nacional les dijeron 
que eran falsas, lo que conllevó que la UAEMC decidiera su inadmisión. Las perso-
nas manifestaron que fueron engañadas respecto de la validez de sus visas; ade-

192	  La Red-LEM ha identificado que no es muy fácil para las personas que están en zona de tránsito en los aeropuer-
tos internacionales recibir asesoría jurídica. En el caso en descripción, se identificó que el hecho de ser hispanohablante 
y tener la posibilidad de contactar personas que le enlazaran con otras instituciones, fue clave para que se facilitara el 
acompañamiento jurídico a la persona.
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más, ninguna de las dos hablaba español, 
situación que dificultó que entendieran 
el proceso de rechazo que se estaba sur-
tiendo. A las personas no se les asignó 
un(a) traductor(a) que les permitiera co-
municarse fácilmente, por lo que una vez 
lograron recibir asesoría jurídica, esta se 
brindó en inglés (idioma que no domina-
ban mucho). Pese a las barreras que se 
presentaron por el idioma, en la asesoría 
se identificó claramente que su necesi-
dad de protección internacional perma-
necía. Aun así, e ignorando las constan-
tes manifestaciones que hicieron sobre 
el grave riesgo que corrían sus vidas e in-
tegridades, fueron devueltas después de 
permanecer alrededor de dos semanas 
en la zona de tránsito del aeropuerto. Es 
destacable mencionar que en este caso 
el MRE se negó a recibir la solicitud de 
refugio por motivos que se desconocen. 
La Red-LEM no tuvo más información de 
qué ocurrió con las personas después de 
su retorno forzado.

También se tuvo conocimiento del caso 
de tres mujeres de un país del continen-
te africano con necesidad de protección 
internacional que fueron inadmitidas por 
haber presentado visas falsas para ingre-
sar al territorio, según la UAEMC; el pro-
cedimiento administrativo fue llevado a 
cabo en un corto tiempo y las mujeres 
fueron devueltas a un tercer Estado, en 
donde las regresaron a su país de origen. 
Al momento de conocer el caso, se pre-
sentó una acción de tutela con el fin de 
que la UAEMC permitiera la radicación 
de una solicitud de reconocimiento de 
la condición de refugiadas, aun estando 
retenidas en el Aeropuerto Internacional 
y, además, que se les autorizara salir de 
allí para dar continuidad al procedimien-

to. No obstante, para cuando llegaron 
las decisiones judiciales las mujeres ya 
estaban fuera del territorio nacional. Ac-
tualmente está pendiente conocer la de-
cisión de la Corte Constitucional193.

Como se ha revelado a través de dife-
rentes reportajes periodísticos194, el nú-
mero de personas provenientes de Áfri-
ca con destino hacia los Estados Unidos 
de América (EE.UU.) –en tránsito por 
Colombia dentro de su recorrido migra-
torio–, ha estado en aumento195. Las ra-
zones que lo justifican son diversas. Sin 
embargo, al revisar los relatos que han 
compartido algunos medios de comuni-
cación, se puede presumir que varias de 
ellas podrían tener necesidad de protec-
ción internacional. Incluso, se ha identifi-
cado que muchas han estado vinculadas 
a redes de tráfico de migrantes196. En la 
misma línea, según expuso la Defensoría 
del Pueblo, 

[E]ntre enero y el 15 de mayo del 2024 
cruzaron la selva fronteriza (entre Co-

193	  El caso fue seleccionado por la Corte Consti-
tucional para revisión el 30 de julio de 2024.

194	  Por ejemplo, se pueden consultar los reportajes 
de The New York Times sobre “La ‘ruta de lujo’ hacia EE. 
UU. para los migrantes africanos” (disponible en: https://
www.nytimes.com/es/2024/02/29/espanol/ruta-mi-
grantes-africanos-bogota-estados-unidos.html) o “EE. UU. 
recibe más migrantes africanos desde que Europa reforzó 
sus fronteras” (disponible en: https://www.nytimes.com/
es/2024/01/09/espanol/estados-unidos/migrantes-afri-
canos.html).

195	  The New York Times, “La ‘ruta de lujo’ hacia EE. 
UU. para los migrantes africanos”, 29 de febrero de 2024, 
nytimes.com. Disponible en: https://www.nytimes.com/
es/2024/02/29/espanol/ruta-migrantes-africanos-bogo-
ta-estados-unidos.html

196	  El Tiempo, “Cancillería dice que no hay relación 
entre exención de visas y migración africana”, 21 de diciem-
bre de 2023, eltiempo.com. Disponible en: https://www.el-
tiempo.com/politica/gobierno/cancilleria-explica-las-cau-
sas-de-los-migrantes-africanos-en-colombia-837624

https://www.nytimes.com/es/2024/02/29/espanol/ruta-migrantes-africanos-bogota-estados-unidos.html
https://www.nytimes.com/es/2024/02/29/espanol/ruta-migrantes-africanos-bogota-estados-unidos.html
https://www.nytimes.com/es/2024/02/29/espanol/ruta-migrantes-africanos-bogota-estados-unidos.html
https://www.nytimes.com/es/2024/01/09/espanol/estados-unidos/migrantes-africanos.html
https://www.nytimes.com/es/2024/01/09/espanol/estados-unidos/migrantes-africanos.html
https://www.nytimes.com/es/2024/01/09/espanol/estados-unidos/migrantes-africanos.html
https://www.nytimes.com/es/2024/02/29/espanol/ruta-migrantes-africanos-bogota-estados-unidos.html
https://www.nytimes.com/es/2024/02/29/espanol/ruta-migrantes-africanos-bogota-estados-unidos.html
https://www.nytimes.com/es/2024/02/29/espanol/ruta-migrantes-africanos-bogota-estados-unidos.html
https://www.eltiempo.com/politica/gobierno/cancilleria-explica-las-causas-de-los-migrantes-africanos-en-colombia-837624
https://www.eltiempo.com/politica/gobierno/cancilleria-explica-las-causas-de-los-migrantes-africanos-en-colombia-837624
https://www.eltiempo.com/politica/gobierno/cancilleria-explica-las-causas-de-los-migrantes-africanos-en-colombia-837624
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lombia y Panamá), de acuerdo con Mi-
gración Colombia, 175.851 personas 
susceptibles a la condición de refugio 
y con necesidad de protección inter-
nacional. Del total, 118.397 eran ve-
nezolanos; 13.814, haitianos; 15.182, 
ecuatorianos, y 9404, chinos. El resto de 
la cifra la conformaron personas prove-
nientes de países africanos y del Caribe 
(negrilla fuera del texto)197.

Lo cierto es que el fenómeno migrato-
rio en exposición debería ser analizado 
y tratado por el Estado colombiano con 
un enfoque diferencial y de derechos, 
asegurándose de otorgar las debidas ga-
rantías a las personas con necesidad de 
protección internacional, así como de 
respetar sus derechos fundamentales. 
La respuesta de este no debería ser, en 
ningún caso, actuar de manera contraria 
a sus derechos y necesidades, como ha 
venido ocurriendo.

En relación con todo lo anterior, la Red-
LEM le consultó a la UAEMC mediante 
derecho de petición, en febrero de 2024, 
cuál fue el número total de solicitudes 
de reconocimiento de la condición de 
persona refugiada que recibió cuando 
las personas estaban ingresando al país 
por todos los puertos migratorios (entre 
el 01 de enero del 2014 y el 31 de ene-
ro de 2024). La autoridad migratoria no 
respondió. Sin embargo, especificó que 
entre el 2017 –sin puntualizar la fecha 
exacta– y el 31 de enero de 2024, expi-

197	  Defensoría del Pueblo, “El Gobierno Nacio-
nal debe avanzar en la implementación de la políti-
ca integral migratoria”, defensoria.gov.co, 29 de mayo 
de 2024. Disponible en: https://www.defensoria.gov.
co/-/-el-gobierno-nacional-debe-avanzar-en-la-imple-
mentaci%C3%B3n-de-la-pol%C3%ADtica-integral-migra-
toria-#:~:text=Entre%20enero%20y%20el%2015,con%20
necesidad%20de%20protecci%C3%B3n%20internacional.

dió 104.423 salvoconductos de perma-
nencia SC-2 “Para resolver situación de 
Refugio”. También indicó –sin puntualizar 
la fecha exacta– que entre 2017 y 2023 
expidió 471 salvoconductos de perma-
nencia SC-2 “Refugiados (Decreto 1598 
del 22 de septiembre 1995 ART. 14>)”. 
Sobre este último tipo de salvoconduc-
tos SC-2, no queda claridad de a qué se 
refiere la UAEMC, principalmente por-
que el decreto que citó fue derogado en 
2002198.

De la respuesta dada por la UAEMC a la 
Red-LEM al mismo derecho de petición, 
quedan otras inquietudes que también 
generan preocupación sobre la forma 
como la autoridad migratoria está en-
tendiendo la figura de la protección in-
ternacional. En efecto, la UAEMC indicó 
que, entre 2017 –sin puntualizar la fe-
cha exacta– y el 31 de enero de 2024, 
expidió 5.672 “salvoconductos motivo 
refugio, según país de nacionalidad” a 
personas colombianas. Esto es alarman-
te y contradictorio dado que, por las ca-
racterísticas de la figura de la protección 
internacional, una persona no puede 
solicitar refugio/asilo en su propio país. 
Asimismo, es inquietante que después 
de Venezuela, Colombia sea el segundo 
país de nacionalidad de las personas ti-
tulares a las que más se expidieron sal-
voconductos de permanencia SC-2 por 
solicitud de refugio.

198	  Ministerio de Relaciones Exteriores. Decreto 
2450 del 30 de octubre de 2002. Artículo 24.
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B.	Las expulsiones ma-
sivas de personas co-
lombianas desde los 
EE.UU.

Desde enero de 2023 se ha tenido cono-
cimiento de expulsiones masivas de per-
sonas colombianas desde los EE.UU. En 
mayo del mismo año el, en su momento, 
director de la UAEMC, Carlos Fernando 
García Manosalva, reconoció que “[…] 
hoy en día recibimos ocho vuelos sema-
nales, cuando en gobiernos anteriores 
no se recibía más de un vuelo al mes”199. 
Hasta el mismo mes, se reportó que al-
rededor de 80.000 personas –aproxima-
damente 17.000 semanales– habían sido 
enviadas a Colombia en avión, llegando 
al Aeropuerto Internacional El Dorado de 
Bogotá200. Algunas de estas declararon a 
los medios de comunicación que las au-
toridades de los EE.UU. les trataron de 
manera inhumana y degradante201.

El 18 de mayo de 2023 se llevó a cabo 

199	  El Tiempo, “Colombianos expulsados desde 
EE.UU. que aterrizaron en Bogotá denuncian agresiones”, 
11 de mayo de 2023. Disponible en: https://www.eltiempo.
com/bogota/colombianos-expulsados-desde-ee-uu-ater-
rizan-en-bogota-denuncian-agresiones-767400#:~:-
text=Sobre%20las%2010%20a.%20m.%20del,viola-
ciones%20a%20sus%20derechos%20fundamentales.

200	  Revista Semana, “Las alarmantes cifras de colom-
bianos que están siendo expulsados de Estados Unidos: de 
enero a la fecha van más de 80.000, ¿por qué razón?”, 20 de 
mayo de 2023. Disponible en: https://www.semana.com/
politica/articulo/las-alarmantes-cifras-de-colombianos-
que-estan-siendo-expulsados-de-estados-unidos-de-ene-
ro-a-la-fecha-van-mas-de-80000-por-que-razon/202315/

201	  Revista Semana, “Los principales motivos por 
los que los colombianos son deportados de Estados Uni-
dos”, 30 de mayo de 2023. Disponible en: https://www.
semana.com/mundo/articulo/los-principales-moti-
vos-por-los-que-los-colombianos-son-deportados-de-es-
tados-unidos/202312/

la Audiencia Pública Proposición N° 009 
Fenómeno migratorio en el país en la Co-
misión Segunda o de Relaciones Interna-
cionales de la Cámara de Representan-
tes. En esta, Elisabeth Castañeda, una de 
las colombianas en el exterior que brindó 
su narrativa para la contextualización en 
la audiencia, denunció que la autoridad 
migratoria norteamericana ubicada en la 
frontera sur ha cometido violaciones de 
derechos humanos contra personas con 
necesidad de protección internacional, 
las cuales han sido, entre otras, arresta-
das y puestas en centros de detención202. 
Lenar Gómez, otro de los participantes, 
denunció la crítica situación de miles de 
personas que están siendo expulsadas 
desde EE.UU. y afirmó también que es-
tas medidas sancionatorias están tenien-
do lugar bajo la figura de retornos segu-
ros, sin que haya un análisis individual de 
cada caso y sin que las personas hayan 
tenido la oportunidad de ejercer su dere-
cho a la defensa203.

Una de las barreras actuales es que no 
existen cifras oficiales que den cuenta 
de la gravedad de la situación, razón por 
la cual tampoco existe claridad de cuán-
tas de las personas afectadas han tenido 
necesidad de protección internacional. 
Sin embargo, esta dinámica se ha segui-

Infobae, “Otro vuelo con migrantes colombianos expulsa-
dos de Estados Unidos llegó a Bogotá: les dijeron que los 
iban a llevar a un albergue”, 11 de mayo de 2023. Disponible 
en: https://www.infobae.com/colombia/2023/05/11/
otro-vuelo-con-migrantes-colombianos-expulsados-de-
estados-unidos-llego-a-bogota-les-dijeron-que-los-iban-a-
llevar-a-un-albergue/

202	  Congreso de la República. Comisión Segunda o 
de Relaciones Internacionales de la Cámara de Represen-
tantes, “Audiencia: política integral migratoria 18-05-2023”, 
video de YouTube, 19:14, 18 de mayo de 2023. Disponible 
en: https://www.youtube.com/watch?v=UYnz6FAfgX0

203	  Congreso de la República. Ver minuto 21:23.

https://www.semana.com/politica/articulo/las-alarmantes-cifras-de-colombianos-que-estan-siendo-expulsados-de-estados-unidos-de-enero-a-la-fecha-van-mas-de-80000-por-que-razon/202315/
https://www.semana.com/politica/articulo/las-alarmantes-cifras-de-colombianos-que-estan-siendo-expulsados-de-estados-unidos-de-enero-a-la-fecha-van-mas-de-80000-por-que-razon/202315/
https://www.semana.com/politica/articulo/las-alarmantes-cifras-de-colombianos-que-estan-siendo-expulsados-de-estados-unidos-de-enero-a-la-fecha-van-mas-de-80000-por-que-razon/202315/
https://www.semana.com/politica/articulo/las-alarmantes-cifras-de-colombianos-que-estan-siendo-expulsados-de-estados-unidos-de-enero-a-la-fecha-van-mas-de-80000-por-que-razon/202315/
https://www.semana.com/politica/articulo/las-alarmantes-cifras-de-colombianos-que-estan-siendo-expulsados-de-estados-unidos-de-enero-a-la-fecha-van-mas-de-80000-por-que-razon/202315/
https://www.semana.com/mundo/articulo/los-principales-motivos-por-los-que-los-colombianos-son-deportados-de-estados-unidos/202312/
https://www.semana.com/mundo/articulo/los-principales-motivos-por-los-que-los-colombianos-son-deportados-de-estados-unidos/202312/
https://www.semana.com/mundo/articulo/los-principales-motivos-por-los-que-los-colombianos-son-deportados-de-estados-unidos/202312/
https://www.semana.com/mundo/articulo/los-principales-motivos-por-los-que-los-colombianos-son-deportados-de-estados-unidos/202312/
https://www.semana.com/mundo/articulo/los-principales-motivos-por-los-que-los-colombianos-son-deportados-de-estados-unidos/202312/
https://www.infobae.com/colombia/2023/05/11/otro-vuelo-con-migrantes-colombianos-expulsados-de-estados-unidos-llego-a-bogota-les-dijeron-que-los-iban-a-llevar-a-un-albergue/
https://www.infobae.com/colombia/2023/05/11/otro-vuelo-con-migrantes-colombianos-expulsados-de-estados-unidos-llego-a-bogota-les-dijeron-que-los-iban-a-llevar-a-un-albergue/
https://www.infobae.com/colombia/2023/05/11/otro-vuelo-con-migrantes-colombianos-expulsados-de-estados-unidos-llego-a-bogota-les-dijeron-que-los-iban-a-llevar-a-un-albergue/
https://www.infobae.com/colombia/2023/05/11/otro-vuelo-con-migrantes-colombianos-expulsados-de-estados-unidos-llego-a-bogota-les-dijeron-que-los-iban-a-llevar-a-un-albergue/
https://www.infobae.com/colombia/2023/05/11/otro-vuelo-con-migrantes-colombianos-expulsados-de-estados-unidos-llego-a-bogota-les-dijeron-que-los-iban-a-llevar-a-un-albergue/
https://www.youtube.com/watch?v=UYnz6FAfgX0
https://www.youtube.com/watch?v=UYnz6FAfgX0
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do presentado pues, como lo indicó un 
medio de comunicación, durante las dos 
primeras semanas de diciembre de 2023 
se realizaron más de 30 vuelos con desti-
no a países de Centroamérica, Colombia, 
Ecuador y Venezuela tras la expulsión 
de múltiples personas (la cifra de perso-
nas afectadas es desconocida)204, lo cual 
también fue reportado por otro medio 
en octubre de 2024205. A pesar de la falta 
de datos cuantitativos, se podría afirmar 
que la autoridad migratoria de los EE.UU. 
ha incurrido en la violación de derechos 
fundamentales de personas expulsadas 
y ha incumplido lo establecido en el De-
recho Internacional de los Derechos Hu-
manos.

En efecto, EE.UU. está sujeto a las obli-
gaciones contenidas en la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre de acuerdo con la Carta de 
la OEA, el Estatuto de la CIDH (artículo 
20) y el Reglamento de la CIDH (artículo 
51). EE.UU. “es parte de la Organización 
de Estados Americanos desde el 19 de 
junio de 1951, fecha en que depositó su 
instrumento de ratificación de la Carta 
de la OEA, y está sometido a la jurisdic-
ción de la CIDH desde 1959, año en el 
que se creó este órgano”206. Sin embar-
go, con las expulsiones masivas llevadas 

204	  El Tiempo, “Estados Unidos realizó vuelos de 
expulsión de familias a Colombia esta semana”, 15 de dic-
iembre de 2023. Disponible en: https://www.eltiempo.
com/mundo/eeuu-y-canada/estados-unidos-realizo-vue-
los-de-expulsion-de-familias-y-adultos-a-colombia-es-
ta-semana-835649

205	  El Nuevo Herald, “Siguen las deportaciones ma-
sivas de EEUU con vuelos de expulsión a estos países de 
América Latina”, 08 de octubre de 2024. Disponible en: 
https://www.elnuevoherald.com/noticias/acceso-miami/
asuntos-legales/article293653009.html

206	  CIDH, “Informe de Admisibilidad No. 134/11, Pe-
tición 1190-06, Trabajadores Migrantes Indocumentados. 
Estados Unidos”, 20 de octubre de 2011.

a cabo durante el último año y medio, se 
han desconocido los derechos allí conte-
nidos, así como lo regulado por el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Po-
líticos y lo establecido por el Comité de 
Derechos Humanos207.

C.	La protección espe-
cial de niñas, niños 
y adolescentes con 
necesidad de protec-
ción internacional

Para realizar un abordaje de la situación 
de derechos de niñas, niños y adolescen-
tes con necesidad de protección interna-
cional se debe tener claridad de la dife-
rencia de conceptos entre quienes están 
acompañadas(os) y quienes no. Las pri-
meras son aquellas personas menores de 
edad que se encuentran bajo el amparo 
de sus padres o tutores legales o habitua-
les en el territorio extranjero. Mientras 
que las segundas son personas menores 
de edad que están fuera de su país de 
origen o residencia habitual, separadas 
de ambos padres, otros parientes, o de 
personas adultas que puedan encargarse 
de su cuidado por ley o costumbre208.

En general, todas las niñas, niños y ado-
lescentes con necesidad de protección 
internacional pasan por una experiencia 
de desarraigo que tiene repercusiones 

207	  Órgano que supervisa la aplicación del Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Políticos por todos los 
Estados parte.

208	  Comité de los Derechos del Niño, Observación 
General No 6: Trato de los menores no acompañados y sep-
arados de su familia fuera de su país de origen, UN Doc. 
CRC/GC/2005/6, 1 de septiembre de 2005, párr. 7.

https://www.eltiempo.com/mundo/eeuu-y-canada/estados-unidos-realizo-vuelos-de-expulsion-de-familias-y-adultos-a-colombia-esta-semana-835649
https://www.eltiempo.com/mundo/eeuu-y-canada/estados-unidos-realizo-vuelos-de-expulsion-de-familias-y-adultos-a-colombia-esta-semana-835649
https://www.eltiempo.com/mundo/eeuu-y-canada/estados-unidos-realizo-vuelos-de-expulsion-de-familias-y-adultos-a-colombia-esta-semana-835649
https://www.eltiempo.com/mundo/eeuu-y-canada/estados-unidos-realizo-vuelos-de-expulsion-de-familias-y-adultos-a-colombia-esta-semana-835649
https://www.elnuevoherald.com/noticias/acceso-miami/asuntos-legales/article293653009.html
https://www.elnuevoherald.com/noticias/acceso-miami/asuntos-legales/article293653009.html
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particulares sobre ellas(os), por esta ra-
zón, las autoridades deben contemplar 
una respuesta diferenciada de protec-
ción209. No hay que perder de vista que 
la experiencia de desarraigo tiene ma-
yores repercusiones en aquellas(os) no 
acompañadas(os)210, pues se ven más 
expuestas(os) a riesgos contra su integri-
dad, seguridad y vida211. Por esta razón, y 
en aras de asegurar la prevalencia de su 
interés superior, pueden ingresar al país 
sin necesidad de presentar ningún docu-
mento212.

Una vez identificadas las niñas, niños y 
adolescentes no acompañadas(os), de-
ben ser referidas(os) al Instituto Colom-
biano de Bienestar Familiar (en adelante 
ICBF) y este último debe acompañarles 
y representarles durante todo el trámi-
te de reconocimiento de la condición de 
refugiadas(os), en caso de que se active 
este procedimiento213. A su vez, el Esta-
do debe buscar y hacer todo lo posible 
por ubicar a su familia de origen o a las 
personas con quienes convivían a la ma-
yor brevedad posible214, pero antes de 
contactarles, el Estado debe hacer un 
delicado análisis del caso y contemplar 
las repercusiones que ello puede conlle-

209	  ACNUR. Buenas Prácticas. Protección diferen-
ciada de niños no acompañados. Opinión Consultiva 21 
CIDH. Cuadro 17. 2014.

210	  ACNUR. Buenas Prácticas.

211	  Sistema Nacional de Bienestar Familiar, “Orient-
aciones para la atención integral de niños, niñas y adoles-
centes migrantes”, febrero de 2020, pg. 26. Disponible en: 
https://dokumen.tips/download/link/orientaciones-para-
la-atencin-integral-de-nios-nias-y-adolescentes-para-la.
html

212	  Sistema Nacional de Bienestar Familiar.

213	  Presidencia de la República. Decreto 1067 de 
2015. Artículo 2.2.3.1.6.5.

214	  Congreso de la República. Ley 1098 de 2006. 
Artículo 41, numeral 35

var para la persona menor de edad.

En concordancia con lo anterior, el trá-
mite de reconocimiento de la condición 
de refugiadas para personas menores de 
edad debe velar por la protección del in-
terés superior del niño215. Asimismo, es 
necesario tener en cuenta que, 

La Corte [IDH] concuerda con el Co-
mité de los Derechos del Niño en 
cuanto a que “[e]l retorno al país de 
origen sólo podrá contemplarse en 
principio si redunda en el interés su-
perior” por lo que se encuentra pro-
hibido cuando “produce un ‘riesgo 
razonable’ de traducirse en la viola-
ción de los derechos humanos fun-
damentales del [niño, niña o adoles-
cente] y, en particular, si es aplicable 
el principio de no devolución”216.

Por lo anterior, es importante mencionar 
que a la prohibición que existe de “devol-
ver, expulsar, deportar, retornar, rechazar 
en frontera o no admitir, o de cualquier 
manera transferir o remover”217 a meno-
res de edad con necesidad de protección 
internacional –al país de origen o un ter-
cer país–, se le debe agregar la protec-
ción adicional que deben recibir con un 
enfoque de edad y género.

A pesar de los lineamientos que contiene 

215	  Presidencia de la República. Decreto 1067 de 
2015. Artículo 2.2.3.1.6.5.

216	  Corte IDH, Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 
de agosto de 2014. Derechos y garantías de niñas y niños 
en el contexto de la migración y/o en necesidad de pro-
tección internacional, OC-21/14, 19 de agosto de 2014. 
Disponible en: https://www.refworld.org/es/jur/caselaw/
iacrthr/2014/es/101499

217	  Corte IDH, Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 
de agosto de 2014.

https://dokumen.tips/download/link/orientaciones-para-la-atencin-integral-de-nios-nias-y-adolescentes-para-la.html
https://dokumen.tips/download/link/orientaciones-para-la-atencin-integral-de-nios-nias-y-adolescentes-para-la.html
https://dokumen.tips/download/link/orientaciones-para-la-atencin-integral-de-nios-nias-y-adolescentes-para-la.html
https://www.refworld.org/es/jur/caselaw/iacrthr/2014/es/101499
https://www.refworld.org/es/jur/caselaw/iacrthr/2014/es/101499
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la normativa internacional y nacional so-
bre la materia, las niñas, niños y adoles-
centes no acompañadas(os) se enfrentan 
a diversas dificultades en Colombia que 
les causan riesgos de protección, les in-
visibilizan y no permite que se diseñen e 
implementen políticas públicas que res-
pondan a su situación y a sus necesida-
des de protección internacional, cuando 
las hay. Lo anterior puede deberse, entre 
otras, a las siguientes razones. 

En primer lugar, existe un subregistro de 
datos y, por ende, una sub-representa-
ción en las estadísticas, derivado de: (i) 
la falta de coordinación entre las auto-
ridades y los actores que recogen datos 
en terreno, existiendo una fragmenta-
ción de la información disponible218 e in-
coherencia en la misma; (ii) el ingreso al 
país por puntos o pasos no autorizados, 
lo cual impide la toma de datos oficiales. 
Esto, en definitiva, limita el diagnóstico y 
análisis de la situación.

En segundo lugar, se encuentra el des-
conocimiento del derecho fundamental a 
solicitar y recibir asilo, así como del pro-
ceso de reconocimiento de la condición 
de persona refugiada, por parte de algu-
nas de las personas designadas para la 
representación legal de las niñas, niños y 
adolescentes en el trámite. Efectivamen-
te, algunas de las organizaciones que 
hacen parte de la Red-LEM han identifi-
cado en la práctica que hay funcionarios 
y funcionarias del ICBF que carecen de 
claridad sobre el derecho fundamental 
en cuestión, y sobre el procedimiento y 

218	  Departamento Nacional de Planeación. CONPES 
3950. Estrategia para la atención de la migración desde 
Venezuela. 2018. Disponible en: https://colaboracion.dnp.
gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/3950.pdf

las garantías procesales que se deben 
surtir.

En tercer lugar, la duración indetermi-
nada del proceso de solicitud de reco-
nocimiento de la condición de persona 
refugiada también crea escenarios de 
incertidumbre e inseguridad jurídica219 
para las niñas, niños y adolescentes, es-
pecialmente para aquellas(os) no acom-
pañadas(os). Ciertamente, ni el Decreto 
1067 de 2015 ni la Ley 2136 de 2021 
prevén un plazo razonable dentro del 
cual deba surtirse el proceso, ni siquie-
ra cuando hay de por medio niñas, niños 
y adolescentes, sean acompañadas(os) o 
no acompañadas(os)220.

En el caso de personas menores de edad 
con necesidad de protección internacio-
nal provenientes de Venezuela, se des-
taca que las anteriores barreras cons-
tituyen un desincentivo para que las 
autoridades administrativas que tienen 
la custodia, o simplemente conocen del 
caso, opten o sugieran iniciar el proceso 
de solicitud de refugio. En lugar de ello, 
se ha identificado que se tiende a prio-
rizar la solicitud del Permiso por Protec-

219	  Corte Constitucional. Sentencia SU-543 del 05 
de diciembre de 2023. M.P. Paola Andrea Meneses Mos-
quera. Disponible en: https://www.corteconstitucional.
gov.co/Relatoria/2023/SU543-23.htm

220	  Con base en la sentencia SU-543 del 05 de dic-
iembre de 2023, el Gobierno Nacional tiene seis meses 
para diseñar e implementar una Política Pública que resuel-
va la problemática estructural de saturación y congestión 
del trámite. Asimismo, debe llevar a cabo ajustes reglam-
entarios para que, entre otros, se fije “un término proce-
sal máximo para resolver las solicitudes de refugio, el cual 
deberá ponderar la complejidad probatoria de los procesos 
de solicitud de refugio y la situación de vulnerabilidad, así 
como riesgos de afectación de derechos, a los que los so-
licitantes de refugio se enfrentan”.

https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/3950.pdf
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/3950.pdf
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2023/SU543-23.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2023/SU543-23.htm


120

ción Temporal (PPT)221, aunque ambos 
mecanismos respondan a necesidades 
diferentes –protección internacional y 
regularización migratoria, respectiva-
mente– y que sólo en uno se garantice 
explícitamente, por ejemplo, el principio 
de no devolución.

Por otro lado, se ha identificado la des-
protección jurídica que tienden a sufrir 
personas menores de edad nacidas en 
Colombia, hijas de padres extranjeros 
–de nacionalidad diferente a la venezo-
lana222– solicitantes de reconocimiento 
de la condición de refugiados. En efecto, 
estas personas nacidas en Colombia se 
enfrentan a dificultades para el reconoci-
miento de la nacionalidad colombiana por 
nacimiento, pues se exige que sus padres 
–aunque sean solicitantes de reconoci-
miento como refugiados– demuestren 
su domicilio en el país. Este último com-
prende la estancia regular en el territorio 
acompañada del ánimo de permanecer, 
lo cual pueden probar, únicamente, sien-
do titulares de una visa vigente por tres 
(3) años continuos o ininterrumpidos223. 
Este último es un requisito difícil –por no 

221	  El PPT es un documento de identidad que otor-
ga regularización migratoria a determinadas personas de 
nacionalidad venezolana y se deriva del trámite efectua-
do en el marco del Estatuto Temporal de Protección para 
Migrantes Venezolanos (ETPV), un mecanismo de regular-
ización migratoria no relacionado con la figura de la protec-
ción internacional. Para más información, se puede consul-
tar el Decreto 216 del 01 de marzo de 2021 y la Resolución 
971 del 29 de abril 2021, expedida por la UAEMC.

222	  Para el caso de personas hijas de padres 
venezolanos, nacidas en territorio colombiano a partir del 
19 de agosto de 2015, ya se reglamentó –de manera tem-
poral– el reconocimiento de su nacionalidad colombiana 
por nacimiento. Para más información, se puede consultar 
la Resolución 8470 de 2019, modificada parcialmente por 
la Resolución 8617 de 2021 (ambas expedidas por la Regis-
traduría Nacional del Estado Civil).

223	  Congreso de la República de Colombia. Ley 2332 
de 2023. Artículo 4.

decir imposible– de cumplir para un alto 
número de personas solicitantes de re-
fugio, máxime si se tiene en cuenta que 
no pueden obtener una visa en Colombia 
hasta que se determine el resultado de 
su solicitud224.

De igual manera, es importante no perder 
de vista las dificultades que puede en-
frentar esta persona menor de edad para 
que se le reconozca la nacionalidad del 
Estado de origen de sus padres, dado el 
temor fundado por el que estos tuvieron 
que huir y que les puede impedir acer-
carse a las autoridades de su país para 
los diferentes trámites que se requieren.

Si bien la Ley 2332 de 2023 también 
presenta algunas facilidades para que 
las personas que nacieron fuera del te-
rritorio, y fueren reconocidas como apá-
tridas, adquieran la nacionalidad colom-
biana por adopción225, se debe tener en 
cuenta la carga desproporcionada que 
se genera con el mencionado requisito 
del domicilio a las personas solicitantes 
de refugio –principalmente a aquellas de 
nacionalidad diferente a la venezolana– 
que desean que sus hijos(as) nacidos(as) 
en Colombia accedan de manera efectiva 
a una nacionalidad226 y al reconocimiento 
de su personalidad jurídica.

224	  Ministerio de Relaciones Exteriores. Resolución 
5477 de 2022. Artículo 8, parágrafos 1 y 2.

225	  Congreso de la República de Colombia. Ley 2332 
de 2023. Artículo 25.

226	  Ante esta situación, la CIDH ha instado a realizar 
una interpretación flexible del requisito de “estancia reg-
ular”, pues el estatus migratorio de una persona no puede 
ser condición para el otorgamiento de la nacionalidad, ni 
una justificación para privar de este derecho, y aquellos 
que se derivan de este, a estos niños y niñas. CIDH, “Co-
lombia: CIDH saluda nueva ley de nacionalidad”, oas.org, 1 
de noviembre de 2023. Disponible en:
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Por todo lo anterior, es necesario tener presente que el Estado colombiano debe

[P]riorizar el enfoque de los derechos humanos desde una perspectiva que tenga en cuenta 
en forma transversal los derechos de niñas y niños y, en particular, su protección y desarrollo 
integral, los cuales deben primar por sobre cualquier consideración de la nacionalidad o el 
estatus migratorio, a fin de asegurar la plena vigencia de sus derechos227.

En el mismo sentido, el Estado tiene la responsabilidad de

[D]eterminar si se trata de una niña o un niño no acompañado o separado, así como su na-
cionalidad o, en su caso, su condición de apátrida; obtener información sobre los motivos de 
su salida del país de origen, de su separación familiar si es el caso, de sus vulnerabilidades 
y cualquier otro elemento que evidencie o niegue su necesidad de algún tipo de protección 
internacional; y adoptar, en caso de ser necesario y pertinente de acuerdo con el interés 
superior de la niña o del niño, medidas de protección especial228.

Conclusiones
•	 La UAEMC tiene lineamientos internos que le permite a su funcionariado público 

abordar de manera genérica la figura de la protección internacional. Sin embargo, 
estos documentos no son muy claros sobre la aplicabilidad práctica de la figura y 
de sus principios rectores. Además de abordar de manera general –y únicamente 
teórica– la figura, los documentos no están actualizados conforme a la normativ-
idad colombiana vigente.

•	 Aunque en el proceso de control migratorio se debe brindar atención especial-
izada y velar por la protección de determinados grupos poblacionales, desde la 
Red-LEM se ha observado una constante inaplicación del enfoque diferencial y 
la desprotección aplicada a personas con necesidad de protección internacional 
en la zona de tránsito del Aeropuerto Internacional El Dorado.

•	 Uno de los principales desafíos del Estado colombiano en la protección de los 
derechos de las personas con necesidad de protección internacional en con-
textos fronterizos en Colombia, consiste en superar la violación sistemática del 
principio de no devolución y del derecho a buscar y recibir asilo. La respuesta de 
la UAEMC a las dinámicas migratorias no debe traducirse en vulneraciones de 
derechos ni ser contraria a la protección internacional.

https://www.oas.org/es/CIDH/jsForm/?File=/es/cidh/prensa/comunicados/2023/257.asp#:~:text=Washing-
ton%2C%20D.C.%20%2D%20La%20Comisi%C3%B3n%20Interamericana,reducir%20y%20erradicar%20la%20apatrid-
ia.

227	  Corte IDH, Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. Derechos y garantías de niñas y niños en 
el contexto de la migración y/o en necesidad de protección internacional, OC-21/14, 19 de agosto de 2014. Disponible 
en: https://www.refworld.org/es/jur/caselaw/iacrthr/2014/es/101499

228	  Corte IDH, Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014.

https://www.refworld.org/es/jur/caselaw/iacrthr/2014/es/101499
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•	 Con base en los lineamientos internos, la UAEMC comprende que el rechazo en 
frontera de personas que hubieran requerido que se analice su situación de de-
sprotección, puede generar al Estado graves consecuencias en el ámbito interno 
e internacional.

•	 Hasta la fecha se desconoce si, efectivamente, en los aeropuertos internacio-
nales existen las STM. Asimismo, aunque en principio en estas salas no pueden 
pernoctar personas con necesidad de protección internacional, dado que no de-
ben ser objeto de inadmisión –por regla general–, lo cierto es que de los casos 
conocidos por la Red-LEM de aquellas que fueron rechazadas, a ninguna se le 
situó en estas salas, ni tampoco se les aseguró, entre otros, la alimentación, baño 
y cambio de vestuario, y un lugar donde pasar el tiempo en condiciones dignas y 
humanas con respeto a la vida, seguridad y a la integridad personal.

•	 En Colombia se vulnera la garantía del debido proceso a personas que son in-
admitidas al no permitirles impugnar la decisión administrativa tomada, y/o al 
llevarse a cabo procedimientos administrativos que no cumplen con las garantías 
del plazo razonable necesario para poder tener una defensa.

•	 Las personas de nacionalidad venezolana son las que se han visto mayormente 
afectadas con las decisiones administrativas de inadmisión.

Recomendaciones
•	 El Estado colombiano debe trabajar en el fortalecimiento técnico de su funciona-

riado público sobre la comprensión de la figura de la protección internacional y el 
proceso de reconocimiento de la condición de persona refugiada, bajo los princi-
pios del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Asimismo, debe ase-
gurarse de que se lleven a cabo formaciones periódicas tendientes a la garantía 
de derechos de las personas con necesidad de protección internacional. Esto 
incluye a funcionarios(as) del Ministerio Público, la UAEMC, el ICBF, entre otras.

•	 La UAEMC debe diseñar e implementar un protocolo interno más detallado, 
acorde a la realidad y pertinente, que les permita a las autoridades migratorias 
identificar los perfiles de personas con necesidad de protección internacional y 
activar los diferentes canales o vías de protección. Asimismo, debe trabajar en 
la actualización de los lineamientos internos ya existentes y su continua social-
ización.

•	 De conformidad con la Política Institucional de Derechos Humanos de la UAE-
MC, la institución debe tomar todas las medidas tendientes a garantizar que los 
procesos misionales y administrativos de la entidad se lleven a cabo bajo el pleno 
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respeto y garantía de los derechos de todas las personas. Asimismo, debe pro-
mover una atención migratoria con enfoque diferencial y de derechos humanos.

•	 La UAEMC debe fortalecer el ejercicio de socialización de la Política Institucional 
de Derechos Humanos, conforme al mecanismo que contempla la Resolución 
1243 del 09 de junio de 2021. En el mismo sentido, se sugiere la creación de un 
mecanismo similar de socialización de las demás guías y documentos de la insti-
tución que abordan la materia.

•	 El Estado colombiano debe regular mediante ley estatutaria el núcleo esencial 
del derecho fundamental a buscar y recibir asilo, así como los procedimientos y 
recursos tendientes a su protección, en desarrollo del mandato superior y el blo-
que de constitucionalidad. De esta manera se podría contar con un medio idóneo 
para lograr la efectividad del derecho fundamental en cuestión.

•	 El Estado colombiano se debe abstener de manera urgente de incurrir en la vio-
lación del principio internacional de no devolución o non-refoulement.
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4.	Ecuador

En la Constitución de la República del Ecuador se reconoce el derecho a migrar y 
no se puede considerar a ningún ser humano como ilegal por su condición migra-
toria. Además, se reconocen los derechos de asilo y refugio de acuerdo con la ley y 
los instrumentos internacionales de Derechos Humanos229. El Ecuador reconoce y 
garantiza el derecho de las personas a transitar libremente por el territorio nacional, 
a escoger su residencia, así como a entrar y salir libremente del país, cuyo ejercicio 
se regulará conforme a la ley. También garantiza la no devolución de personas a     
aquellos países donde su vida o la de sus familiares se encuentren en riesgo, prohíbe 
la expulsión de colectivos de personas extranjeras y los procesos migratorios de-
berán ser singularizados230. Asimismo, en lo que respecta a las relaciones internacio-
nales, propugna el principio de ciudadanía universal, la libre movilidad humana de 
todos los habitantes del planeta y el progresivo fin de la condición de persona ex-
tranjera como elemento transformador de las relaciones desiguales entre los países, 
especialmente Norte - Sur231. 

En febrero de 2017, se promulgó la Ley Orgánica de Movilidad Humana (en adelante 
LOMH). Esta tiene por objeto regular el ejercicio de los derechos, obligaciones, insti-
tucionalidad y mecanismos vinculados a las personas en movilidad –que comprende 
emigrantes, inmigrantes, personas en tránsito, personas ecuatorianas retornadas, 
quienes requieran de protección internacional y sus familiares–232. Conforme a esta 
Ley, el órgano rector en materia de control migratorio ejerce las competencias de 
registro y control de ingresos y salidas de personas, y define la inadmisión como la 
facultad soberana que tiene el Estado ecuatoriano para negar el ingreso de una per-
sona extranjera en función de una acción u omisión cometida por esta (son catorce 
causales de inadmisión).

Hasta el 2017, el Ecuador se caracterizó por tener una política migratoria de puertas 
abiertas a la movilidad humana reconociendo, hasta ese año, alrededor de 60.000 
personas refugiadas, de las cuales casi el 90% eran de nacionalidad colombiana233. 
No obstante, en el 2018 la región sufrió uno de los desplazamientos masivos más 
importantes de esta última década, conocida como la diáspora venezolana, en virtud 

229	  Constitución de la República del Ecuador, Art. 40 y 41.

230	  Ibid., Art. 66 número 14, incisos 2 y 3.

231	  Ibid., Art. 416 numeral 6.

232	  Ley Orgánica de Movilidad Humana, Art. 1.

233	  Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana. “Histórico Refugiados Reconocidos”. Agosto 2024. 
Disponible en: https://www.cancilleria.gob.ec/wp-content/uploads/2024/09/Infografia-estadistica-de-refugiados-his-
torico-agosto-2024.pdf

https://www.cancilleria.gob.ec/wp-content/uploads/2024/09/Infografia-estadistica-de-refugiados-historico-agosto-2024.pdf
https://www.cancilleria.gob.ec/wp-content/uploads/2024/09/Infografia-estadistica-de-refugiados-historico-agosto-2024.pdf


128

de la cual el país recibió cerca de 5.000 arribos diarios de personas venezolanas234. 
Esto trajo un revés en la política migratoria mediante la adopción de medidas que 
buscaban frenar el flujo masivo e inusual de personas provenientes de este país. Ini-
cialmente, el cambio fue señalado como emergencia migratoria235, estableciéndose 
como requisito previo a su ingreso contar con pasaporte válido con una vigencia 
mínima de seis meses236. Posteriormente, con la pandemia de Covid-19, surgieron 
más cambios en la política migratoria y en la legislación en torno a la protección de 
personas en situación de movilidad, quienes fueron fuertemente afectadas –más 
allá de las repercusiones económicas, las agendas nacionales y regionales que sufri-
eron un impacto social significativo–.

Este documento rescata los esfuerzos del Estado ecuatoriano y, en especial, la ac-
tuación de la defensa pública gratuita en la disminución de brechas de protección a 
través del acceso a la justicia. Además, se enmarca en el estudio de políticas y nor-
mativas adoptadas por el Estado antes, durante y después de la pandemia frente a 
la crisis migratoria, con la finalidad de explicar cómo estas han vulnerado el derecho 
a migrar, buscar y solicitar asilo, a la unidad familiar, entre otros.

A.	Sobre la protección 
internacional

Ecuador, de acuerdo con su legislación interna, reconoce la categoría migratoria de 
visitante temporal a las personas solicitantes de protección internacional (esto es, 
personas extranjeras que se encuentran solicitándole al Estado ecuatoriano ser re-
conocidas como asiladas, refugiadas o apátridas237). A estas personas se les concede 
una visa humanitaria de protección internacional válida por seis meses, hasta que 
cuenten con una resolución en firme sobre su pretensión. Por su parte, a quienes ya 
han sido reconocidas por el Ecuador con tales calidades, se les otorga una visa de 
residencia temporal que autoriza su estadía regular por dos años y es renovable por 
múltiples ocasiones.

A pesar de lo anterior, es de mencionar que existe una dicotomía entre la categoría 
migratoria y la protección internacional. En efecto, en la legislación interna se esta-

234	  El País. “Ecuador restringirá la entrada de venezolanos por la llegada de 4.000 al día”. 18 de agosto de 2018. 
Disponible en: https://elpais.com/internacional/2018/08/17/actualidad/1534500798_245140.html#?prm=

235	  Viceministerio de Movilidad Humana MREMH, Resolución No. 000152, “Informe de flujo migratorio inusual, y 
establecer una emergencia durante el mes de agosto de 2018”.

236	  Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, Acuerdo Ministerial No. 000242 publicado en el (Reg-
istro Oficial 328, 17-IX-2018).

237	  Ley Orgánica de Movilidad Humana, Art. 54, 57, 91 y 60 número 14. 
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blece que el reconocimiento del Esta-
do ecuatoriano constituye un estatuto 
personal de protección internacional in-
dependiente de la condición migratoria 
y habilita a la persona extranjera a ges-
tionar una condición migratoria238. Sin 
embargo, durante el primer proceso ex-
traordinario de regularización migratoria 
en el Ecuador, entre los años de 2019 y 
2022, se extendió la Visa de Residencia 
Temporal de Excepción por Razones Hu-
manitarias (en adelante VERHU)239. Este 
constituye el primer proceso extraor-
dinario de regularización como una vía 
complementaria de protección dirigida 
a personas de nacionalidad venezolana 
que, a la fecha de expedición del Decre-
to Ejecutivo 826, se encontraban en con-
dición migratoria irregular240. El requisito 
del estatus migratorio dificultó que miles 
de solicitantes de refugio de nacionali-
dad venezolana lograran regularizarse en 
este proceso. En otros casos, conllevó la 
renuncia a su condición de solicitantes 
de refugio para acceder a la categoría 
migratoria de      excepción por razones 

238	  Esto quiere decir que el reconocimiento de la 
condición de persona refugiada que hace el Estado ecuato-
riano se considera un estatuto personal –una característica 
intrínseca de la persona– y es independiente de la categoría 
migratoria a la que pueda postular la persona. Por ejemplo, 
la persona refugiada puede optar por una visa de residencia 
temporal o permanente, en caso de cumplir con los req-
uisitos. De no ser así, se le otorga una visa de protección 
internacional.
Ley Orgánica de Movilidad Humana, Art. 54, 57, 91 y 60 
número 14., Art. 91.

239	  Presidencia de la República del Ecuador, Decreto 
Ejecutivo 836, Registro Oficial. Visa de Residencia Tempo-
ral de Excepción por Razones Humanitarias.

240	  Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad 
Humana, Acuerdo Ministerial 0000103 del Ministerio de 
Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, de fecha 27 de 
julio de 2019, “Otórguese la Visa de Residencia Temporal de 
Excepción, por razones humanitarias, en el marco del proceso de 
amnistía migratoria dispuesta mediante Decreto Ejecutivo Nº 
826 de 25 de julio de 2019.

humanitarias (VERHU).

En lo que respecta al dualismo entre asilo 
y refugio, el Ecuador, de manera orgánica, 
ha establecido una diferenciación indica-
tiva de que el asilo (diplomático o terri-
torial) es una potestad discrecional del 
Estado; mientras que la figura del refugio 
es una potestad reglada y declarativa del 
Estado, cuyo procedimiento se enmarca 
bajo los parámetros del debido proceso. 
Sobre el primero, la LOMH, en su Capí-
tulo V, sección II, titulado Asilo, reconoce 
que este último es una potestad sobera-
na y consiste en el amparo o protección 
que el Estado otorga a una persona ex-
tranjera cuya vida, libertad o integridad 
se encuentre en peligro inminente por 
razones de persecución política y delitos 
comunes conexos con los políticos, ge-
nerada desde su Estado de origen o en 
cualquier otro Estado. El asilo puede ser 
solicitado por vía diplomática o territo-
rial241.

Por el contrario, el reconocimiento de la 
condición de persona refugiada (en refe-
rencia al concepto de refugio) tiene na-
turaleza declarativa, civil, humanitaria y 
apolítica242. En tal virtud, no contar con 
el reconocimiento formal que acredita 
dicha condición no implica necesaria-
mente que una persona no sea sujeta de 
protección internacional como refugiada. 
Ciertamente, el reconocimiento de esta 
condición no es una decisión discrecional 
del Estado pues, una vez que una perso-
na cumple con los presupuestos fijados 
en las definiciones de persona refugiada, 
es su obligación brindarle tal protección 

241	  Ley Orgánica de Movilidad Humana, Art. 96.

242	  Ley Orgánica de Movilidad Humana., Art. 98.
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internacional243.

Finalmente, se reconoce que el derecho al asilo no asegura que se deba reconocer 
el estatuto de persona refugiada a la persona solicitante, pero sí que su solicitud 
debe ser tramitada bajo un procedimiento individualizado, con observancia de las 
garantías del debido proceso y bajo estándares constitucionales e internacionales244.

B.	Procedimiento de 
determinación de la condición de 
refugiado

1.	 Solicitud y registro

El procedimiento de determinación de la condición de persona refugiada en el Ecua-
dor inicia con la solicitud. Para ello, la norma prevé que cualquier servidor público 
que conoce sobre una persona con necesidad de protección internacional tiene la 
obligación de remitirla, inmediatamente, a la autoridad competente para el registro 
oportuno. En este caso, se trata del Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad 
Humana (en adelante MREMH), y es la Dirección de Protección Internacional (en 
adelante DPIN) quien se encarga del registro y atención de dicha solicitud.

La persona deberá presentar su solicitud de manera verbal o escrita dentro de los 
noventa días posteriores a su ingreso al territorio nacional. Hasta antes de la pan-
demia, se presentaba de manera presencial en las unidades de protección interna-
cional a nivel nacional ubicadas únicamente en seis ciudades de las 24 provincias 
del país (Quito, Guayaquil, Azogues, Tulcán, Ibarra y Esmeraldas), pero a partir de la 
pandemia, este proceso se digitalizó y se puede enviar la solicitud de refugio a través 
de un formulario en línea245.

En el caso de superar los noventa días mencionados, la máxima autoridad de mo-
vilidad humana, de forma excepcional, por razones de caso fortuito o fuerza mayor 
debidamente comprobadas, podrá aceptar a trámite una solicitud de refugio presen-
tada de forma extemporánea. Aun así, para el caso de las solicitudes de refugiado 

243	  Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia Nro. 897-11-JP/20.

244	  Corte IDH. Sentencia de la Familia Pacheco Tineo vs Estado Plurinacional de Bolivia, párr.197.

245	  Ministerio de Relaciones Exteriores, Dirección de Protección Internacional. “Formulario de Determinación de la 
Condición de Refugiado”. 2020. Disponible en: https://www.gob.ec/tramites/3878/webform

https://www.gob.ec/tramites/3878/webform
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sur place, definitivamente no se tomará 
en cuenta el plazo. 

2.	 Entrevista

En todos los casos, incluida las solicitudes 
extemporáneas, se le debe garantizar a la 
persona el derecho a ser entrevistada –
preferiblemente, de manera presencial y, 
en algunos casos, en modalidad virtual–. 
El proceso consta de dos fases o examen 
de calificación que es la “admisibilidad” y 
la “elegibilidad”, que depende de una sola 
entrevista unificada y, excepcionalmen-
te, de acuerdo con la naturaleza de cada 
caso, se realiza más de una entrevista.

3.	 Resolución de                                       
admisibilidad

La DPIN, en el término de diez días pos-
teriores a la entrevista, deberá notificar si 
se admite o no la solicitud, y podrá dispo-
ner la inadmisibilidad de acuerdo con las 
causales del artículo 162 del Reglamen-
to a la LOMH, en los siguientes casos: 
(i) solicitud extemporánea (ii) solicitud 
manifiestamente infundada, (iii) solici-
tud fraudulenta246. En todos los casos se 
emite una resolución debidamente mo-
tivada, especificando el alcance de esta. 
En el caso de ser admitidas, se entrega la 
visa humanitaria de protección interna-
cional (Solicitantes de Refugio), pero si es 
inadmitida se debe explicar claramente la 
causal que lo motiva, dejando a salvo el 

246	  Presidencia de la República del Ecuador, Decreto 
Ejecutivo 354, “Reglamento a la Ley Orgánica de Movilidad 
Humana”, Registro Oficial Tercer Suplemento Nro. 18 del 
10 de marzo de 2022.

derecho a recurrir, especificando expre-
samente los tipos de recursos y plazos 
para interponer.

4.	 Resolución de                                
elegibilidad

En los casos admitidos, se remite un in-
forme técnico de elegibilidad (recomen-
dación) a la instancia técnica, que es 
un órgano adscrito a la DPIN llamada 
Comisión de Refugio y Apatridia. Esta está 
integrada por tres funcionarios que se 
reúnen, debaten y emiten la resolución 
debidamente motivada sobre si se reco-
noce o rechaza el reconocimiento de la 
condición de persona refugiada.

5.	 Impugnación y debido 
proceso

Todos los actos administrativos emitidos 
por el Estado pueden ser impugnados en 
el término legal y conforme a los requi-
sitos establecidos en el Código Orgáni-
co Administrativo (en adelante COA). En 
este procedimiento se puede impugnar 
el acto administrativo que inadmite o re-
chaza la solicitud de refugio, dejando a 
salvo la vía jurisdiccional.

El debido proceso está establecido des-
de el artículo 76 de la Constitución de la 
República del Ecuador, el artículo 52B y 
99 de la LOMH, el artículo 159 del Re-
glamento a la LOMH y el Acuerdo Minis-
terial 000006 del MREMH. Al respecto, 
la Corte Constitucional del Ecuador (en 
adelante CCE), mediante sentencia Nro. 
897-11-JP/20, dejó claro que: (i) se debe 
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poder contar con un intérprete calificado; (ii) la solicitud debe examinarse con ob-
jetividad en el marco de un proceso para el efecto, por una autoridad competente 
claramente identificada, lo cual requiere la realización de una entrevista personal; 
(iii) las decisiones que adopten los órganos competentes deben estar debidamente 
fundamentadas en forma expresa; (iv) el procedimiento de asilo debe respetar en 
todas sus etapas la protección de datos de la persona solicitante y de la solicitud, y 
el principio de confidencialidad; (v) si no se le reconoce a la persona solicitante la 
condición de refugiada, se le debe brindar información sobre cómo recurrir y conce-
dérsele un plazo razonable para ello; y, (vi) el recurso de revisión o apelación debe 
tener efectos suspensivos y debe permitírsele a la persona solicitante permanecer 
en el país hasta que la autoridad adopte la decisión del caso247.

C.	Acceso al territorio

En el artículo 66, numeral 14, último inciso, de la Constitución de la República del Ecua-
dor señala que “[s]e prohíbe la expulsión de colectivos de extranjeros. Los procesos migratorios 
deberán ser singularizados”248. Desde el año 2017, el control migratorio en Ecuador está a 
cargo de la autoridad de la seguridad ciudadana, protección interna y orden público, que 
es el Ministerio del Interior. Este tiene la facultad de registrar y controlar el ingreso; in-
formar, coordinar y ejecutar los procedimientos de deportación; ejecutar las disposicio-
nes judiciales de expulsión; verificar el cumplimiento de las actividades autorizadas para 
las personas extranjeras durante su permanencia en el Ecuador; así como de controlar, 
revisar y verificar la situación migratoria dentro del territorio ecuatoriano. Vale la pena 
señalar que se exceptúan de este control las niñas, niños y adolescentes no acompaña-
dos, en cuyo caso se notifica a la autoridad rectora en protección a la infancia, que es el 
Ministerio de Inclusión Económica y Social249, para la activación del Protocolo Interins-
titucional de atención integral a niñas, niños y adolescentes no nacionales en contexto 
de movilidad humana250.

En la legislación ecuatoriana se prevé un régimen sancionatorio pecuniario y la figura de 
la salida voluntaria, así como procedimientos sancionatorios que son: inadmisión, deport-
ación y expulsión. En cuanto al régimen sancionatorio pecuniario están tipificadas nueve 
faltas migratorias, de las cuales cinco están dirigidas a las personas naturales. Estas faltas 
son: realizar actividades diferentes a las permitidas de su categoría migratoria; la irre-

247	  Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia N°. 897-11-JP/20. Jueza ponente: Karla Andrade Quevedo.

248	  Constitución de la República del Ecuador, publicado en el Registro Oficial 449 del 20 de octubre de 2008, Art. 
66 numeral 14.

249	  Ley Orgánica de Movilidad Humana, Art. 134 y 164.

250	  Acuerdo Interministerial No. 0001 (Protocolo de Atención Integral para Niñas, Niños y Adolescentes No Nacio-
nales en Situación de Movilidad Humana y sus Anexos), Suplemento del Registro Oficial No. 187, 11 de noviembre 2022, 
Última Reforma: Suplemento del Registro Oficial 187, 11-XI-2022.
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gularidad migratoria, sea por ingreso o por 
superar el tiempo de permanencia autori-
zada; por ausentarse por más de 180 días 
dentro de un año siendo residente perma-
nente; por haber contraído matrimonio o 
unión de hecho de forma simulada; y por 
permitir o facilitar la evasión de filtros mi-
gratorios. En el caso de las multas migrato-
rias por irregularidad, estas conllevan una 
doble sanción, que son la notificación de 
salida voluntaria y, en caso de no hacerlo 
en un plazo de treinta días, se le inicia un 
proceso de deportación.

En lo que respecta a los procedimientos 
administrativos sancionadores, existe una 
diferenciación en cada uno de ellos.     La 
inadmisión es la facultad soberana que 
tiene el Estado ecuatoriano para negar 
el ingreso de una persona extranjera en 
función de una acción u omisión cometi-
da por ésta251; mientras que la deportación 
constituye en la resolución administrativa 
mediante la cual la autoridad de control 
migratorio dispone la salida del territorio 
nacional de una persona extranjera, la cual 
no podrá reingresar al país por un plazo de 
tres años contados a partir de su salida de 
Ecuador252. Finalmente, la expulsión es una 
figura que nace en la legislación penal y 
su ejecución es de carácter administrati-
vo. Se podría decir que la expulsión es la 
prohibición de retorno por diez años, una 
pena accesoria no privativa de libertad que 
recae sobre la persona extranjera que ha 
sido sancionada por el cometimiento de un 
delito penal cuya sanción es mayor a cinco 
años. Una vez cumplida la pena, la persona 
extranjera queda prohibida de retornar a 

251	  Ley Orgánica de Movilidad Humana, Art. 136.

252	  Ibid., Art. 141.

territorio ecuatoriano253. Tanto en la inad-
misión como la deportación se disponen 
mediante acto administrativo, mientras 
que la expulsión se da por resolución judi-
cial, y es la autoridad de control migratorio 
quien la ejecuta.

Sin lugar a duda, el régimen sancionatorio 
estipulado en el artículo 170 de la LOMH 
afectó a la población en contexto de movi-
lidad –especialmente a la de nacionalidad 
venezolana– ya que, durante los procesos 
extraordinarios de regularización de estos 
últimos cinco años, el Estado ha otorgado 
únicamente amnistía migratoria por la irre-
gularidad de la persona, más no por otro 
tipo de sanciones. En relación con esto, se 
identificaron los casos de varias personas 
solicitantes de la condición de refugiadas 
que, a pesar de contar con la visa huma-
nitaria de protección internacional, fueron 
sancionadas con multas de un salario bási-
co (alrededor de 460 dólares americanos) 
por realizar actividades diferentes a las 
permitidas por la visa. Todas tenían un pa-
trón común y es que eran personas de na-
cionalidad venezolana que se encontraban 
trabajando en la venta ambulante de ali-
mentos u otros productos (lo que se consi-
dera como comercio informal) y, en conse-
cuencia, dificultaba aún más los procesos 
de regularización. Al respecto, durante el 
2021 y 2022, la Defensoría Pública pre-
sentó varias acciones de protección por la 
vulneración del derecho al trabajo, mismas 
que fueron resueltas favorablemente pues 
los jueces aceptaron que hubo una vulne-
ración de derechos254.

253	  Código Orgánico Integral Penal, Art. 60 y 61.

254	  Consejo de la Judicatura, Proceso Nro. 17230-
2021-15367 y Proceso Nro.17371-2022-02954. Dis-
ponible en: https://procesosjudiciales.funcionjudicial.gob.
ec

https://procesosjudiciales.funcionjudicial.gob.ec
https://procesosjudiciales.funcionjudicial.gob.ec
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D.	Deportaciones, no devolución 
y derecho a solicitar asilo

La LOMH recoge el principio no devolución en su artículo 3, que menciona: “(…) Los 
procedimientos de deportación del país o cualquiera que afecte la condición migratoria son 
de carácter individual. Se prohíbe la expulsión de colectivos de personas extranjeras”. Asi-
mismo, en su artículo 137, último inciso, señala una la lista taxativa de causales de 
inadmisión de manera categórica indicando que “[q]ueda prohibida la expulsión colec-
tiva de migrantes, en ningún caso se admitirá justificación alguna para su inobservancia”255.

No obstante, a un año del inicio de la pandemia, entre febrero y marzo de 2019, 
aproximadamente un grupo de 28 personas de nacionalidad venezolana –entre 
hombres, mujeres y menores de edad– fueron expulsadas del país por agentes del 
Grupo de Operaciones Especiales (GOE) de la Policía Nacional, quienes les acompa-
ñaron y patrullaron hasta la frontera del Puente Internacional de Rumichaca, obli-
gándoles a salir del país. Este caso fue de conocimiento de la CCE mediante proceso 
de selección y se emitió la sentencia Nro. 639-19-JP/20, que declaró que el Estado, 
a través de los agentes de policía, violó el derecho a migrar, artículo 40; el derecho 
a la libertad de movimiento, artículo 66 (14); el derecho al debido proceso, artículo 
76; y la prohibición de expulsión colectiva, artículo 66 (14) de la Constitución256.

Los medios de comunicación, en el mes de abril de 2024257, alertaron que las medi-
das de excepción tomadas por el Gobierno del Ecuador para frenar la propagación 
de covid-19, como el confinamiento y el cierre de fronteras, afectaban a las personas 
en situación de movilidad, a punto de obligarles a decidir si quedarse o retornar a su 
país, en medio de una pandemia mundial. Cientos de personas migrantes y refugia-
das en el Ecuador, debido a las consecuencias propias de la pandemia y a la desaten-
ción por parte del Estado, fueron empujadas a una situación de crisis sin salida, por 
lo que muchas tomaron la decisión de salir, dándose una devolución encubierta: “es 
encubierta cuando la salida forzosa de la persona migrante resulta de acciones u omisiones 
de dicho Estado o de situaciones en que ese Estado apoye o tolere actos cometidos por sus 

255	  Ley Orgánica de Movilidad Humana, Suplemento del Registro Oficial Nro. 983 del 6 de febrero de 2017, úl-
tima reforma Cuarto Suplemento del Registro Oficial Nro. 268, 14-III-2023. Disponible en  : http://esacc.corteconsti-
tucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoicm8iLCJ1dWlkIjoiN2JmMDVhZDYtYjEyMS00ZjYx-
LTg2NzktY2ViMGRlOWYxNTRhLnBkZiJ9

256	  Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia Nro. 639-11-JP/20, Juez Ponente: Ramiro Ávila Santamaría, Ex-
pulsión colectiva de migrantes, 21-X-2020. Disponible en: http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_
DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiJiOGZhYmMxNy01YjkyLTQ1M2EtOTJkNS0xMWNkYmY4M-
WE3Y2UucGRmIn0=

257	  Diario El Pitazo, “Migrantes en frontera Perú – Ecuador piden los dejen regresar a Colombia y Venezuela”. 16 
de abril 2020. Disponible en: https://elpitazo.net/migracion/migrantes-en-frontera-peru-ecuador-piden-los-dejen-regre-
sar-a-colombia-y-venezuela/.

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoicm8iLCJ1dWlkIjoiN2JmMDVhZDYtYjEyMS00ZjYxLTg2NzktY2ViMGRlOWYxNTRhLnBkZiJ9
http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoicm8iLCJ1dWlkIjoiN2JmMDVhZDYtYjEyMS00ZjYxLTg2NzktY2ViMGRlOWYxNTRhLnBkZiJ9
http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoicm8iLCJ1dWlkIjoiN2JmMDVhZDYtYjEyMS00ZjYxLTg2NzktY2ViMGRlOWYxNTRhLnBkZiJ9
http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiJiOGZhYmMxNy01YjkyLTQ1M2EtOTJkNS0xMWNkYmY4MWE3Y2UucGRmIn0=
http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiJiOGZhYmMxNy01YjkyLTQ1M2EtOTJkNS0xMWNkYmY4MWE3Y2UucGRmIn0=
http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiJiOGZhYmMxNy01YjkyLTQ1M2EtOTJkNS0xMWNkYmY4MWE3Y2UucGRmIn0=
https://elpitazo.net/migracion/migrantes-en-frontera-peru-ecuador-piden-los-dejen-regresar-a-colombia-y-venezuela/
https://elpitazo.net/migracion/migrantes-en-frontera-peru-ecuador-piden-los-dejen-regresar-a-colombia-y-venezuela/
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ciudadanos con miras a provocar la salida de personas de su territorio”258.

En enero de 2024, el ejecutivo planteó a la CCE una solicitud de consulta popular 
respecto a once preguntas, de las cuales en la número 10 señalaba: ¿Está usted de 
acuerdo en que se reformen los procedimientos de inadmisión, deportación y expulsión de 
extranjeros, para controlar la migración y fortalecer la seguridad del Estado? Dentro de 
los considerandos, se establecía como argumento que, entre abril de 2022 a octubre 
de 2023, la autoridad de control migratorio realizó 2.822 inadmisiones y se resol-
vieron 31 actos administrativos de deportación, pero sólo el 5.8% se llevó a cabo 
efectivamente259. En este caso, la CCE acertó al indicar que estos argumentos no 
superan el examen de constitucionalidad, ya que lo que se pretendía era regresar a 
la detención o privación de libertad a las personas por más de 24 horas en centros 
de acogida con fines migratorios.

En este punto es importante destacar la labor de la Defensoría Pública que, en cum-
plimiento de la Sentencia 1214-18-EP/22 y la Sentencia Nro. 335-13-JP/20, en 
coordinación con la Defensoría del Pueblo y otros organismos de la sociedad civil, 
presentó la reforma a la LOMH260. Esta fue acogida y en lo sustancial se desarrollaron 
las garantías mínimas del debido proceso en los procedimientos de refugio, inadmi-
sión, deportación y revocatoria de la nacionalidad. También define las características 
con las que deben contar las zonas de inadmisión en los aeropuertos y cómo éstas 
deben garantizar los derechos de las personas sujetas al proceso de inadmisión. 
Además, establece causales para la identificación de personas extranjeras en situa-
ción de vulnerabilidad, parámetros de protección a la infancia, como el ingreso y sa-
lida de niñas, niños y adolescentes, y parámetros en la entrevista de determinación 
de la condición de personas refugiadas con enfoque de niñez261.

Diario Sputnik News (Rusia), “Defensoría del Pueblo de Ecuador registra 4.204 alertas de vulneraciones a DDHH”. 21 
de abril de 2020 (actualizado el 03 de junio de 2024). Disponible en: https://noticiaslatam.lat/20200421/defenso-
ria-del-pueblo-de-ecuador-registra-4204-alertas-de-vulneraciones-a-ddhh-1091185885.html https://mundo.sputnik-
news.com/america-latina/202004211091185885-defensoria-del-pueblo-de-ecuador-registra-4204-alertas-de-vulne-
raciones-a-ddhh/ Diario Voz de América, “Cientos de venezolanos dejan Ecuador y regresan a su país por la pandemia”. 
23 de abril de 2020. Disponible en: https://www.vozdeamerica.com/a/cientos-venezolanos-dejan-ecuador-regre-
san-a-su-pais-por-la-pandemia-/5388096.html

258	  Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 983-18-JP/21 (Derechos de los niñas, niños y adolescentes, y 
de las personas migrantes a la vida, la salud, la igualdad, la no devolución, la unidad familiar, y la tutela judicial efectiva). 
Jueza Ponente: Teresa Nuques Martínez, Párr. 230.

259	  Corte Constitucional del Ecuador, Dictamen 1-24-CP/24 Jueza ponente: Teresa Nuques Martínez, 24 de febre-
ro de 2024.

260	  Defensoría del Pueblo, noticias, 3 de agosto de 2022. Disponible en: https://www.dpe.gob.ec/la-defenso-
ria-del-pueblo-propone-reformas-a-ley-organica-de-movilidad-humana/ 

261	  Ley Reformatoria a la Ley Orgánica de Movilidad Humana, publicada en el Cuarto Suplemento del Registro Ofi-
cial Nro. 268 del 14 de marzo de 2023.

https://noticiaslatam.lat/20200421/defensoria-del-pueblo-de-ecuador-registra-4204-alertas-de-vulneraciones-a-ddhh-1091185885.html
https://noticiaslatam.lat/20200421/defensoria-del-pueblo-de-ecuador-registra-4204-alertas-de-vulneraciones-a-ddhh-1091185885.html
https://mundo.sputniknews.com/america-latina/202004211091185885-defensoria-del-pueblo-de-ecuador-registra-4204-alertas-de-vulneraciones-a-ddhh/
https://mundo.sputniknews.com/america-latina/202004211091185885-defensoria-del-pueblo-de-ecuador-registra-4204-alertas-de-vulneraciones-a-ddhh/
https://mundo.sputniknews.com/america-latina/202004211091185885-defensoria-del-pueblo-de-ecuador-registra-4204-alertas-de-vulneraciones-a-ddhh/
https://www.vozdeamerica.com/a/cientos-venezolanos-dejan-ecuador-regresan-a-su-pais-por-la-pandemia-/5388096.html
https://www.vozdeamerica.com/a/cientos-venezolanos-dejan-ecuador-regresan-a-su-pais-por-la-pandemia-/5388096.html
https://www.dpe.gob.ec/la-defensoria-del-pueblo-propone-reformas-a-ley-organica-de-movilidad-humana/
https://www.dpe.gob.ec/la-defensoria-del-pueblo-propone-reformas-a-ley-organica-de-movilidad-humana/


136

E.	Derecho a solicitar asilo 
durante la pandemia de covid-19

El Ecuador se encontraba culminando el proceso de regularización extraordinaria a 
través de la Visa VERHU cuando se declaró la crisis sanitaria mundial del covid-19, 
lo que tuvo un impacto considerable en la migración venezolana hacia este país, 
debido al cierre de fronteras y las restricciones de movilidad. A fin de mitigar los 
efectos adversos en el acceso a la justicia, el 19 de marzo de 2020, se suspendieron 
los plazos y términos en todos los procesos administrativos de movilidad humana 
mediante Acuerdo Ministerial No. 0000035262 (emitido en la misma fecha a conse-
cuencia de la emergencia sanitaria dispuesta en Ecuador por covid-19). A partir de 
esta fecha y con la finalidad de continuar brindando el servicio a aquellas personas 
con necesidad de protección internacional que llegaban al Ecuador, la Cancillería 
ecuatoriana habilitó un canal virtual de atención específico para el procedimiento 
de refugio, a través del cual se realizaban los registros, entrevistas, notificaciones y 
demás diligencias correspondientes al proceso administrativo de refugio.

1.	 Protección a niños, niñas y adolescentes

La Defensoría Pública habilitó un canal para la atención virtual y desde el inicio de la 
pandemia recibió varios casos de niñas, niños y adolescentes no acompañados y/o 
separados que presentaban necesidades de protección internacional. En su mayoría 
fueron remitidas(os) por las organizaciones humanitarias que trabajaban con pobla-
ción infante en situación de movilidad humana, como la Fundación Asociación Soli-
daridad y Acción (ASA), Aldeas Infantiles SOS, Daniel Children’s Foundation, Proyec-
to Salesiano, entre otras. Haciendo uso del canal virtual habilitado por la Cancillería 
ecuatoriana, la Defensoría envió los formularios de registro de estos niños, niñas y 
adolescentes no acompañados y/o separados a la DPIN para el inicio de su proceso 
de solicitud de refugio y coordinó la realización de las entrevistas virtuales para es-
tos(as)263.

Es importante resaltar los avances jurisprudenciales en materia de protección a la 
niñez migrante impulsada por la CCE, como por ejemplo en su Sentencia Nro. 2120-
19-JP/21 que, según estadísticas remitidas por parte del MREMH con corte al 5 
de mayo de 2021, la DPIN ha registrado 333 niñas, niños y adolescentes no acom-

262	  Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, Acuerdo Ministerial 0000035, de 19 de marzo de 
2020.

263	  Se coordinó la realización de entrevistas virtuales, a partir del 23 de julio al 13 de agosto de 2020, de un primer 
grupo de 30 niños, niñas y adolescentes no acompañados y de 6 niños, niñas y adolescentes separados.
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pañados o separados, de los cuales 257 
son de nacionalidad venezolana, 75 de 
nacionalidad colombiana y 1 de naciona-
lidad palestina, proveniente de Jordania. 
De estos, apenas 20 fueron reconocidos 
como refugiados(as) y a 90 les fue nega-
do el reconocimiento de esta condición, 
llamando la atención al máximo órgano 
de interpretación constitucional que, a la 
fecha de resolución de la sentencia, ape-
nas se haya reconocido como refugiado a 
una persona menor de edad de Venezue-
la. Es muy crítica la situación en cuanto 
al enfoque de protección a la infancia y la 
interpretación de la de la DPIN sobre la 
vulneración de los derechos humanos de 
las personas menores de edad venezola-
nas no acompañadas o separadas.

En un informe del Consejo Nacional de 
Igualdad Intergeneracional HUAYAMA-
VE, se advertía que en el contexto de la 
pandemia de covid-19 se identificaron 
dificultades en la priorización de aten-
ción en los casos de niñas, niños y ado-
lescentes por parte de la DPIN-MRE-
MH de Guayaquil; situación también 
identificada por la Defensoría Pública, 
principalmente en Manabí264. Desde el 
2018, mediante Acuerdo Interministe-
rial Nro. 001, el Ministerio de Inclusión 
Económica y Social expidió el “Protocolo 
de Protección Especial de niñas, niños y 
adolescentes en contextos de movilidad 
humana”, mismo que fue adecuado por 
disposición de la CCE a los “Parámetros 
para la protección de niños, niñas y ado-

264	  Consejo Nacional de Igualdad Intergeneracion-
al, “Informe de Observancia. Movilidad humana de niños, 
niñas y adolescentes de nacionalidad venezolana en Ecua-
dor”, junio de 2021. Disponible en: https://www.igualdad.
gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2021/06/in-
forme_obs_movhumana_nnvenez2.pdf

lescentes en situación de movilidad”265.

Finalmente, en lo que se refiere a la los 
NNA en situación de movilidad humana 
y con necesidad de protección interna-
cional, las barreras procedimentales per-
sisten, pese a la nutrida jurisprudencia 
en el tema, como por ejemplo la falta de 
debida diligencia y de personal especiali-
zado en la determinación de la condición 
de refugiado por parte del Estado, ya que 
la facultad de determinar la idoneidad 
del personal para entrevistar y decidir so-
bre la solicitud de asilo de este grupo de 
atención prioritaria es discrecional por 
parte de la Comisión de Refugio y Apatri-
dia de la DPIN del MREMH. El personal 
entrevistador no se encuentra capacita-
do para aplicar métodos de comunica-
ción no verbales que resulten idóneos en 
cada caso concreto para dar cumplimien-
to al principio de participación.

2.	 Impacto de la                               
pandemia en las cifras 
sobre las solicitudes 
de protección interna-
cional

De acuerdo con las estadísticas oficiales 
de la DPIN del MREMH, entre el 2018 
y el 2020 se observó una disminución 
drástica en el acceso al sistema de asilo. 

265	   Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 
2120-19-JP/21 (Niñas, niños y adolescentes en situación 
de movilidad humana, solos, no acompañados o separados), 
Juez Ponente: Agustín Grijalva Jiménez, 22 de septiembre 
de 2021. Disponible en: https://esacc.corteconstitucion-
al.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhI-
joidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiI5YzE5ZDNmMS04Y2E4L-
TRlMmUtOTIxYi0yYmJhM2I2MGVmOGYucGRmIn0=

https://www.igualdad.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2021/06/informe_obs_movhumana_nnvenez2.pdf
https://www.igualdad.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2021/06/informe_obs_movhumana_nnvenez2.pdf
https://www.igualdad.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2021/06/informe_obs_movhumana_nnvenez2.pdf
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiI5YzE5ZDNmMS04Y2E4LTRlMmUtOTIxYi0yYmJhM2I2MGVmOGYucGRmIn0=
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiI5YzE5ZDNmMS04Y2E4LTRlMmUtOTIxYi0yYmJhM2I2MGVmOGYucGRmIn0=
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiI5YzE5ZDNmMS04Y2E4LTRlMmUtOTIxYi0yYmJhM2I2MGVmOGYucGRmIn0=
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiI5YzE5ZDNmMS04Y2E4LTRlMmUtOTIxYi0yYmJhM2I2MGVmOGYucGRmIn0=
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En el 2018 se recibieron cerca de 17.000 solicitudes de refugio y durante el 2019, 
a pesar del proceso de regularización extraordinaria en curso, se recibieron cerca 
de 20.000 solicitudes. Aun así, en el 2020 apenas se recibieron 6.000 solicitudes, 
develándose una reducción del 78%, cuya explicación podría atribuirse al impacto 
directo de la pandemia del covid-19266.

Datos tomados del Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana.

Fuente: Pedro Velasco E.

La DPIN contabilizó 203.654 solicitudes de refugio presentadas por personas de 
nacionalidad colombiana, 51.344 solicitudes presentadas por personas de naciona-
lidad venezolana y 22.977 solicitudes de personas provenientes de otros países, lo 
que suma un total de 277.975 solicitudes hasta noviembre del año 2023267. De este 
número, el Ecuador ha reconocido como refugiadas a un total de 76.265 personas, 
en su mayoría de nacionalidad colombiana, y sólo desde el 2018 al 2023 la Comisión 
de Refugio y Apatridia ha resuelto 44.601 solicitudes. Sin embargo, las estadísticas 
no reflejan el número de personas venezolanas reconocidas como refugiadas, lo cual 
se podría explicar debido a que una de las principales brechas ha sido la correcta 
aplicación de la definición ampliada de persona refugiada en el contexto situacional 
de Venezuela desde el 2016.

266	  Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana. “Sobre Refugio y Datos Actualizados”. Noviem-
bre de 2023. Disponible en: https://www.cancilleria.gob.ec/wp-content/uploads/2023/12/Infograf%C2%-
B0a-de-hist%C2%A2rico-de-solicitantes-de-refugio-colombianos-venezolanos-y-otros-pa%C2%B0ses-Nov-2023.pdf

267	  Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana. “Sobre Refugio y Datos Actualizados”.
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https://www.cancilleria.gob.ec/wp-content/uploads/2023/12/Infograf%C2%B0a-de-hist%C2%A2rico-de-solicitantes-de-refugio-colombianos-venezolanos-y-otros-pa%C2%B0ses-Nov-2023.pdf
https://www.cancilleria.gob.ec/wp-content/uploads/2023/12/Infograf%C2%B0a-de-hist%C2%A2rico-de-solicitantes-de-refugio-colombianos-venezolanos-y-otros-pa%C2%B0ses-Nov-2023.pdf
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F.	Privación de la libertad y 
condiciones de detención

Desde el 2017 en Ecuador no existen centros de internación. De conformidad con la 
CCE en el Caso No. 2533-16-EP, se cerraron los centros temporales de acogimiento, 
como el denominado “Hotel Carrión”, y se prohibió que estos vuelvan a operar. A 
partir de la vigencia de la LOMH en febrero de 2017, se eliminaron los centros de 
detención para personas migrantes irregulares sometidas a procesos de deporta-
ción. Aunque el 05 de febrero de 2021 se reformó la LOMH y se previó nuevamente 
la existencia de centros de detención de migrantes irregulares, en la práctica estos 
no existieron. Asimismo, en la última reforma del 14 de marzo de 2023 se eliminó la 
previsión de los centros de detención para migrantes en procesos de deportación.

Actualmente, en los casos de inadmisión, especialmente en aeropuertos, se debe 
contar con zonas de inadmisión en donde las personas puedan permanecer bajo un 
trato digno, hasta 24 horas, mientras se resuelve su situación migratoria, debido a lo 
ordenado mediante sentencia 335-13-JP-20 y 1214-18-EP por la CCE268. Estas zo-
nas son de competencia de la empresa privada a cargo de la seguridad, pero también 
de responsabilidad de la autoridad de control migratorio.

A pesar de la mencionada prohibición al inicio de esta sección, en el aeropuerto de 
Quito la zona de inadmisión migratoria se había convertido en un lugar de detención 
migratoria. Las personas extranjeras a las que les fue negado el ingreso al territorio 
ecuatoriano no contaron con defensa legal ni intérprete calificado. Tampoco se les 
garantizó el debido proceso y hubo casos en los que las personas pasaron varios días 
retenidas en dichas zonas hasta que se ejecutó su retorno al país de origen, al país 
del que provenían o al país que los recibiría.

Por la duración y las condiciones de la retención en la sala de inadmitidos (frecuen-
cia), la Defensoría Pública puso en conocimiento de la CCE la situación, quien cali-
ficó esa detención como tratos crueles, inhumanos y degradantes en su sentencia 
No. 1214-18-EP/22269. En esta sentencia, además, estableció que las zonas de inad-
misión migratoria de los aeropuertos internacionales de Ecuador deben contar con 

268	  Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia 335-13-JP/20, Debido proceso en la revocatoria de nacionali-
dad, Jueza ponente: Daniela Salazar Marín, Quito, D.M., 12 de agosto de 2020. Disponible en: https://esacc.corteconsti-
tucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiI5MmY0NzUxYy03MDE5L-
TRlMDgtYTcwMC02OGE1YmNkY2QwMDQucGRmIn0=  

269	  Corte Constitucional del Ecuador,2022, Sentencia No. 1214-18-EP/22, Jueza Ponente: SALAZAR, Daniela, 
27 de enero de 2022, pár. 118. Disponible en: https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/
eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiIxZWU2ZDA5Ny1mMGE5LTQyMTItYTNmMS05Y2YyYTJkODU5M2Iuc-
GRmIn0=

https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiI5MmY0NzUxYy03MDE5LTRlMDgtYTcwMC02OGE1YmNkY2QwMDQucGRmIn0=
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiI5MmY0NzUxYy03MDE5LTRlMDgtYTcwMC02OGE1YmNkY2QwMDQucGRmIn0=
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiI5MmY0NzUxYy03MDE5LTRlMDgtYTcwMC02OGE1YmNkY2QwMDQucGRmIn0=
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiIxZWU2ZDA5Ny1mMGE5LTQyMTItYTNmMS05Y2YyYTJkODU5M2IucGRmIn0=
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiIxZWU2ZDA5Ny1mMGE5LTQyMTItYTNmMS05Y2YyYTJkODU5M2IucGRmIn0=
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiIxZWU2ZDA5Ny1mMGE5LTQyMTItYTNmMS05Y2YyYTJkODU5M2IucGRmIn0=
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condiciones dignas, entre las cuales está: (i) acceso a agua potable; (ii) alimentación 
adecuada y de buena calidad (mínimo tres comidas al día); (iii) un espacio de des-
canso con ventilación y condiciones de higiene; (iv) atención médica si la persona 
lo requiere; (v) acceso a servicios sanitarios con condiciones de higiene y privacidad 
mientras se ejecuta el procedimiento de inadmisión a territorio nacional. Actual-
mente las condiciones de la sala de inadmisión del aeropuerto de Quito se han ade-
cuado a las disposiciones de la CCE.

La Defensoría del Pueblo del Ecuador, con el apoyo de organizaciones de la sociedad 
civil que trabajan en temas de movilidad humana y otros organismos técnicos, pre-
sentaron el proyecto de Ley Reformatoria, la cual fue acogida y publicada en la Ley 
S/N en el Cuarto Suplemento del Registro Oficial 268, 14-III-2023, señalando en el 
artículo 52B el derecho al debido proceso a toda persona extranjera en el Ecuador 
y en todos los procedimientos, entre ellos: asistencia consular, derecho a contar con 
su abogado(a) de elección o defensor público, obtener una notificación motivada y 
ser notificada formal y fehacientemente de todas las decisiones adoptadas270. No 
obstante, en la actualidad continúa siendo una barrera de facto el incumplimiento 
de las garantías procesales por parte de la Autoridad de Control Migratorio.

G.	Cooperación internacional y 
defensa pública

El trabajo desplegado por la defensa pública en estos últimos años no sólo ha res-
pondido a los cambios normativos que han existido al interior del país, sino a la rea-
lidad regional que ha representado un gran desafío para los países de Latinoamérica 
y ha puesto a prueba sus políticas, normativas y respuestas.

El 28 de diciembre de 2022 se firmó la renovación de la “Carta de Entendimien-
to entre el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados y la De-
fensoría Pública del Ecuador” –con una vigencia de cinco años, hasta el 31 de di-
ciembre de 2028– y la siguiente carta complementaria: “Carta Complementaria de 
Entendimiento entre la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Refugiados y la Defensoría Pública del Ecuador para la prestación de asistencia 
técnica mediante la cesión temporal de personal”. En estas, las partes acuerdan que 
el ACNUR contrata personal y lo cede gratuitamente a la Defensoría, con el fin de 
apoyar las actividades relativas al procedimiento de determinación de la condición 
de persona refugiada y apátrida y otras actividades relativas a Movilidad Humana 

270	  Ley Orgánica de Movilidad Humana, Suplemento del Registro Oficial Nro. 983 del 6 de febrero de 2017, última 
reforma Cuarto Suplemento del Registro Oficial Nro. 268, 14-III-2023, Art. 52B “Garantías del debido proceso en el pro-
cedimiento para la determinación de la condición de refugiado”.
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que lleva a cabo la Defensoría Pública271.

De igual manera, el 10 de marzo de 2023 
se firmó la “Carta complementaria de en-
tendimiento entre la Oficina del Alto Co-
misionado de las Naciones Unidas para 
los Refugiados y la Defensoría Pública 
del Ecuador para la ejecución del Plan de 
Atención de defensorías móviles 2023”. 
Mediante esta, las partes acuerdan con-
tribuir de forma articulada y complemen-
taria a través de recursos presupuesta-
rios, con el propósito de que se desarrolle 
efectivamente el Plan de Atención de 
Defensorías Móviles.

Conclusiones y 
recomendaciones
Conforme a todo lo descrito se puede 
concluir que, a pesar de los avances nor-
mativos y jurisprudenciales en materia 
de protección de personas refugiadas, 
particularmente el acceso al territorio 
sigue siendo una barrera en el ejercicio 
del derecho a buscar y recibir asilo, ya 
que el procedimiento de inadmisión en 
la práctica sigue siendo un examen dis-
crecional del personal técnico - operati-
vo de control migratorio. Cabe destacar 
que la Corte Constitucional del Ecuador 
en varias sentencias –mencionadas en 
este informe– ha concluido que la re-

271	  Defensoría Pública del Ecuador, 2022, “Carta de 
entendimiento entre la Defensoría Pública y el Alto Comis-
ionado de las Naciones Unidas para los Refugiados”, y “Car-
ta Complementaria de entendimiento entre la Oficina del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugia-
dos y la Defensoría Pública del Ecuador para la prestación 
de asistencia técnica mediante la cesión temporal de per-
sonal”. Disponible en: http://biblioteca.defensoria.gob.ec/
handle/37000/3621.

tención de personas en las instalaciones 
de detención o zonas de tránsito o inter-
nacionales en aeropuertos (que incluye 
la sala de inadmisión), es una forma de 
detención migratoria y constituye una 
detención arbitraria.

En cuanto a las garantías del debido pro-
ceso dentro del procedimiento adminis-
trativo de determinación de la condición 
de persona refugiada, es de destacar que 
se deben respetar, al menos, las siguien-
tes: (i) que toda persona sea escuchada 
en condiciones que efectivamente le 
permitan el ejercicio de su derecho a la 
defensa (esto aplica para todas las etapas 
de cualquier proceso en el que se deter-
minen derechos y obligaciones relativas 
a la solicitud de asilo); (ii) se les debe ga-
rantizar a las personas el derecho a ser 
asistidas por un(a) intérprete calificado(a) 
y capacitado(a) cuando su idioma natal 
no sea el castellano o el del Estado re-
ceptor; (iii) todas las resoluciones que se 
emitan deben ser traducidas al idioma 
natal de la persona, de ser procedente. 
Esto permitirá también que las personas 
solicitantes de asilo tengan una comuni-
cación inteligible con la persona que les 
entrevista durante el proceso. Asimismo, 
es de destacar que aún existe una brecha 
en el enfoque de protección a la infancia 
y de género en este tipo de procedimien-
tos272. 

Ante este escenario es importante for-
talecer la presencia de la Defensoría 

272	  Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia Nro. 
897, Garantías mínimas en el proceso de reconocimiento 
de la condición de refugiado, Jueza ponente: Karla Andrade 
Quevedo, 12 de agosto de 2020. Disponible en: https://
esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_
DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOi-
JhNjJiYWUyZC0wMmM3LTRlZjUtOGYyMC01OTVjZ-
TYyNTNkYWIucGRmIn0=

http://biblioteca.defensoria.gob.ec/handle/37000/3621
http://biblioteca.defensoria.gob.ec/handle/37000/3621
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiJhNjJiYWUyZC0wMmM3LTRlZjUtOGYyMC01OTVjZTYyNTNkYWIucGRmIn0=
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiJhNjJiYWUyZC0wMmM3LTRlZjUtOGYyMC01OTVjZTYyNTNkYWIucGRmIn0=
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiJhNjJiYWUyZC0wMmM3LTRlZjUtOGYyMC01OTVjZTYyNTNkYWIucGRmIn0=
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiJhNjJiYWUyZC0wMmM3LTRlZjUtOGYyMC01OTVjZTYyNTNkYWIucGRmIn0=
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiJhNjJiYWUyZC0wMmM3LTRlZjUtOGYyMC01OTVjZTYyNTNkYWIucGRmIn0=
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Pública –como institución garante del 
acceso a la justicia de las personas con 
necesidad de protección internacional– 
en las zonas de inadmisión en puertos, 
aeropuertos y fronteras terrestres. Esto 
implica aumentar su capacidad en recursos 
humanos, administrativos y financieros. 
Para mermar un poco esta necesidad, 
con el apoyo de organismos internacio-
nales como ACNUR y OIM, se ha podido 
dar continuidad a importantes proyec-
tos como La Ruta de los Derechos, que 
tiene por objetivo acercar el servicio a 
las personas más necesitadas y desplazar 
oficinas móviles rodantes a cantones y 
parroquias rurales, donde existe escasa 
presencia del Estado. Es necesario tam-
bién que las autoridades administrativas 
garanticen el derecho de las personas en 
situación de movilidad a contar con un(a) 
abogado(a) de su confianza o, en su de-
fecto, con un(a) defensor(a) público(a), en 
todos los procedimientos migratorios.

Asimismo, es necesario seguir impul-
sando la cooperación nacional e inter-
nacional con fines de especialización, 
capacitación y formación continua de 
defensores y defensoras públicas (como 
se ha hecho, a manera ilustrativa, desde 
la Defensoría Pública del Ecuador con la 
creación de la Escuela Defensorial, que 
tiene planes y programas de formación 
para defensores y defensoras públicas 
y consultorios jurídicos gratuitos, man-
teniendo como prioridad temática la 
movilidad humana). De igual manera, 
es necesaria la capacitación de los y las 
funcionarias públicas de primer contac-
to, llevando a cabo programas continuos 
de actualización en materia de derecho 
internacional de los refugiados, derecho 

administrativo y constitucional.

Se recomienda continuar aunando es-
fuerzos en la coordinación con la auto-
ridad rectora en materia de movilidad 
humana, control migratorio y protección 
a la infancia, a fin de velar por el respe-
to y garantía del debido proceso y de los 
estándares internacionales de derechos 
humanos en los procesos de inadmisión, 
expulsión y rechazo en frontera.

Finalmente, es importante destacar que 
la responsabilidad estatal en cuanto al 
respeto, garantía y promoción de los 
derechos consagrados en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos 
conlleva una labor conjunta. Por ello, es 
importante que haya articulación entre 
el Estado con organismos internaciona-
les y entidades de la sociedad civil.
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5.	México

De conformidad con los artículos 1° y 33 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (en adelante México) y el artículo 6 de la Ley de Migración, to-
das las autoridades del Estado tienen la obligación, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos. 
En línea con esto, se destaca el derecho de todas las personas a gozar, sin distinción 
alguna, de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado es parte. En consecuencia, a las personas en 
contexto de movilidad y con necesidad de protección internacional, con indepen-
dencia de su situación migratoria, se les debe garantizar el ejercicio de sus derechos 
humanos.

A.	Acceso al territorio

Las personas que desean ingresar al territorio mexicano deben presentarse en el filtro 
de revisión migratoria, misma que se llevará a cabo en los lugares destinados al tránsito 
internacional de personas por tierra, mar y aire273. Al espacio físico de internación a Mé-
xico se le denomina lugar de tránsito internacional de personas por tierra, mar y aire274, 
y corresponde a la Secretaría de Gobernación el establecerlos o eliminarlos275. Para que 
el ingreso al país sea considerado regular deberá realizarse a través de los filtros de revi-
sión migratoria ubicados en estos lugares276.

La Ley de Migración señala que las personas extranjeras que deseen ingresar al país de-
berán presentar pasaporte o documento de identidad y viaje; visa (cuando así se requie-
ra); tarjeta de residencia o autorización en la condición de estancia de visitante regional, 
visitante trabajador fronterizo o visitante por razones humanitarias277. Para el caso de 
las personas que soliciten el reconocimiento de la condición de refugiadas, asilo polí-
tico, determinación de apátridas, o que vayan a ingresar por causas de fuerza mayor o 
por razones humanitarias, se les podrá autorizar el ingreso al país sin cumplir con estos 
requisitos278.

273	  Reglamento de la Ley de Migración, artículo 52.

274	  Ley de Migración, artículo 3, fr. XVI. 

275	  Ley de Migración, artículo 31.

276	  Ley de Migración, artículo 35.	

277	  Ley de Migración, artículo 37.

278	  Ley de Migración, artículo 42.
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Una vez concluido el filtro de revisión mi-
gratoria, las personas podrán permanecer 
de manera regular en el territorio nacional 
en las condiciones de estancia de visitante, 
residente temporal y residente permanen-
te279. Para el caso de visitantes se estable-
cen las siguientes modalidades: (i) sin per-
miso para realizar actividades remuneradas 
(pueden transitar o permanecer en territo-
rio hasta por 180 días); (ii) con permiso para 
realizar actividades remuneradas (deben 
contar con una oferta de empleo o invita-
ción y pueden permanecer en el territorio 
hasta 180 días); (iii) regional (para personas 
nacionales o residentes de los países veci-
nos para ingresar a las regiones fronterizas 
con derecho de ingreso por un periodo no 
mayor a 7 días); (iv) trabajador fronterizo 
(para personas nacionales de países con los 
que se comparten límites territoriales has-
ta por un año en determinadas entidades); 
(v) por razones humanitarias (necesario ser 
ofendido, víctima o testigo de algún delito 
cometido en territorio nacional, niña, niño 
o adolescente, migrante, solicitante de asi-
lo político, de reconocimiento de la condi-
ción de persona refugiada o de protección 
complementaria, o cuando exista una cau-
sa humanitaria); (vi) con fines de adopción 
(hasta en tanto se realicen todos los trámi-
tes necesarios para garantizar la salida del 
niño, niña o adolescente del país)280.

Por lo que se refiere a la categoría de resi-
dente temporal, esta autoriza a la persona 
para permanecer en el país por un tiempo 
no mayor a cuatro (4) años, con la posibili-
dad de obtener un permiso para trabajar. 
La persona puede entrar y salir del terri-
torio nacional cuantas veces lo desee y 

279	  Ley de Migración, artículo 52.

280	  Ley de Migración, artículo 52, fr. I-VI. 

tiene derecho a la preservación de la uni-
dad familiar; por ello, al ingresar –o poste-
riormente–, podrá solicitar la internación 
de miembros de su familia que señala el 
artículo 52 de la Ley de Migración281. En 
la misma Ley se reconoce también la resi-
dencia temporal para estudiantes, que les 
autoriza a permanecer en territorio nacio-
nal por el tiempo que duren los estudios 
–hasta la obtención del grado académico 
correspondiente–, con derecho a entrar y 
salir del territorio nacional cuantas veces lo 
deseen282.

En cuanto al residente permanente, la per-
sona puede permanecer en el territorio na-
cional de manera indefinida y con permiso 
para trabajar283.

Ahora bien, si se produce el rechazo a la 
internación en el territorio, se trata de una 
determinación del Instituto Nacional de 
Migración (en adelante INM) en el filtro de 
revisión migratoria que aplica en los luga-
res destinados al tránsito internacional, por 
no cumplirse lo establecido en el artículo 
37 de la Ley de Migración, su Reglamen-
to y demás disposiciones aplicables284. Es 
importante mencionar que, en la Ley sobre 
Refugiados, Protección Complementaria 
y Asilo Político, así como su Reglamento, 
se desarrolla la prohibición del rechazo en 
frontera de personas con necesidad de 
protección internacional285.

281	  Ley de Migración, artículo 52, fr. VII.

282	  Ley de Migración, artículo 52, fr. VIII.

283	  Ley de Migración, artículo 52, fr. IX.

284	  Ley de Migración, artículo 86.

285	  Ley sobre Refugiados, Protección Complemen-
taria y Asilo Político, artículo 6, par. 1; Reglamento de la 
Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo 
Político, artículo 9. 
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B.	Deportaciones y devoluciones 
en frontera

La deportación en México es una sanción aplicable por violar disposiciones migra-
torias, en la cual se regresa a la persona extranjera, de manera forzosa, a su país 
de origen o residencia habitual286. El INM es la autoridad facultada para conocerla, 
resolverla y ejecutarla287.

Por su parte, en el informe del 47º período de sesiones del Consejo de Derechos 
Humanos se describieron las devoluciones en caliente como aquellas medidas adop-
tadas por los Estados –en cuya aplicación intervienen, en ocasiones, terceros países 
o actores no estatales–, que dan lugar a que las personas migrantes se vean suma-
riamente obligadas a retornar, sin que se haya realizado una evaluación individual 
de sus necesidades de protección. Así, el concepto es referente, en general, a todas 
las acciones o políticas que dan lugar a la expulsión de migrantes internacionales, 
de forma individual o colectiva, sin una evaluación individualizada de su caso y sin 
observancia de las obligaciones en materia de derechos humanos y las garantías 
procesales288. Esta situación puede resultar afectando a personas con necesidad de 
protección internacional; aun así, se encuentra expresamente prohibida en los artí-
culos 5 y 6 de la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político. 
Estos señalan que no se puede llevar a cabo ninguna medida que tenga como efecto 
devolver a una persona solicitante de asilo o refugiada a las fronteras del territorio 
donde su vida o libertad puedan verse amenazadas, o donde corra peligro de perse-
cución.

A propósito de esto, es de mencionar que México es signatario de diversos instru-
mentos jurídicos internacionales que reconocen el principio de no devolución (por 
ejemplo, la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, la Declaración 
de Cartagena sobre Refugiados, los Principios Interamericanos sobre los Derechos 
Humanos de todas las personas migrantes, refugiadas, apátridas y las víctimas de 
trata sobre personas, entre otros). En relación con este principio, la Corte IDH ha 
establecido que las personas sujetas de protección internacional

No pueden ser rechazadas en la frontera o expulsadas sin un análisis adecuado e individualizado 

286	  La deportación se encuentra regulada en la Ley de Migración y su Reglamento. Muchas veces se hace referencia 
a los actos de deportación como actos de expulsión, pues ambos se desarrollan en un contexto forzoso. Por esta razón, 
ambos términos se usan de manera indistinta en el contexto de México.

287	  Ley de Migración, artículo 20, fr. IV

288	  Felipe González Morales, “Informe sobre las formas de hacer frente a los efectos en los derechos humanos de 
las devoluciones en caliente de migrantes en tierra y en el mar”, Naciones Unidas, 2021, 5, https://documents-dds-ny.
un.org/doc/UNDOC/GEN/G21/106/36/PDF/G2110636.pdf?OpenElement. 

https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G21/106/36/PDF/G2110636.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G21/106/36/PDF/G2110636.pdf?OpenElement
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de sus peticiones. Antes de realizar una devolución, los Estados deben asegurarse de que la per-
sona que solicita asilo se encuentra en la capacidad de acceder a una protección internacional 
apropiada mediante procedimientos justos y eficientes de asilo en el país a donde se le estaría 
expulsando. Los Estados también tienen la obligación de no devolver o expulsar a una per-
sona que solicita asilo donde exista la posibilidad de que sufra algún riesgo de persecución 
o bien a uno desde donde el cual puedan ser retornados al país donde sufren dicho riesgo 
(la llamada “devolución indirecta)289.

C.	Privación de la libertad y 
condiciones de detención

En México a los lugares en donde se mantiene en detención a las personas migran-
tes se les denomina Estaciones Migratorias y Estancias Provisionales.

Las Estaciones Migratorias son lugares establecidos por el INM para la detención 
temporal de las personas en contexto de movilidad que no puedan acreditar su 
situación migratoria regular en el país290. De acuerdo con el Informe Especial: Situa-
ción de las estaciones migratorias en México, hacia un nuevo modelo alternativo de 
la detención de la Comisión Nacional de Derechos Humanos (en adelante CNDH), 
las Estaciones Migratorias que tienen mayor capacidad de alojamiento son: Siglo 
XXI, en Chiapas (960 personas); Acayucan, en Veracruz (836 personas); e Iztapalapa, 
en Ciudad de México (430 personas).

Por lo que se refiere a las Estancias Provisionales, se definen como la instalación físi-
ca que el INM habilita para privar de la libertad de manera provisional a las personas 
extranjeras que no acrediten su situación migratoria regular, hasta en tanto sean 
trasladadas a una Estación Migratoria o sea resuelta su situación migratoria291. Estas 
Estancias se clasifican en292:

1.	 Estancias provisionales A, que permiten una estancia máxima de cuarenta y ocho 
horas.

2.	 Estancias provisionales B, que permiten una estancia máxima de siete días.

289	  Corte IDH, Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, (Senten-
cia de 25 de noviembre de 2013. Serie C No. 272). 

290	  Ley de Migración, artículo 3 fr. IX.

291	  Reglamento Migración, artículo 3 fr. XI. 

292	  Acuerdo por el que se emiten las Normas para el funcionamiento de las Estaciones Migratorias y Estancias Pro-
visionales del Instituto Nacional de Migración (México, Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, 2012), artículo 
5.
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La CNDH ha señalado que las Estancias 
Provisionales tienen una capacidad de 
alojamiento de hasta 120 personas, lle-
gando a ser superior que la de diversas 
Estaciones Migratorias293. Actualmente 
el INM ha suspendido, de manera tem-
poral, la operación de 33 Estancias Pro-
visionales tipo “A” y “B” en el país como 
se explicará más adelante294.

Es de resaltar que las autoridades migra-
torias y la normatividad aplicable utilizan 
conceptos como asegurar, alojar o res-
guardar a las personas, sugiriendo que 
su interés es cuidar la integridad de las 
personas migrantes. Sin embargo, como 
ha señalado la asociación civil Sin Fron-
teras IAP

más que velar por los derechos humanos 
de las personas migrantes, en la prácti-
ca la política migratoria (y, en particular, 
la detención de migrantes y solicitantes 
de asilo en las Estaciones Migratorias) 
ha tenido como motor fundamental el 
interés de velar por la seguridad del Es-
tado mexicano, ante el peligro (infunda-
do) que representan las personas extran-
jeras295.

293	  Comisión Nacional de Derechos Humanos, “In-
forme Especial. Situación de las estaciones migratorias 
en México, hacia un nuevo modelo alternativo de la de-
tención”, 2019, https://www.cndh.org.mx/documento/
situacion-de-las-estaciones-migratorias-en-mexico-ha-
cia-un-nuevo-modelo-alternativo-la

294	  Instituto Nacional de Migración. Suspenden op-
eración 33 estancias del INM. México, 11 de mayo 2023,

295	  Sin Fronteras I.A.P., “Situación de los derechos 
humanos de las personas migrantes y solicitantes de asilo 
detenidas en las Estaciones Migratorias de México, 2007-
2009”, 2009, 15, https://sinfronteras.org.mx/wp-content/
uploads/2018/12/Situaci%C3%B3n-de-los-derechos-hu-
manos-de-las-personas-migrantes-y-solicitantes-de-asilo-
detenidas-en-las-Estaciones-Migratorias-de-M%C3%A9x-
ico.-1.pdf

El INM ha normalizado la detención en 
Estaciones Migratorias como una prácti-
ca de control migratorio y no como una 
medida excepcional, como ha señalado 
la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción que debería ser296. Asimismo, no fue 
sino hasta el 21 de marzo del 2020 que 
se liberaron a la mayoría de las personas 
detenidas en las Estaciones Migratorias, 
a pesar de que el 30 de enero del mismo 
año la Organización Mundial de la Salud 
(OMS) declaró la emergencia de salud 
pública de preocupación internacional 
a raíz del covid-19297. Por este motivo, 
se produjeron situaciones tensas como 
amotinamientos y protestas de las per-
sonas detenidas298.

En este sentido, el 17 de marzo de 2020, 
la CNDH solicitó medidas cautelares 
para prevenir el contagio de covid-19 en 
las Estaciones del INM con la intención 
de salvaguardar la integridad física y psi-
cológica, el estado de salud y la vida de 
las personas migrantes299. Asimismo, du-
rante el 2020, realizó poco más de 1,000 
visitas a Estaciones Migratorias, donde 
atendió a alrededor de 75,000 personas 
extranjeras, de las que recibieron 558 
quejas300.

Con el criterio emitido por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación dentro del 
análisis de la constitucionalidad y con-

296	  SCJN, Amparo 388/2022.

297	  Disponible en: https://www.gob.mx/inm/pren-
sa/actua-inm-con-responsabilidad-ante-la-contingen-
cia-por-covid-19-241034. 

298	  Hernández López y Ramos Rojas, op.cit.

299	  Comisión Nacional de Derechos Humanos. Co-
municado de Prensa DGC/081/2020 (consultado el 11 de 
octubre de 2023).

300	  Ibid. 

https://www.cndh.org.mx/documento/situacion-de-las-estaciones-migratorias-en-mexico-hacia-un-nuevo-modelo-alternativo-la
https://www.cndh.org.mx/documento/situacion-de-las-estaciones-migratorias-en-mexico-hacia-un-nuevo-modelo-alternativo-la
https://www.cndh.org.mx/documento/situacion-de-las-estaciones-migratorias-en-mexico-hacia-un-nuevo-modelo-alternativo-la
https://sinfronteras.org.mx/wp-content/uploads/2018/12/Situaci%C3%B3n-de-los-derechos-humanos-de-las-personas-migrantes-y-solicitantes-de-asilo-detenidas-en-las-Estaciones-Migratorias-de-M%C3%A9xico.-1.pdf
https://sinfronteras.org.mx/wp-content/uploads/2018/12/Situaci%C3%B3n-de-los-derechos-humanos-de-las-personas-migrantes-y-solicitantes-de-asilo-detenidas-en-las-Estaciones-Migratorias-de-M%C3%A9xico.-1.pdf
https://sinfronteras.org.mx/wp-content/uploads/2018/12/Situaci%C3%B3n-de-los-derechos-humanos-de-las-personas-migrantes-y-solicitantes-de-asilo-detenidas-en-las-Estaciones-Migratorias-de-M%C3%A9xico.-1.pdf
https://sinfronteras.org.mx/wp-content/uploads/2018/12/Situaci%C3%B3n-de-los-derechos-humanos-de-las-personas-migrantes-y-solicitantes-de-asilo-detenidas-en-las-Estaciones-Migratorias-de-M%C3%A9xico.-1.pdf
https://sinfronteras.org.mx/wp-content/uploads/2018/12/Situaci%C3%B3n-de-los-derechos-humanos-de-las-personas-migrantes-y-solicitantes-de-asilo-detenidas-en-las-Estaciones-Migratorias-de-M%C3%A9xico.-1.pdf
https://www.gob.mx/inm/prensa/actua-inm-con-responsabilidad-ante-la-contingencia-por-covid-19-241034
https://www.gob.mx/inm/prensa/actua-inm-con-responsabilidad-ante-la-contingencia-por-covid-19-241034
https://www.gob.mx/inm/prensa/actua-inm-con-responsabilidad-ante-la-contingencia-por-covid-19-241034
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vencionalidad de las políticas migratorias 
adoptadas por el Estado mexicano, se 
determinó que cualquier forma de de-
tención o custodia administrativa dentro 
del contexto de la migración debe ser 
aplicada como medida excepcional –es 
decir, de último recurso–por el periodo 
más breve y solamente si se justifica por 
una finalidad legítima301. Con relación a 
esto, en marzo de 2023 se publicó el en-
grose de la sentencia del amparo en re-
visión 388/2022 resuelto por la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación mexicana, que dio lugar a cinco 
jurisprudencias que se explican más ade-
lante.

En el caso en mención, un grupo de per-
sonas en situación de movilidad fueron 
detenidas por las autoridades migra-
torias con el fin de identificar su situa-
ción migratoria en el territorio nacional. 
En contra de esa detención las perso-
nas demandaron el amparo y protección 
de la Justicia Federal por violación a los 
artículos 1, 14, 16 y 21 de la Constitu-
ción Política de México ante un Juzgado 
de Distrito en el Estado de Tamaulipas, 
con residencia en Matamoros. Las per-
sonas señalaron como autoridades res-
ponsables al Congreso de la Unión y al 
Presidente Constitucional de México, de 
quien reclamaron la orden de la privación 
de la libertad, la falta de existencia de or-
den o mandamiento judicial que motivara 
su privación de libertad, el confinamien-
to a una estancia migratoria, el asegura-
miento, alojamiento y/o detención de los 
quejosos por más de 36 horas, el retorno 
asistido, y la aprobación, promulgación, 
expedición, refrendo, publicación y apli-
cación de los artículos 77, 97, párrafo 

301	  SCJN, Amparo 388/2022, para. 55.

primero, 98, 99, 100, 111 y 121 de la Ley 
de Migración.

El 10 de enero de 2020 se dictó la sen-
tencia en la que, por un lado, no ampa-
ró en relación con los artículos 77, 97, 
párrafo primero, 98, 99, 100, 111 y 121 
de la Ley de Migración al determinar que 
no se violaba el derecho de igualdad y 
no discriminación. Por el otro, amparó 
en relación con el artículo 111 de la Ley 
de Migración al señalar que la detención 
no puede exceder de 36 horas. Inconfor-
mes con esa resolución, las personas y el 
Presidente de la República interpusieron 
recursos de revisión respectivamente, 
reservándose jurisdicción a la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación. El 17 
de marzo de 2023 la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
dictó sentencia del amparo en revisión 
388/2022.

La Primera Sala consideró que, de con-
formidad con el estándar del Sistema 
Universal de los Derechos Humanos, los 
límites a la libertad personal por razones 
migratorias son legítimos. Sin embargo, 
para ello, deben encontrarse previstos en 
ley, ser de carácter excepcional y cumplir 
con los requisitos de razonabilidad, nece-
sidad y proporcionalidad propuestos por 
el propio sistema302.

Se precisó que la duración de la privación 
de la libertad de personas por razones 
migratorias tiene como límite máximo 36 
horas –concedido por el texto constitu-
cional para la detención de personas por 
razones administrativas– y que, en todo 
caso, puede optarse legítimamente tam-
bién por una detención que sea menor 

302	   SCJN, Amparo 388/2022, para. 69.
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a esa temporalidad; o, incluso, evitarla 
mediante la aplicación de medidas alter-
nativas que cumplan con el mismo pro-
pósito303.

Se señaló que tanto el plazo de “quince 
días hábiles”, como el diverso de “sesenta 
días hábiles” previstos en el artículo 111 
la Ley de Migración, contravienen la tem-
poralidad máxima que prevé la Constitu-
ción Federal para legitimar la privación 
de la libertad de una persona por razones 
de naturaleza administrativa: las ya reite-
radas 36 horas. Asimismo, se indicó que 
en la medida en que las personas migran-
tes se encuentren desprovistas de su li-
bertad personal por una temporalidad 
superior a esta, se obstaculiza también el 
ejercicio de su derecho a una tutela juris-
diccional efectiva304. En efecto, mientras 
la persona migrante se encuentra priva-
da de su libertad, se encontrará también 
formal y materialmente imposibilitada 
para acceder a un tribunal, independien-
te e imparcial, con el propósito de defen-
der sus derechos305.

Derivado de lo anterior, el 8 de septiem-
bre de 2023 la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación publicó 5 jurispruden-
cias: 111/2023 (11a), 112/2023 (11a), 
113/2023 (11a), XXII/2023 (11a) y XXI-
II/2023 (11a). En estas se determinó, 
como mencionado con antelación, que 
cualquier forma de detención dentro del 
contexto de la migración debe ser aplica-
da como medida excepcional y recordó la 
duración máxima de privación de la liber-

303	   SCJN, Amparo 388/2022, para. 78.

304	  Reconocido por el artículo 17 de la Constitución 
Federal, en relación con los diversos 8º y 25 de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos.

305	   SCJN, Amparo 388/2022, para. 83-85.

tad de personas por razones migratorias. 
Por lo que se refiere a la tesis de juris-
prudencia 113/2023 (11a), se reconoció 
que existe una obligación constitucional 
a cargo del Estado, correlativa al derecho 
a una defensa adecuada, consistente en 
proveer de un(a) defensor(a) público(a) a 
una persona extranjera sujeta a un pro-
ceso migratorio –con independencia de 
su voluntad–, toda vez que se trata de un 
derecho irrenunciable.

La presente sentencia resultó de gran re-
levancia en materia migratoria en Méxi-
co puesto que, previo a su publicación, 
el acceso a Estación Migratoria para Ase-
sores(as) Jurídicos(as) Federales estaba 
restringido, coartando así el derecho al 
debido proceso de las personas en con-
texto de movilidad y con necesidad de 
protección internacional.

Incendio de la Estancia 
Provisional en Ciudad 
Juárez, Chihuahua

Las pobres condiciones de las Estancias 
y Estaciones migratorias han sido docu-
mentadas y denunciadas por diversas or-
ganizaciones de defensa de los derechos 
humanos. En la noche del 27 de marzo 
de 2023, en la Estancia Provisional tipo 
B del INM en la que se encontraban 67 
personas en situación de movilidad dete-
nidas en la celda para hombres, sucedió 
un incendio que provocó la muerte de 40 
personas y 27 heridas306. Las condiciones 

306	  Instituto Nacional de Migración, INM informa 
avances en la reparación del daño y atención a víctimas del in-
cendio en estación migratoria de Ciudad Juárez, 27 de marzo 
de 2024.
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de detención de las personas migrantes implicaban una directa violación a sus de-
rechos y se documentó que llevaban más de tres días en detención, sin acceso ade-
cuado a agua ni alimentos, sin productos sanitarios y ubicadas en un espacio físico 
insuficiente. A su vez, diversas evidencias indicaron que los guardias de seguridad 
del recinto ejercían violencia física y verbal en contra de las personas que estaban 
privadas de la libertad; incluso, se encontró evidencia de la comisión de al menos un 
acto de tortura307. Como protesta a estas condiciones, evitables, personas dentro de 
las celdas prendieron fuego a unas colchonetas, a pesar de ello el personal de segu-
ridad no abrió las puertas de las celdas. Por tal situación, el 10 de mayo de 2023 el 
INM emitió un comunicado en el que suspendió temporalmente la operación de 33 
Estancias Provisionales tipo “A” y “B” en el país308.

Por su localización geográfica, Ciudad Juárez ha sido una ciudad fronteriza carac-
terizada por el tránsito de personas en situación de movilidad que buscan llegar a 
los Estados Unidos de América (EE.UU.). No obstante, Ciudad Juárez se ha securi-
tizado en materia migratoria, tanto que en 2022 se realizaron 107 operativos de 
verificación migratoria, muchos de ellos en hoteles de bajo costo y bares aledaños. 
Asimismo, en 2023 desplegaron 200 agentes federales del INM para limitar el cruce 
de personas migrantes al Río Bravo309.

A principios de 2024, la CNDH publicó un nuevo informe especial sobre las condi-
ciones de las Estancias (11) y Estaciones migratorias (38), dentro del cual evaluó as-
pectos como: condiciones de los alojamientos; infraestructura y seguridad; protec-
ción y defensa jurídica; e infraestructura de salud. Conforme a las evaluaciones, la 
calificación general que se les otorgó, en una escala del 0% al 100%, fue de 47.9%310.

307	  Instituto de las Mujeres en la Migración, Informe: Incendio en la Estancia Migratoria de Ciudad Juarez (2024).

308	  Instituto Nacional de Migración, Suspende INM temporalmente Estancias Provisionales en el País (10 de mayo de 
2023).

309	  Instituto de las Mujeres en la Migración, Informe: Incendio en la Estancia Migratoria de Ciudad Juarez, 2024.

310	  Comisión Nacional de Derechos Humanos, Informe Especial sobre las Condiciones de las Estancias y Estaciones 
Migratorias: Hacia un Nuevo Modelo para la Atención de la Migración Irregular (2024).
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D.	Retrocesos en el acceso al 
territorio en pandemia y post 
pandemia

Debido a su localización geográfica, en especial su frontera con EE.UU., México se ha 
convertido en un país en el que se materializa la expulsión de migrantes y su retor-
no; también ha sido un país de tránsito (incluido para personas en situación migratoria 
irregular), así como de destino y espera311. Aun así, aunque México es un país de flujos 
migratorios mixtos, y parte del mayor corredor migratorio del mundo, el número de per-
sonas mexicanas emigrantes es mucho mayor al número de personas inmigrantes que 
el territorio recibe.

311	  Organización Internacional para las Migraciones. Marco Operacional para Situaciones de Crisis Migratoria. Plan 
Estratégico México 2017-2019.  2021.

Tabla 1. Distribución de personas inmigrantes y emigrantes en México, 
por sexo, en 2020

50%50%
mujemujerreses

50%50%
hombhombrreses

47%47%
mujemujerreses

53%53%
hombhombrreses

InmigInmigrrantesantes EmigEmigrrantesantes



154

Con relación al covid-19, una vez se de-
claró formalmente el inicio de la pande-
mia, algunos Estados ordenaron el cierre 
de sus fronteras y la restricción de la cir-
culación, afectando de manera diferen-
ciada a personas que se encontraban sin 
documentación en los países de tránsito 
y/o de destino312. En el caso de México, 
el 23 de marzo de 2020 se estableció el 
inicio de la jornada de sana distancia en 
la que se contemplaba, entre otras, el 
cierre de actividades y servicios en di-
versos sectores (económicos, políticos y 
sociales) con la intención de aminorar los 
impactos en la propagación del coronavi-
rus313. Aunado a ello, se implementaron 
numerosas políticas en respuesta al in-
cremento de personas migrantes centro-
americanas que buscaban llegar a EE.UU. 
transitando por México314.

Para tal periodo las acciones antimigra-
torias por parte del gobierno de EE.UU., 
sumadas a las barreras para solicitar el re-
conocimiento de la condición de refugia-
das, fueron ampliamente criticadas por 
expertos en derechos humanos y agen-
cias de asistencia humanitaria a nivel in-
ternacional315. En efecto, ocurrió que el 
21 de marzo de 2020 EE.UU. cerró sus 
fronteras para viajes terrestres no esen-
ciales, quedando exceptuados de esta 
medida sus connacionales y personas 

312	   Hernández López y Ramos Rojas, Pandemia, segu-
ridad humana y migración: gestión de la movilidad humana des-
de México, Revista Latinoamericana de Estudios de Seguridad 
(enero 2022), p. 36.

313	  Secretaría de Salud,  Jornada de Sana Distancia 
(2020).

314	  Shabia Mantoo, Despite pandemic restrictions, peo-
ple fleeing violence and persecution continue to seek asylum in 
Mexico (2020).

315	  Ana Cristina Sedas, Reporte Situacional: Migración 
de Tránsito en México Durante la Pandemia de COVID-19 
(2020). 

residentes. En la misma fecha entró en 
vigor una política de expulsión inmediata 
para las personas que hubieran cruzado 
la frontera sur norteamericana de forma 
irregular –basada en la Sección 265 del 
Título 42 del código de EE.UU., sobre 
razones de salud pública–, razón por la 
cual miles de personas fueron devuel-
tas directamente a México, sin importar 
su nacionalidad316. Tres años después, 
en mayo de 2023, la medida llegó a su 
fin. Una investigación realizada por Her-
nández-López y Ramos-Rojas arrojó que 
quedaron en el abandono institucional, 
principalmente en la frontera norte de 
México, de marzo a septiembre de 2020, 
más de 197.000 personas317.

De acuerdo con datos de la Agencia es-
tadounidense de Aduanas y Protección 
Fronteriza (CBP, por sus siglas en inglés), 
aproximadamente 2.8 millones de perso-
nas fueron expulsadas bajo esta política. 
El gobierno mexicano estima que, 6 de 
cada 10 personas expulsadas bajo esta 
medida, eran mexicanas318.

 
 

316	  Hernández López y Ramos Rojas,  Pandemia, segu-
ridad humana y migración: gestión de la movilidad humana des-
de México, Revista Latinoamericana de Estudios de Seguridad 
(enero 2022), p. 35.

317	  Idem.

318	  Secretaría de Gobernación, Se registraron 2.7 mil-
lones de eventos de expulsión de personas bajo el Título 42, has-
ta febrero de 2023 (2023).
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*No hay datos desagregados por nacionalidad para el año fiscal 2020.

** Datos hasta el 11 de mayo del 2023.

Datos recuperados de U.S. Border Patrol and Office of Field Operations Encounters by Area of Responsi-
bility and Component (CBP) 2020, 2021, 2022 y 2023.  

Elaboración propia

 
Si bien los datos mostrados contienen información sobre la frontera norte y la fron-
tera sur de EE.UU., la abrumante mayoría de estas expulsiones fueron realizadas en 
la frontera sur, de manera terrestre, hacia ciudades fronterizas mexicanas que ya en-
frentaban altos niveles de violencia. La organización Human Rights First documen-
tó, entre el inicio del Título 42 y junio de 2022, más de 10,318 reportes de ataques 
violentos, incluyendo secuestro, violación y tortura319.

Por otro lado, los gobiernos de países centroamericanos también determinaron el 
cierre de sus fronteras: El Salvador el 13 de marzo de 2020, y Guatemala y Hondu-
ras el 16 del mismo mes. Por ello, las personas nacionales de estos países no podían 
salir, ni regresar al mismo320. La seguridad nacional fue el eje rector en el que los go-
biernos de diversos países tomaron medidas que resultarían con grandes implicacio-
nes en temas de exclusión, argumentando que el flujo de migrantes podría conllevar 
la propagación del covid-19.

Debido a ese cierre de frontera de países de Centroamérica y a la restricción de la 
movilidad, muchas personas quedaron en México sin la posibilidad de regresar a sus 
países y con apoyo muy escaso, pues los albergues de la sociedad civil para migran-
tes cambiaron la manera de operar con el objetivo de disminuir la propagación del 

319	  Human Rights First, The Nightmare Conitnues: Title 42 Court order prolongs Human Rights Abuses, Extends Disorder 
at U.S. Borders (2022). 

320	  Idem.
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coronavirus. Permanecieron en dichos albergues aquellas personas que se encon-
traban recibiendo servicios humanitarios y de acompañamiento en Procedimientos 
Administrativos Migratorios (en adelante PAM) o del reconocimiento de la condición 
de refugiadas. Sus perfiles y nacionalidades eran variadas, aunque predominaban las 
personas provenientes de Guatemala, El Salvador y Honduras.

El entonces Secretario de Relaciones Exteriores de México, el 24 de marzo de 2020, 
aceptó recibir el retorno diario de 1,250 personas centroamericanas, solicitantes de 
reconocimiento de la condición de refugiadas, provenientes de diversos centros de 
detención estadounidenses. Al mismo tiempo, México deportó un gran número de 
personas solicitantes de asilo de regreso a Centroamérica.

De acuerdo con información proporcionada por International Crisis Group, entre 
México y EE.UU., tan solo hasta la mitad de abril de 2020, se habían retornado al 
menos 13,100 personas –incluyendo familias, personas adultas migrando solas y 
niñez no acompañada–. Estas deportaciones se realizaron a pesar de que diver-
sas agencias internacionales exhortaron a detenerlas, no sólo porque privaban a las 
personas en movilidad de su derecho a recibir protección internacional, cuando la 
requerían, sino también porque aumentaban el riesgo de transmisión de covid-19 
hacia países con sistemas de salud más frágiles –y con capacidad limitada para se-
guir las guías internacionales para la preparación y respuesta al covid-19–321.

*Datos hasta el 31 de mayo de 2024.

Datos Recuperados de Boletines Estadísticos Mensuales 2019, 2020, 2021, 2022, 2023 y 2024 (Unidad de 
Política Migratoria).  
Elaboración propia.

321	  International Crisis Group, Deportation and Disease: Central America’s COVID-19 Dilemmas (2020).
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El número de devoluciones efectuadas por la autoridad migratoria mexicana decre-
ció durante el 2020 y, hasta la fecha de elaboración de este informe, no ha superado 
las cifras anteriores a la pandemia por covid-19; inclusive, muestra una tendencia de 
decrecimiento. No obstante, en el mismo periodo, se ha incrementado de manera 
considerable la emisión de Oficios de Salida.

Los Oficios de Salida son documentos administrativos expedidos por la autoridad 
migratoria a la persona extranjera a quién se la ha iniciado un PAM, el cual autoriza 
la salida de la Estación Migratoria, o albergue, para que la persona abandone el país 
en un periodo determinado de tiempo, por sus propios medios. Los Oficios de Salida 
se encuentran regulados en los artículos 240 y 241 del Reglamento de la Ley de Mi-
gración. La recurrente utilización de estos documentos ha sido duramente criticada 
por organizaciones defensoras de derechos migratorios, pues son catalogados por 
estas como sinónimos a las devoluciones –más económicas para el Estado– y viola-
torios de derechos humanos, pues su emisión indiscriminada restringe el acceso al 
debido proceso y a la adecuada identificación de necesidades de protección inter-
nacional.

Como mencionado previamente, puede ser observado en el gráfico 4 que la práctica 
de emitir Oficios de Salida no sufrió un decrecimiento entre los años 2019, 2020 y 
2021, sino que ha ido aumentado aceleradamente.

*Datos hasta el 31 de mayo de 2024.

Datos Recuperados de Boletines Estadísticos Mensuales 2019-2023 (Unidad de Política Migratoria). 
Elaboración propia.
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Durante la pandemia, la manera en que se dieron las detenciones migratorias y de-
portaciones cambió drásticamente. El 26 de abril de 2020 el Instituto Nacional de 
Migración dio a conocer que desalojaría las Estaciones Migratorias. A su vez, con 
justificación en la mencionada sección 265 del Título 42 del código de EE.UU., la Se-
cretaría de Salud publicó el Plan Operativo de Atención a la Población Migrante ante 
el covid-19, cuyas acciones fueron: la vinculación local con autoridades sanitarias; 
identificación de población en riesgo, para prevención; atención y seguimiento de 
casos sospechosos y confirmados; instalación de un centro de aislamiento y canali-
zación a hospitales de referencia para la atención de covid-19.

De acuerdo con Forbes México, en octubre de 2020, ante la formación de una nue-
va caravana migrante proveniente de Honduras, el INM hizo público un comunicado 
en el que advertía sobre sanciones para las personas extranjeras que pretendían 
internarse en México de forma irregular y sin contar con las medidas sanitarias dic-
tadas para contener la pandemia322, generando un escenario poco alentador para las 
personas migrantes y con necesidad de protección internacional.

*Datos hasta el 31 de mayo de 2024.

Datos Recuperados de Boletines Estadísticos Mensuales 2019-2023 (Unidad de Política Migratoria). 
Elaboración propia.

322	  Forbes, Migración advierte hasta 10 años de cárcel para extranjeros por Covid-19 (1 de octubre de 2020).
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Los eventos de personas en situación migratoria irregular son procedimientos que 
se refieren a la persona extranjera a quien se le inició un PAM ante el INM por no 
acreditar su situación migratoria. Aunque durante 2020 disminuyó el número de 
eventos, estos recuperaron sus niveles anteriores al poco tiempo y los superaron 
rápidamente, como se puede observar en el gráfico 5. También es importante men-
cionar que, si bien las personas de nacionalidades centroamericanas continuaron 
conformando la mayor parte de estos eventos, desde 2021 ha existido un aumento 
sustancial en los eventos de personas provenientes de islas caribeñas y la región 
sudamericana.

Hasta la actualidad, la política migratoria del gobierno mexicano se ha caracterizado 
por tener un enfoque restrictivo de la movilidad humana, sustentado por el gran nú-
mero de detenciones y deportaciones que realiza el INM323, las devoluciones expe-
ditas desde los EE.UU. y el cierre de fronteras aéreas y terrestres en Centroamérica. 
Lo anterior, aunado a las condiciones de la pandemia, ha generado un mal escenario 
para las personas en movilidad en situación migratoria irregular324.

En este sentido, las tendencias apuntan a una recurrencia, notable, a la devolución 
de personas de nacionalidades centroamericanas, por arriba de cualquier otra na-
cionalidad, inclusive después de la pandemia (no se omite mencionar que, paralela-
mente, los países centroamericanos sufrieron un incremento en las tasas de pobre-
za325). Asimismo, es de mencionar que los estados mexicanos con el mayor número 
de devoluciones son: Chiapas, Veracruz, Tabasco, Tamaulipas, Sonora, Coahuila, Ciu-
dad de México, Nuevo León, Oaxaca y Chihuahua. De estos, Chiapas y Tabasco se 
localizan en la frontera sur; mientras que Tamaulipas, Coahuila, Nuevo León, Sonora 
y Chihuahua se localizan en la frontera norte. La mayor parte de las devoluciones 
suceden en frontera.

323	  El Instituto Nacional de Migración es un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gober-
nación, el cual tiene como objeto la ejecución, control y supervisión de los actos realizados por las autoridades migratorias 
en territorio nacional, así como la instrumentalización de políticas migratorias (Diario Oficial de la Federación, Manual de 
Organización General del Instituto Nacional de Migración (México a 02 de noviembre de 2020). 

324	  Hernández López y Ramos Rojas, Pandemia, seguridad humana y migración: gestión de la movilidad humana desde 
México, Revista Latinoamericana de Estudios de Seguridad (enero 2022), p. 36.

325	  Agencia Francesa de Desarrollo; Instituto de Relaciones Internacionales y Estratégicas, América Central: después 
de la crisis pandémica (febrero 2023). 
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E.	Identificación de personas 
con necesidad de protección 
internacional

Los procedimientos migratorios llevados a cabo ante autoridades mexicanas para la 
identificación de personas con necesidad de protección internacional se encuentran 
regulados por la Ley sobre Refugiados y Protección Complementaria y Asilo Político, 
así como su Reglamento.

De acuerdo con el Manual de Orientación y Atención a Personas con Necesidades 
de Protección Internacional en México a cargo del ACNUR, se define la protección 
internacional como 

la intervención de los Estados o del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los 
Refugiados (ACNUR) en favor de las personas solicitantes de reconocimiento de la 
condición de refugiado y refugiadas para velar por que sus derechos, su seguridad y 
su bienestar sean reconocidos y salvaguardados conforme a las normas internacio-
nales en la materia326.

La Ley Sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, regula el otor-
gamiento de asilo político, el reconocimiento de la condición de persona refugiada 
y el otorgamiento de la protección complementaria. Por un lado, el asilo político se 
otorga a la persona extranjera a quien se considera es perseguida por motivos o 
delitos de carácter político; este es otorgado por la Secretaría de Relaciones Exte-
riores327. Por su parte, la condición de persona refugiada es un estatus jurídico que 
protege a la persona extranjera que se encuentre en el territorio y:

1.	 Que debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, 
nacionalidad, género, pertenencia a determinado grupo social u opiniones po-
líticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de 
dichos temores, no quiera acogerse a la protección de tal país; o que, careciendo 
de nacionalidad y hallándose, a consecuencia de tales acontecimientos, fuera 
del país donde antes tuviera residencia habitual, no pueda o, a causa de dichos 
temores, no quiera regresar a él;

326	  Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, Manual de Orientación y Atención a Personas con 
Necesidades de Protección Internacional en México (México, 2020), 7.

327	  Ley Sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, artículo 3.
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2.	 Que ha huido de su país de origen, 
porque su vida, seguridad o libertad 
han sido amenazadas por violencia 
generalizada, agresión extranjera, 
conflictos internos, violación masi-
va de los derechos humanos u otras 
circunstancias que hayan perturbado 
gravemente el orden público, y

3.	 Que debido a circunstancias que ha-
yan surgido en su país de origen o 
como resultado de actividades rea-
lizadas, durante su estancia en terri-
torio nacional, tenga fundados temo-
res de ser perseguida por motivos de 
raza, religión, nacionalidad, género, 
pertenencia a determinado grupo so-
cial u opiniones políticas, o su vida, 
seguridad o libertad pudieran ser 
amenazadas por violencia generaliza-
da, agresión extranjera, conflictos in-
ternos, violación masiva de los dere-
chos humanos u otras circunstancias 
que hayan perturbado gravemente el 
orden público328.

Es importante mencionar que, aunque el 
INM es el organismo encargado de regu-
lar la migración en el territorio mexica-
no, es la Comisión Mexicana de Ayuda a 
Refugiados (en adelante, COMAR) quien 
otorga el reconocimiento de la condi-
ción de persona refugiada y la protección 
complementaria. Aunque es obligación 
del INM informar a las personas que de-
tenga en una situación migratoria irregu-
lar sobre su derecho a pedir protección 
internacional, entre otros, en la realidad 
es una práctica que queda a discreciona-
lidad de cada agente migratorio, como ha 
sido documentado en diversos informes 

328	  Ley Sobre Refugiados, Protección Complementa-
ria y Asilo Político, artículo 13, fracción I, II y III.

por organizaciones de protección a los 
derechos humanos.

En línea con lo anterior, el Informe Es-
pecial sobre las Condiciones de las Es-
tancias y Estaciones Migratorias de la 
CNDH, reporta que se entrevistaron a 
316 personas en once espacios de de-
tención migratoria, de los cuales siete 
se localizaban en territorios fronterizos. 
En los resultados destacó que el 30.8% 
no sabía en dónde estaba ubicada la Es-
tancia o Estación Migratoria; el 23.1% no 
sabía los motivos de su ingreso al recinto 
migratorio y el 69.2% no sabía cuál era 
su situación migratoria al momento de la 
entrevista329.

1.	 Proceso de solicitud 
de reconocimiento de 
la condición de perso-
na refugiada

La solicitud de reconocimiento de la con-
dición de persona refugiada se hace ante 
la Coordinación General de la COMAR o 
ante el INM (de ser el caso, este último 
deberá canalizar la solicitud). La petición 
debe presentarse dentro de los prime-
ros treinta (30) días hábiles siguientes a 
la internación en el territorio mexicano 
–es decir, contados a partir del día hábil 
siguiente al que la persona haya ingresa-
do al país–330. No es obligatorio contar 

329	  Comisión Nacional de Derechos Humanos, In-
forme Especial sobre las Condiciones de las Estancias y Esta-
ciones Migratorias: Hacia un Nuevo Modelo para la Atención de 
la Migración Irregular (2024).

330	  Ley sobre Refugiados, Protección Complementa-
ria y Asilo Político, art. 18, fracc. I; Reglamento de la Ley so-
bre Refugiados y Protección Complementaria, art. 53, parr. 
I. 
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con abogado(a) en este proceso, aunque existe el derecho a la debida defensa y, por 
ende, se pone a disposición una persona asesora jurídica.

Recibida formalmente la solicitud, la autoridad deberá emitir una constancia que 
acredite el inicio del procedimiento, así como una Clave Única de Registro (CUR)331. 
Ambos documentos son esenciales para el acceso a otros trámites y servicios públi-
cos, y para la protección contra actos de devolución. En este sentido, si la solicitud 
es presentada mediante un representante legal, la persona extranjera debe ratificar 
su solicitud en el término de tres días hábiles. Posteriormente, la autoridad debe 
realizar una, o más, entrevistas para el análisis del caso. De conformidad con el artí-
culo 29 del Reglamento de la Ley sobre Refugiados, la Coordinación de la COMAR 
debe garantizar la cabal comprensión en la comunicación, por lo que, de ser nece-
sario, se debe auxiliar de intérpretes y traductores(as) a las personas solicitantes332.

A su vez, de acuerdo con el mismo Reglamento, la Coordinación de la COMAR debe-
rá resolver la solicitud en un plazo de 45 días hábiles posteriores a su presentación 
–es importante mencionar que este plazo puede ser ampliado–, decisión que deberá 
estar fundada y motivada respecto del reconocimiento o no de la condición de per-
sona refugiada333. En caso de reconocerse dicho estatus, la persona podrá tramitar 
su residencia permanente en México ante el INM.

2.	 La protección internacional en México

México, progresivamente, se ha convertido en un territorio donde convergen diver-
sas necesidades de protección internacional. Entre 2015 y 2019, las solicitudes de 
reconocimiento de la condición de persona refugiada, bajo la Convención sobre el 
Estatuto de los Refugiados de 1951, se multiplicaron por veinte y, posterior a 2020, 
cada año –con excepción del 2021– se ha superado el récord de solicitudes334. La 
mayoría de estas son de personas provenientes de países centroamericanos, segui-
das por las solicitudes de personas haitianas y venezolanas. En este sentido, el perfil 
de quienes solicitan protección internacional se ha diversificado; además, cada vez 
es más notoria la presencia de niñas, niños y adolescentes entre las personas solici-
tantes.

331	  Reglamento de la Ley sobre Refugiados y Protección Complementaria, art. 38 y 39.

332	  Reglamento de la Ley sobre Refugiados y Protección Complementaria, art. 29.

333	  Reglamento de la Ley sobre Refugiados y Protección Complementaria, art. 45, parrf. I, II.

334	  Gil, Isabel, México como País de Destino de Personas Refugiadas, COLMEX (2022). 
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*Datos hasta junio 2024.

Datos Recuperados de COMAR en Números 2013-2023 (Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados). 
Elaboración propia.

No obstante, las capacidades operativas de la COMAR son limitadas y su crecimien-
to no ha ido a la par con el desplazamiento forzado internacional y las necesidades 
de protección internacional que experimentan las personas en la región y en el país. 
De acuerdo con los cálculos efectuados para este reporte, el número de personas 
solicitantes ha ido creciendo a un ritmo del 77% anual, mientras que el presupuesto 
asignado a la COMAR apenas ha aumentado un 12% anual335.

Aunado a lo anterior, es importante mencionar que los tiempos de respuesta den-
tro del proceso son altos y, de acuerdo con la normatividad vigente, la persona que 
presente una solicitud para ser reconocida como refugiada deberá permanecer en el 
estado donde inició el trámite hasta que su solicitud sea resuelta; de lo contrario, se 
considerará abandonado el proceso.

Esta última medida resulta contraproducente en muchos sentidos, debido a que 
restringe las oportunidades laborales y muchas veces expone a las personas soli-
citantes a ser víctimas del crimen organizado, como sucede con quienes inician su 
solicitud en el estado fronterizo de Chiapas. Además de tratarse del mayor estado 
receptor de solicitudes, es el lugar en donde se cuenta con el más alto registro de 
delitos perpetrados en contra de personas migrantes; también presenta una de las 
tasas más altas de pobreza en el país336. Asimismo, la medida aumenta la carga de 
la COMAR ya que muchas de las personas, al encontrarse confinadas, lejos de sus 
familias, o con restringidas oportunidades, buscan reabrir sus procedimientos fuera 
del estado donde lo iniciaron, lo que aumenta la carga operativa y administrativa de 
la entidad, además de dilatar las resoluciones.

Las Delegaciones de la COMAR con mayor número de recepción de solicitudes son 
Palenque (Chiapas), Tapachula (Chiapas), Ciudad de México, Tabasco, Veracruz, Nue-

335	  Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados, Presupuesto asignado 2014 a 2024 (s.f.). 

336	  Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas (UPMRIP), Rutas:  Estudios sobre Movilidad y 
Migración Internacional (Ciudad de México, 2022). 

Tabla 2. Número de personas solicitantes del reconocimiento de la condición 
de refugiadas 2013-2024

20132013 20142014 20152015 20162016 20172017 20182018 20192019 20202020 20212021 20222022 20232023 2024*2024*

1,295 2,137 3,422 8,791 14,587 29,410 70,120 40,733 129,329 119,083 140,831 41,427
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vo León, Baja California, Jalisco y Saltillo. De estas, Palenque, Tapachula, Tabasco, 
Nuevo León, Baja California y Saltillo se ubican en estados fronterizos.

La protección complementaria

La protección complementaria, por su parte, se otorga a la persona extranjera que 
no ha sido reconocida como refugiada por la COMAR, pero que “requiere protección 
para no ser devuelta al territorio de otro país en donde su vida peligre o en donde 
existan razones fundadas para creer que estaría en peligro de ser sometida a tortura 
u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”337.

En consecuencia, el otorgamiento de la protección complementaria sólo será consi-
derado en caso de que la COMAR determine que la persona necesita una garantía 
de no devolución, pero que no cumple con los criterios para ser reconocida como 
refugiada338. Ello deberá ser evaluado en cada caso339 y, de proceder, se notificará a 
la persona extranjera en la misma resolución en la que se decide el no reconocimien-
to de la condición de refugiada340. Se prevé que a las personas que se les otorgue 
protección complementaria, se les conceda la residencia permanente en el país341.

Este tipo de protección podrá ser retirada solamente si: (i) se acredita que la persona 
extranjera ocultó o falseó la información proporcionada; o (ii) desaparecen las cir-
cunstancias que motivaron su otorgamiento342.

De 2013 a junio de 2024 la COMAR informó que había registrado un total de 
601,165 personas solicitantes de reconocimiento de la condición de refugiadas y 
que había resuelto las solicitudes de 192,304 personas, es decir, el 24.1%. En estas 
se resolvió lo siguiente:

337	  Ley Sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, artículo 28. 

338	  Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, op.cit., p. 11. 

339	  Ley Sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, artículo 28.

340	  Ley Sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, artículo 30.

341	  Ley Sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, artículo 48.

342	  Ley Sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, artículo 32.
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Datos Recuperados de COMAR en Números 2013 a junio de 2024 (Comisión Mexicana de Ayuda a Refu-
giados). 

Elaboración propia.

De acuerdo con los datos brindados por la COMAR, no es posible determinar el 
tiempo que transcurrió desde la presentación de la solicitud hasta su resolución 
recalcando que, entre 2013 y junio de 2024, a más del 75% de las personas solici-
tantes no se les había resuelto aún su trámite.

3.	 Seguimiento al proceso de solicitud de reconoci-
miento de la condición de persona refugiada, debidas 
garantías, asesoramiento y representación

Frente a la decisión negativa de reconocimiento de la condición de persona refugia-
da por parte de la COMAR, la persona podrá presentar recursos administrativos y/o 
solicitar intervención judicial si tiene argumentos para considerar que la decisión se 
debe reconsiderar, es decir que podrá acudir a los medios de impugnación referen-
tes al recurso de revisión y al juicio de nulidad. Sin embargo, cabe agregar que, con 
la denegación de reconocimiento de este estatus, la persona queda en situación 
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migratoria irregular.

Respecto del recurso de revisión, el ar-
tículo 25 de la Ley sobre Refugiados 
Protección Complementaria y Asilo Po-
lítico establece que se podrá interponer 
el recurso dentro de los quince días há-
biles siguientes, contados a partir de la 
notificación de la resolución respectiva. 
Para ello, la persona deberá dirigir a la 
COMAR un escrito en el que integre los 
siguientes datos, con base en el artículo 
86 la Ley Federal de Procedimiento Ad-
ministrativo343:

•	 Nombre de la institución a la cual se 
dirige, es decir, la COMAR.

•	 Nombre de la persona solicitante que 
presenta el recurso de revisión, in-
cluyendo a los(as) familiares que, por 
derivación, se encuentran solicitando 
también el reconocimiento de la con-
dición de refugiados(as) y la dirección 
en que habrán de recibir todo tipo 
de notificaciones por parte de la CO-
MAR.

•	 Fecha en la que se emitió la resolu-
ción negativa y fecha en que la perso-
na solicitante fue notificada del resul-
tado negativo de la misma.

•	 Describir a detalle los argumentos por 
los cuales no está de acuerdo con la 
decisión de la COMAR.

•	 Explicar los agravios que la persona soli-
citante enfrenta al ser rechazado su reco-
nocimiento de la condición de refugiada.

343	  Ley Federal de Procedimiento Administrativo, 
México, Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, 
1994, artículo 86; Alto Comisionado de las Naciones Uni-
das para los Refugiados, op.cit., p. 20.

•	 Lugar y fecha en que se realiza el re-
curso de revisión.

•	 De ser posible, aportar las pruebas 
con relación inmediata y directa con 
la resolución impugnada.

•	 Asegurar que el recurso vaya firma-
do por la persona solicitante. En caso 
de no saber escribir puede firmar con 
huella digital.

Con relación al juicio de nulidad, el artí-
culo 2 de la Ley Federal del Procedimien-
to Contencioso Administrativo establece 
que se puede interponer en contra de 
resoluciones de autoridades administra-
tivas dentro de los treinta días hábiles 
siguientes, contados a partir de la noti-
ficación de la resolución. Se puede inter-
poner después de haber presentado un 
recurso de revisión y que éste haya resul-
tado negativo –aunque también se pue-
de interponer sin haberlo presentado–. 
Para esto, la persona solicitante debe 
presentar ante el Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa un escrito de deman-
da que deberá integrar los siguientes da-
tos: nombre de la persona demandante; 
domicilio para oír y recibir notificaciones; 
dirección de correo electrónico; mencio-
nar la resolución impugnada, la autoridad 
demandada, los hechos que dan motivo 
a la demanda, pruebas –en caso de ha-
berlas–, los conceptos de impugnación, 
explicar las razones por las cuales la reso-
lución se considera errónea y los puntos 
petitorios (qué se espera que el Tribunal 
decida)344.

Ahora bien, como mencionado con ante-

344	  Ley Federal del Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo, artículo 14. 
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rioridad, los procesos llevados ante el INM o la COMAR señalan el derecho de la 
persona en contexto de movilidad de contar con representación. Con base en ello, 
la Ley de Migración señala lo siguiente:

Artículo 70. Todo migrante tiene derecho a ser asistido o representado legalmente por la 
persona que designe durante el procedimiento administrativo migratorio. El Instituto podrá 
celebrar los convenios de colaboración que se requieran y establecerá facilidades para que 
las organizaciones de la sociedad civil ofrezcan servicios de asesoría y representación legal 
a los migrantes en situación migratoria irregular a quienes se les haya iniciado un proced-
imiento administrativo migratorio.

Durante el procedimiento administrativo migratorio los migrantes tendrán derecho al de-
bido proceso que consiste en que el procedimiento sea sustanciado por autoridad compe-
tente; el derecho a ofrecer pruebas y alegar lo que a su derecho convenga, a tener acceso 
a las constancias del expediente administrativo migratorio; a contar con un traductor o 
intérprete para facilitar la comunicación, en caso de que no hable o no entienda el español y 
a que las resoluciones de la autoridad estén debidamente fundadas y motivadas345.

Asimismo, el numeral 109, fracción V, de la citada Ley dispone lo siguiente:

Artículo 109. Todo presentado, en su caso, tendrá los siguientes derechos desde su ingreso 
a la estación migratoria:

[...]V. Que el procedimiento sea sustanciado por autoridad competente y el derecho a recibir 
asesoría legal, ofrecer pruebas y alegar lo que a su derecho convenga, así como tener acceso 
a las constancias del expediente administrativo migratorio [...]346.

El Reglamento de la Ley de Migración en sus artículos 226 y 228 señala lo siguiente:

Artículo 226. Las personas extranjeras presentadas en las estaciones migratorias o en las 
estancias provisionales tendrán los siguientes derechos: 

IV. Conocer su situación migratoria y el motivo de su presentación;

V. Recibir por escrito sus derechos y obligaciones, en los idiomas de mayor incidencia de 	
personas extranjeras presentadas, así como las instancias donde puede presentar sus de-
nuncias y quejas;

VI. Recibir atención médica, psicológica, así como asesoría legal, al ingreso y durante su 		
alojamiento;

VII. Ser informadas del procedimiento migratorio; de su derecho a solicitar el reconocimien-
to de la condición de refugiado o la determinación de apátrida; del derecho a regularizar su 
estancia en términos de la Ley y este Reglamento; en su caso, de la posibilidad de solicitar 
voluntariamente el retorno asistido a su país de origen, así como del derecho de interponer 

345	  Ley de Migración, artículo 70.

346	  Ley de Migración, artículo 109, fr. V.
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un recurso efectivo contra las resoluciones del Instituto347.

[...]

Artículo 228. Todo alojado podrá designar o revocar a un representante legal o persona de 
su confianza en cualquier momento. 

Los representantes legales, las autoridades consulares y los servidores públicos comisio-
nados por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos podrán visitar a las personas 
extranjeras alojadas durante el tiempo necesario, salvo en contingencia que implique riesgo 
para la seguridad de los visitantes. 

El representante legal debidamente acreditado podrá visitar a su representado, durante los 
horarios establecidos, todos los días de la semana. 

Cuando un alojado manifieste su interés para que sea reconocida su condición de refugiado, 
dicha solicitud se deberá recabar por escrito y se dará aviso a la Coordinación General de la 
Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados en un término máximo de setenta y dos horas, 
contados a partir de que la autoridad migratoria tenga conocimiento de la solicitud348.

Por su parte la Ley Sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político 
señala:

Artículo 11. Todo extranjero que se encuentre en territorio nacional tiene derecho a so-
licitar, por sí, por su representante legal o por interpósita persona, el reconocimiento de 
la condición de refugiado. Si el extranjero solicitase dicho reconocimiento a través de su 
representante legal o por interpósita persona, deberá de ratificar su solicitud ante la Secre-
taría dentro del término de tres días hábiles349.

Así, el derecho de defensa es un derecho fundamental que se encuentra reconocido 
en la Constitución Política de México y debe salvaguardarse en cualquier procedi-
miento jurisdiccional.

En ese sentido, las personas en contexto de movilidad y con necesidad de protec-
ción internacional, con independencia de su situación migratoria, tienen derecho a 
la procuración e impartición de justicia, así como que en todo momento se respete 
su derecho al debido proceso. Por ello, se ha reconocido que deben tener acceso a 
asistencia técnico-jurídica de calidad, especializada y gratuita para la defensa de sus 
derechos en todas las instancias jurisdiccionales. En consecuencia, las y los juzgado-
res tienen la necesidad de verificar en los casos que les involucren, si recibieron asis-
tencia legal; pudiendo complementarse con una evaluación de las constancias para 

347	  Ley de Migración, artículo 226. 

348	  Ley de Migración, artículo 228. 

349	  Ley Sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, artículo 11. 
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determinar si durante el procedimiento 
se les otorgó una debida intervención en 
términos probatorios o argumentativos.

A propósito de esto, como abordado 
con anterioridad en este informe, el 15 
de marzo de 2023, la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación emitió la sen-
tencia que resolvería el Amparo en re-
visión 388/2022 señalando que existe 
una obligación constitucional a cargo del 
Estado, correlativa al derecho a una de-
fensa adecuada, consistente en proveer 
de una persona defensora pública a una 
persona extranjera sujeta a un proceso 
migratorio, con independencia de su vo-
luntad –incluso–, toda vez que se trata 
de un derecho humano de naturaleza 
irrenunciable350.

4.	 Protección especial de 
niñas, niños y adoles-
centes

Las niñas, niños y adolescentes se en-
cuentran en situación de vulnerabilidad 
y se debe procurar proporcionarles los 
instrumentos adecuados para que se lo-
gre la efectiva igualdad ante la ley de la 
que gozan las personas mayores de edad. 
A propósito de esto, la entrada en vigor 
de la Convención sobre los Derechos del 
Niño en 1989351 constituye el comienzo 
de un paradigma más garantista o de la 
protección integral de los derechos de 

350	  SCJN, Sentencia Amparo en revisión 388/2022, 
15 marzo 2023, para. 273. 

351	  Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la 
Asamblea General de la ONU en su resolución 44/25, del 
20 de noviembre de 1989. Entró en vigor el 2 de septiem-
bre de 1990. Ratificada por México el 21 de septiembre de 
1990.

las niñas, niños y adolescentes. En Mé-
xico, esta concepción más garantista se 
materializó con la aprobación de la Ley 
General de los Derechos de Niñas, Niños 
y Adolescentes en 2014.

Ahora bien, es importante tener presente 
que las infancias y adolescencias se mo-
vilizan por diversas razones –que pueden 
involucrar la necesidad de recibir protec-
ción internacional–, algunas de las cuales 
son: (i) búsqueda de oportunidades por 
consideraciones económicas o educati-
vas; (ii) con fines de reunificación familiar; 
(iii) por cambios repentinos o progresivos 
del medio ambiente que afectan adversa-
mente su vida o sus condiciones de vida; 
por afectaciones derivadas del crimen or-
ganizado; o por desastres naturales; (iv) 
por abuso familiar o extrema pobreza; (v) 
para ser transportados(as) en el contexto 
de una situación de explotación, incluida 
la trata infantil; (vi) para huir de su país, 
ya sea por temor fundado a ser persegui-
dos(as) por determinados motivos o por-
que su vida, seguridad o libertad han sido 
amenazadas por la violencia generaliza-
da, la agresión extranjera, los conflictos 
internos, la violación masiva de los dere-
chos humanos u otras circunstancias que 
hayan perturbado gravemente el orden 
público. Generalmente se trasladan jun-
to a sus padres, miembros de la familia 
ampliada u otros(as) adultos(as), pero en 
la actualidad un número creciente y sig-
nificativo migra en forma independiente 
y sin compañía352.

En efecto, la migración de niñas, niños y 

352	  Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto 
de la migración y/o en necesidad de protección internacional. 
Opinión Consultiva OC-21/14 del 19 de agosto de 2014, 
pára. 35.
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adolescentes viajando en núcleos familiares, o no acompañados, ha aumentado y 
aunque a lo largo de los años ha tenido caídas y repuntes, cada vez es más común su 
tránsito y/o alojamiento en el territorio mexicano.

*Número de eventos de niñas, niños y adolescentes a quienes se les inició un PAM ante el INM y fueron 
dirigidos(as) a albergues de la red del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (Sistema 
Nacional DIF).

**Datos hasta el 30 de marzo de 2024.

Datos Recuperados de Niñas, Niños y Adolescentes Migrantes en Situación Migratoria Irregular, desde y 
en Tránsito por México (Unidad de Política Migratoria). 

Elaboración propia.

Ahora bien, es conocido que la detención en masa de personas migrantes tiene 
como consecuencias la estigmatización, criminalización y vulneración a sus derechos 
humanos. En un informe publicado por Asylum Access se señala que, en México, el 
número de detenciones se duplicó en dos años, al pasar de 93,846 detenciones en 
2017, a 182,940 en 2019. Asimismo, aunque los estándares internacionales de de-
rechos humanos y las normas mexicanas prohíben la detención de menores de edad, 
las detenciones a niñas, niños y adolescentes correspondieron a ser entre el 15% y 
30% de las personas detenidas, dependiendo del año (2017-2020)353. Aunque entre 
2021 y 2024 la proporcionalidad a las detenciones de niñas, niños y adolescentes ha 
disminuido, continúa representando una parte sustancial.

Es de mencionar, a propósito de ello, que las expulsiones colectivas están prohi-
bidas como principio del derecho internacional. El Comité de Derechos Humanos 
ha subrayado que el artículo 13 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po-

353	  Red Regional de Protección, Situación de los Derechos Humanos de las Personas en Movilidad Humana en México y 
en el Norte de Centroamérica, (2020).
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líticos “no se cumple con leyes o decisiones que dispongan expulsiones colectivas o 
en masa”. Asimismo, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos (ACNUDH) ha proporcionado orientaciones específicas sobre el alcance 
personal de la prohibición de la expulsión colectiva, en particular, respecto a la obli-
gación de los Estados de realizar un examen razonable y objetivo del caso individual 
de cada persona para evaluar todas las circunstancias pertinentes que puedan opo-
nerse a su expulsión354.

*Datos hasta el 31 de mayo de 2024.

Datos Recuperados de Niñas, Niños y Adolescentes Migrantes en Situación Migratoria Irregular, desde y 
en Tránsito por México (Unidad de Política Migratoria). Cálculos propios. 

Elaboración propia.

Reforma de Ley en materia de niñez migrante de 2021

En 2021 entró en vigor una reforma de ley en materia de niñez migrante impulsada 
por la sociedad civil, la cual armonizó las ya mencionadas Ley de Migración y Ley 
Sobre Refugiados para prohibir la detención de niñas, niños y adolescentes en esta-
ciones migratorias.

A raíz de lo anterior, se estableció que el Estado mexicano debe garantizar la no 
privación de la libertad por motivos migratorios a niñas, niños y adolescentes355. En 
los procedimientos en que estas(os) se vean involucrados, se debe dar aviso inme-
diato a la Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes –o a la 
entidad federativa que corresponda–, previo al inicio del procedimiento356; el prin-

354	  Asamblea General de las Naciones Unidas, Informe sobre las formas de hacer frente a los efectos en los derechos 
humanos de las devoluciones en caliente de migrantes en tierra y en el mar (12 de mayo de 2021), parr. 40. 

355	  Ley de Migración, artículo 6.

356	  Ley de Migración, artículo 11.

Tabla 4. Número de eventos de niñas, niños y adolescentes en situación 
migratoria irregular por edad

TTotalotal

20212021 20222022 20232023 2024*2024*

Número de niñas, 
niños y 

adolescentes

Niñas, niños y 
adolescentes en 

términos 
porcentuales

306,692

77,608

25.3%

441,409

71,206

16.1%

782,176

113,660

14.5%

520,401

70,818

13.6%
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cipio del interés superior de la niñez debe 
ser una consideración primordial durante 
todo el procedimiento. Estas entidades 
deberán brindar protección a la persona 
menor de edad en tanto el INM deter-
mina su condición migratoria357. Aunado 
a esto, se prohíbe el alojamiento de ni-
ñas, niños y adolescentes migrantes en 
Estaciones o Estancias Migratorias, por 
lo que, en caso de situación migratoria 
irregular, las niñas, niños y adolescentes 
migrantes deben ser albergadas(os) en 
los Centros de Asistencia Social (CAS) del 
Sistema Nacional para el Desarrollo Inte-
gral de la Familia358 (en adelante Sistema 
Nacional DIF).

Aunado a lo anterior y a las garantías del 
debido proceso, se debe respetar el dere-
cho que tienen las personas menores de 
edad a ser escuchadas y a participar en 
las diferentes etapas procesales. En línea 
con esto, deberá prevalecer la unidad o 
la reunificación familiar, según proceda, 
siempre y cuando esta última no sea con-
traria al interés superior de la niñez; a su 
vez, para resolver la reunificación familiar 
se deberá tomar en cuenta la opinión del 
niño, niña o adolescente359. En la deci-

357	  Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes (en adelante LGDNNA), México, Cámara de 
Diputados del H. Congreso de la Unión, 2014, artículo 89.

358	  El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral 
de la Familia (DIF) es un organismo público descentralizado 
encargado de coordinar el Sistema Nacional de Asistencia 
Social Pública y Privada. A nivel institucional, la misión del 
Sistema Nacional DIF es contribuir al desarrollo integral 
de la población mediante el diseño de políticas públicas, la 
ejecución de programas y acciones de asistencia social, así 
como la coordinación del Sistema Nacional de Asistencia 
Social Pública y Privada, en favor de las familias y perso-
nas que, en sus diversas etapas de vida, enfrenten alguna 
condición de vulnerabilidad (Diario Oficial de la Federación, 
Programa Institucional 2020-2024 del Sistema Nacional para 
el Desarrollo Integral de la Familia, 04 de noviembre de 2020).

359	  LGDNNA, artículo 93.

sión final que se tome también se debe 
evaluar el interés superior de la niñez 360.

Para el caso de niñas, niños y adolescen-
tes migrantes susceptibles de reconoci-
miento de la condición de refugiadas(os) 
o de asilo, corresponde al Sistema Nacio-
nal DIF identificarlo mediante una eva-
luación inicial; posteriormente, deberá 
comunicarlo al INM quien, en colabora-
ción con la Coordinación General de la 
COMAR, adoptará medidas de protec-
ción especial361. Cualquier niña, niño o 
adolescente no acompañada(o) o separa-
da(o) de su familia tiene derecho a pre-
sentar una solicitud de reconocimiento 
de la condición de refugiada(o) y su so-
licitud deberá ser atendida de manera 
prioritaria362.

Aunque la mencionada reforma de ley 
y sus disposiciones han sido considera-
das pioneras en materia de defensa de 
derechos de niñez y adolescencias mi-
grantes, la realidad es que su implemen-
tación ha sido simbólica y poco efectiva. 
Una investigación realizada por el medio 
de comunicación digital Animal Político, 
reveló que entre enero de 2021 y mayo 
de 2022 solamente se procesó al 19% de 
las niñas, niños y adolescentes migrantes 
de acuerdo con el nuevo sistema de pro-
tección. La investigación también mostró 
que, en estados fronterizos, donde se re-
gistran los mayores números de deten-
ciones, los planes de restitución de dere-

360	  LGDNNA, artículo 92.

361	  LGDNNA, artículo 98.

362	  Reglamento de la Ley sobre Refugiados, Protec-
ción Complementaria y Asilo Político, artículo 35.
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chos363 (proceso de acuerdo con el nuevo sistema), elaborados por las Procuradurías 
de Protección a Niñas, Niños y Adolescentes llegan a cifras tan bajas como 0.7% en 
Baja California. Es decir, la mayoría de las niñas, niños y adolescentes migrantes no 
pasan por este nuevo sistema de protección y sus casos no son analizados como 
corresponde.

Datos recuperados de Niñez migrante. Promesas de papel (Animal Político). 
Elaboración propia.

F.	Militarización de las fronteras

Miembros de la asociación civil han reportado la militarización de fronteras como 
una práctica que obstaculiza que las personas que requieren protección interna-
cional puedan ejercer sus derechos. Con motivo de la firma del Acuerdo Migratorio 
entre México y EE.UU., a partir del 2019 el gobierno mexicano se comprometió a 
registrar y controlar las entradas en la frontera, así como a desplegar a la Guardia 
Nacional por todo el territorio, con especial hincapié en la frontera sur, para conte-
ner los flujos migratorios364. La Guardia Nacional está compuesta por un grupo de 
agentes que han tenido formación militar, quienes no se encuentran capacitados en 

363	  Un plan de restitución de derechos es un documento que contiene todas las medidas de protección especial 
que es necesario conseguir para la restitución de derechos en cada caso.

364	  Red Regional de Protección, “Situación de los Derechos Humanos de las Personas en Movilidad Humana en 
México y en el Norte de Centroamérica”, 2020, 22, https://asylumaccess.org/wp-content/uploads/2020/12/Informe-CI-
DH_Red-Regional-de-Proteccion.pdf.  

Estado con fEstado con frronteonterraa # de detenciones a ni# de detenciones a niññas, as, 
niniñños y adolescentesos y adolescentes

# de planes de # de planes de rrestituciestitucióón n 
elaboelaborradosados

15,498

80

22,827

3,483

3,098

6,694

226

2,801

117

11

2,170

852

498

4,673

6

707

Baja California

Campeche

Chiapas

Chihuahua

Coahuila

Nuevo León

Quintana Roo

Sonora

16,696 283Tabasco

4,945 1,237Tamaulipas

https://asylumaccess.org/wp-content/uploads/2020/12/Informe-CIDH_Red-Regional-de-Proteccion.pdf
https://asylumaccess.org/wp-content/uploads/2020/12/Informe-CIDH_Red-Regional-de-Proteccion.pdf
https://asylumaccess.org/wp-content/uploads/2020/12/Informe-CIDH_Red-Regional-de-Proteccion.pdf
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materia de atención a personas en contexto de movilidad o aquellas con necesidad 
de protección internacional365. En enero de 2022, el gobierno mexicano ya había 
desplegado a 28,397 elementos, de los cuales 13,663 eran del ejército y 13,828 
eran de la Guardia Nacional366. Dentro del reporte Bajo la Bota, elaborado por di-
versas organizaciones de la sociedad civil, se documentaron diversos casos, entre 
los cuales elementos de la Guardia Nacional y el Ejército, realizaron detenciones 
arbitrarias e ilegales, efectuaron acciones de perfilamiento racial y violencia en con-
tra de mujeres. Cabe mencionar que, de 2016 a 2022 se han registrado 5,378 de-
nuncias de delitos en contra de personas en contexto de movilidad367. No obstante, 
la mayoría de los delitos en contra de personas migrantes no son denunciados por 
miedo a la deportación o represalias en su contra368.

G.	Otras circunstancias de 
relevancia

El 24 de mayo de 2024 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo 
por el que se da a conocer el cambio de domicilio oficial de la oficina central de la 
Coordinación General de la COMAR en la Ciudad de México, también se informó 
que el nuevo domicilio, a partir del 29 de mayo del 2024, estaría ubicado en la Co-
lonia Anzures de la Ciudad de México. Sin embargo, desde esa fecha las oficinas 
de la COMAR en Ciudad de México se encuentran cerradas debido a que vecinos 
impidieron que abrieran una nueva sede en Anzures. Con esta situación, las per-
sonas con necesidad de protección internacional, incluidas aquellas solicitantes de 
reconocimiento de la condición de refugiadas, se vieron afectadas pues, durante 
dos meses, no contaron con fecha cierta para retomar los procesos de solicitud de 
refugio369.

Aunado a lo anterior, el INM desde inicios del 2024 dejó de emitir Tarjetas de Visi-
tante por Razones Humanitarias370 (en adelante TVRH) a las personas solicitantes 
de refugio. La TVRH es un documento gratuito que puede ser válido por un año y 

365	  Ibid.

366	  Fundación para la Justicia y el Estado Democrático de Derecho, Bajo la Bota: Militarización de la Política Migratoria 
en México, (Ciudad de México, 2022). 

367	  Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas (UPMRIP), Rutas: Estudios sobre Movilidad y Mi-
gración Internacional (Ciudad de México, 2022).

368	  La deportación se vincula con la detención migratoria, ya que en México el 87% de las personas detenidas entre 
2013 y 2020 fueron deportadas. Las deportaciones son una práctica que se ha extendido a otros países de la región.  

369	  Las Oficinas de la COMAR en la Ciudad de México fueron reaperturadas, en la delegación Iztapalapa, el 05 de 
agosto de 2024. 

370	  La TVRH es regulada en el artículo 52, fracción V, de la Ley de Migración y 157 de su reglamento.



175

Situación de derechos de personas con necesidad de protección internacional en busca de asilo 
o refugio en América Latina: un análisis regional de las zonas de frontera

permite a la persona regularizar su estancia en México, trabajar, así como asegurar 
el libre tránsito por el país. Su importancia recae también en la tutela que otorga a 
los derechos de las personas con necesidad de protección internacional. Lo cierto es 
que mientras que los flujos migratorios mixtos se acrecientan cada año, la falta de 
emisión de las TVRH vulnera la estancia de las personas en México. Además, es de 
destacar que, en los Estados con alto flujo de personas en contexto de movilidad, la 
expedición de estas TVRH en 2024 fue casi nula.

Datos recuperados de Boletín de Estadísticas Mensuales 2023 y 2024 (Unidad de Política Migratoria). 
Elaboración propia.

EneEnerroo FFebebrreerroo MarzoMarzo AbrilAbril MaMayyoo

13,240 10,850 14,577 12,428 17,189

EneEnerroo FFebebrreerroo MarzoMarzo AbrilAbril MaMayyoo

168 256 1912 72 356

EmisiEmisióón de TVRH entn de TVRH entrre enee enerro y mao y mayyo de o de 
2024 (nacional)2024 (nacional)

EmisiEmisióón de TVRH entn de TVRH entrre enee enerro y mao y mayyo o 
2023 (nacional)2023 (nacional)

CompaComparratiativva Chiapas, Ciudad de Ma Chiapas, Ciudad de Mééxico y xico y 
TTabasco eneabasco enerro-mao-mayyo 2023 y 2024o 2023 y 2024

Ciudad de México, 
2023

Tabasco, 2023

44,467

10,362

1,351

Chiapas, 2024

Ciudad de México, 
2024

Tabasco, 2024

371

115

0

Chiapas, 2023
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Conclusiones
Las personas migrantes y refugiadas son constantemente víctimas de violaciones a 
sus derechos; además, en su mayoría, se encuentran en condiciones de vulnerabili-
dad que deben ser atendidas y reconocidas por los diferentes sistemas jurídicos de 
protección. Muchas de estas personas provienen de países que padecen violencia 
estructural, conflictos políticos y/o sociales que les fuerzan a migrar; por lo que de-
berían contar, entre otros, con el reconocimiento efectivo de su derecho a solicitar 
y recibir asilo, y a ser protegidas bajo el principio de no devolución.

Aunque el movimiento migratorio en México ha sido constante, se ha observado un 
aumento derivado de los problemas políticos, sociales y económicos que afectan a 
la región. Asimismo, muchas de las personas en contexto de movilidad forzada in-
ternacional viven en una situación de pobreza y precariedad que hace más profunda 
la desigualdad en la que se encuentran en el país de acogida y les lleva a buscar 
opciones, muchas veces riesgosas, para el desarrollo de su plan de vida. Estas pro-
blemáticas se potenciaron, entre otras, con la pandemia del covid-19 y el cierre de 
fronteras; destacando en algunos casos la violación del derecho a recibir asistencia 
médica.

Aunque ha habido buenas acciones por parte del gobierno mexicano –como lo fue 
la aplicación de vacunas por covid-19, con independencia del estatus migratorio de 
las personas–, así como también se reconocen los derechos de las personas en con-
texto de movilidad externa y con necesidad de protección internacional dentro del 
territorio mexicano; en la práctica estas personas se enfrentan a múltiples barreras 
normativas que dificultan su acceso pleno a derechos –incluida la regularización mi-
gratoria–, dejando como consecuencia en diferentes situaciones, las deportaciones 
masivas o retornos asistidos.

La pandemia por el covid-19 implicó muchos retos en la protección de los derechos 
humanos para todas las personas. Paralelamente, este fenómeno demostró, una vez 
más, la subordinación de las prácticas migratorias mexicanas a las estadounidenses, 
así como una discrecionalidad en diversas políticas sobre migración bajo la preten-
sión de seguridad nacional, para expulsar de manera exprés a personas en contexto 
de movilidad y con necesidad de protección internacional.

Recomendaciones
A la COMAR y la Secretaría de Gobernación

•	 Evitar el cierre de oficinas de la COMAR en la ciudad de México, u otro estado, ya 
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que tales acciones afectan los procesos de regularización migratoria y el acceso 
a mecanismos de protección para diversas personas.

•	 Reforzar las capacidades operativas de la COMAR y salvaguardar su independen-
cia técnica.

•	 Implementar una potente política de documentación para contrarrestar la falta 
de emisión de TVRH.

Al INM:

•	 Retomar la emisión de TVRH de acuerdo con las disposiciones legales vigentes, 
particularmente en los casos de víctimas de delitos graves y de solicitantes de 
reconocimiento de la condición de refugiadas.

•	 Utilizar la detención migratoria como último recurso, procurando que dure lo 
menos posible, cumpliendo las garantías procesales y asegurando que se trate 
de una medida basada en la necesidad, proporcionalidad y evaluación individual.

•	 Implementar medidas administrativas para que las personas puedan continuar 
sus PAM en libertad y con acceso a una debida defensa.

•	 Facilitar las regularizaciones de Estancia Migratoria por razones de oferta laboral.

•	 Crear un programa de regularización migratoria que beneficie a las personas en 
situación irregular que lleven más de tres años en el territorio mexicano. Lo ante-
rior dado que, teniendo en cuenta que para la naturalización se requieren cinco 
años y para la residencia permanente cuatro, el término de tres años podría ser 
suficientes para que la persona esté familiarizada con la cultura e integrada a la 
sociedad y a las actividades económicas.

•	 Llevar a cabo la verificación y control migratorio, sin que esto se haga por medio 
de la Guardia Nacional, entidad que no cuenta con el perfil necesario para ello de 
acuerdo con las recomendaciones emitidas por los organismos internacionales.

A las Procuradurías de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes

•	 Procurar que la elaboración de planes de restitución de derechos se haga de 
manera individual y no colectiva, considerando siempre el interés superior de la 
niñez.

•	 Procurar la unidad familiar.

A las autoridades Federales, Estatales y Municipales 
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•	 Crear albergues para brindar condiciones dignas y seguras para las personas en 
contexto de movilidad y con necesidad de protección internacional. 
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6.	Perú

La llegada masiva de flujos migratorios mixtos en los últimos seis años ha repre-
sentado un punto de inflexión en la dinámica migratoria del país. Esto ha generado 
desafíos y oportunidades, tanto para la población refugiada como para las autorida-
des peruanas y la sociedad civil, enmarcando la protección internacional dentro de 
políticas y programas heterogéneos derivados de situaciones políticas coyunturales. 
En este escenario, la limitada capacidad del Estado en dar respuesta por falta de re-
cursos, el débil acceso a información por parte de las personas refugiadas sobre sus 
derechos, la priorización de mecanismos migratorios de regularización y la falta de 
políticas de integración, son desafíos permanentes para el Perú. Aunado a ello, nos 
encontramos frente a medidas restrictivas para el acceso al territorio derivadas del 
enfoque de securitización sobre los flujos migratorios, mirada que se expande en la 
región.

A.	Contextualización

El Perú ha sido un país principalmente emisor de personas migrantes. Sin embar-
go, también ha sido un país receptor clave dentro de la región. En 1980 acogió a 
personas cubanas que huían del régimen comunista y desde el 2005 ha brindado 
protección internacional a personas colombianas que huyen del conflicto armado. 
No obstante, ha sido la migración forzada de personas provenientes de Venezuela la 
que ha marcado un hito en el país, desde el 2017, con la llegada de un alto número 
de personas –incluso, pese a la pandemia del covid-19 y las restricciones que gene-
ró–. Así, a agosto de 2023, se calculaba que el Perú albergaba a, aproximadamente, 
1.5 millones de personas venezolanas371.

De acuerdo con la II Encuesta dirigida a la Población Venezolana 2022 (II ENPOVE)372, 
publicada por el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI), al 31 de agos-
to de 2021, el Perú acogía a 1.4 millones de personas migrantes y refugiadas, de 
las cuales el 86.8% eran de nacionalidad venezolana373. Dentro de las necesidades 
que estas últimas requerían fueran cubiertas, se identificó el acceso a salud (55,8%), 

371	  R4V. Extraído el 28/04/2024  https://www.r4v.info/es/refugiadosymigrantes 

372	  II Encuesta a la población venezolana residente en el Perú. Realizada por el Instituto Nacional de Estadística e 
Informática-INEI. Acceso a través del siguiente enlace: https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/boletines/ii-en-
pove-cies-23-marzo-2023.pdf

373	  El 28,3% del total de la población venezolana tenía de 0 a 14 años; el 63,4% tenía entre 15 y 49 años; y el 7,7% 
tenía de 50 a más años.

https://www.r4v.info/es/refugiadosymigrantes
https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/boletines/ii-enpove-cies-23-marzo-2023.pdf
https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/boletines/ii-enpove-cies-23-marzo-2023.pdf
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alimentos (45,6%) y generación de ingre-
sos o empleo (40,3%). Tales cifras indica-
ban que, de manera general, se trataba 
de una población en situación de preca-
riedad y con limitada capacidad para cu-
brir sus necesidades básicas; análisis aun 
aplicable a la actualidad pues la falta de 
acceso a documentación –como el carné 
de extranjería–, conlleva barreras de ac-
ceso a servicios básicos, a un trabajo for-
mal y a servicios financieros.

La primera respuesta del Estado ante 
estos desafíos fue de apertura y solida-
ridad, impulsándose una política migra-
toria de puertas abiertas, pero a medida 
que se incrementaban los flujos masivos 
de personas cada vez más empobrecidas, 
el enfrentamiento social, así como el in-
cremento de la xenofobia y aporofobia, 
dieron paso a políticas restrictivas. El en-
foque securitista y la criminalización de 
la migración, en este sentido, se han ido 
asentando y han creado zonas grises de 
protección.

1.	 Acceso al territorio    
peruano

Para comprender cómo se regula el ac-
ceso al territorio nacional es necesario 
tener en cuenta la convergencia del de-
recho a la no devolución y la soberanía 
estatal. El primero, por su parte, protege 
los derechos fundamentales de las per-
sonas frente a la persecución y riesgo 
de daño grave, tal como se establece en 
el artículo 5.1 de la Ley N°27891374 (en 
adelante Ley del Refugiado):

374	  Ley N° 27891. Ley del Refugiado de Perú. Publi-
cada el 20 de diciembre de 2002.

Toda persona que invoque la condi-
ción de refugiado, puede ingresar a 
territorio nacional, no pudiendo ser 
rechazada, devuelta, expulsada, ex-
traditada o sujeta a medida alguna 
que pueda significar su retorno al 
país donde su vida, integridad o su 
libertad estén amenazadas por las ra-
zones señaladas en el Artículo 3 de la 
presente Ley.

La soberanía, por su lado, permite al Es-
tado regular cómo procede el acceso a 
su territorio, pues es quien tiene el con-
trol sobre sus fronteras y sobre el flujo 
de personas que se encuentran dentro 
de él375. Con base en ello, el Estado tiene 
la capacidad de tomar medidas de con-
trol independientes para proteger al país, 
aunque el respeto irrestricto de los de-
rechos de todas las personas –incluidas 
las refugiadas y solicitantes de refugio–, 
no debe contravenir sus obligaciones. En 
línea con ello, el principio de no devolu-
ción es fundamental y estructural en la 
protección internacional y se opone a 
cualquier restricción.

En la práctica mantener un equilibrio en-
tre el derecho a la no devolución y la so-
beranía estatal puede ser difícil y provocar 
conflictos. En situaciones de migración 
mixta, como la que se vive en Perú, esto 
es más evidente al observarse la existen-
cia de medidas restrictivas que generan 

375	  Esto se desprende del artículo 54 de la Consti-
tución Política del Perú y del artículo II del Decreto Legisla-
tivo 1350. El primero señala que “[e]l territorio del Estado 
es inalienable e inviolable. Comprende el suelo, el subsuelo, 
el dominio marítimo, y el espacio aéreo que los cubre [...]”. 
Por su parte, el artículo II indica que “[e]l Estado ejerce so-
beranía sobre la integridad de su territorio y sobre los na-
cionales y extranjeros que en él se encuentren”.
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riesgos de protección376 al aplicarse de 
manera hegemónica e irregularizar a las 
personas, situándolas en escenarios de 
riesgo y violación de sus derechos, inclui-
do el de no devolución. Tal es la situación 
de personas provenientes de Venezue-
la377, Haití378, Cuba y Nicaragua, cuyos 
países de origen o residencia habitual se 
encuentran en situaciones de crisis, pero 
que, a su vez, son las únicas nacionalida-
des de América Latina y el Caribe que ne-
cesitan visa para ingresar al Perú379.

En línea con lo anterior y a manera ilus-
trativa, en abril del 2023, en la frontera 
sur de Tacna-Arica, se impusieron me-
didas de militarización impulsadas por 
el gobierno chileno en las fronteras con 
Perú y Bolivia ante la llegada de pobla-
ción migrante y refugiada proveniente, 

376	  Un riesgo de protección es la exposición real o 
potencial de la población afectada a la violencia, la coac-
ción o la privación deliberada. Actualmente, se reconocen 
quince riesgos de protección. Clúster Global de Protec-
ción, “Nota explicativa de los riesgos de protección”, s.f. 
Disponible en: https://globalprotectioncluster.org/sites/
default/files/2023-06/04_nota_explicativa_riesgos_pro-
teccion_v2302_esp.pdf Para más información, se puede 
consultar el siguiente enlace: http://pim.guide/wp-content/
uploads/2022/03/PAF_Introduction_Annex-1-2_COM-
POSITE_080521_ES.pdf

377	  El Comercio, “Ciudadanos venezolanos se en-
cuentran varados en las fronteras de Ecuador”, https://www.
elcomercio.com/actualidad/politica/ciudadanos-venezola-
nos-varados-fronteras-ecuador.html

378	  Voz de América, “Fuerzas peruanas chocan con 
migrantes haitianos en la frontera entre Perú y Brasil”, 
https://www.vozdeamerica.com/a/america-latina_fuer-
zas-peruanas-chocan-con-migrantes-haitianos-en-fron-
tera-peru-brasil/6071654.html.

379	  Consulado General del Perú, “Requerimientos de 
visa para ciudadanos extranjeros”, https://www.consulado.
pe/Documents/visas/Requerimientos_de_visa_para_ciu-
dadanos_extranjeros.pdf.

principalmente, de Venezuela y Haití380. 
En respuesta a esta acción, el gobierno 
peruano declaró Estado de Emergencia 
en siete departamentos fronterizos y or-
denó su militarización, afirmando así su 
desconocimiento y violación al derecho 
internacional de los derechos de las per-
sonas con necesidad de protección inter-
nacional. Pese a las exigencias del Estado 
y la militarización de fronteras en ciertos 
periodos de tiempo, sigue existiendo un 
número considerable de personas que 
ingresa de manera irregular al territorio, 
especialmente de nacionalidad venezo-
lana.

Por su lado, en la frontera norte, a finales 
del 2023 e inicios del 2024, la Policía Na-
cional del Perú llevó a cabo operativos en 
el Puente Internacional de Aguas Verdes, 
en Tumbes, en coordinación con la po-
licía ecuatoriana, para controlar el flujo 
de personas extranjeras. Estas acciones 
contaron con respaldo político y social, 
especialmente tras la crisis carcelaria en 
Ecuador. Aunque el ministro de Defensa 
del Perú se opuso al cierre de las fronte-
ras con este último país, se desplegaron 
400 efectivos policiales bajo el argumen-
to de resguardar la seguridad nacional381.

En consecuencia, la aplicación de las po-
líticas y procedimientos de rechazo o in-

380	  Amnistía Internacional, “Perú: Chile debe poner 
fin a la militarización de las fronteras”, https://www.amnes-
ty.org/es/latest/news/2023/04/peru-chile-must-end-mil-
itarization-borders/#:~:text=Desde%20principios%20
de%20febrero%20de,tensiones%20en%20las%20
%C3%BAltimas%20semanas.

381	  ReliefWeb, “Monitoreo de protección: Informe 
Perú - Tacna, diciembre de 2023 - febrero de 2024”, https://
reliefweb.int/report/peru/monitoreo-de-proteccion-snap-
shot-peru-tacna-diciembre-2023-febrero-2024.

https://globalprotectioncluster.org/sites/default/files/2023-06/04_nota_explicativa_riesgos_proteccion_v2302_esp.pdf
https://globalprotectioncluster.org/sites/default/files/2023-06/04_nota_explicativa_riesgos_proteccion_v2302_esp.pdf
https://globalprotectioncluster.org/sites/default/files/2023-06/04_nota_explicativa_riesgos_proteccion_v2302_esp.pdf
http://pim.guide/wp-content/uploads/2022/03/PAF_Introduction_Annex-1-2_COMPOSITE_080521_ES.pdf
http://pim.guide/wp-content/uploads/2022/03/PAF_Introduction_Annex-1-2_COMPOSITE_080521_ES.pdf
http://pim.guide/wp-content/uploads/2022/03/PAF_Introduction_Annex-1-2_COMPOSITE_080521_ES.pdf
https://www.elcomercio.com/actualidad/politica/ciudadanos-venezolanos-varados-fronteras-ecuador.html
https://www.elcomercio.com/actualidad/politica/ciudadanos-venezolanos-varados-fronteras-ecuador.html
https://www.elcomercio.com/actualidad/politica/ciudadanos-venezolanos-varados-fronteras-ecuador.html
https://www.vozdeamerica.com/a/america-latina_fuerzas-peruanas-chocan-con-migrantes-haitianos-en-frontera-peru-brasil/6071654.html
https://www.vozdeamerica.com/a/america-latina_fuerzas-peruanas-chocan-con-migrantes-haitianos-en-frontera-peru-brasil/6071654.html
https://www.vozdeamerica.com/a/america-latina_fuerzas-peruanas-chocan-con-migrantes-haitianos-en-frontera-peru-brasil/6071654.html
https://www.consulado.pe/Documents/visas/Requerimientos_de_visa_para_ciudadanos_extranjeros.pdf
https://www.consulado.pe/Documents/visas/Requerimientos_de_visa_para_ciudadanos_extranjeros.pdf
https://www.consulado.pe/Documents/visas/Requerimientos_de_visa_para_ciudadanos_extranjeros.pdf
https://reliefweb.int/report/peru/monitoreo-de-proteccion-snapshot-peru-tacna-diciembre-2023-febrero-2024
https://reliefweb.int/report/peru/monitoreo-de-proteccion-snapshot-peru-tacna-diciembre-2023-febrero-2024
https://reliefweb.int/report/peru/monitoreo-de-proteccion-snapshot-peru-tacna-diciembre-2023-febrero-2024
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admisión382 en las fronteras presenta desafíos significativos en el país.

2.	 Sanciones administrativas frente al incumplimiento 
de requisitos de ingreso

Para ingresar al Perú las personas deben presentar a las autoridades migratorias su 
cédula de identificación, pasaporte o visa383, según la nacionalidad que tengan y las 
actividades que vayan a realizar. La determinación del tipo de documento se da con 
base en los acuerdos internacionales que el Perú tenga con sus países de origen384. 
Sin embargo, bajo el principio de no devolución, este requisito no debe convertirse 
en una restricción de ingreso para las personas con necesidad de protección inter-
nacional385. Las autoridades también evalúan que la persona no cuente con algún 
impedimento de ingreso, tal como lo detalla el artículo 48 del Decreto Legislativo 
N° 1350. Sobre esto, es importante destacar, además, que los puntos de acceso no 
se encuentren deshabilitados386.

En caso de que la persona incumpla los requisitos de ingreso y ya se encuentre den-
tro del territorio nacional, es plausible de ser sancionada. Para esto, el mencionado 
Decreto Legislativo N°1350 y su Reglamento, establecen que la Superintendencia 
Nacional de Migraciones (en adelante Migraciones), mediante un procedimiento ad-
ministrativo sancionador, puede imponer multa387, salida obligatoria388 y expulsio-
nes389, según la gravedad de la infracción.

382	  La inadmisión o rechazo en frontera en Perú puede ocurrir cuando un extranjero intenta ingresar al país y no 
cumple con los requisitos establecidos por la Superintendencia Nacional de Migraciones; como es la no presentación 
de documentación establecida como por ejemplo documento de viaje válido, visa si esta es requerida; o cualquier otro 
documento requerido; así como, también contar con antecedentes penales y/o judiciales; o contar ya con una sanción de 
impedimento de ingreso a territorio nacional; entre otros.

383	  A través de la Resolución 000121-2024-MIGRACIONES, se eliminaron las excepciones por razones de vulnera-
bilidad a personas venezolanas, lo que implica que en adelante no se admite, bajo ningún caso, personas solo con cédulas 
de identidad o pasaportes vencidos.

384	  Artículo 15º.- Identificación de las personas extranjeras en el territorio nacional. Decreto Legislativo N° 1350.

385	  Artículo 5°.- Derecho a la no devolución. Ley N° 27891, Ley del Refugiado.

386	  De conformidad con el artículo 45 del Decreto Legislativo 1350, la Superintendencia Nacional de Migraciones 
habilita puestos de control migratorio y/o fronterizo a fin de garantizar el registro de las personas nacionales y extranjeras, 
recalcando que estos deberán estar operativos para tal fin.

387	  Artículo 56º.- Multa a extranjeros. Decreto Legislativo 1350. 

388	  Artículo 57º.- Salida obligatoria del país. Decreto Legislativo 1350.

389	  Artículo 58º.- Expulsión. Decreto Legislativo 1350.
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Fuente: elaboración propia con base en el artículo 54º del Decreto Legislativo 1350.

Estos tipos de sanciones excluyen a las personas refugiadas o solicitantes de reco-
nocimiento de tal estatus, como lo señala taxativamente el inciso a) del artículo 3 del 
Reglamento de la Ley del Refugiado: “[n]inguna autoridad impondrá sanciones por la 
entrada o permanencia irregular o ilegal en el territorio de la República de personas 
que soliciten la condición de refugiado”. Ante cualquier medida sancionatoria que 
se busque imponer a estas personas, debe solicitarse la intervención de la Comisión 
Especial para los Refugiados (en adelante CEPR)390, a fin de garantizar el respeto de 
los compromisos internacionales.

B.	La protección internacional en 
Perú

El Estado peruano ha ratificado dos grandes instrumentos jurídicos internacionales 

Es necesario mencionar que en Perú se usa de manera indistinta el término de deportación y expulsión, abordándose como 
sinónimos. Sin embargo, en las normativas que se han mencionado se utiliza el término expulsión.

390	  Art 7° de La Ley de Refugiado: “La Comisión Permanente Ad Hoc para los Refugiados del Ministerio de Rela-
ciones Exteriores, en adelante la Comisión Especial para los Refugiados, es el órgano encargado de recibir, estudiar, pro-
cesar, resolver lo correspondiente a la solicitud de reconocimiento de refugio y revisar periódicamente las calificaciones; 
decide sobre el tratamiento y la aplicación del estatuto a que tiene derecho el así declarado y vela por que todas las 
entidades intervinientes en materia de refugio cumplan con los acuerdos contenidos en los Instrumentos internacionales 
signados por el Perú”.

ExpulsiExpulsióónn Salida obligatoriaSalida obligatoria MultaMulta

Salida de la persona del 
territorio.

Impedimento de 
reingreso por quinces 
años.

Para el reingreso debe 
realizar el pago de una 
multa.

Determina que la 
persona extranjera 
abandone el territorio 
nacional.

Impedimento de 
reingreso al Perú hasta 
por el plazo de cinco 
años.

El reingreso está 
condicionado al pago 
de la multa respectiva.

Sanción de carácter 
pecuniario.

El monto se computa y 
se establece en el 
Reglamento soibre la 
base del valor de la 
Unidad Impositiva 
Tributaria (UIT).

La multa tiene carácter 
imprescriptible y no 
genera intereses.
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en materia de reconocimiento a personas refugiadas: la Convención sobre el Estatu-
to de los Refugiados de 1951 (y su Protocolo); y la Declaración de Cartagena sobre 
Refugiados de 1984. Ambas definen quién es persona refugiada, conceptos que 
fueron recogidos por la Ley del Refugiado y su Reglamento391 y regulan el tratamien-
to a dar a personas refugiadas y solicitantes de refugio en el Perú.

1.	 Proceso de solicitud de reconocimiento de la                       
condición de persona refugiada

En concordancia con los mencionados instrumentos internacionales, la Ley del Refu-
giado del Perú establece tres perfiles de personas que pueden ser reconocidas como 
refugiadas392:

•	 Quienes enfrentan fundados temores de persecución por motivos de raza, reli-
gión, nacionalidad, pertenencia a un grupo social específico u opiniones políticas, 
y que se encuentran fuera de su país de nacionalidad sin posibilidad o deseo de 
recibir protección de este.

•	 Quienes han sido forzadas a abandonar su país debido a violaciones masivas de 
derechos humanos, conflictos armados, ocupación extranjera u otros eventos 
que perturben gravemente el orden público.

•	 Quienes habiendo salido libremente de sus países y encontrándose en el terri-
torio peruano, enfrentan nuevos riesgos en su país de origen y no pueden o no 
quieren regresar debido a temores de persecución.

La Ley establece condiciones para la exclusión del reconocimiento de tal condición, 
como la comisión de ciertos delitos graves, actos contrarios a los principios de la 
Carta de las Naciones Unidas o el reconocimiento de derechos y obligaciones inhe-
rentes a la nacionalidad por parte de las autoridades del país donde reside la perso-
na393. También se reconoce el antes mencionado derecho a la no devolución de las 
personas que solicitan refugio. Sin embargo, este principio no aplica para quienes 
representen un peligro o hayan cometido delitos graves fuera de Perú y que consti-
tuyan una amenaza para el orden público y la seguridad interna del país394.

La CEPR es la entidad encargada de recibir, analizar y resolver las solicitudes de 
refugio, así como de atender las necesidades de protección de las personas refugia-

391	  Reglamento de La ley del Refugiado. Perú. Publicado el 23 de diciembre de 2002.

392	  Ley N° 27891. Ley del Refugiado de Perú. Publicado el 20 de diciembre de 2002.

393	  Ley N° 27891.

394	  Ley N° 27891.
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das. Asimismo, es de mencionar que en el Perú no es obligatorio que la persona sea 
representada por un(a) abogado(a) en ninguna de las etapas del proceso de solicitud 
de reconocimiento de la condición de persona refugiada.

El reconocimiento formal de este estatus otorga una serie de derechos y establece 
también ciertas restricciones. Efectivamente, las personas refugiadas tienen los mis-
mos derechos y obligaciones que las personas extranjeras residentes –conforme a 
la Constitución y las leyes–, teniendo prohibido intervenir en asuntos políticos o de 
otra índole que puedan comprometer la seguridad nacional o las relaciones interna-
cionales del Perú. También tienen derecho a la calidad migratoria de extranjero resi-
dente por un año, con posibilidad de renovación anual mientras persistan las razones 
del reconocimiento395. Con base en esto, se les otorga un carné de extranjería396 como 
documento de identificación, así como también pueden obtener un documento de 
viaje para desplazarse al exterior con previa autorización de la CEPR. Asimismo, la 
calidad de persona refugiada puede extenderse a familiares dependientes económi-
camente y se establecen beneficios en términos de empleo, asistencia y exoneracio-
nes de tasas migratorias.

Es importante resaltar que, en el 2019, se observó que, frente a la afluencia de 
personas de nacionalidad extranjera en tránsito hacia Perú, la CEPR determinó con-
veniente realizar procesos de precalificación de la condición de refugiado en frontera, 
realizando un análisis in situ de los motivos de persecución a fin de determinar el 
posible perfil de protección internacional. Esta práctica llevó, en muchos casos, a que 
las personas quedaran varadas en la frontera a la espera de una respuesta.

A través del siguiente esquema, se presenta el procedimiento se solicitud de refu-
gio397 en Perú.

395	  Ley N° 27891.

396	  El carné de extranjería acredita a la persona como extranjero residente en Perú. En el caso de personas recon-
ocidas como refugiadas, la prórroga de la residencia está a cargo del Ministerio de Relaciones Exteriores, quien debe 
realizarla de oficio.

397	  La Defensoría del Pueblo Perú en su publicación de Guía para Personas Refugiadas, Solicitantes de la Condición de 
Refugiado y Migrantes en el Perú ha elaborado las etapas clave del procedimiento de determinación de la condición de re-
fugiado/a. Acceso a través del siguiente link: https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2021/02/Gu%C3%A-
Da-para-personas-refugiadas-solicitantes-de-la-condici%C3%B3n-de-refugiado-y-migrantes-en-el-Per%C3%BA.pdf

https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2021/02/Gu%C3%ADa-para-personas-refugiadas-solicitantes-de-la-condici%C3%B3n-de-refugiado-y-migrantes-en-el-Per%C3%BA.pdf
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2021/02/Gu%C3%ADa-para-personas-refugiadas-solicitantes-de-la-condici%C3%B3n-de-refugiado-y-migrantes-en-el-Per%C3%BA.pdf
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Fuente: elaboración propia.

2.	 Seguimiento al procedimiento y debidas garantías

Según los datos del ACNUR, los números de solicitudes en todo el mundo aumen-
taron de 3,975 en 2014 a 650,606 en 2019. En el caso peruano, en el año 2019398, 
se presentaron 286,269 solicitudes de reconocimiento de la condición de persona 
refugiada; a diferencia del 2023, donde la cifra disminuyó a 10,905 solicitudes (ver 

398	  Data proporcionada por el Ministerio de Relaciones Exteriores en atención a pedido de información pública 
el 18 de abril de 2024. No obstante, realizaron la siguiente precisión: “Finalmente, cabe señalar que las cifras remitidas 
son preliminares, toda vez que se ha iniciado un proceso de validación y cotejo de la información. El cotejo se viene realizando en 
nuestro sistema debido a que se ha detectado la presencia de solicitudes que han sido presentadas en 2 o más ocasiones generando 
duplicados, triplicados y cuadriplicados, así como por personas que se han retirado de manera irregular del territorio peruano, sin 
informar”.

 Proceso de reconocimiento de la condición de persona refugiada

0101

0202

0303 0505

0404
0606

Solicitud de reconocimiento de la Solicitud de reconocimiento de la 
condición de refugiado.condición de refugiado.
 La persona interesada, su 
representante legal o el ACNUR 
-con consentimiento de la 
persona- pueden presentar la 
solicitud. Esto se puede hacer 
antes de que expire la permanen-
cia temporal en el Perú o dentro 
de los 30 días posteriores a su 
ingreso al país sin autorización de 
ingreso o permanencia legal (salvo 

Expedición del documento Expedición del documento 
provisional de trámite.provisional de trámite.

 La CEPR emite un documento 
provisional que acredita que la 
solicitud está en proceso. Este 

documento permite a la persona 
solicitante permanecer en el país 

mientras se resuelve su solicitud y 
le autoriza, provisionalmente, a 

trabajar. 
Tiene una vigencia de 60 días 

hábiles, renovable a criterio de la 
CEPR.

Emisión de la resolución por la Emisión de la resolución por la 
comisión Especial para los comisión Especial para los 
Refugiados.Refugiados.
La CEPR emite una resolución 
fundada sobre la solicitud en un 
plazo máximo de 60 días hábiles 
(que puede ser prorrogado por 
circunstancias razonables).
En caso de dudas, se resuelve a 
favor de la persona solicitante.

Reconsideración.Reconsideración.
Si la solicitud es 

denegada, la persona solicitante 
puede presentar un recurso de 

reconsideración ante la CEPR en 
un plazo de 15 días hábiles.

Debe absolver los puntos por los 
cuales fue rechazada la solicitud, 

a menos que haya razones 
especiales.

Apelación.Apelación.

inicial o desestima el recurso de 
reconsideración, la persona 
solicitante puede apelar ante la 
Comisión Revisora para Asuntos 
de Refugiados en un plazo de 15 
días hábiles.
La Comisión Revisora puede 
utilizar consideraciones 
adicionales, incluso entrevistar a 
la persona peticionaria.

denegatoria.denegatoria.
Si la Comisión Revisora para 

la denegatoria de la solicitud de 
refugio, la persona queda sujeta a 

las normas de inmigración y 
extranjería.

Debe abandonar el país dentro de 
un plazo razonable para ser 

admitida legalmente en otro 
Estado, según lo establecido en el 

Reglamento.
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gráfico 3).

Las solicitudes, según el desglose por nacionalidad399, son mayoritariamente presen-
tadas por personas de nacionalidad venezolana, registrándose, entre 2018 y 2023, 
524,514 solicitudes. Respecto a otras nacionalidades, el Ministerio de Relaciones 
Exteriores no brindó el disgregado, sólo las englobó en la categoría otras nacional-
idades representando, para el mismo periodo, 9,371 solicitudes. Lo anterior da un 
total de 533,885 solicitudes entre 2018 y 2023.

Fuente: elaboración propia.

Como se puede observar, las solicitudes de refugio en 2023 se redujeron significa-
tivamente en comparación con 2019, según la información proporcionada por el 
Ministerio de Relaciones Exteriores. Algunas de las razones que permitirían expli-
car esto serían, entre otras: la falta de conocimiento por parte de las personas de 
la figura de la protección internacional, la falta de interés en el trámite y la falta de 
conocimiento sobre cómo realizar el procedimiento400.

Con relación a los reconocimientos oficiales de la condición de personas refugiadas, 
el Ministerio de Relaciones Exteriores registró 5,556 casos entre 2018 y 2023, cifra 
que representa alrededor del 1,04% del total de solicitudes de refugio presentadas 
entre 2018 y 2023 (las mencionadas 533,885). El número más alto de reconoci-

399	  Si bien en el pedido de información se solicitó el desglose por nacionalidad, el Ministerio de Relaciones Exteri-
ores sólo individualizó las solicitudes de personas venezolanas. Para las otras nacionalidades las englobó en la categoría 
otras nacionalidades, situación que amerita especial atención sobre el adecuado monitoreo de la información que se mane-
ja estatalmente.

400	  Información extraída de las respuestas dadas por las personas a la pregunta “¿Por qué no tiene la intención 
de solicitar refugio?” dentro de las encuestas del Monitoreo de Protección del Consejo Danés para Refugiados (DRC) y 
Encuentros SJM en Perú, periodo 2020-2024.
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mientos se registró en 2021, con 1,524 personas. En cuanto a la nacionalidad, la 
mayor cantidad de reconocimientos se otorgaron a personas venezolanas, como se 
muestra en el gráfico que sigue:

 

Data proporcionada por el Ministerio de Relaciones Exteriores en atención a pedido de información pública. Solo hizo 
el desgloce entre la nacionalidad venezolana y “otras nacionalidades”

Fuente: elaboración propia.

Con base en estas cifras, se hace evidente que la cantidad de personas que tienen el 
estatus de refugiadas no se aproxima a la cantidad de solicitudes presentadas, lo que 
podría deberse, entre otras, a que la CEPR ha tardado en procesar las solicitudes de 
refugio. Así, la institucionalización de la espera401 puede ser, en efecto, la respuesta a las 
533,885 solicitudes de refugio presentadas en el periodo referido. 

En este contexto, la CEPR buscó actualizar sus registros y conocer cuántas personas aún 
mantenían interés en continuar con su solicitud. Para ello, entre junio y septiembre de 
2024, implementó el proceso de Autoevaluación de la solicitud de refugio, un mecanismo 
destinado a depurar la carga administrativa y ajustar el número real de personas solici-
tantes activas. Como resultado de las 484,704 solicitudes contabilizadas hasta marzo de 
2024, sólo 16,637 personas participaron en la Autoevaluación. De este grupo, 14,790 
confirmaron su intención de continuar, 1,732 decidieron no seguir con el trámite y 115 
informaron que ya no se encuentran en el país. Este proceso permitió a la CEPR contar 

401	  Carreño, A; Correa, M.E; Urrutia, C; Cabieses, B. (2021). “Te recomiendo que esperes”: burocracia y salud en 
solicitantes de asilo y refugiados de origen Latinoamericano en Chile. Revista Chilena de Antropología 43: 113-130 - https://
doi.org/10.5354/0719-1472.2021.64435
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con una cifra más precisa sobre las solicitu-
des vigentes y, potencialmente, agilizar su 
gestión402.

No obstante, más allá de los ajustes admi-
nistrativos, persisten obstáculos estruc-
turales que afectan la protección de las 
personas con necesidad de protección in-
ternacional en el Perú. Tanto quienes han 
solicitado refugio, como aquellas personas 
ya reconocidas por la CEPR con tal calidad, 
enfrentan barreras antes y después de ini-
ciar el proceso. Estas dificultades han sido 
documentadas por la Clínica Jurídica para 
Migrantes y Refugiados Pedro Arrupe del 
Servicio Jesuita a Migrantes en Perú - En-
cuentros (en adelante Clínica Jurídica Pedro 
Arrupe), a través de un espacio denomina-
do grupo de discusión focal403 que permitió 
identificar los principales desafíos en el ac-
ceso a derechos y en la garantía de protec-
ción efectiva.

402	  La información fue proporcionada por la Comis-
ión Especial para Refugiados el 28 de noviembre de 2024 
en una reunión del Grupo de Trabajo para Refugiados y Mi-
grantes en Perú.

403	  Los grupos de discusión focal son métodos de 
recolección de información específica basados en las per-
cepciones y experiencias de un grupo poblacional que tiene 
características comunes (por ejemplo, mujeres cabeza de 
hogar, personas con discapacidad, personas con determi-
nada profesión, etc.). El grupo de discusión focal mencio-
nado se realizó el 8 de abril de 2024 y contó con la partic-
ipación de quince abogados y abogadas de las oficinas de 
Tumbes, Lima, Arequipa y Tacna de la Clínica Jurídica para 
Migrantes y Refugiados Pedro Arrupe del Servicio Jesuita 
a Migrantes en Perú - Encuentros. En este se abordaron 
asuntos asociados a la figura de la protección internacional, 
en atención a la experiencia de las personas participantes 
dando acompañamiento jurídico y orientación directa a 
la población migrante y refugiada en Perú. Para obtener 
más información sobre la Clínica Jurídica, le invitamos a 
consultar el siguiente enlace: https://www.encuentros-sjs.
org/clinica-juridica-para-migrantes-y-refugiados-pedro-ar-
rupe-sj/

Dificultades que enfrentan las per-
sonas solicitantes de refugio

•	 Restringida virtualidad del trámite:

El Ministerio de Relaciones Exteriores 
proporciona una mesa de partes404 virtual 
para todo el proceso de solicitud de re-
fugio. Esto indica que las personas soli-
citantes sólo cuentan con el correo soli-
citantesrefugio@rree.gob.pe para poder 
comunicarse con la CEPR y hacer segui-
miento a su trámite. Aunque existe una 
línea telefónica, las personas han infor-
mado a los y las abogadas de Encuentros 
que el personal de la CEPR no atiende 
las llamadas, razón por la cual los canales 
de comunicación para el seguimiento del 
trámite resultan siendo ineficientes.

•	 Obstáculos para presentar solicitudes 
de refugio en zonas de frontera:

En cuanto a la situación en las fronteras 
internacionales o en los puestos de con-
trol migratorio, es importante mencionar 
que no existe un mecanismo específico 
para la recepción, identificación o aten-
ción de personas con necesidad de pro-
tección internacional. Si bien la Ley del 
Refugiado establece la posibilidad de 
presentar las solicitudes en las fronte-
ras o puestos de control migratorio, en 
la práctica se ha observado que es casi 
imposible hacerlo. Inclusive, los y las 
abogadas que participaron en el antes 
referido grupo de discusión focal men-
cionaron que, en las fronteras, en lugar 

404	  Una mesa de partes es el área dentro de una enti-
dad, pública o privada, que se encarga de recibir, registrar, 
distribuir y gestionar los documentos y las solicitudes que 
les llegan, así como de los trámites administrativos que se 
presentan a la institución. Esta mesa puede tener sede físi-
ca o virtual.

https://www.encuentros-sjs.org/clinica-juridica-para-migrantes-y-refugiados-pedro-arrupe-sj/
https://www.encuentros-sjs.org/clinica-juridica-para-migrantes-y-refugiados-pedro-arrupe-sj/
https://www.encuentros-sjs.org/clinica-juridica-para-migrantes-y-refugiados-pedro-arrupe-sj/
mailto:solicitantesrefugio@rree.gob.pe
mailto:solicitantesrefugio@rree.gob.pe
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de escuchar, orientar y reconducir a las 
personas con necesidad de protección 
internacional para que puedan presentar 
su solicitud de refugio, se ha identificado 
que Migraciones aplica procedimientos 
administrativos sancionadores sin infor-
marles de ello.

En línea con lo anterior, algunos(s) aboga-
dos(as) de la Clínica Jurídica Pedro Arrupe 
conocieron casos en los que las personas 
comentaron que, con posterioridad a su 
ingreso al país, iniciaron un proceso de 
regularización migratoria con Migracio-
nes, pero que este les fue denegado de-
bido a que tenían sanciones por ingreso 
irregular. A ello se suma el hecho de que 
cuando se enteraron de la situación era 
demasiado tarde y quedaron imposibili-
tadas para interponer algún recurso en la 
vía administrativa y/o judicial.

Esto evidencia que la entidad no tiene 
una estrategia para responder a las situa-
ciones en las que personas con necesidad 
de protección internacional requieren 
solicitar refugio en la zona de frontera, 
incumpliendo las obligaciones estableci-
das en la Ley del Refugiado405.

En relación con algunos de los casos de 
personas que sí han podido presentar 
sus solicitudes de refugio en frontera –
conocidos por la Clínica Jurídica Pedro 
Arrupe–, algunas informaron que, con 
el servicio de viaje que contrataron, les 
indicaron que para que no tener proble-
mas en su ingreso a Perú, debían presen-
tar una solicitud de refugio (aunque des-

405	  Ley 27891. Artículo 10.2: “Los puestos fronterizos, 
resguardos policiales y reparticiones militares coordinarán con 
la Comisión Especial para los Refugiados sobre las condiciones, 
procedimientos a seguir y asuntos afinos en el tema de los refu-
giados”.

conocieran en qué consistía el proceso). 
Además, se identificó que muchas veces 
la persona que les realizó la solicitud de 
refugio consignó información bastante 
general, insuficiente406 y, en ocasiones, 
falsa (creando contradicciones entre lo 
plasmado por escrito y lo relatado con 
posterioridad en las entrevistas).

•	 Demora en la gestión de las solicitu-
des de refugio:

Como descrito con antelación, dada la 
demanda considerable que existe de so-
licitudes de reconocimiento de la condi-
ción de persona refugiada, como se vi-
sualiza en el gráfico 3, se ha observado 
una demora por parte de la CEPR para 
evaluar las solicitudes que recibe.

•	 Legitimidad de documentos provisio-
nales:

En atención a la demora señalada y fun-
damentándose en el artículo 14 de la Ley 
del Refugiado, la CEPR comenzó a expe-
dir un documento provisional –actual-
mente sólo de manera digital– a la perso-
na solicitante de refugio con el objetivo 
de acreditarle como tal. El documento no 
otorga regularidad migratoria, pero sí le 
permite a la persona permanecer en el 
territorio nacional mientras su solicitud 
se resuelve; también le autoriza, provi-
sionalmente, a trabajar. En caso de que la 
persona no tenga el documento y/o este 
no se le renueve, no se afectará la cali-
dad de solicitante de refugio, pues esta 
se mantendrá hasta que la CEPR resuel-

406	  Inclusive, a veces les colocaron datos de correo 
electrónico y/o de números de celular errados, lo que gen-
eró impedimentos para que las personas pudieran recibir 
información por parte del Ministerio de Relaciones Exteri-
ores sobre su proceso.
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va de fondo la solicitud (esto se puede 
corroborar con el cargo407 de su solicitud).

Pese a los beneficios del mencionado 
documento, en la práctica, este no está 
siendo aceptado socialmente y las enti-
dades, tanto públicas como privadas, les 
siguen exigiendo a las personas un carné 
de extranjería para que puedan insertar-
se en el campo laboral y, a su vez, les sean 
reconocidos otros derechos408. Así las co-
sas, este documento sólo les está siendo 
de utilidad a las personas solicitantes de 
refugio para acreditar su permanencia en 
el territorio nacional en calidad de soli-
citantes, provocando que decidan optar 
por mecanismos de regularización migra-
toria y no esperar el reconocimiento de la 
condición de refugiadas, a pesar de tener 
necesidad de protección internacional.

Dificultades que experimentan las 
personas formalmente reconocidas 
como refugiadas

•	 Demoras en la expedición del carné 
de extranjería:

Una vez que se reconoce la condición de 
persona refugiada, se ha observado que 
Migraciones puede llegar a demorar-
se más de seis meses en el proceso de 

407	  El cargo se refiere a que la solicitud ingresada ya 
cuenta con un registro en la base de datos de la institución 
y, por ende, con un número de registro.

408	  A manera ilustrativa, la afiliación a un Seguro Inte-
gral de Salud (SIS) tiene como requisito obligatorio el contar 
con un carné de extranjería. Asimismo, se exige este doc-
umento para acceder a servicios financieros en bancos y 
cajas de ahorro, incluyendo abrir cuentas, usar aplicaciones 
móviles para transacciones, solicitar créditos y enviar reme-
sas.

expedición del carné de extranjería409. 
El equipo de la Clínica Jurídica Pedro 
Arrupe considera que esto se debe, prin-
cipalmente, a la falta de coordinación y 
articulación entre instituciones como 
Migraciones y el Ministerio de Relacio-
nes Exteriores.

•	 Dificultades en la prórroga de resi-
dencia:

Se han reportado casos en los que la 
residencia expira sin renovarse automá-
ticamente, de oficio, como debería ser. 
En lugar de ello, las personas afectadas 
deben comunicarse a través del correo 
electrónico refugiados@rree.gob.pe para 
solicitar la renovación. De lo contrario, 
se encontrarán en situación migratoria 
irregular, lo que podría tener repercusio-
nes, a su vez, en el estatus de personas 
refugiadas. Esta situación genera preo-
cupación entre las personas, ya que las 
garantías de recibir protección interna-
cional, así como su estatus migratorio en 
el territorio nacional, dependen de la ac-
tualización de su residencia por parte del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, y la 
falta de una respuesta rápida incrementa 
su vulnerabilidad.

Estas dificultades que se exponen se han 
venido reportando hasta los meses fina-
les del año 2024.

409	  Información recogida por la Clínica Jurídica Pedro 
Arrupe en el grupo de discusión focal realizado el 8 de abril 
de 2024.

mailto:refugiados@rree.gob.pe
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3.	 Aplicabilidad de la definición ampliada de persona re-
fugiada

En 2018, la CIDH instó a los Estados a adoptar la definición ampliada de persona re-
fugiada, establecida en la Declaración de Cartagena, para que se brindara una mayor 
protección a personas provenientes de Venezuela en contexto de movilidad forzada 
internacional410. Lo anterior en virtud de que, como lo indicó el ACNUR en sus notas 
orientativas de 2018 y 2019 sobre protección internacional para personas venezo-
lanas desplazadas411, una gran cantidad de estas requerían protección internacional, 
de acuerdo con los criterios de la Declaración de Cartagena. 

Lo mencionado cobra una importancia destacada, aun en la actualidad, dado que en 
Perú los procesos de reconocimiento de la condición de persona refugiada se llevan 
a cabo de manera individual. Además, se ha observado en la práctica que, aunque 
en la mayoría de los casos ha habido reconocimiento de tal estatus con base en la 
Declaración, su aplicación es limitada412. También se ha identificado que el estatus 
de personas refugiadas se reserva a personas con graves enfermedades, víctimas o 
sobrevivientes de violencias basadas en género (VBG) u otras condiciones de extre-
ma vulnerabilidad413.

410	  CIDH, 2018. Nota de prensa publicada el 05 de septiembre de 2018. Disponible en: https://www.oas.org/es/
cidh/prensa/comunicados/2018/197.asp 

411	  ACNUR, “Nota de Orientación sobre el Flujo de Venezolanos”, marzo de 2018. Disponible en: https://www.
acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2018/11617.pdf?file=fileadmin/Documentos/BDL/2018/11617ACNUR, “Nota 
de orientación sobre consideraciones de protección internacional para los venezolanos. Actualización I”, mayo de 2019. 
Disponible en: https://www.refworld.org/es/pol/polpais/acnur/2019/es/122601

412	  Información recogida por la Clínica Jurídica Pedro Arrupe en el Grupo de Discusión Focal realizado el 8 de abril 
de 2024.

413	  Información recogida por la Clínica Jurídica Pedro Arrupe. Grupo de Discusión Focal del 8 de abril de 2024.

https://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2018/197.asp
https://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2018/197.asp
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2018/11617.pdf?file=fileadmin/Documentos/BDL/2018/11617
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2018/11617.pdf?file=fileadmin/Documentos/BDL/2018/11617
https://www.refworld.org/es/pol/polpais/acnur/2019/es/122601
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C.	Procedimientos sancionadores 
migratorios y privación de 
la libertad de personas con 
necesidad de protección 
internacional en Perú

En la actualidad, las personas están experimentando dificultades para solicitar el 
reconocimiento de la condición de refugiadas en el país y se exponen a que las deci-
siones que tomen las autoridades en el proceso no sean claras y resulten arbitrarias. 
Asimismo, existe una latente preocupación por las detenciones y privaciones de la 
libertad de personas con necesidad de protección internacional, así como por las 
violaciones al debido proceso que se están materializando.

1.	 Sanción administrativa de expulsión

La expulsión se encuentra regulada en la Ley de Migraciones y su Reglamento414, 
siendo posible que se aplique a personas extranjeras que cometen las siguientes 
infracciones:

•	 Presentación de documentación falsa o haber proporcionado datos o informa-
ción falsa.

•	 Reincidencia de supuestos que puedan llevar a la imposición de la salida obliga-
toria del Perú o no haber cumplido con la ejecución de esta última sanción.

•	 Atentar contra el patrimonio cultural de la Nación.

•	 Realizar actividades que atenten contra el orden público, interno o la seguridad 
nacional.

•	 Por mandato del Poder Judicial.

•	 Al obtener la libertad luego de cumplir condena dispuesta por tribunal peruano.

414	  Decreto Legislativo Nº 1350, Artìculo 58.
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Según estadísticas de Migraciones, del 2021 al 2023 se impusieron 3,912 sanciones 
de expulsión y, en observancia de las cifras, la población más afectada fue la de na-
cionalidad venezolana415.

Fuente: elaboración propia.

Lo cierto es que, como mencionado con antelación, en el caso de personas soli-
citantes de refugio y refugiadas, las expulsiones deben ser evaluadas por la CEPR 
con base en los supuestos establecidos en la Ley del Refugiado. A pesar de ello, de 
conformidad con información brindada por la Dirección de Derechos Humanos del 
Ministerio de Relaciones Exteriores en 2022416, se pudo identificar que no existe 
una directiva o protocolo que regule la participación de la CEPR dentro de los pro-
cedimientos de sanción migratoria que se adelantan contra personas solicitantes 
de refugio, refugiadas o con necesidad de protección internacional que no hayan 
presentado su solicitud.

Asimismo, lo cierto es que las autoridades de Migraciones tienen el deber de con-
sultar a la CEPR con la finalidad de evitar la expulsión de una persona con los men-
cionados perfiles, siendo necesario que esta última entidad realice una entrevista 
de elegibilidad, revise lo respectivo sobre el proceso de calificación de la calidad de 
persona refugiada y tome una decisión sobre el reconocimiento de tal estatus417. 
Aun así, se ha identificado en la práctica una falta de articulación entre la CEPR y 
Migraciones en el marco de los procedimientos administrativos de expulsión, situa-
ción que pone a las personas con necesidad de protección internacional en riesgo 
de ser devueltas a su país de origen.

Al ser la CEPR la principal autoridad responsable de la toma de decisiones que 

415	  Pedido de información pública a la Superintendencia Nacional de Migraciones. Obtenida el 19 de abril de 2024.

416	  Información brindada como respuesta a una solicitud de acceso a información pública del 2022.

417	  Reglamento de la Ley de Refugiado, Capítulo IV del Procedimiento para la Calificación de la Calidad de Refugia-
do. Publicado el 23 de diciembre de 2002.
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conciernen a estas personas, debería 
establecer pautas y desarrollar capaci-
taciones con el personal de Migraciones 
para que actúen adecuadamente ante la 
identificación de casos de personas con 
necesidad de protección internacional y 
no emitan resoluciones que les pongan 
en peligro de ser devueltas a países de 
los cuales se vieron forzadas a salir.

Desde esta perspectiva, el Procedimien-
to Administrativo Sancionador Especial 
Excepcional (en adelante PASEE)418 repre-
senta riesgos para las personas refugia-
das sin residencia vigente o para las que 
son solicitantes de refugio que carecen 
de la documentación física que acredita 
tal condición. Debido al corto plazo en 
que se resuelve este proceso, el PASEE 
limita el derecho a la defensa, violando 
uno de los principios del debido proce-
so419.

En efecto, el PASEE permite expulsar a 
una persona en el lapso de cuarenta y 
ocho (48) horas, aunque a partir de la 
retención administrativa no se pueden 
exceder las veinticuatro (24) horas420. El 
procedimiento consiste en desarrollar 

418	  Incorporado mediante Decreto Legislativo (DL) 
1582 del 15 de noviembre del 2023 que modificó el Decre-
to Legislativo de Migraciones (DL 1350). Para mayor detalle 
en el siguiente enlace: https://busquedas.elperuano.pe/dis-
positivo/NL/2234429-1v

419	  Decreto Legislativo (DL) 1582 que modificó el 
Decreto Legislativo de Migraciones (DL 1350). Art. 68.4: 
“La duración del procedimiento administrativo sancionador es-
pecial excepcional no puede exceder las veinticuatro (24) horas 
contabilizadas desde la retención administrativa a la que se 
hace referencia en la Décimo Quinta Disposición Complemen-
taria Final del presente Decreto Legislativo”.

420	  Respecto a este tema, la Clínica Jurídica Pedro 
Arrupe identificó que la población afectada percibe que ex-
iste una contradicción entre la demora excesiva en el pro-
cesamiento de una solicitud de refugio y la rapidez con la 
que se ejecutan las expulsiones en virtud del PASEE.

una audiencia única con la presencia de 
la persona involucrada, la cual podrá pre-
sentar alegatos, ejercer su derecho a la 
defensa y ser asistida por un(a) traduc-
tor(a), de ser necesario. Una vez Migra-
ciones notifica la resolución de sanción 
que ordena la expulsión inmediata, la 
persona acusada puede interponer el re-
curso de reconsideración dentro del pla-
zo de tres días hábiles, contados desde la 
fecha de la notificación de la sanción. Sin 
embargo, dicho recurso no suspende la 
ejecución de la sanción. En consecuen-
cia, las personas solicitantes de refugio 
corren el riesgo de ver vulnerado su de-
recho a la no devolución.

Sobre esto, es de especial relevancia ha-
cer hincapié en la importancia de que las 
personas con necesidad de protección 
internacional no deberían ser retenidas 
cuando se quiera verificar su condición 
migratoria, ni tampoco expulsadas en 
virtud de su estatus migratorio. Lo ante-
rior, en atención del principio de no de-
volución. No se debe perder de vista que 
sólo la CEPR tendría la facultad de emitir 
decisiones sobre expulsiones en estos 
casos.

Es de mencionar que la descripción cua-
litativa de este acápite se desarrolla tam-
bién en atención a la información recogi-
da hasta finales del año 2024.

https://busquedas.elperuano.pe/dispositivo/NL/2234429-1
https://busquedas.elperuano.pe/dispositivo/NL/2234429-1
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2.	 Situaciones de privación de la libertad y condiciones 
de retención/detención

El 2023 fue un año de modificaciones y cambios en temas migratorios en Perú que 
resultó agravando la situación de vulnerabilidad de la población refugiada y migran-
te. A propósito de ello, existe una seria preocupación sobre el Decreto Legislativo 
N° 1574 que modificó el Código Procesal Penal en cuanto al control de identidad 
policial (regulado en el artículo 205).

La modificatoria precisa que la policía, sin necesidad de orden fiscal o judicial, podrá 
requerir la identificación de cualquier persona; intervención que podrá durar hasta 
doce horas, en el caso de personas extranjeras, y cuatro en el caso de las naciona-
les. Esto quiere decir que les podrán retener durante este tiempo, respectivamente, 
mientras se hace el control de identidad. Asimismo, la norma le otorga un amplio 
margen de discrecionalidad a la autoridad policial para que determine a quién le 
aplicará el control, lo cual puede devenir en un actuar arbitrario421.

En añadidura, al fijar un trato diferente entre personas nacionales y extranjeras, po-
drían configurarse escenarios de discriminación. En efecto, antes de esta modifica-
ción al Código Procesal Penal, el tiempo máximo de retención para ambas categorías 
de personas era de cuatro horas y, si bien la diferencia creada podría justificarse 
–parcialmente– por el tiempo adicional que puede requerir el proceso de identi-
ficación de una persona extranjera, no parece haber proporcionalidad en el ajuste 
normativo hecho.

En un contexto en el que existen antecedentes de abuso de autoridad en contra 
de la población extranjera, estas reformas podrían no sólo agravar la situación, sino 
también aumentar el riesgo de detenciones arbitrarias y de vulneración de derechos 
humanos de aquellas personas con necesidad de protección internacional. Asimis-
mo, aunque el Decreto permite la intervención en caso de fundado motivo, se puede 
abrir la puerta a vulneraciones y perfilamientos raciales. A propósito de esto, la falta 
de claridad sobre lo que constituye un fundado motivo para la intervención policial 
se convierte en otro problema, siendo necesario que se estipulen criterios claros y 
específicos que guíen a los agentes en la identificación y retención de personas, mi-

421	  El Tribunal Constitucional desarrolla cuatro presupuestos para la materialización del control de identidad en el 
Exp. N.° 00413-2022-PHC/TC. Primero, el control de identidad policial está destinado a prevenir la comisión de delitos 
o a obtener información relevante para investigaciones penales, y no debe realizarse sin una justificación fundamentada 
por parte de la autoridad policial. Segundo, es deber de la autoridad policial facilitarle a la persona intervenida los medios 
necesarios para que pueda encontrar o mostrar su documento de identidad, evitando llevarle directamente a una comis-
aría en caso de no exhibición inicial. Tercero, situaciones donde la gravedad del hecho investigado o las circunstancias 
específicas puedan justificar llevar a la persona intervenida a la comisaría de inmediato son la excepción y deben estar re-
spaldadas por razones objetivas, no por la discrecionalidad de la autoridad. Cuarto, la normativa establece que la duración 
máxima del control de identidad en una dependencia policial es de cuatro horas desde el momento de la intervención, a 
menos que exista una requisitoria o mandato judicial contra el intervenido.
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nimizando la subjetividad y arbitrariedad en la aplicación de la norma.

En lo que respecta a las personas solicitantes de refugio, en aquellos casos en los 
que se enfrentan a la demora excesiva de la expedición de sus documentos provi-
sionales (no teniendo un documento físico sino solamente el antes referido cargo) 
quedan mayormente expuestas a ser intervenidas para un control de identidad en 
las condiciones descritas.

Estos alcances se han venido reportando hasta los meses finales del año 2024.

D.	Procesos de regularización 
migratoria en personas con 
necesidad de protección 
internacional

Inicialmente era el Ministerio de Relaciones Exteriores quien se encargaba de otor-
gar la calidad migratoria humanitaria422, basado en criterios humanitarios y condicio-
nes específicas contempladas en la Ley de Migraciones y la Resolución Ministerial 
N° 0207-2021-RE. Esta calidad se reconocía a las personas solicitantes de refugio 
que no tenían el perfil para obtener tal estatus –de conformidad con las tres cau-
sales desarrolladas por la Ley del Refugiado del Perú–, pero que se encontraban en 
situación de alta vulnerabilidad y no estaban involucradas en la comisión de delitos.

No obstante, mediante el Decreto Legislativo N° 1582 publicado el 14 de noviem-
bre de 2023, se modificó el Decreto Legislativo N° 1350, señalando en su artículo 
29 lo siguiente: 

Para el extranjero que encontrándose en territorio nacional y sin reunir los requisi-
tos para acceder a la condición de asilado o refugiado, se encuentre en situación de 
gran vulnerabilidad o peligro de vida en caso de abandono del territorio peruano o 
para quien requiere protección en atención a una grave amenaza o acto de violación 
o afectación de sus derechos fundamentales. Del mismo modo, es aplicable para los 
solicitantes de refugio y asilo o para quienes hayan migrado por motivos de desas-

422	  La calidad migratoria humanitaria no otorga protección internacional, pero sí protección complementaria y 
permite que la persona obtenga un carné de extranjería. Mediante la Carta con la que se le otorga a la persona esta 
calidad, se le indica que, si desea continuar con su proceso de solicitud de refugio, debe ponerlo a conocimiento de las 
autoridades a través del correo electrónico solicitantesrefugio@rree.gob.pe 

mailto:solicitantesrefugio@rree.gob.pe
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tres naturales y ambientales; o para 
quienes han sido víctima de trata de 
personas o tráfico ilícito de migran-
tes; o para las niñas, niños y adoles-
centes no acompañados; o para soli-
citantes de la condición de apatridia. 
Es otorgada por MIGRACIONES.

Con tal modificación no se excluye del 
otorgamiento al Ministerio de Relacio-
nes exteriores, sino que lo limita a lo si-
guiente: “[t]ambién se aplica para la perso-
na extranjera que encontrándose fuera del 
territorio nacional en situaciones excepcio-
nales de crisis humanitaria reconocida por el 
Estado peruano y/o por la comunidad inter-
nacional, que solicite venir al Perú y obtener 
protección. Es otorgada por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores”.

Aunque es ahora Migraciones quien tie-
ne la potestad de otorgar dicha calidad, 
aún no existe la habilitación de acceder a 
esta, ni se ha señalado cuál es el procedi-
miento para solicitarla.

Ahora, según data proporcionada por 
el Ministerio de Relaciones Exteriores, 
entre el 2021 y el 2023, se otorgaron 
90,379 calidades migratorias humani-
tarias, siendo el 2021 el año en el que 
se otorgó en mayor proporción (61,090 
personas)423. Todos los otorgamientos 
fueron hechos a favor de personas de 
nacionalidad venezolana. Aunque esto 
genera ciertas garantías de derechos, 
podría conllevar la creación de una zona 
gris de protección para las personas ve-
nezolanas con necesidad de protección 
internacional. De ser el caso, se estaría 

423	  En los años 2021 y 2022 fueron reconocidas 
con la calidad migratoria humanitaria 61,090 personas y 
18,538, respectivamente.

actuando de manera contraria a la antes 
referida recomendación de la CIDH424 de 
aplicar la definición ampliada de persona 
refugiada que abarca la Declaración de 
Cartagena.

A propósito de este tema, en el primer 
semestre de 2024 la Clínica Jurídica Pe-
dro Arrupe no conoció ningún caso en el 
que se otorgara la calidad migratoria hu-
manitaria. La razón de esto podría ser, a 
manera de hipótesis, la modificación del 
Decreto Legislativo N° 1350.

Por otro lado, en Perú hubo mecanismos 
de regularización migratoria a los que 
personas solicitantes de refugio deci-
dieron acogerse frente a la institucional-
ización de la espera sobre sus solicitudes, 
por la carente legitimidad práctica de los 
documentos provisionales que les conce-
dían y para poder acceder a trabajo. Cabe 
destacar que en estos procesos no se les 
exigió a las personas renunciar a sus so-
licitudes de refugio, lo que facilitó que 
pudieran continuar con el trámite ante la 
CEPR mientras accedían a un documen-
to migratorio que les fuera más benefi-
cioso que el documento provisional que 
otorgaba el Ministerio de Relaciones Ex-
teriores. Los documentos que otorgaron 
regularización migratoria fueron: 

A.	 El Permiso Temporal de Perma-
nencia (en adelante PTP): estuvo 
vigente desde el 23 de enero al 31 
de octubre de 2018. Tuvo por ob-

424	  CIDH, “Declaración conjunta para el desarrollo 
de una respuesta regional a la llegada masiva de perso-
nas venezolanas a países del continente americano de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y comités, 
órganos y procedimientos especiales de la Organización 
de las Naciones Unidas”, 05 de setiembre de 2018. Dis-
ponible en: https://www.oas.org/es/cidh/prensa/comuni-
cados/2018/197.asp

https://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2018/197.asp
https://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2018/197.asp
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jetivo regularizar el estatus migra-
torio de personas venezolanas que 
llegaron al país e ingresaron de ma-
nera regular en calidad de turistas, 
concediéndoles un año de perma-
nencia regular. Sin embargo, este 
permiso no tenía la característica 
de calidad migratoria residente 
que otorga un carné de extranje-
ría. En este sentido, fue una medi-
da paliativa que, posteriormente, 
tuvo un efecto más positivo con 
el otorgamiento de la calidad mi-
gratoria especial residente a quien 
hubiera obtenido previamente el 
PTP.

B.	 Carné de extranjería otorgado 
por calidad migratoria especial 
residente: una vez que los pri-
meros PTP llegaron a la fecha de 
vencimiento, las personas debían 
realizar un cambio de calidad mi-
gratoria para acceder a la calidad 
migratoria especial residente y, con 
ello, contar con un carné de ex-
tranjería. Esta calidad migratoria 
sigue vigente siempre y cuando se 
realice una prórroga de residen-
cia de manera anual. Migraciones 
no informó oportunamente que 
debía realizarse este trámite y ge-
neró confusión en las personas ya 
que el documento físico –el carné 
de extranjería– tenía impresa una 
fecha de validez de cuatro años. 
Esto conllevó que las personas 
interpretaran como período de vi-
gencia de su residencia los cuatro 
años registrados en el documento.

C.	 La visa humanitaria: con la salida 
de Venezuela del MERCOSUR el 

02 de diciembre de 2016, que-
daba bajo la potestad del Esta-
do peruano regular el ingreso de 
personas venezolanas al país. Así, 
mediante Resolución de Migracio-
nes N°000177-2019, emitida el 
12 de junio de 2019425, se dispuso 
que, para el control migratorio de 
ingreso al territorio nacional, las 
personas de nacionalidad venezo-
lana debían contar con pasaporte 
y visa correspondiente tramitada 
por una Oficina Consular peruana. 
Esto motivó a que muchas perso-
nas de esta nacionalidad ingresa-
ran de manera irregular (sin pasar 
controles migratorios).

D.	 El Carnet de Permiso Temporal de 
Permanencia (CPP): mediante De-
creto Supremo Nº 010-2020-IN 
se aprobó la medida excepcional 
de regularizar la situación migrato-
ria de personas extranjeras que se 
encontraran en situación irregular 
hasta el 22 de octubre de 2020. La 
oportunidad para iniciar el trámi-
te de regularización migratoria y 
obtener el CPP se fue ampliando 
hasta el 01 de abril de 2023. Sin 
embargo, la fecha límite en la que 
el grupo de personas en situación 
migratoria irregular podía acceder 
a este trámite nunca varió. Asimis-
mo, tal como sucedió con el PTP, 
el CPP tampoco representa un al-
cance total como lo puede ser un 
carné de extranjería y, a diferencia 
del PTP –recién tras la publicación 

425	  En junio de 2024; mediante  la Resolución de 
Migraciones N° 000121-2024, se dejó sin efecto la Res-
olución Nº 000177-2019. Asimismo, se dispuso la pre-
sentación de diversos documentos a personas venezolanas 
para el control migratorio de ingreso al territorio nacional.
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del nuevo Texto Único de Proced-
imientos Administrativos (TUPA) de 
Migraciones, con fecha del 22 de 
octubre de 2023–, las personas 
con CPP han podido iniciar el trá-
mite para  acceder a una calidad 
migratoria especial residente; te-
niendo un tiempo de espera bas-
tante considerable a que se publi-
que dicho TUPA a fin de acceder a 
realizar el trámit

Conclusiones
•	 La definición de persona refugiada 

contenida en la Declaración de Carta-
gena propone que los Estados evalúen 
el reconocimiento de tal condición, 
tomando en cuenta las circunstan-
cias y contexto del país de origen de 
la persona desplazada, en lugar de la 
situación individual. Por lo tanto, la 
situación país de las personas vene-
zolanas, cubanas y haitianas, entre 
otras nacionalidades, debería bastar 
para ser reconocidas como personas 
refugiadas.

•	 No se está garantizando un acceso co-
rrecto al trámite de solicitud de reco-
nocimiento de la condición de perso-
na refugiada en la frontera. Tampoco 
existen pautas claras, ni un plan con-
creto para el personal de Migraciones 
en los puestos de control migratorio 
sobre cómo garantizar el acceso al te-
rritorio y el respeto al derecho a la no 
devolución de las personas con nece-
sidad de protección internacional.

•	 El acceso a información en todo el te-
rritorio peruano, incluidas las zonas 

de frontera, sobre cómo funciona el 
sistema de protección internacional 
y cuáles son los derechos y deberes 
de las personas refugiadas, es ca-
rente. Si bien existe la primacía de 
la publicidad de la norma, al tratarse 
de personas en especial situación de 
vulnerabilidad pueden desconocer 
cómo acceder a información veraz. La 
virtualidad de esta información tam-
bién es una barrera dado que muchas 
personas no tienen acceso inmediato 
a internet.

•	 El sistema para acceder a la figura de 
la protección internacional en Perú se 
encuentra colapsado. De las 533,885 
solicitudes de refugio, sólo se ha reco-
nocido oficialmente a 5,556 personas 
como refugiadas entre 2018 y 2023. 
La dinámica de la institucionalización 
de la espera ocasiona que las personas 
solicitantes de refugio permanezcan 
mucho tiempo con documentación 
provisional que no les permite el ac-
ceso efectivo a servicios básicos ni la 
posibilidad de emplearse. La situación 
se agrava para quienes solo tienen el 
documento digital, que fue aplicado 
desde el 2020.

•	 El enfoque securitista por el que ha 
optado el Perú ha derivado en tres 
modificaciones normativas que crimi-
nalizan el reingreso irregular (Decreto 
Legislativos 1573), amplían faculta-
des dentro del ejercicio del control 
de identidad de la Policía Nacional 
del Perú (Decreto Legislativo 1574) y 
crean procesos expeditos para la ex-
pulsión (Decreto Legislativo 1582). 
Estas medidas acrecientan las res-
tricciones de acceso al territorio y la 
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criminalización de la migración em-
pobrecida experimentadas por flujos 
mixtos de migración, lo cual debilita el 
marco de protección hacia las perso-
nas refugiadas.

•	 La aplicación del PASEE es anti-
constitucional debido a que vulnera 
el derecho al debido proceso y a la 
defensa, así como los compromisos 
internacionales de protección a las 
personas refugiadas y solicitantes de 
refugio, poniendo en riesgo el respeto 
del derecho a la no devolución. Al ser 
expulsiones expeditas y no tener una 
adecuada interoperabilidad con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, 
causan situaciones de riesgo.

•	 Frente a la institucionalización de la 
espera y la precariedad en el acceso 
a servicios básicos y empleo con los 
documentos provisionales que otorga 
el Ministerio de Relaciones Exteriores 
a las personas solicitantes de la con-
dición de refugiadas; estas optan por 
acceder a procesos de regularización 
migratoria que son diferentes a la 
protección complementaria. En estos 
procesos no se exige la renuncia de la 
solicitud de refugio, pero al ser docu-
mentos temporales sólo responden a 
una visión de corto plazo sobre el ac-
tual flujo migratorio.

•	 No hay claridad sobre el proceso y/o 
procedimiento a seguir que implica 
el otorgamiento de la Calidad Migra-
toria Humanitaria debido a la última 
modificación del Decreto Legislativo 
1350 de Migraciones.

•	 No existe información actualizada de 

acceso directo sobre data estadística. 
Para acceder a ella debe hacerse por 
pedido de información pública. Aun 
así, la data proporcionada por las en-
tidades estatales evidencia que no se 
tiene una adecuada sistematización 
de la información. Por un lado, del 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
informaron que no cuentan con data 
anterior al 2021 y, por el otro, indica-
ron que son cifras aproximadas por-
que existe un subregistro. Tampoco 
se tiene una adecuada identificación 
de nacionalidades diferentes a la ve-
nezolana de personas con necesidad 
de protección internacional, lo cual 
conlleva su invisibilización.

Recomendaciones:
A continuación, se brinda una serie de 
recomendaciones que se espera sean 
adoptadas por parte del Estado peruano, 
con el fin de cumplir con las obligacio-
nes que depara la suscripción de trata-
dos y acuerdos internacionales como la 
Convención sobre el Estatuto de los Re-
fugiados de 1951, el Protocolo sobre el 
Estatuto de los Refugiados de 1967 y la 
Declaración de Cartagena sobre los Re-
fugiados de 1984.

•	 La CEPR, entidad que hace parte del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, 
debería tomar en consideración la re-
comendación de la CIDH respecto a 
la aplicabilidad de la Declaración de 
Cartagena. Es necesario que se reco-
nozca que la violencia generalizada, 
la agresión extranjera, los conflictos 
internos, la violación masiva de los 
derechos humanos u otras circuns-
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tancias que hayan perturbado grave-
mente el orden público, así como la 
falta de acceso a los derechos econó-
micos, sociales, culturales y ambien-
tales, son situaciones que se entre-
tejen y ocasionan el desplazamiento 
internacional, lo que rebasa un tema 
estrictamente económico. Debe reco-
nocerse el carácter colectivo que tie-
nen algunas solicitudes de protección 
internacional pues pretender evaluar 
de forma individual cada solicitud de 
refugio, contradice el entendimiento 
colectivo de las causales y el contexto 
de los Estados expulsores.

•	 Se debe garantizar que todas las en-
tidades estatales involucradas en el 
acceso al territorio apliquen protoco-
los intersectoriales, con enfoque de 
derechos humanos, para garantizar el 
acceso a la solicitud de reconocimien-
to de la condición de persona refugia-
da en frontera. Esto ayudará también 
a reducir las violaciones del derecho 
a la no devolución. Lo anterior debe 
materializarse en un plan y/o proto-
colo de Migraciones, en coordinación 
con el Ministerio de Relaciones Exte-
riores, a fin de garantizar el acceso al 
territorio y al derecho a solicitar el re-
conocimiento de la condición de per-
sona refugiada en frontera, evitando 
que las personas sean afectadas por 
requisitos que irregularicen su ingre-
so al país.

•	 Se debe promover por parte del Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores la 
divulgación de información sobre el 
proceso de reconocimiento de la con-
dición de persona refugiada; esta in-
formación debe englobar a todas las 

partes del proceso. El acceso a esta 
información no debe ser sólo virtual 
sino también asegurarse por medios 
impresos sobre los que se pueda dis-
poner en todo el territorio, incluidas 
las zonas de frontera. Esto implica 
reconocer las necesidades de la po-
blación, incluidas las barreras tecno-
lógicas, de idioma o de habilidades de 
lectoras que tengan.

•	 Es necesario fortalecer a las institu-
ciones a cargo de recibir y procesar 
las solicitudes de reconocimiento de 
la condición de persona refugiada, 
con el fin de que las personas con ne-
cesidad de protección internacional 
puedan acceder al procedimiento y 
contar con una resolución en el plazo 
legal de 60 días hábiles. Si se hace una 
extensión en el tiempo de una deci-
sión, esta debería ser debidamente 
motivada.

•	 Es fundamental desvincular las políti-
cas migratorias de la seguridad nacio-
nal. Las perspectivas securitistas en 
las políticas migratorias amplifican los 
discursos y prácticas de criminaliza-
ción, discriminación, racismo y xeno-
fobia contra las personas refugiadas y 
migrantes, lo que se traduce en obs-
táculos para su integración. De ma-
nera que se deben construir políticas 
de integración que permitan a las per-
sonas refugiadas y migrantes recons-
truir sus proyectos de vida en el Perú.

•	 La aplicabilidad del PASEE debe ser 
acompañada por el Ministerio de Re-
laciones Exteriores para garantizar la 
protección de las personas con ne-
cesidad de protección internacional. 
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Es crucial que se establezcan meca-
nismos de interoperabilidad claros, 
transparentes y públicos para que la 
vulneración intrínseca del PASEE al 
derecho al debido proceso y a la de-
fensa sea paleada y no involucre la 
violación adicional del derecho a la no 
devolución.

•	 Durante el proceso de reconocimien-
to de la condición de refugiadas las 
personas deben gozar de seguridad 
jurídica a través de documentos pro-
visionales que les garantice el acceso 
pleno a derechos. Esto involucra que 
no se busque dar respuesta desde lo 
migratorio sino desde la implementa-
ción de un mecanismo que garantice 
una protección efectiva, el principio 
de no devolución, de confidencialidad, 
entre otros. También resulta necesa-
rio que se reconozcan las diferencias 
entre los mecanismos ordinarios de 
regularización migratoria y las cate-
gorías de protección complementaria.

•	 La Calidad Migratoria Humanitaria 
debe ser un proceso con criterios cla-
ros, transparentes y basados en dere-
chos que respondan a las necesidades 
de protección específicas.  Además, 
debe ser simplificado, accesible, flexi-
ble, transparente e informado.

•	 Se debe promover la difusión de infor-
mación actualizada y adecuadamente 
sistematizada sobre personas refugia-
das y solicitantes de refugio a fin de 
garantizar un adecuado monitoreo de 
las dinámicas y funcionamiento actual 
sobre la protección internacional en 
el Perú.
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7.	Análisis regional

En la última década la situación de derechos de las personas en contexto de movi-
lidad en América Latina, incluidas aquellas con necesidad de protección internacio-
nal, ha cobrado mayor importancia. La migración masiva de personas de naciona-
lidad venezolana hacia países como Colombia, Perú, Ecuador, México, Argentina y 
Chile, entre otros de la región, al igual que la llegada de personas de distintas nacio-
nalidades en tránsito y/o con vocación de permanencia, y con distintas necesidades 
de protección, ha hecho que los Estados diseñen, implementen y modifiquen sus 
políticas migratorias. En la mayoría de los casos, estas se han centrado en la crea-
ción de mecanismos extraordinarios de regularización migratoria –principalmente 
dirigidos a personas de nacionalidad venezolana–; en la flexibilización de requisitos 
para el acceso a servicios y derechos; y en la ampliación de infraestructura física y 
administrativa para la atención de la población. Además, el apoyo de la cooperación 
internacional, la academia y la sociedad civil han sido fundamentales en la asistencia 
que se ha brindado a estas personas.

Aun así, lo cierto es que la apuesta por una migración ordenada, segura y regular 
–establecida en el Pacto Mundial adoptado en la Conferencia Intergubernamental 
sobre Migración en Marrakech, Marruecos en diciembre de 2018–, así como la in-
clusión de la población migrante y refugiada en los Estados de la región en atención 
de los deberes de respeto y garantía de los derechos de las personas en contextos 
de movilidad, siguen siendo un reto. En cuanto a las personas con necesidad de 
protección internacional –como lo son las personas refugiadas y solicitantes de tal 
condición, las asiladas (para aquellos países en los que asilo y refugio son figuras 
diferentes), las apátridas y las víctimas de trata de personas–, tales retos cobran 
mayor relevancia y, con ello, preocupación ante el desconocimiento de varios de sus 
derechos, incluido el de buscar y recibir asilo, y el de no devolución. Esto último, en 
especial, cuando el foco se centra en las zonas de frontera de los Estados, incluidas 
las que se ubican en superficies terrestres, aguas territoriales, así como en las zonas 
de tránsito o zonas internacionales de los aeropuertos.

Los países de la región, además de ser signatarios de la Convención sobre el Estatu-
to de los Refugiados de 1951 y del Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados de 
1967, han adoptado la Declaración de Cartagena sobre Refugiados de 1984, la cual 
en el 2024 cumplió 40 años. Este hecho llevó a que la sociedad civil, la academia, la 
cooperación internacional y la institucionalidad, en un proceso denominado Cartage-
na+40, se cuestionaran sobre: (i) los avances en materia de protección de derechos 
de las personas con necesidad de protección internacional; (ii) sus deberes; y (iii) las 
medidas a adoptar para los próximos años, con miras a una respuesta regional.
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A partir de tal escenario, el presente in-
forme tuvo por objetivo recopilar, prin-
cipalmente, las experiencias de atención 
a las personas en contexto de movilidad 
forzada internacional que buscan asilo 
y/o refugio en Argentina, Chile, Colom-
bia, Ecuador, México y Perú, con un én-
fasis particular en las zonas de frontera. 
Lo anterior, en aras de poder analizar las 
situaciones de derechos y, con ello, crear 
recomendaciones que propendan por la 
garantía efectiva de los derechos de es-
tas personas en cada Estado y en la re-
gión. Para ello, cada país partió desde la 
afectación de derechos causada por la 
pandemia del covid-19 y su impacto en 
la garantía de los derechos a solicitar y 
recibir asilo y de no devolución. También 
se describieron los procedimientos san-
cionatorios migratorios a los que queda-
ron expuestas personas con necesidad 
de protección internacional.

Con respecto a la incorporación a nivel 
nacional de los instrumentos interna-
cionales en materia de derecho inter-
nacional de los refugiados, es claro que 
los seis países analizados los consagran. 
En Argentina, Chile, Colombia, Ecuador, 
México y Perú, la definición de persona 
refugiada consagrada en la Convención 
de 1951, ampliada por el Protocolo de 
1967, y la de la Declaración de Cartage-
na de 1984, tienen rango de Ley. Incluso, 
para el caso de Colombia, también se in-
corpora la Convención contra la Tortura 
y otros Tratos o Penas Crueles, Inhuma-
nos o Degradantes a la definición de per-
sona refugiada, y México, por su parte, 
adiciona explícitamente el género como 
motivo de persecución para tener la ca-
lidad de persona refugiada. Por el con-
trario, Chile, a partir de una modificación 

a su ley migratoria en febrero de 2024, 
estableció un límite especial a las defi-
niciones de persona refugiada, al indicar 
que sólo las aplicará a “quienes lleguen 
directamente desde el territorio en que 
su vida o libertad esté amenazada”, a me-
nos que la escala en un tercer país no se 
haya extendido por más de sesenta días. 
No obstante, en la práctica, al analizar las 
dinámicas de reconocimiento de la con-
dición de persona refugiada de cada Es-
tado, es posible afirmar que se aplica en 
mayor medida la definición contemplada 
en la Convención de 1951, y no la de la 
Declaración de Cartagena, lo cual se ha 
visto reflejado en la negativa a efectuar 
reconocimientos prima facie de esta con-
dición a personas provenientes de Vene-
zuela.

A partir de la “tradición latinoamericana 
del asilo” y de la dicotomía en los térmi-
nos de asilo y refugio, algunos países de 
la región los han empezado a distinguir 
de una manera más precisa en sus le-
gislaciones. De acuerdo con la Opinión 
Consultiva OC-25/18 de la Corte IDH, el 
asilo puede ser territorial o diplomático, 
dependiendo de dónde se conceda. En 
el caso de Argentina, si bien se refieren 
a las personas solicitantes del reconoci-
miento de la condición de refugiadas in-
distintamente como solicitantes de asilo 
y hacen alusión a la concesión de asilo 
por extensión, la interpretación que se 
hace es que su legislación no contempla 
el asilo diplomático. Por su parte, Colom-
bia, en la Ley 2136 de 2021, señala que 
habrá un procedimiento diferente para la 
determinación de la condición de asila-
do, distinto al de refugiado, y en contra-
posición con el refugio, que únicamente 
es territorial, se extiende al asilo diplo-
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mático. Finalmente, tanto Chile como 
México diferencian el asilo del refugio, al 
considerar que el primero se concede a la 
persona extranjera a quien se considera 
perseguida por motivos o delitos de ca-
rácter político.

En contraste a las definiciones de refugio 
y de asilo, todos los países concuerdan 
en la necesidad de protección del prin-
cipio de no devolución (non-refoulement) 
a las personas con necesidad de protec-
ción internacional, con independencia 
de: (i) su nacionalidad; (ii) que hayan sido 
o no reconocidas como tales por el Es-
tado mediante algún acto administrativo; 
y (iii) su estatus migratorio. No obstante, 
los informes de cada país evidencian que, 
si bien este es un derecho que debe pro-
tegerse por su carácter de ius cogens, aún 
hay retos para su protección. En primer 
lugar, debido a que por fuera del proce-
dimiento de refugio/asilo o de extradi-
ción, no existen procedimientos claros 
para la determinación de su concesión, lo 
cual hace que no haya una evaluación ni 
análisis autónomo de la necesidad de no 
devolución. En segundo lugar, ya que su 
estudio sólo se efectúa ante una negati-
va de reconocimiento del estatus de per-
sona refugiada, razón por la cual aquellas 
que no pueden iniciar el procedimiento 
para el reconocimiento de la condición 
de refugiadas por haber sido inadmitidas 
o rechazadas al territorio, o las que están 
en el marco de procedimientos sancio-
natorios de carácter migratorio que con-
llevarían a la deportación o expulsión, 
corren el riesgo de ser excluidas de tal 
determinación.

En línea con las inadmisiones y/o recha-
zos en frontera, los informes coinciden 

en señalar su preocupación por la impo-
sibilidad de reaccionar a estos procedi-
mientos, debido a que suelen efectuarse 
en tiempos muy cortos en los que, ade-
más, no hay registros administrativos ni 
garantías de debido proceso que permi-
tan ejercer una defensa. En Colombia, 
por ejemplo, la decisión de inadmisión 
o rechazo de ingreso al territorio no es 
susceptible de recurso, y tampoco es 
posible presentar una solicitud de re-
conocimiento de la condición de perso-
na refugiada en zonas de frontera. Esto 
últimamente se ha hecho evidente, por 
ejemplo, en casos de personas prove-
nientes de África que están en tránsito 
por Colombia y que son inadmitidas. En 
Chile y México la prohibición de ingreso 
en frontera de una persona solicitante de 
la condición de refugiada no existe, pero 
en la práctica hay dificultades para que 
se identifiquen los casos, lo cual pone en 
riesgo de vulneración el principio de no 
devolución y el derecho a solicitar asilo. 
En Argentina, Perú y Chile, pese a que no 
hay prohibición de recibir una solicitud 
de protección internacional en zonas de 
tránsito o de frontera, las decisiones de 
inadmisión o rechazo suelen ser frecuen-
tes. En Argentina, por ejemplo, la defen-
sa de las personas con necesidad de pro-
tección internacional está a cargo de los 
defensores públicos federales con com-
petencia territorial en el paso fronterizo 
correspondiente, pero su labor se com-
plejiza por no tener acceso a documenta-
ción oficial que justifique la decisión, por 
la indebida motivación de las decisiones 
y por el no respeto de las garantías del 
debido proceso. Además, si bien es po-
sible recurrir esta decisión, solo es posi-
ble hacerlo desde el exterior, mediante 
presentación efectuada por el extranjero 
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ante las delegaciones diplomáticas ar-
gentinas o las oficinas en el extranjero de 
la Dirección Nacional de Migraciones.

La prohibición de sanciones (sean admi-
nistrativas o penales) por ingreso y per-
manencia irregular para personas con 
necesidad de protección internacional 
también ha sido contemplada en las le-
gislaciones de los países de la región. No 
obstante, en algunos países, como Chile, 
aún predomina la criminalización de la 
migración, lo cual impacta a las personas 
que quieren acceder al proceso de reco-
nocimiento de la condición de refugia-
das. En particular, a quienes ingresaron 
de manera irregular, para pedir protec-
ción internacional se les solicita acom-
pañar su solicitud con una autodenuncia, 
es decir, una declaración voluntaria de 
ingreso clandestino al país, cuyo tiempo 
de tramitación es largo. Además, prevé la 
facultad de aplicar el procedimiento de 
reconducción inmediata a las personas 
que hayan ingresado eludiendo el con-
trol migratorio y se haya internado al te-
rritorio nacional hasta 10 kilómetros del 
límite fronterizo terrestre o dentro del 
mar territorial. En México, por su parte, 
pese a que la detención en Estaciones 
Migratorias y Estancias Provisionales son 
medidas temporales para personas que 
no pueden acreditar su situación migra-
toria en el país, se han convertido en una 
práctica de control migratorio y no una 
medida excepcional, como deberían ser.

Además de esta situación con respecto 
a la no devolución, los informes también 
identifican la inexistencia de mecanismos 
de protección complementaria adecua-
dos. En algunos países, estos se materia-
lizan en procesos de regularización mi-

gratoria y visas de carácter humanitario, 
pero que no cumplen con los estándares 
que el Sistema Interamericano de Dere-
chos Humanos ha fijado para los mismos. 
En particular, en Colombia la protección 
complementaria se concede a través de 
una visa tipo V de visitante que se otorga 
por un año y no es posible solicitar nue-
vamente. En el caso de Chile y México, la 
legislación indica que se otorgará una re-
sidencia permanente. En Chile, se otorga 
sólo a quienes se les rechace una solici-
tud de refugio y que, siendo víctimas de 
violencia intrafamiliar, de género, o por 
su orientación sexual, no puedan volver 
al país donde su libertad y vida corren 
riesgo. En este país también existen visas 
humanitarias para quienes sean víctimas 
de trata de personas, de violencia intra-
familiar o de género, de tráfico ilícito de 
migrantes, mujeres embarazadas y niños, 
niñas y adolescentes. Por otro lado, en 
Perú existe la Calidad Migratoria Huma-
nitaria, que se puede conceder a: (i) soli-
citantes de asilo o refugio; (ii) personas 
sin perfil de protección internacional, 
pero que cuenten con una situación gra-
ve de vulnerabilidad; (iii) quienes hayan 
migrado por motivos de desastres natu-
rales y ambientales; (iv) quienes han sido 
víctimas de trata de personas o tráfico ilí-
cito de migrantes; (v) niñas, niños y ado-
lescentes no acompañados; (vi) solicitan-
tes de reconocimiento de la condición de 
apatridia.

En línea con lo mencionado sobre pro-
tección complementaria, algunos países 
han creado mecanismos de protección 
temporal y de regularización migratoria 
para personas de nacionalidad venezo-
lana los cuales, si bien fueron medidas 
positivas para su integración, evidencian 
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un desplazamiento a un segundo plano 
del refugio y del asilo como mecanismos 
de protección internacional. Esto, por 
ejemplo, se presenta en Colombia con la 
creación del Estatuto Temporal para Mi-
grantes Venezolanos (ETPV), y en Ecua-
dor con la Visa de Residencia Temporal 
de Excepción por Razones Humanitarias.

Esta preferencia de las personas por un 
mecanismo de regularización migrato-
ria en vez de la protección internacional 
que otorga el proceso de solicitud de 
refugio/asilo se explica por las falencias 
que tienen estos procedimientos en la 
región. La primera es la inobservancia 
del debido proceso en los procedimien-
tos de determinación de la condición de 
personas refugiadas, sea por la inexis-
tencia de términos procesales o, de ha-
berlos, por el incumplimiento de estos. 
En el caso de Colombia y Argentina no 
existen términos para llevar a cabo cada 
etapa del procedimiento. En México y 
Perú, si bien hay un término de 45 y 60 
días hábiles para su determinación, res-
pectivamente, estos pueden ser amplia-
dos, lo cual se suele hacer. La segunda 
es la existencia de términos restrictivos 
para la presentación de las solicitudes 
de reconocimiento de la condición de 
refugiado. En el caso de Colombia es de 
60 días a partir de la fecha de ingreso al 
país, con posibilidades de presentarla de 
manera extemporánea con justificación, 
pero en Chile ese tiempo es de tan solo 
7 días hábiles, siendo un plazo demasia-
do corto si se estudia a nivel comparado. 
Por último, persisten las dificultades para 
obtener documentos de regularización 
en virtud del reconocimiento del estatus 
de personas refugiadas; en Perú, por la 
expedición del carné de extranjería y, en 

Colombia, por los costos asociados a la 
obtención de las cédulas de extranjería 
cobrados por la Unidad Administrativa 
Especial Migración Colombia, tras haber 
obtenido las visas tipo M como personas 
refugiadas.

En conclusión, en la región latinoameri-
cana, si bien existen legislaciones inter-
nas que protegen los derechos de las 
personas migrantes y de aquellas con ne-
cesidad de protección internacional, en 
la práctica hay muchos retos para garan-
tizar que estas se cumplan. Entre estas 
están: (i) el desincentivo de solicitar pro-
tección internacional mediante la figura 
de asilo y/o refugio por la existencia de 
mecanismos de regularización migrato-
ria temporales alternos –y, en ocasiones, 
excluyentes– y por los bajos niveles de 
reconocimiento de esta condición; (ii) la 
criminalización de la migración; (iii) las 
medidas cada vez más restrictivas y for-
males para solicitar asilo/refugio; (iv) las 
inadmisiones y/o rechazos en frontera y 
las sanciones migratorias impuestas que 
impiden el acceso al derecho a buscar 
asilo y el principio de no devolución; y (v) 
la inexistencia o fragilidad de mecanis-
mos y procedimientos para determinar la 
necesidad de protección complementa-
ria y el principio de no devolución de las 
personas con necesidad de protección 
internacional. Todo esto permite dar lu-
ces sobre el tipo de omisiones y de accio-
nes que deben llevar a cabo los Estados 
para cumplir con sus obligaciones inter-
nacionales, enfocadas en las personas 
que más lo necesitan.
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Sobre la Red de Litigio Estratégico 
en Migración (Red-LEM)

La Red de Litigio Estratégico en Migración surgió en el segundo semestre del año 
2021 como una iniciativa de diversos actores humanitarios, universidades, organi-
zaciones de la sociedad civil y de cooperación internacional que brindan servicios le-
gales de asesoría, acompañamiento a casos legales, representación judicial y/o que 
realizan actividades de incidencia y litigio estratégico respecto de población refugia-
da, migrante y retornada en situación de vulnerabilidad extrema y con necesidades 
específicas de protección en el territorio colombiano.

Los objetivos de la Red-LEM son: unir y articular esfuerzos para formular y cons-
truir acciones legales colectivas y de litigio estratégico con enfoque diferencial y 
de interseccionalidad; incidir en las políticas públicas y normatividad de relevancia; 
gestionar y ejercer la representación jurídica e integral de casos individuales y co-
lectivos a través de los mecanismos de justicia; y compartir buenas prácticas para la 
ampliación, garantía y defensa de los derechos humanos de la población refugiada, 
migrante y retornada en Colombia.

Actualmente la Red-LEM está conformada por las siguientes organizaciones: Caribe 
Afirmativo; Clínica Jurídica para Migrantes (CJM) y Centro de Estudios en Migra-
ción (CEM) de la Universidad de los Andes; Consejo Danés para Refugiados (DRC); 
Dejusticia; Grupo de Acciones Públicas Icesi (GAPI) de la Universidad Icesi; Servicio 
Jesuita a Refugiados de Colombia (JRS/COL); Federación Nacional de Personerías 
de Colombia (Fenalper); Red del Nodo Centro Bogotá, Boyacá y Meta del Programa 
de Asistencia Legal a Población con Necesidad de Protección Internacional de la 
Corporación Opción Legal; Refugiados Unidos.

Desde la Red-LEM, todas las personas estamos comprometidas con la defensa, pro-
tección y garantía de los derechos humanos de la población refugiada, migrante, 
retornada, víctima del conflicto armado interno y de las comunidades de acogida en 
el territorio.



214

Sobre la Red Interamericana de 
Defensa de Personas en Contex-
to de Movilidad (AIDEF)

La Red Interamericana de Defensa de Personas en Contexto de Movilidad es un es-
fuerzo regional que opera al interior de la Asociación Interamericana de Defensorías 
Públicas (AIDEF), con sujeción a sus normas y a su estructura orgánica. La Red se 
compone de dos puntos focales por cada uno de los organismos de defensa pública 
que componen la AIDEF, quienes son los encargados de gestionar los objetivos de 
esta iniciativa al interior de su jurisdicción. A su vez, la Red cuenta con dos puntos 
focales líderes que trazan la hoja de ruta de trabajo de la Red con mandato durante 
dos años.

El propósito de la Red es establecer el diálogo, la cooperación y el trabajo conjun-
to entre las entidades conformantes de la AIDEF para lograr un mejor acceso a la 
justicia de las personas en contexto de movilidad. Para ello, prevé la realización de 
acciones de colaboración y asistencia recíproca entre sus miembros, así como el 
intercambio de información y experiencias, la realización de capacitaciones y el de-
sarrollo de actividades comunes.

En el presente trabajo han participado aquellos puntos focales que forman parte de 
instituciones con líneas de trabajo específicas en materia de movilidad humana y 
quienes se encontraban en condiciones de brindar la información aquí requerida al 
momento de elaborar el presente (Ministerio Público de la Defensa de la República 
Argentina (Defensoría General de la Nación), Defensoría Penal Pública de Chile, In-
stituto Federal de Defensoría Pública de México y Defensoría Pública General del 
Ecuador).

Más información disponible en https://aidef.org/red-de-movilidad/

https://aidef.org/red-de-movilidad/
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Situación de derechos de personas con necesidad de protección internacional en busca de asilo 
o refugio en América Latina: un análisis regional de las zonas de frontera

Sobre el Servicio Jesuita a Mi-
grantes - Chile

El Servicio Jesuita a Migrantes es una obra de la Compañía de Jesús que participa de 
una red internacional presente en más de 50 países alrededor del mundo. En Chile 
es una Organización No Gubernamental, fundada en el año 2010, que ha servido 
durante varios años a la comunidad migrante desde la organización comunitaria y en 
coordinación con la parroquia Jesús Obrero. La Organización promueve y protege la 
dignidad y los derechos de las personas migrantes y refugiadas en Chile, acompañan-
do su proceso de inclusión social a través de un modelo de trabajo multidimensional 
e incidiendo en la sociedad para que reconozca la riqueza de la diversidad humana.

Sobre Encuentros - Servicio                   
Jesuita a Migrantes (Perú)

Encuentros - Servicio Jesuita a Migrantes, es una obra promovida por la Compañía 
de Jesús en el Perú que, desde el año 2011, brinda asistencia y protección a la po-
blación refugiada, solicitante de reconocimiento de la condición de refugiado y mi-
grantes en situación de vulnerabilidad en el Perú. Nuestro objetivo fundamental es 
asegurar la protección de las personas con necesidades de protección internacional, 
así como facilitar su proceso de integración socioeconómica en el país.

Somos parte de la Red Jesuita a Migrantes, del Grupo de Movilidad Humana de la 
Coordinadora Nacional de Derechos Humanos y colíder del Subsector de Acceso al 
territorio, registro y documentación del Grupo de Trabajo para Refugiados y Migran-
tes (GTRM) en el Perú.

Encuentros SJM tiene una intervención integral a través de las áreas de protección, 
ayuda legal, salud mental, medios de vida, comunitaria, monitoreo de protección 
e incidencia política. Se encuentra a nivel nacional en Tumbes, Lima (sur, centro 
y este), Callao, Arequipa y Tacna. La intervención de Encuentros SJM se basa en 
una colaboración con la cooperación internacional, como el ACNUR, Refugees and 
Migration U.S Department of State, Consejo Danés para los Refugiados y Lutheran 
World Relief.
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